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RESUMEN

Los deportes electrónicos o eSports constituyen una industria 
emergente que ha experimentado un crecimiento exponencial en los 
últimos años, impulsado por la digitalización y la globalización. En 
España, el sector ha alcanzado una notable relevancia económica y 
social, generando millones de seguidores y puestos de trabajo, aun-
que carece de una regulación específica, lo que plantea importan-
tes riesgos jurídicos y criminológicos. Esta obra analiza, a partir de la 
ausencia normativa específica sobre el objeto de estudio, la potencial 
aparición de conductas delictivas en el ecosistema de los eSports, así 
como su encaje en el Código Penal. A través de una metodología que 
combina análisis dogmático y jurisprudencial se identifican las tipolo-
gías delictivas más probables especialmente a raíz de la concurrencia 
objetiva de elementos criminógenos y de ciertas conductas manifes-
tadas en las normativas internas de los deportes electrónicos.

Desde este análisis, y sin perjuicio de que las previsiones penales 
puedan considerarse, en términos generales, suficientes, se pretende 
valorar la pertinencia de modificaciones legales o interpretaciones en 
la aplicación de normas penales para garantizar la tutela efectiva en 
relación con los riesgos identificados, con especial atención al con-
cepto de deporte en el marco del Código Penal.
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PRÓLOGO

Sergio Pérez González

Hay materias que irrumpen en el panorama jurídico, casi exigiendo 
ser atendidas. Otras, de forma más discreta, se infiltran sin ser nota-
das hasta que, sedimentada su relevancia social, se vislumbran como 
zonas de interés. Sobre los deportes electrónicos no ha habido una 
atención doctrinal repentina, menos aún en el ámbito penal, pero esa 
mirada de reojo que los tenía por un fenómeno lúdico, periférico, casi 
anecdótico, ya va virando, va focalizando, reconociendo cada vez con 
más nitidez los detalles en un objeto de creciente complejidad. Los 
eSports constituyen una industria global y altamente estructurada, 
cuya relevancia económica y social ya se hace evidente en datos. Y 
eso no puede obviarlo el Derecho.

La obra que está por leerse parte precisamente de esa constata-
ción: el doctor García Carmona ha sabido interpretar con oportunidad 
que el Derecho penal debe atender específicamente un espacio de 
interacción social en el que concurren ciertos componentes criminó-
genos: dinero, competencia, tecnología... Pero atender la especifici-
dad no significa para el autor —con muy buen juicio, a mi juicio— la 
necesidad de un tratamiento jurídico radicalmente diferenciado. La 
obra adopta una perspectiva más matizada que cuestiona la suficien-
cia del ordenamiento penal ante las prácticas sociales vehiculizadas 
en el entorno eSport. Porque la estafa sigue siendo estafa, aunque se 
articule a través de un torneo online; o los daños informáticos no dejan 
de serlo porque afecten a la retransmisión de una final con millones de 
espectadores.

Pero tampoco sería prudente minimizar la especificidad del fenó-
meno. El propio objeto de estudio —los eSports— presenta rasgos 
que tensionan algunas de las construcciones tradicionales. El Código 
Penal atiende la dimensión deportiva que, en atención a las previsiones 
administrativas, no alcanzaría a los deportes electrónicos. Un análisis 
menos formalista, como el que propone García Carmona, aboga, con 
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criterios de antijuridicidad material, por integrarlos. Del mismo modo, 
la desmaterialización de las conductas, la globalidad de los actores 
implicados o la facilidad con la que se combinan ilícitos penales y 
meras infracciones internas del sector obligan a replantear, al menos 
en parte, los criterios de intervención y los límites del sistema penal.

En este contexto, es mérito de esta monografía haber sabido evitar 
dos heurísticas habituales y enfrentadas en la práctica doctrinal. Por un 
lado, la fascinación por lo novedoso, que sobredimensiona los problemas 
y propone respuestas penales excesivas (en extensión y en intensidad). 
Por otro lado, el estatismo frente a la innovación, que lleva a ignorar las 
particularidades del fenómeno y a aplicar mecánicamente categorías 
dogmáticas que, de tan parcheadas, ya no funcionan. Frente a ambos 
extremos, el autor opta, aurea mediocritas, por el equilibrio: reconocer 
las singularidades del sector y evaluar en ese contexto el alcance de la 
funcionalidad dogmática, con propuestas de modificación sutiles.

Desde el punto de vista metodológico, entonces, el trabajo emerge 
desde la observación de las prácticas reales del sector. Identifica 
actores, analiza dinámicas internas y examina las normativas y los 
mecanismos de autorregulación existentes. Solo desde esa descrip-
ción estructural y funcional de los eSports puede evaluarse, con cierta 
solvencia, el sentido de la intervención de la norma penal. Hay en ello 
implicado, en mi opinión, una epistemología de humildad científica 
que condiciona la pertinencia de la disciplina propia —lo penal— a la 
atención que otras ramas jurídicas prestan a los deportes electrónicos, 
infiltrando el autor en sus consideraciones el principio de ultima ratio, 
en ocasiones tan marginado por legislativo, tribunales y aun doctrina. 
Porque el análisis está situado y sus propuestas, por tanto, solo toman 
sentido en un estado actual de las cosas. Es, como debe ser toda 
aportación científica, un estudio que funciona rerum sic stantibus, 
 especialmente en un ámbito tan dinámico como el de los eSports.

Esta es, en definitiva, una obra que se afana por valorar cómo las 
categorías dogmáticas reciben la expansión del deporte al ámbito 
digital, que analiza el modo en que lo nuevo es funcionalmente nuevo, 
esto es, que irrumpe como extrañeza en los parámetros epistemo-
lógicos penales. Y que lo hace sin tendenciosidades, con rigor y con 
propuestas circunspectas, incluso atinadas (el tiempo lo dirá). Pero, 
sobre todo, es un estudio de partida. Esa mirada de reojo a los eSports 
ya es una mirada de frente para esta monografía. Y sin duda que, como 
sucede con todo texto, especialmente con los que abren perspecti-
vas, cada lectura lo hará brotar en formas distintas.
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CUESTIONES PREVIAS

La presente obra tiene su origen en la investigación doctoral desa-
rrollada por el autor en la Universidad de La Rioja, centrada en el análi-
sis de los riesgos delictivos en el entorno de los deportes electrónicos1. 
Partiendo de esta base, el trabajo se articula en torno a una preocupa-
ción jurídico-criminológica fundamental: el crecimiento exponencial 
de los eSports ha generado nuevos escenarios de interacción social 
que, por sus características tecnológicas, globales y altamente rela-
cionales, pueden favorecer la aparición de conductas delictivas que 
resultan todavía poco exploradas por la dogmática penal. Esta falta 
de atención doctrinal, unida a la relevancia económica y social adqui-
rida por el sector, justifica la necesidad de un estudio sistemático que 
permita comprender y anticipar los riesgos penales asociados a este 
fenómeno emergente.

Los deportes electrónicos se han consolidado en la última década 
como una realidad global e intergeneracional, integrada en la indus-
tria de los videojuegos, cuyo crecimiento económico y expansión de 
usuarios evidencian su impacto estructural en la sociedad contempo-
ránea. Este desarrollo no solo se proyecta en términos económicos, 
sino también sociales, culturales y mediáticos, al posibilitar una inte-
racción constante entre individuos de diferentes países y contextos. 
En el caso español, el incremento de clubes, competiciones y audien-
cias refleja un proceso de consolidación progresiva del sector, pese a 
la ausencia de una regulación específica que ordene sus dinámicas. 

1	 García Carmona, D. (2026). Riesgos delictivos en el entorno de los deportes 
electrónicos. Tesis doctoral. Universidad de La Rioja.
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Esta laguna normativa, en combinación con factores como la digita-
lización, la deslocalización de las relaciones y la intensificación de la 
interacción virtual configura un entorno potencialmente criminógeno 
que suscita relevantes interrogantes desde la perspectiva del Dere-
cho penal.

Para abordar esta problemática, la investigación adopta una meto-
dología que conjuga el análisis descriptivo del fenómeno con el estu-
dio dogmático y jurisprudencial de las figuras penales potencialmente 
aplicables. A partir de la identificación de los principales agentes del 
ecosistema y de las conductas de riesgo, se examina el grado de ade-
cuación de las normas penales vigentes para dar respuesta a estas 
nuevas formas de criminalidad. En última instancia, el trabajo persigue 
no solo sistematizar los riesgos delictivos en los eSports, sino también 
contribuir al desarrollo de un marco jurídico capaz de garantizar la 
seguridad jurídica y la eficacia del sistema penal en un contexto mar-
cado por la innovación tecnológica y la transformación digital.
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LOS eSPORTS

El nombre de eSports proviene de la unión de dos vocablos ingle-
ses: la «e», que hace referencia a electronic (electrónico), y sports, que 
significa deportes, por lo que además de deportes electrónicos, se les 
denomina también e-Sports o ciberdeportes.

En nuestro país, cabe destacar, por su relevancia y posición de 
influencia de quien la emite, la definición aportada por la Asociación 
Española de Videojuegos, en adelante AEVI: «Esports es el nombre con 
el que popularmente se conocen a las competiciones de videojuegos 
estructuradas a través de jugadores, equipos, ligas, publishers, orga-
nizadores, broadcasters, patrocinadores y espectadores. Se puede 
jugar de forma amateur o profesionalizada y de forma presencial u 
online. Otras denominaciones son «gaming competitivo», «organized 
play», «egaming» o «pro gaming».

Según el diccionario informático Techlib: «eSports (pronunciado 
"e-sports") es un término general utilizado para describir las compe-
ticiones de videojuegos. Al igual que los eventos deportivos, los jue-
gos de eSports a menudo se juegan ante audiencias en vivo y pueden 
transmitirse por Internet también»2.

2.1. Fenómeno social

Los eSports o deportes electrónicos son competiciones profesio-
nales que se ubican en el sector del entretenimiento y, en concreto, 
dentro de la industria de los videojuegos. Estas competiciones suelen 

2	 Información obtenida de la página de Techlib, disponible: https://techlib.net/
definition/esports.html. Última consulta: 15/01/2023.
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desarrollarse sobre videojuegos de estrategia en tiempo real, dispa-
ros en primera persona y arenas de batalla multijugador en línea.

Además de instituciones, existen numerosos autores que han 
dado su propia definición de los eSports. Entre ellos cabe destacar la 
aportada por Wagner, considerada como la primera definición de los 
deportes electrónicos modernos que los entiende como: «un área de 
las actividades deportivas en la que las personas desarrollan y entre-
nan habilidades mentales o físicas en el uso de las tecnologías de la 
información y la comunicación»3 o por Hamari y Sjöblom: «una forma 
de deporte donde los aspectos primarios del deporte son facilita-
dos por sistemas electrónicos; la entrada de jugadores y equipos, así 
como la salida del sistema de eSports, están mediadas por interfaces 
hombre-computadora»4.

Independientemente de quién defina el concepto, empresas, indi-
viduos o entidades, hay varios elementos comunes y esenciales en 
todas las definiciones sobre los deportes electrónicos:

	– Un elemento humano, es decir, los jugadores. Se requiere que, 
al menos, dos jugadores, con independencia de si son o no pro-
fesionales, compitan entre sí para obtener la victoria. No cabe 
entender en este contexto una competición entre máquinas 
o inteligencia artificial5 dado que en ese supuesto estaríamos 
hablando de una mera simulación de ordenador6.

	– Un elemento digital, es decir, un videojuego, siendo esta la prin-
cipal diferencia respecto a los deportes tradicionales. Aquí hay 
que diferenciar entre el hardware, elementos físicos y perifé-
ricos que utilizan los jugadores, como el ordenador, ratón, el 

3	 Wagner, M. G. (2006) «On the scientific relevance of eSport». Proceedings of 
the 2006 International Conference on Internet Computing and Conference on 
Computer Game Development, pp. 437-440. 

4	 Sjöblom, M. & Hamari, J. (2017). «What is eSports and why do people watch it?». 
Internet Researh, vol. 27, núm. 2, p. 2.

5	 Sobre la inteligencia artificial y los deportes electrónicos, véase Verdugo Guz-
mán, S. (2021). op cit, pp. 644 y 645.

6	 Sobre este requisito y la confirmación de la realización directa por parte de seres 
humanos véase Rodríguez Ten, J. (2021). op. cit, p, 1261.
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teclado, los auriculares, etc., y el software, el videojuego en el 
que se desarrolla la competición entre diferentes jugadores7.

	– Un elemento competitivo8 pues es lo que permite diferenciar los 
deportes electrónicos de los juegos no competitivos. La com-
petición debe desarrollarse en una determinada plataforma 
en la que una serie de adversarios o contrincantes pugnan por 
conseguir la victoria9.

Este carácter competitivo es el que ayuda a conferirle, a su vez, la 
nota de profesionalización10 a los clubes de deportes electrónicos y 
a todos sus integrantes, no solo a los gamers o jugadores quienes 
compiten en las partidas en última instancia sino también a los entre-
nadores, preparadores, nutricionistas, equipo de publicidad, etc., 
que componen toda la estructura del club. Los jugadores entrenan11 
durante muchas horas al día12, incluso la mitad del día, es decir, de 12 

7	 Es necesario tener presente en este momento, la inmensa variedad de videojue-
gos que existen, de deportes (FIFA, NBA2k…), de tiros (Call of Duty), de estrate-
gia en tiempo real (Warcraft), los de campo de batalla/arena multijugador, más 
conocidos por sus siglas en inglés MOBA (League of Legends), etc.

8	 Cfr. Rodríguez Ten, J. (2021), op. cit, p. 1261.

9	 Scholz, T. M. & Nothelfer, N. 2022, Research for CULT Committee – Esports, 
European Parliament, Policy Department for Structural and Cohesion Policies. 
Brussels. p. 12.

10	 En este sentido de la profesionalización de los deportes electrónicos se pronun-
cian autores como Amor, J.S.C., Pérez-Campos, C. y Molina-García, N. (2020). 
«La imagen de marca en eventos de deportes electrónicos (esports). Diferen-
cia según jugadores y no jugadores». Journal of Sports Economics & Manage-
mente. Vol. 10, núm. 2, p. 103.

11	 Liébana Ortiz, J. R. (2022). «Hacia un modelo común de arbitraje en deportes 
electrónicos». Revista Electrónica De Derecho De La Universidad De La Rioja 
(REDUR), núm. 20, p. 38. Cfr. Sobre el sometimiento a entrenamiento sistemá-
tico y continuado que permita optimizar el rendimiento deportivo, Rodríguez 
Ten, J. (2021), op. cit, p. 1261.

12	 Un estudio que encuestó a más de 110 jugadores de eSports determinó una 
media de entrenamiento de 5 horas y 28 minutos al día. Kari, T., Karhulhati, V. 
(2016). «Do E-Athletes Move?: A Study on Training and Physical Exercise in Elite 
E-Sports». International Journal of Gaming and Computer Mediated Simula-
tions, num. 8, p. 61.
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a 14 horas13, y varios días a la semana para optimizar sus habilidades y 
aptitudes y poder ponerlas en práctica en las competiciones profesio-
nales en las que participan.

Dichas competiciones se caracterizan por la presencia de jugadores 
profesionales de deportes electrónicos, a los cuales, se les podría equi-
parar con los deportistas profesionales de los deportes tradicionales.

Esta equiparación es posible por diversos motivos:

	– Corta vida profesional de los jugadores profesionales de depor-
tes electrónicos por el desgaste visual, auditivo y la pérdida de 
reflejos y capacidad de reacción.

	– Los jugadores de eSports compiten profesionalmente en entor-
nos de presión en directo con miles de espectadores.

	– Para efectuar dichas competiciones se preparan tanto física 
como mentalmente. Entrenan a diario tanto a nivel individual 
como en equipo para obtener el mayor rendimiento de sus 
capacidades. Cuentan con centros deportivos e infraestructu-
ras específicas para llevar a cabos sus entrenamientos14, con 
entrenadores, staff técnico, nutricionistas, psicólogos, etc.15.

	– Contratos fijos con una retribución mensual que les permite 
vivir exclusivamente de su trabajo16.

13	 Staton, R. (2015). The secret to eSports athletes' success? Lots - and lots 
- of practice. ESPN. Disponible en: https://www.espn.com/espn/story/_/
id/13053116/esports-athletes-put-hours-training-reach-pinnacle. Última con-
sulta: 27/10/2025.

14	 Uno de los ejemplos más significativos de nuestro país es del Movistar eSports 
Center: «es el primer centro de alto rendimiento en Europa de eSports y sede 
del club Movistar Riders. Se trata de una nave de 1000m2 abierta a la comuni-
dad y en la que se desarrolla toda la actividad del Club, así como la celebración 
y retransmisión de competiciones y partidos y actos relacionados con la divul-
gación de los deportes electrónicos». Información obtenida de https://www.
movistarriders.gg/movistaresportscenter/. Última consulta: 19/03/2023.

15	 Información obtenida de https://forbes.es/lifestyle/175521/como-entrenan-
los-jugadores-de-e-sports/. Última consulta: 19/05/2026

16	 Información obtenida de https://www.perfil.com/noticias/actualidad/que-es-ser- 
un-jugador-profesional-de-videojuegos-peek.phtml. Última consulta: 19/05/2026.
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Es necesario precisar de igual modo, que todos los eSports son 
videojuegos, pero no todos los videojuegos son eSports17. Esto se 
debe a diversos motivos que se exponen de forma breve ya que este 
discernimiento no es el objeto del presente texto:

	– Eventos competitivos alrededor de un videojuego.

	– Los torneos pueden ser puntuales o en formato liga.

	– Debe haber un organizador de la competición.

	– Hay un objetivo específico: ganar un torneo o premio.

	– Hay una distinción clara entre jugadores y equipos18.

Al igual que los deportes tradicionales se rigen por unos principios 
esenciales, es preciso destacar que, tanto en España a través de la ya 
referida AEVI, como en otros países de Europa como Portugal, Bél-
gica, Reino Unido entre otros, se aplica a los deportes electrónicos una 
serie de principios rectores comunes al ser, todos ellos, integrantes de 
la Video Games Europe, comunidad global de videojuegos y deportes 
electrónicos que incluye no solo a los clubes de deportes electrónicos 
profesionales sino a los propietarios y editores de la propiedad inte-
lectual subyacente a los deportes electrónicos.

La finalidad de la creación de dichos principios rectores es pro-
mover que los deportes electrónicos sean divertidos, justos y dis-
frutados por jugadores de todo el mundo en un ambiente abierto e 
inclusivo, así como abogar por la seguridad y el bienestar, la integri-
dad y el juego limpio, el respeto y la diversidad y un juego positivo y 
enriquecedor.

Al promover un entorno de deportes electrónicos seguro, justo e 
inclusivo, todos los miembros del ecosistema de deportes electróni-
cos se benefician del espíritu deportivo, la camaradería y otros valo-
res19 positivos que esta industria promueve activamente.

17	 Cfr. García Carmona, D. y Pérez González, S. (2024). «El arbitraje en los depor-
tes electrónicos en España». Revista de Derecho, Empresa y Sociedad, núm. 24. 
Época II. Dykinson, pp. 246 y ss.

18	 IAB SPAIN. (2021). Libro Blanco de los esports. 

19	 Sobre si los deportes electrónicos como actividad respetan los valores éticos de 
la sociedad, véase, Rodríguez Ten, J. (2021). op. cit, pp. 1265 y 1266.
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Estos principios son20:

	– Seguridad y bienestar: Todos los miembros de la comunidad 
de deportes electrónicos merecen participar y disfrutar de los 
deportes electrónicos en espacios seguros y estar libres de 
amenazas y actos de violencia y de lenguaje o comportamiento 
que haga que las personas se sientan amenazadas o acosadas.

	– Integridad y juego justo: Hacer trampa, piratear o participar en 
comportamientos de mala reputación, engañosos o deshones-
tos resta valor a la experiencia de los demás, beneficia injusta-
mente a los equipos y jugadores y empaña la legitimidad de los 
deportes electrónicos.

	– Respeto y diversidad: Los deportes electrónicos promueven 
un espíritu de competencia sana. Ya sea en persona o en línea, 
todos los miembros de la comunidad de deportes electrónicos 
deben demostrar respeto y cortesía hacia los demás, incluidos 
compañeros de equipo, oponentes, oficiales de juego, organi-
zadores y espectadores.

	– Los deportes electrónicos son verdaderamente globales y reú-
nen a jugadores de diferentes orígenes, culturas y perspecti-
vas. La amplia y diversa base de jugadores de los deportes 
electrónicos contribuye a su éxito. Se apoya y se apuesta por un 
ambiente abierto, inclusivo y acogedor para todos, sin importar 
la identidad de género, edad, capacidad, raza, etnia, religión u 
orientación sexual.

	– Juego positivo y enriquecedor: Los deportes electrónicos pue-
den ayudar a desarrollar la confianza en uno mismo y el espíritu 
deportivo y a impulsar la comunicación interpersonal y las habi-
lidades de trabajo en equipo. Los deportes electrónicos reúnen 
a jugadores y fanáticos para resolver problemas mediante el 
juego estratégico, la colaboración y el pensamiento crítico. La 
participación en los deportes electrónicos también puede con-
ducir al desarrollo de amistades nuevas y duraderas entre com-
pañeros de equipo, competidores y miembros de la comunidad 
de deportes electrónicos en general.

20	 Información obtenida de: https://www.videogameseurope.eu/isfe-esports/. 
Última consulta: 24/05/2026.
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2.2. Historia

En el presente apartado no se pretende analizar de forma exhaus-
tiva la inmigración del concepto y su desarrollo conciso hasta el actual 
proceso de consolidación del sector, sino que se pretende establecer 
grosso modo un breve contexto histórico para facilitar su comprensión 
y tener una perspectiva general de su evolución en las últimas décadas.

Los eSports tuvieron su origen en la Universidad de Stanford en 197221, 
en concreto en un torneo del videojuego Spacewar22 que había sido desa-
rrollado durante 10 años por la Universidad de Massachusetts23.

El segundo gran hito de los deportes electrónicos fue en el año 1980 
en el que se celebró una gran competición de un videojuego comer-
cial, en concreto, Space Invaders24, más conocido como «mata mar-
cianos», organizado por Atari. Esta competición se desarrolló en fina-
les regionales en diversos estados y celebró una final nacional que 
contó con más de 10.000 participantes de forma presencial de todo 
Estados Unidos.

Desde estas primeras grandes apariciones hasta la actualidad, se 
han celebrado diversos eventos posteriores como el de 1990, el Nin-
tendo World Championship cuyos protagonistas fueron el Super Mario 
y The Legend of Zelda25.

21	 En este sentido se manifiesta Martín Fernández, A. M. (2021). «Los e-sports: una 
visión del panorama actual en el deporte». En Verdugo Guzmán, S. Tratado de 
Derecho Deportivo. Aranzadi. Navarra, pp. 604 y ss.

22	 Videojuego en el que dos jugadores, cada uno manejando una pequeña nave 
espacial, debe encontrar la manera de destruir la nave de su oponente, ges-
tionando su armamento y combustible. Un juego estratégico y táctico que 
requería mucha práctica. Información obtenida en https://www.redbull.com/
es-es/esports-origenes-deportes-electronicos-reportaje. Última consulta: 
12/12/2022.

23	 Martínez García, D. (2022). «El auge de los e-sports: una mirada a sus oríge-
nes y su crecimiento». Jot Down Sport. https://sport.jotdown.es/2022/12/22/
el-auge-de-los-esports-una-mirada-a-sus-origenes-y-su-crecimiento/.

24	 García Carmona, D. (2025). «Esports o deportes electrónicos: un breve recorrido 
por la normativa nacional e internacional». En Millán Garrido, A. y Rodríguez 
Ten, J. (coords.). La dimensión internacional del deporte. Reus. Madrid, p. 64.

25	 Martín Muñoz, D. y Pedrero Esteban, L.M. (2019). «Los e-sports: origen, evolu-
ción y tendencias». Revista de Cultura Visual, núm. 4, p. 80.
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Desde finales de los noventa, se comenzaron a celebrar diversos 
torneos de Red Annihilation y Starcraft, que pasaron a la historia por 
razones de diversa índole. El primero de ambos, lo hizo por tener como 
premio para la persona ganadora un Ferrari, y el segundo, por consi-
derar a los jugadores como atletas, es decir, jugadores profesionales.

En Europa, se fundó la Electronic Sports League (ESL) en el año 2000 
y a través de esta llegaron las competiciones de eSports a España.

En el año 2006 se celebró, en un cibercafé cercano a Plaza España 
en Madrid, la quinta edición de la e-Sensation, que serviría para elegir 
a la selección española que participaría en la European Nations Cham-
pionship de ESL. Tras ello, la e-Sensation fue comprada por Electronic 
Sports League, ESL en adelante, y pasó a ser ESL España26.

El punto álgido mundial de este fenómeno de los deportes electró-
nicos llegó de la mano de Blizzard con el videojuego Warcraft hasta 
llegar al considerado, hoy en día, como el juego más popular de 
eSports27, el famoso League Of Legends28, LOL en adelante.

2.3. Regulación jurídica de los eSports en España

Se comienza el presente apartado con una serie de precisiones para 
seguir explicando el esquema de la industria de los deportes electró-
nicos en España y su encaje en el ordenamiento jurídico.

Como primera precisión hay que señalar que, en nuestro país, no 
existe una regulación específica de deportes electrónicos29. Esto, no 
implica que no estén regulados, ya que las relaciones jurídicas que 

26	 García Carmona, D. (2021). «Esports: origen, presente y futuro». Revista Electró-
nica de Derecho de la Universidad de La Rioja (REDUR), núm. 19, p. 110. doi:ht-
tps://doi.org/10.18172/redur.5127.

27	 Schnura Becerro, J. (2022). «¿Qué son los e-sports? ¿Qué juegos y competicio-
nes se consideran e-sports? ¿Son un deporte? ¿Se deben regular? ¿Cómo?». En 
Toranzo Serrano, F. eSport: el Derecho deportivo en entornos digitales. La Ley, 
p. 27.

28	 García Carmona, D. (2021). op. cit, p. 110.

29	 Martín Fernández, A. M. (2021). op. cit, pp. 622 y 623.
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nacen en el seno de esta industria están sometidas a las disposiciones 
de derecho general como, por ejemplo30:

	– Real Decreto, en adelante RD, de 24 de julio de 1889 por el que 
se publica el Código Civil.

	– Ley Orgánica, LO en adelante, 10/1995, de 23 de noviembre, del 
Código Penal.

	– LO 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Persona-
les y garantía de los derechos digitales.

	– RD Legislativo 1/1996, de 12 de abril, por el que se aprueba el 
texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, TRLPI, en 
adelante, en el ámbito de los creadores de los videojuegos, 
publishers, y organizadores de eventos.

	– Ley 7/2010, de 31 de marzo, General de la Comunicación Audio-
visual, en relación con los derechos de retransmisión que 
afecta, sobre todo, a los organizadores de eventos y los canales 
de streaming31.

	– Ley 34/1988, de 11 de noviembre, General de Publicidad, en 
relación con el patrocinio de los eventos organizados para las 
competiciones y con el patrocinio tanto de las ligas profesiona-
les, como de los clubes y de los gamers profesionales.

	– Leyes fiscales como la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y de modifi-
cación parcial de las leyes de los Impuestos sobre Sociedades, 
sobre la Renta de no Residentes y sobre el Patrimonio para la 
tributación por rendimientos de trabajo de los jugadores pro-
fesionales, imputaciones de renta por cesión de derechos de 
imagen o la Ley 27/2014, de 27 de noviembre, del Impuesto 
sobre Sociedades, entre otras32.

30	 No se pretende hacer un numerus clausus de todas las normas a las quedan 
sometidas las relaciones jurídicas originadas en los deportes electrónicos, sino 
exponer las más relevantes.

31	 Sobre los derechos audiovisuales de los eSports véase Martín Fernández, A. M. 
(2021). op. cit, pp. 625 y 626.

32	 Sobre la fiscalidad de los eSports y sus dificultades véase Martín Fernández, A. 
M. (2021). op. cit, pp. 624 y 625.
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	– RD Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, por el que se aprueba 
el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, ET 
en adelante, para la regulación de los contratos de trabajo de 
los jugadores profesionales de deportes electrónicos33.

Pues bien, una vez se ha expuesto grosso modo el ámbito legislativo 
que es de aplicación para el sector de los deportes electrónicos en 
nuestro país, se sigue profundizando en esta dinámica y para ello, se 
continua con más precisiones.

La organización estructural de los eSports es similar a la de un 
deporte tradicional salvando las distancias puesto que los deportes 
electrónicos no están reconocidos como deporte en nuestro país. 
Con esto se quiere poner de manifiesto que existe una organización 
piramidal jerarquizada confeccionada por Federaciones y entida-
des internacionales, Federación nacional (autodenominada), clubes, 
jugadores, jueces/árbitros, etc. Esta es la organización propia de una 
Federación deportiva española en consonancia con lo dispuesto en 
el art. 1.2 del RD 1835/1991, de 20 de diciembre, sobre Federaciones 
Deportivas Españolas.

Aunque se analiza con el debido detalle en la presente investiga-
ción, se considera oportuno traer a colación en este momento, de 
forma sucinta, aquellos motivos por los que deportes electrónicos no 
están reconocidos como deporte en España.

Si bien es cierto que estos aspectos se tratan de una forma un tanto 
transversal pues se estima que se aborda, necesariamente, desde la 
óptica del Derecho Administrativo alejándonos del núcleo penal de 
la presente investigación. Por ello, se apunta en este momento, aun-
que se trata también en lo concerniente a los riesgos penales en la 
presente investigación, a que existen varios motivos por los que los 
deportes electrónicos no están reconocidos como deporte oficial en 
España34, pero hay dos principales, sobre los que debate la doctrina 

33	 García Carmona, D. y Guillén Pajuelo, Á. (2023). «Sobre la consideración del 
deporte (y deportistas) en los "esports" y su marco jurídico». Revista Electrónica 
De Derecho De La Universidad De La Rioja (REDUR), núm. 21, pp. 101 y 102.

34	 Sobre los posicionamientos tanto a favor como en contra del reconocimiento de 
los deportes electrónicos como deporte en España, véase en detalle, Rodríguez 
Ten, J. (2018). Los e-Sports como ¿deporte? Análisis jurídico y técnico-depor-
tivo de su naturaleza y los requisitos legales exigidos. Reus. Madrid, pp. 55-66.
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en su mayoría: la propiedad intelectual y la actividad física que se des-
empeña en estas competiciones.

El primer motivo parece ser el más conflictivo para reconocer los 
eSports como modalidad deportiva. Se debe recordar que los deportes 
electrónicos consisten, en esencia, en la práctica de un determinado 
videojuego con carácter competitivo. Por lo tanto, si el videojuego es 
propiedad de una empresa privada o publisher, esta será competente 
para decidir sobre todas las cuestiones que afecten al mismo.

Por otro lado, sobre el segundo de los motivos, algunos autores e 
incluso entidades del entorno más directo de los eSports como lo es 
la AEVI afirman que no puede considerarse como modalidad depor-
tiva al no haber prácticamente actividad física, entre otros motivos. 
Otros autores como Albarral Borrego35 señalan que, por extensión y 
haciendo una comparativa con otras modalidades deportivas como el 
ajedrez, podría reconocerse pues quedaría salvado este óbice; o Bar-
bará Artigas36 que afirma que dicho reconocimiento como deporte o 
modalidad solo depende de la voluntad política para hacerlo. Otros, 
como el secretario de la Federación Española de Jugadores de Video-
juegos y de Esports, en adelante FeJuves, Nacho Chamorro creen que, 
por el momento, no deben considerarse a los eSports como deporte, 
al menos, bajo la actual legislación deportiva puesto que considera 
que es un sector que evoluciona a pasos agigantados y encorsetarlo 
en dicha normativa supondría un óbice para su desarrollo, aunque sí 
que considera necesario que la FeJuves se integre dentro del régimen 
de las Administraciones Públicas, AAPP en adelante.

Por todo esto, en los siguientes apartados se expone la situación 
legislativa actual, de los deportes electrónicos en España desde una 
perspectiva multidisciplinar para permitir un mayor conocimiento 
sobre el sector, al menos, de aquello que se considera esencial y rele-
vante para la investigación.

35	 Albarral Borrego, A.J. (2024). «Los e-sports y su regulación: el difícil pero posi-
ble camino hasta su reconocimiento como modalidad deportiva». Revista Aran-
zadi de derecho de deporte y entretenimiento, núm. 82.

36	 Información obtenida en https://www.alexbarbara.es/ley-esports-espana/. 
Última consulta: 30/04/2026.

https://dialnet.unirioja.es/servlet/revista?codigo=22237
https://dialnet.unirioja.es/servlet/revista?codigo=22237
https://dialnet.unirioja.es/ejemplar/658572
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2.3.1. Derecho Administrativo en los deportes 
electrónicos

En España, tal y como se ha expuesto con anterioridad en el apar-
tado precedente y en consonancia con lo que se analiza posterior-
mente, los eSports no están reconocidos ni como deporte ni como 
modalidad deportiva en España.

Asimismo, la FeJuves, no está reconocida como órgano administra-
tivo o entidad pública37 y, por ende, no tiene potestad para desempe-
ñar funciones públicas.

Por ello, a los deportes electrónicos no les es de aplicación la Ley 
del Deporte, Ley 39/2022, de 30 de diciembre, LD en adelante, ni es 
de aplicación a la FeJuves el RD 1835/1991, de 20 de diciembre, sobre 
Federaciones Deportivas Españolas.

Es un aspecto relevante pues, por extensión, la FeJuves no podrá 
hacer valer su potestad sancionadora e imponer sanciones a los juga-
dores profesionales o amateurs o al menos, no lo podrá hacer desde 
este plano de Derecho Administrativo sancionador que le otorgaría su 
incorporación al organigrama de la Administración Pública española 
como cualquier Federación deportiva oficial.

Pese a que como ya se ha dejado reflejado, no existen en la actuali-
dad normas o leyes específicas de ámbito de aplicación general para 
los deportes electrónicos en nuestro país, como se ha señalado pre-
viamente, ha habido varios intentos de regulación o normativización.

La Comunidad Autónoma, CA en adelante, de las Islas Canarias es 
uno de los grandes baluartes y focos de interés de los deportes elec-
trónicos en nuestro país por diversos motivos como el intento de ser 
el pionero en su regulación y por otros como la organización de gran-
des eventos como el eSports Talent Canarias, la conocida Tenerife Lan 
Party (TLP), Tenerife GG, Gaming Experience Gran Canaria 2025, etc.

En concreto, ha habido un intento de legislación autonómica en 
la CA de Canarias en el año 2017 en el que se pretendía incluir a los 
deportes electrónicos en la nueva Ley del deporte de dicha Comuni-

37	 Las Federaciones deportivas españolas son entidades de utilidad pública tal y 
como recoge el art. 1. 4. RD 1835/1991, de 20 de diciembre, sobre Federaciones 
Deportivas Españolas.
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dad38. Este intento llegó hasta el segundo borrador del anteproyecto 
de la Ley Canaria del deporte, pero nunca llegó a incluirse en la nueva 
legislación autonómica39.

Pese a que dicha iniciativa no prosperó cabe destacar que fue el 
primer intento por regular el sector de los deportes electrónicos en 
España en un momento en el que otros países tampoco tenían legisla-
ción alguna sobre dicho sector como, por ejemplo, el caso de Andorra 
y podría haber supuesto ser la vanguardia legislativa a nivel europeo 
en una industria emergente40.

En este anteproyecto de Ley se recogía alguna medida interesante 
como quitar «actividad física» de la definición para dar cabida a los 
deportes electrónicos o como incluir el espacio digital a las áreas en 
las que se pueden desarrollar actividades deportivas, es decir, lo equi-
paraba a las áreas marítima, aérea y terrestre.

Además de este intento de legislación autonómica existen dos Pro-
puestas no de Ley de ámbito nacional en diferentes años y de diferen-
tes grupos parlamentarios.

El primero de ellos, data de 16 de enero de 2018 y fue una iniciativa 
del Grupo Parlamentario Ciudadanos que tenía por nombre Proposi-
ción no de Ley, relativa a la regulación y promoción de los deportes 
electrónicos (eSports).

Tras hacer un análisis del sector en nuestro país, con el que se está 
totalmente en desacuerdo por las cifras arrojadas sin aportar datos 
que justifiquen o respalden dicha información, dicho Grupo Parla-
mento propone una serie de aspectos y medidas a implementar que 
se agrupan y resumen en:

	– Realizar un estudio de la situación legal de los deportes elec-
trónicos en España y en función de los resultados arrojados por 

38	 Información obtenida en: https://www.eldiario.es/canariasahora/Deportes/
otros_deportes/ley-deporte-regular-e-sports_1_3049170.html. Última consulta: 
16/05/2024.

39	 Información obtenida en: https://www.eldia.es/canarias/2018-04-25/31-eS-
ports-quedan-fuera-proyecto-ley-deporte-canario.htm. Última consulta: 
16/05/2024.

40	 Información obtenida en: https://esportsbureau.com/canarias-esports/. Última 
consulta: 16/05/2024.
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dicho estudio llevar a cabo medidas legislativas y reglamenta-
rias necesarias atendiendo, por supuesto, a las necesidades 
manifestadas y evidenciadas en el sector.

	– Medidas económicas consistentes en impulsar la colaboración 
con el sector para hacerlo competitivo, para hacer sostenibles 
las empresas que se dedican a ello, fomentar la atracción de 
capital nacional e internacional incluyendo al sector en acuer-
dos, convenios o tratados de cooperación cultural de España 
con terceros países y mejorar los sistemas de acceso a la finan-
ciación.

	– Medidas culturales y educativas incluyendo a los deportes elec-
trónicos en los programas de apoyo de la Secretaría de Estado 
de Telecomunicaciones para la producción de contenidos digi-
tales y mejorar la oferta formativa para potenciar el desarrollo y 
producción del sector41.

Asimismo, tres años, después, en concreto, el 12 de mayo de 2021, 
se publicó en el Boletín Oficial de las Cortes Generales, la Proposición 
no de Ley para incentivar la industria del videojuego en España42.

En dicha Proposición No de Ley originaria del Grupo Parlamenta-
rio Popular, se recogen, entre otras cuestiones, una serie de medi-
das que tienen por finalidad la atracción tanto de capital como de 
proyectos extranjeros, la manutención y consolidación de la indus-
tria en España creando puestos de trabajo, así como incentivar la 
creación de startups para el desarrollo y comercialización de nue-
vos proyectos.

Algunas de estas medidas son:

	– Reconocer el sector del videojuego como una industria emer-
gente.

41	 Proposición no de Ley presentada por el Grupo Parlamentario Ciudadanos, rela-
tiva a la regulación y promoción de los deportes electrónicos (eSports), BOCG 
núm. 282 de 16 de enero de 2018 pp. 13 y 14. Información disponible en: https://
www.congreso.es/public_oficiales/L12/CONG/BOCG/D/BOCG-12-D-282.PDF. 
Última consulta realizada: 15/05/2024.

42	 Boletín Oficial de las Cortes Generales. Congreso de los Diputados XIV Legisla-
tura. Serie D General, núm. 270 de 12 de mayo de 2021, pp. 85 y ss. Información 
disponible en: https://www.congreso.es/public_oficiales/L14/CONG/BOCG/D/
BOCG-14-D-270.PDF. Última consulta realizada: 15/05/2024.
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	– Modificar el artículo 36 de la Ley del Impuesto sobre Socie-
dades para incluir el videojuego en la deducción por inversio-
nes en producciones cinematográficas, series audiovisuales y 
espectáculos.

	– Crear un órgano consultivo de análisis, asesoramiento y apoyo: 
Grupo Asesor del videojuego.

	– Desarrollar un programa específico de apoyo a la industria de 
los videojuegos.

	– Diseñar un plan de comercialización, captación de inversiones 
y promoción internacional de la industria española del video-
juego como Marca España a través del ICEX (Instituto del 
Comercio Exterior)43.

Se considera que una regulación del sector a nivel nacional podría 
ser de ayuda e incluso un catalizador para el sector, puesto que dota-
ría, en función de la regulación concreta de la industria, de seguridad 
jurídica y ello podría derivar en el interés de diversos sectores, tanto 
públicos como un interés por parte de la Administración, como priva-
dos que se interesarían invirtiendo e inyectando capital y provocando 
con ello un aumento de puestos de trabajo entre otros muchos poten-
ciales beneficios por parte de ambos sectores.

Por supuesto, esta posible regulación se debe de hacer previo un 
estudio de la situación del sector en España y analizando las principa-
les necesidades, teniendo siempre en cuenta el posicionamiento de las 
partes activas de la industria, como los publishers, broadcasters, orga-
nizadores, ligas profesionales, clubes, jugadores, federaciones, etc.

2.3.2. Derecho Civil y Mercantil en los deportes 
electrónicos

Una vez establecida la regulación de los deportes electrónicos en 
España desde el plano del Derecho Administrativo, se prosigue con 
una visión civil y mercantil del sector puesto que es relevante conocer 
ahora el régimen jurídico bajo el que se consolida la ya mencionada 
FeJuves y de igual modo es relevante conocer la forma jurídica los clu-
bes de eSports para poder dirimir su potencial responsabilidad penal.

43	 García Carmona, D. (2021). op. cit, pp. 114 y 115.
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En cuanto a la FeJuves44 se trata de una federación asociativa, no 
deportiva, sin ánimo de lucro y con personalidad jurídica propia y ads-
crita al Ministerio del Interior, fundada en el año 2020.

FeJuves nace de la agrupación de cinco asociaciones45:

1.	Macha Games de Ciudad Real.

2.	Asociación cultural Akiba-Kei de Córdoba.

3.	Asociación Cultural CrosOver de Granada.

4.	Asociación Cultural Nippon de Madrid.

5.	Asociación Nacional de Fomento del Entretenimiento Digital 
ANFED).

Dicha agrupación de asociaciones se constituye y rige con base lo 
dispuesto en el art. 3.f de la LO 1/2002, de 22 de marzo, reguladora del 
Derecho de Asociación para la agrupación en Federación y que podría 
llegar a declararse de utilidad pública tal y como se contempla en el 
art. 32.2 de dicho texto legal.

Si se avanza en el desarrollo y consolidación del sector podría llegar 
a darse este supuesto de dotar a FeJuves de utilidad pública puesto 
que nació hace 5 años con diversos objetivos, pero en concreto, para 
generar relaciones de forma directa y exclusiva con la Administración 
Pública y con la intención de asimilarse a las Federaciones deportivas 
tradicionales, sentando bases en nuestro país para el sector y dándole 
visibilidad y representatividad a todos los jugadores de videojuegos y 
eSports que se federen a la misma.

FeJuves, a su vez, forma parte tanto de la Federación Europea de 
eSports, EEF46, compuesta por 44 países y de la Federación Interna-
cional de esports, IEF47 en adelante, compuesta por 144 países.

Como se ha indicado es una federación de asociaciones, por ende, 
se debe precisar que es una sociedad civil. Esto es relevante puesto 
que, como se ha puesto de manifiesto anteriormente, no se trata de 

44	 Información obtenida en: https://www.fejuves.es. Última consulta: 01/08/2024.

45	 Información obtenida en: https://youtube.com/watch?v=1QdrBqARs70. Última 
consulta: 01/08/2024.

46	 Toda la información disponible en: https://eef.gg/. Última consulta: 01/08/2024.

47	 Toda la información disponible en: https://iesf.org/. Última consulta: 01/08/2024.
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un órgano público dependiente de la Administración y con posibilidad 
de desempeñar funciones públicas y, por ende, no se le pueden exigir 
responsabilidades a la Administración Pública.

Por otro lado, en cuanto a los clubes de eSports en España se 
constituyen en su gran mayoría como Sociedad Limitada, S.L como 
ejemplo, Team Heretics y Mad Lions Koi dos de los clubes de depor-
tes electrónicos españoles más conocidos en cuanto a repercusión 
social.

En el caso del club de eSports de La Rioja, Capacitanes Esports 
Club, su régimen jurídico es la S.L.U, Sociedad Limitada Unipersonal.

Por tanto, la comisión de delitos en el seno de cualquiera de estas 
sociedades, ya sean de origen civil como lo es la FeJuves u origen 
mercantil como es el caso de los clubes de eSports se ha de estar a 
lo referido en el art. 31 bis del CP para lo relativo a la responsabilidad 
penal de las personas jurídicas.

Por otro lado, los clubes de eSports también son sujetos suscep-
tibles de que se le impongan sanciones como consecuencia de acti-
vidades o acciones no acordes a la normativa de desarrollo de com-
petición por parte de las ligas o de los organizadores del evento en 
cuestión en cualquier deporte electrónico tal y como se verá en el 
apartado relativo a la autorregulación del sector. Estas sanciones pue-
den imponerse, siempre dentro de un régimen disciplinario interno, de 
autorregulación, tanto a los clubes de deportes electrónicos como a 
los jugadores que formen parte del haber de estos.

2.3.3. Derecho Laboral en los deportes electrónicos

Desde esta rama del ordenamiento jurídico y como consecuencia 
inmediata de lo señalado en los dos apartados anteriores, se destaca 
desde la óptica del Derecho laboral que los jugadores profesionales 
de eSports no son deportistas y por ello no les es de aplicación el 
RD 1006/1985, de 26 de junio, por el que se regula la relación labo-
ral especial de los deportistas profesionales, sino que su vinculación 
laboral con un club de deportes electrónicos deberá atenerse a lo 
dispuesto en la normativa laboral general, es decir, al Estatuto de los 
Trabajadores.

Por supuesto y como no puede ser de otra manera, esta misma nor-
mativa general laboral será de aplicación para los contratos laborales 
de todos los integrantes del sector de los deportes electrónicos en 
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España, véase entrenadores, fisioterapeutas y en definitiva cualquier 
integrante del entorno de los eSports48.

2.3.4. Autorregulación de los deportes electrónicos

Siendo el núcleo de la presente investigación, para poder analizar 
las conductas penalmente reprobables cometidas en el entorno más 
inmediato de los deportes electrónicos es necesario diferenciar cuá-
les son esas conductas y cuáles son las conductas típicas suscepti-
bles de ser sancionadas «deportivamente»49 por los organizadores de 
dichos eventos deportivos.

Por supuesto, esto está vinculado con lo anteriormente señalado 
tanto lo que se adelantaba en el apartado sobre Derecho Civil y Mercan-
til como lo apuntado en el plano del Derecho Administrativo pues, al no 
ser deporte ni existir Federaciones de eSports oficialmente reconocidas, 
las competiciones profesionales y amateurs tanto a nivel nacional como 
internacional se autorregulan, es decir, en estos eventos profesionales de 
deportes electrónicos son los propios creadores de los videojuegos y/o 
los organizadores de las competiciones los que establecen una serie de 
normas de juego para garantizar el correcto desarrollo de las competi-
ciones, que se hagan en igualdad de condiciones por parte de los par-
ticipantes y que velen por el cumplimiento de estas normas durante el 
transcurso de los eventos en cuestión. Por ende, se trata de un sistema 
disciplinario interno y endógeno del sector de los deportes electrónicos.

El ejemplo más característico y paradigmático es el del ya referido 
Riot Games, creadora, desarrolladora y editora de diversos video-
juegos y organizadora de torneos de deportes electrónicos estadou-
nidense y creadora, entre otros, del videojuego de ordenador más 
jugado del mundo, el LOL50.

Es necesario en este momento hacer un inciso explicando que se 
elige la normativa de competición de este videojuego por su fama 

48	 Para más información sobre este aspecto se recomienda la lectura de García 
Carmona, D. y Guillén Pajuelo, Á. (2023). op. cit.

49	 Se entrecomilla puesto que se hace un símil con el deporte tradicional, aun-
que, como se ha explicado no se considere a los eSports como deporte o como 
modalidad deportiva en España.

50	 Información obtenida de https://www.riotgames.com/es. Última consulta: 
06/04/2023.
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mundial, su indiscutible reconocimiento en la industria como uno 
de los modelos de gobierno más exitosos y por datos trascendentes 
como un número de espectadores superior a los cien millones en las 
finales de 2019 o por ser, en el año 2020, el torneo con mayor número 
de audiencia en vivo en plataformas como YouTube y Twitch51.

La empresa Riot Games, organiza sus propias competiciones de 
LOL y vela por el cumplimiento de las normas establecidas por ellos 
durante el desarrollo de dichas competiciones. Para ello, prevé cua-
tro tipos de sanciones: advertencias, multas, servicios comunitarios y 
prohibición de competencia52.

Estas sanciones son de aplicación tanto a los clubes, como entida-
des deportivas, como a los jugadores de deportes electrónicos profe-
sionales integrantes de dichos equipos, como individuos. De hecho, 
en el artículo referido en los pies de página de los párrafos anteriores, 
elaborado por investigadores de la Universidad pública de Pensilva-
nia, se diferencian cuatro posibles perpetradores de estas infraccio-
nes: gerente o propietario del club, entrenador, jugador y equipo.

Las sanciones varían en función del comisor o sujeto activo de las 
infracciones ya que se sancionan con mayor gravedad las infraccio-
nes cometidas por los gerentes que las cometidas por los jugadores 
profesionales y, por supuesto, varían de leves a graves, en función de la 
gravedad de la infracción cometida, siempre a discreción de la orga-
nizadora de la competición. Además, la comisión reiterativa de infrac-
ciones leves produce la aplicación de sanciones cada vez más graves.

Asimismo, tomando como base la investigación realizada por 
Renkai, M Xinning Gui, y Yubo Kou en el artículo «Esports Governance: 
An Analysis of Rule Enforcement in League of Legends» se distinguen 
11 infracciones potenciales merecedoras de algún tipo de sanción por 
la desarrolladora y organizadora53:

	– Apuestas en competición.

51	 Renkai, M Xinning Gui, and Yubo Kou. (2022). «Esports Governance: An Anal-
ysis of Rule Enforcement in League of Legends». Proceedings of the ACM on 
Human-Computer Interaction, Vol 6, No. CSCW2, Article 440, p. 2.

52	 Renkai, M Xinning Gui, and Yubo Kou. (2022). op. cit, p. 8. 

53	 Estos datos son la conclusión de un análisis por parte de los autores desde 
agosto de 2012 hasta junio de 2021, de todos los comportamientos susceptibles 
de sanción en las competiciones de LOL como deporte electrónico.
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	– Hacer trampa en la competición.

	– Toxicidad en la competición.

	– Acción no autorizada en competición.

	– Hacer trampa en el juego diario.

	– Toxicidad en el juego diario.

	– Comportamiento poco profesional en el juego diario.

	– Divulgación incorrecta.

	– Fallos en el procedimiento.

	– Comportamientos tóxicos en espacios públicos.

	– Actividades ilegales.

Los autores determinaron en dicha investigación que, a lo largo de 
la década de estudio de sanciones, se han ido incrementando y endu-
reciendo las sanciones por parte de Riot Games y que hay diferencias 
en estas en función del país en el que se cometan lo que hace dudar 
ciertamente de su equidad y coherencia.

Pese a ello, para la presente investigación interesa el último apar-
tado, actividades ilegales, en el que se incluyen actos como intimida-
ción, amenazas o violencia doméstica e interesa porque las 10 ante-
riores se entiende son parte del espectáculo, acciones sancionables 
por el organizador y que no merecen, al menos en primera instancia, 
ningún tipo de reprobación penal.

Ahora bien, las conductas indicadas anteriormente recogen solo 
ciertos comportamientos típicos susceptibles de ser cometidos y 
reprobados penalmente, es decir, no es un numerus clausus de perpe-
traciones ilícitas pues existen otros riesgos penales que pueden llegar 
a afectar a la esfera de los deportes electrónicos.

Haciendo una suerte de símil con el deporte tradicional, estas con-
ductas sancionadas en las competiciones profesionales de LOL, son 
como las infracciones deportivas durante un partido de fútbol san-
cionables bajo las normativas de la FIFA (Federación Internacional de 
Fútbol Asociación).

Una vez analizada la normativa del propietario del videojuego en 
concreto al que se compite y que trasciende a la categoría de eSport 
por sus diversas características como se ha visto en el punto 1 de 
la presente investigación, se ha de poner el foco y destacar que las 
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propias ligas nacionales también establecen tanto normas de fun-
cionamiento como normas de organización de las competiciones de 
eSports que acogen en su seno.

Si bien es cierto que dicho análisis se hace a través de la explica-
ción y observación de la organización nacional de las competiciones 
de LOL con alguna referencia a normativas internas de la diseñadora 
del videojuego a nivel supranacional y aunque existen competiciones 
tanto a nivel europeo, como en otros continentes y finalmente una 
competición a nivel mundial en la que se enfrentan los mejores clubes 
de deportes electrónicos de los diferentes continentes54.

54	 En este sentido, sobre la organización detallada a nivel internacional sobre 
las competiciones de LOL véase lo comentado por Albarral Borrego: «A nivel 
internacional nos encontramos con la League Of Legends EMEA Championship 
(LEC), conocida como la principal competición de League Of Legends dentro 
del territorio de Europa, Oriente Próximo y África. Esta liga la conforman un total 
de 10 equipos y tiene carácter cerrado; es decir, para participar en la misma es 
necesario que alguno de los equipos que forman parte de esta competición esté 
dispuesto a vender su plaza, debiendo contar dicha transacción con el bene-
plácito de Riot Games. Participar en la LEC es el sueño de toda organización: 
en primer lugar, porque te brinda la posibilidad de enfrentarte a los mejores 
equipos de todo el territorio y, en segundo lugar y aún más importante, porque 
los mejores equipos de esta competición podrán acceder a las competiciones 
internacionales, enfrentándose al resto de equipos de las distintas regiones, cul-
minando la temporada con la disputa del Campeonato Mundial de League Of 
Legends que consagrará al mejor equipo del planeta».
A nivel regional nos encontramos con las denominadas como European Regional 
Leagues (ERL): encontramos un total de 13 ligas regionales en todo el territorio 
de Europa, Oriente Próximo y África (EMEA), dentro de las cuales tan solo cua-
tro de ellas se encuentran acreditadas por Riot Games al cumplir con una serie 
de requisitos que, en cierto modo, profesionalizan la competición. Los mejores 
equipos de estas competiciones disputarán el EMEA Máster, una competición 
que podría asimilarse a la Champions League, cuyo campeón se erigirá como el 
mejor equipo europeo de todas las competiciones regionales. 
Un nivel por debajo de la principal competición nacional encontramos la Segunda 
División. Hasta finales del año 2024 las ERL estaban obligadas a contar con una 
segunda división debidamente organizada y estructurada, cuyos mejores equi-
pos tendrían la posibilidad de ascender a la primera división regional. Para el año 
2025, Riot Games ha introducido algunas novedades importantes en la estruc-
tura y desarrollo de las ERL, habiendo dejado de ser un requisito obligatorio que 
las mismas cuenten con una segunda división. No obstante, continuará siendo 
preceptivo el disputar un torneo de ascenso-descenso al final de la temporada 
competitiva, con la posibilidad de que al menos un equipo acceda a la máxima 
categoría. En el caso español encontramos la Superliga Segunda donde un total 
de diez equipos luchan por lograr el ascenso a la máxima categoría…». Albarral 
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En el caso de España, la Liga de Videojuegos Profesional, LVP en 
adelante, del grupo MEDIAPRO55, tiene normativa concreta para las 
diferentes competiciones de eSports que organiza.

Para seguir un mismo hilo conductor en la presente investigación se 
hará alusión y, por ende, se analizará aquella normativa que refiere al 
videojuego LOL por los motivos anteriormente expuestos.

La LVP organiza diferentes competiciones de LOL, en concreto, 
según los datos actuales de su página web, se organizan 3 competi-
ciones: la Superliga, la Superliga Segunda El Corte Inglés y la Iberian 
Cup56.

Se ha de precisar igualmente que se pone el foco en estas tres com-
peticiones de forma concreta para seguir una cohesión investigadora 
ya que estas están compuestas por equipos profesionales de depor-
tes electrónicos que se dedican a esta actividad de forma exclusiva y 
como actividad principal como norma general.

Pese a lo indicado anteriormente, existen más competiciones 
además de las tres indicadas en el párrafo anterior, en concreto, una 
competición amateur denominada Liga Nexo, conformada por un 
máximo de diez equipos que luchan por ascender al circuito profe-
sional, es decir, la Superliga (primera división) y Superliga Segunda 
(segunda división) y, un circuito amateur genérico basado en la dis-
puta de torneos a lo largo de todo el territorio nacional en la que 
los mejores equipos tienen la posibilidad de formar parte de la Liga 
Nexo57.

Durante la presente investigación se estudia y analiza la norma-
tiva sobre las competiciones de rango o categoría profesional de la 

Borrego, A.J. (2025). «La necesaria redefinición del modelo de negocio de los 
esports: una apuesta por la formación de los jugadores». Revista Española de 
Derecho Deportivo, núm. 56, pp. 40 y 41.

55	 Información obtenida en: https://lvp.global/quienes-somos/. Última consulta: 
23/04/2025.

56	 Información obtenida en: https://lvp.global/competiciones/league-of-legends/. 
Última consulta: 23/04/2025.

57	 Albarral Borrego, A.J. (2024). op. cit, p. 241.
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Superliga58 y la Iberian Cup59 desarrolladas en España, en concreto, 
sus Reglamentos, si bien es cierto que la LVP tiene publicada, además, 
diversa normativa aplicable al desarrollo de estas competiciones, 
como un Código Anticorrupción, Procedimiento Disciplinario, Código 
Ético y Código de Conducta60.

Para el presente apartado, se analizan aquellas conductas que se 
consideran infracciones y que impliquen consecuentemente la aplica-
ción de alguna medida correctiva como una sanción.

Dentro del Código Ético de la LVP, cabe destacar que es de aplica-
ción no solo al LOL sino a otros eSports como el Counter Strike, CS: 
GO en adelante61 o el Clash Royale62.

Sabiendo el ámbito de aplicación de dicho código interesan los pun-
tos 3, sobre la confidencialidad, en el que se expresa que los emplea-
dos de la LVP no deben ni pueden revelar ningún hecho, dato u otra 
información hasta que pase a ser de dominio público; y 5 sobre las 
apuestas y los juegos de azar que prohíbe expresamente a los miem-
bros de la LVP y competidores apostar en cualquier partido de la LVP 
y sujeta a dichos miembros al Código Anticorrupción.

En el primero de los casos, sobre el deber de confidencialidad, se 
recoge como infracción en el art. 2.3 del Código Anticorrupción el uso 
indebido de información privilegiada y se sanciona con suspensión 
de 6 meses a 3 años conforme a lo recogido en el art. 6.22 del citado 
Código.

58	 Primera división donde compiten los diez mejores equipos por convertirse en el 
mejor equipo de España y tener la posibilidad de competir a nivel europeo.

59	 Copa en la que participan equipos tanto profesionales de primera y segunda 
división, como amateurs de la Liga Nexo y del circuito genérico.

60	 Información obtenida en: https://iberiancup.lvp.global/normativa-y-comunica-
dos/. Última consulta: 23/04/2024.

61	 Más conocido por sus siglas CS: GO, es un videojuego de disparos en primera 
persona, desarrollado por la compañía Valve y que, según dicha compañía, 
cuenta a día de hoy con más de 27 millones de jugadores al mes. Información 
disponible: https://www.eltiempo.com/tecnosfera/videojuegos/counter-stri-
ke-que-es-y-como-se-juega-759072. Última consulta realizada el: 14/01/2024.

62	 Clash Royale es un juego multijugador en tiempo real propiedad de SUPER-
CELL. Información obtenida en https://supercell.com/en/games/clashroyale/. 
Última consulta: 04/05/2024.
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Además, por supuesto, en función de la gravedad de los hechos acon-
tecidos, se podría estar ante un delito de revelación de secretos, que se 
analiza con la debida profusión en el punto de riesgos penales de la obra.

En el segundo caso, dado el hipotético supuesto en el que un miem-
bro de la LVP o jugador profesional de cualquier equipo apueste en un 
partido de la LVP incurriría en una infracción de corrupción del art. 2.1 
del Código Anticorrupción o en una infracción de apuestas del art. 2.2 
del mismo texto aplicando sanciones de suspensión de un año como 
mínimo a tiempo indefinido como máximo para el primer supuesto y 
una sanción de 1 a 2 años para el segundo tal y como refleja el art. 6.2 
del mencionado texto.

En el supuesto de que la comisión del mismo hecho desemboque 
en la imposición de múltiples sanciones, el periodo de suspensión 
impuesto ha de ser simultáneo, tal y como reza el art. 6.3.2 del Código 
Anticorrupción.

A su vez y de igual forma que en el anterior supuesto, en función de 
la gravedad de los hechos, se podría incurrir en un tipo de corrupción 
en los negocios.

En cuanto al procedimiento disciplinario aplicable en estos casos, 
el art. 5 del Código Anticorrupción remite al Procedimiento Discipli-
nario en el que se explican los diferentes órganos disciplinarios de la 
LVP y que, para las infracciones descritas en los apartados anteriores, 
corresponde por competencia al Comité de competición tal y como se 
expresa en el art. 2.2.1 del procedimiento.

Al no ser el objeto de la presente investigación el procedimiento dis-
ciplinario por estas infracciones no se analiza con un mayor rigor, pero 
se deja evidencia de que el documento referido del Procedimiento 
Disciplinario recoge, además de los órganos sancionadores com-
petentes, las fases del procedimiento, la prueba, la prescripción, las 
medidas cautelares, la publicidad y la confidencialidad.

En cuanto a los Reglamentos de sendas competiciones cabe indi-
car que ninguno contempla, en el mismo documento, las sanciones a 
aplicar por la comisión de infracciones, sino que remiten a otros docu-
mentos. En el caso del Reglamento Oficial de la Superliga Segunda 
División de LOL, manifiesta ser secundario y remite al Reglamento 
común de todas las ERLs de Riot Games.

Este, es un documento que se actualiza cada temporada, pero la 
última versión disponible en este momento es la referente a la tempo-
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rada 2024 y contiene casi 30 conductas susceptibles de ser reproba-
das con sanción según lo dispuesto en su artículo 17.1 y 17.2.

Este artículo comienza con un llamamiento a todos los equipos a 
evitar cualquier tipo de comportamiento que pueda alterar el correcto 
desarrollo de las competiciones o que sea incompatible con los princi-
pios del buen espíritu deportivo, honestidad y juego limpio.

Este inciso se considera pertinente y oportuno para poder desarro-
llar ulteriormente el régimen de infracciones y sanciones que se parece 
haberse nutrido a su vez de otras normativas federativas deportivas 
oficiales que contienen cláusulas parecidas. Sirva de ejemplo, aunque 
se precisa que no se afirma que se haya inspirado en esta norma, los 
Estatutos de la Real Federación Española de Fútbol, RFEF en ade-
lante, en concreto, en su art. 1.6.

Llama la atención que se hace un numerus clausus de conductas 
tipificadas como infracciones, recogiendo escrupulosamente todas 
las actitudes infractoras susceptibles de ser sancionadas, pero no 
existe división alguna de las mismas por función de su gravedad o 
cualquier otro método clasificatorio.

No obstante, aunque no haya una clasificación de infracciones, 
sí que se estipula en el art. 17.3.3 de dicho texto que la repetición63, 
entendiendo esta por reincidencia, produce un aumento en la grave-
dad de las sanciones.

También se ha de destacar que se hace mención expresa a la tenta-
tiva de comisión de infracciones y se contempla como acción a san-
cionar según lo recogido en el art. 17.2.1 de dicho texto.

Se considera relevante destacar que, como viene siendo habitual 
en los deportes tradicionales, como el fútbol, el baloncesto, el balon-
mano, etc., en estas normas regulatorias de las competiciones, ade-
más de la promoción y respeto a los principios rectores de juego lim-
pio, espíritu deportivo, integridad, honestidad y un largo etcétera se 
recogen conductas o comportamientos a erradicar o rechazar.

Con esto se quiere incidir en que además de las infracciones de 
competición como pueden ser las recogidas en los arts. 17.1.2, 17.1.3, 
17.1.4, 17.1.5 entre otros del Reglamento común de todas las ERLs de 

63	 Al ser un texto escrito completamente en inglés se traduce la literalidad del con-
cepto como repetición, aunque del contexto del contenido y haciendo un ajuste 
a jerga y lenguaje típico del Derecho Penal se concibe como reincidencia.
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Riot Games, que recoge acciones muy particulares de los eSports 
como el hacking, explotación64, mirar los monitores de los espectado-
res…, se recogen conductas tipificadas como infracciones, pero que 
atentan contra valores generales y son conductas concretas a desa-
rrollar en el sector de los deportes electrónicos en específico.

Entre estas acciones o actitudes se destacan las recogidas en los 
arts. 17.2.2 y siguientes del ya citado Reglamento. Entre ellas se reco-
gen conductas como la prohibición del acoso, el acoso sexual, ofen-
der la dignidad o integridad de un país, grupos de personas o persona 
mediante actos despectivos, discriminatorios por motivos de raza, 
etnia, nacionalidad, etc.

Por supuesto, estas acciones, además de ser sancionadas por el 
Reglamento de la competición serán susceptibles de ser denunciadas 
y puestas en conocimiento de las autoridades pues todas ellas reco-
gen actitudes tipificadas en nuestro Código Penal, CP en adelante.

Las sanciones65, a su vez y al igual que las infracciones recogidas 
en el art. 17.3.2 no presentan división alguna. No obstante, pese a ello, 
se trata nuevamente de un numerus clausus en el que se puede apre-
ciar, al menos, una intencionalidad de organización ya que se recogen 
desde la más leve, apercibimiento verbal, hasta la más grave, la des-
calificación.

Por otro lado, analizando el Reglamento más actual de la Iberian 
Cup, es decir, el de la temporada 2023, se manifiesta sobre sancio-
nes en el art. 1.3.1 recogiendo expresamente aquellas que impone 
Riot Games como propietaria del videojuego (y que se identifican en 
la tabla indicando «RIOT») y en el art. 6.5 que remite a su vez a un 
hipervínculo que redirige a su vez, a un excel con el total de las san-
ciones y divididas aquí por orden descendente de gravedad, es decir, 
desde las muy graves, pasando por las graves y terminando en las 
leves.

64	 Se define por hacking al uso intencional de cualquier error del juego para obte-
ner una ventaja.

65	 Todas las sanciones que se contemplan en el referido artículo son: advertencia 
verbal; pérdida de selección de bando para juegos actuales o futuros; pérdida de 
prohibiciones para juegos actuales o futuros, multa (s) y/o pérdida del premio (s); 
pérdida (s) de juegos y/o partidos; suspensión (es) y descalificación (es).
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Llama la atención que todas y cada una de estas sanciones son las 
mismas que se recogen en el Código de Conducta y que, nuevamente, 
se hipervinculan a un excel66.

En dicho documento se recogen un total de 57 tipos de infracciones, 
así como las sanciones aplicables en su vertientes mínimas y máxi-
mas, así como a los sujetos a los que son aplicables haciendo distin-
ción entre jugadores, equipo y staff equipo.

Ahondando más en la normativa de Riot Games en cuanto al LOL se 
destaca que recientemente, la referida empresa, fruto de un intento 
de estabilización y sostenibilidad de la financiación interna de los clu-
bes de deportes electrónicos aprobó e implementó el Reglamento 
Financiero Deportivo presentando así otra similitud con los deportes 
tradicionales. Se trata de una normativa que incentiva a los distintos 
equipos a mantener los salarios de sus jugadores por debajo de un 
umbral previamente establecido y otorgando beneficios financieros a 
aquellas organizaciones que cumplan con las exigencias reflejadas en 
la citada normativa.

Como medidas concretas, en el art. 2.3 de la citada normativa finan-
ciera se establece que «a partir de la temporada 2025 el umbral de 
referencia se establece en 2 millones de euros»67. Tal umbral se fija 
teniendo en cuenta diversos parámetros como el resumen de los gas-
tos en jugadores de los tres años anteriores, contratos de los jugado-
res hasta la próxima temporada, pagos previstos al equipo por parte 
de Riot en relación con su participación en la League Of Legends 
EMEA Championship, LEC en adelante, y gastos del equipo LEC de 
los últimos años según los informes del equipo.

«En caso de que un determinado club exceda el umbral establecido deberá 
pagar una tarifa proporcional y será excluido de la lista de equipos elegibles 
para repartir el porcentaje correspondiente entre aquellos equipos cuyo gasto 
se haya mantenido dentro de las limitaciones establecidas. El artículo 4 del 
Reglamento es el encargado de establecer cómo debe calcularse la tarifa que 
deberá abonar el club infractor, estableciendo en primer lugar que "si la suma 
de los gastos del equipo en jugadores durante la temporada excede el umbral 

66	 La URL del excel al que remiten ambas normativas es: https://docs.google.com/
spreadsheets/d/1ENcC73xe3ZXVR2enpcICDapuo4VbXSsuWF8hp6igPIk/edi-
t#gid=5356278

67	 Normativa disponible en: https://cdn.sanity.io/files/dsfx7636/news_live/83c-
d409cc2c2ea4f3e4440a80c3512a2af16eaf8.pdf. Última consulta: 20/10/2025.
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establecido hasta un 150 %, este deberá pagar el 50 % de ese exceso a la liga", es 
decir, si un determinado club tuviese un gasto de 2,5 millones de euros durante 
la temporada 2025, estando el umbral de dicha temporada en 2 millones de 
euros, el club infractor deberá abonar a la liga un total de 250.000 € (un 50 % del 
importe excedente).

Ahora bien, si el exceso es superior al 150 % del umbral, el equipo deberá 
abonar a la liga el 100 % de dicho excedente. En este sentido, si los gastos en 
jugadores de un determinado club ascienden a 3,5 millones de euros existiría 
un excedente de 1,5 millones de euros, de los cuales 500.000 euros exceden del 
150 % del umbral, por lo que la cantidad total que el club deberá abonar a la liga 
asciende a un millón de euros. En caso de que el exceso sea igual o inferior al 5 %, 
se considerará que el club ha incumplido el umbral establecido, pero no deberá 
abonar ningún tipo de sanción, salvo que ocurra de forma reiterada en al menos 
dos ocasiones durante las cuatro últimas temporadas»68. 

En esencia y como se apuntaba brevemente con anterioridad se 
puede apreciar como esta normativa financiera interna, diseñada por 
el propietario o Publisher del videojuego en cuestión, tiene ciertas 
reminiscencias de los deportes tradicionales, como el fairplay finan-
ciero del fútbol. El denominado como juego limpio financiero es un 
conjunto de normas aprobadas por los entes encargados de la ges-
tión del fútbol profesional, cuyo objetivo es lograr un equilibrio en el 
comportamiento financiero de los clubes a través de un control entre 
sus ingresos y sus gastos69.

Pues bien, como se puede ver a través del análisis de estas normati-
vas y del entramado organizativo de la industria, existe una manifiesta 
organización profesional del sector que podría llegar a equiparse 
con la de cualquier federación deportiva, pues existen competicio-
nes internacionales, nacionales, clubes, árbitros, normas de cumpli-
miento, de competición, de procedimiento disciplinario, infracciones, 
sanciones, etc.

Al igual que en el deporte tradicional existe cabida para el Derecho 
Penal en todo aquello que no abarque la lex artis o se exceda de su 

68	 Albarral Borrego, A.J. (2025). op. cit, pp. 36 y 37. 

69	 Seligrat González, V.M. (2017). «"Fair play" financiero, sanciones y restricciones 
presupuestarias de clubes de fútbol. Comentario de la Sentencia de la Audien-
cia Nacional 356/2016 de 29 de septiembre». Revista Aranzadi de Derecho del 
Deporte y del Entretenimiento, núm. 54, pp. 337 y ss.
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ámbito de competencia por causas diversas como la gravedad de los 
hechos y que, en los deportes electrónicos ha de actuar de igual forma.

A raíz de las conductas recogidas en las diferentes normativas 
internas de desarrollo y competición de los deportes electrónicos en 
España y con base en todos los datos proporcionados en la, se pue-
den apreciar las principales preocupaciones del sector y el manifiesto 
intento por evitar tales acciones.

Al considerar y recoger explícitamente ciertas conductas en la nor-
mativa interna de deportes electrónicos, se pone de manifiesto que 
son las acciones que preocupan a los organismos elaboradores de 
las mismas y se evidencia que son las acciones con una mayor pro-
babilidad de ser cometidas por los sujetos intervinientes en el sector, 
estando tales conductas circunscritas a las particulares característi-
cas del sector como el uso de la tecnología entre otras.

Un claro ejemplo de lo que se acaba de indicar en el párrafo prece-
dente y que contribuye a su vez con el objetivo del siguiente párrafo es la 
normativa concreta antidopaje de los deportes electrónicos en China y 
aquella referente a evitar los amaños y las trampas en las competiciones.

Si todas estas conductas se recogen expresamente y se sancionan 
de forma administrativa o a nivel deportivo, entendiendo por esto, 
por la entidad organizadora de la competición dentro del seno de la 
misma, se evita que haya una intervención penal anticipada pues, de 
forma previa se agotan estas vías menos gravosas para los sujetos 
activos y para el beneficio de todos los intervinientes de la industria.

En este sentido y para finalizar el presente apartado, cabe traer 
a colación una noticia en la que se detalla un supuesto en el que se 
sancionó a varios entrenadores de diversos equipos de deportes 
electrónicos, y a estos también, por hacer trampas en competicio-
nes de CS: GO70.

El supuesto se puede resumir en la génesis de un error en el video-
juego que permitía a los usuarios moverse con total libertad por el 
mapa (pantalla en la que desarrolla la acción del videojuego en cues-
tión) durante la partida y los entrenadores, en vez de alertar de este 
error, lo usaron para comunicar a sus jugadores la ubicación exacta en 

70	 Información obtenida en: https://www.marca.com/videojuegos/csgo-coun-
ter-strike/2020/09/08/5f57950cca4741653d8b4598.html. Última consulta: 
19/03/2025.
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tiempo real en el mapa de sus adversarios, lo que produjo sin lugar a 
dudas, una ventaja competitiva evidente.

La ESL en una investigación conjunta con la Esport Integrity Coa-
lition, en adelante ESIC, decidió sancionar por este motivo a los tres 
equipos que se aprovecharon de esta situación siendo descalificados 
de la competición, perdiendo los puntos que habían conseguido en 
victorias anteriores, así como el premio económico y, en consonan-
cia, a los 3 entrenadores de estos equipos con 24 meses, 12 meses y 6 
meses de sanción que les prohíbe jugar y entrenar en cualquier com-
petición de ESL o DreamHack respectivamente.

2.4. Regulación de los deportes electrónicos en 
otros ordenamientos jurídicos

En otros países, a diferencia de lo acontecido en España y analizado 
en el apartado precedente, estos intentos legislativos dieron sus fru-
tos y desembocaron en la consolidación de normativa específica para 
el sector de los deportes electrónicos en su marco competencial.

Como referente, pionero y ejemplo paradigmático de país con regu-
lación específica del sector de los eSports a nivel mundial se debe 
destacar a Corea del Sur.

En primer lugar, se debe destacar que en este país existe una cola-
boración público–privada, entre el Estado y los diferentes agentes 
de la industria, para la organización institucional de los eSports. Esta 
colaboración, en esencia, consiste en una cesión de capital, tanto eco-
nómico como humano, por parte del Estado a determinadas empre-
sas privadas, potenciando de este modo un sector estratégico que, 
por supuesto, tiene un gran interés para la ciudadanía.

En segundo lugar, ha de manifestarse que Corea del Sur contem-
pla a los eSports como deporte. En este sentido que existe una norma 
específica para ellos, en concreto, la Ley n.º 11315, de 17 de febrero de 
201271, de promoción de los e-sports72.

71	 Esta norma ha sufrido ulteriores enmiendas en 2016, 2018, 2020 y 2022 respec-
tivamente. Información disponible en: https://elaw.klri.re.kr/eng_mobile/viewer.
do?hseq=60289&type=part&key=17. Última consulta: 28/07/2024.

72	 Información obtenida de: https://www.algoritmolegal.com/guias-legales/guia-
legal-e-sports/-. Última consulta: 06/07/2024.
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Es una de las primeras legislaciones de la industria y en ella se reco-
gen diversas medidas para contribuir con el desarrollo y consolida-
ción de los deportes electrónicos en este país.

Existen varios ejemplos73 de los que cabe destacar el estableci-
miento de una infraestructura para la cultura y la industria, la contri-
bución para el aumento de oportunidades para las personas que quie-
ran disfrutas de los eSports en su tiempo libre, promover el desarrollo 
económico nacional proporcionando los instrumentos necesarios74.

También en el art. 5 de la citada Ley se apuesta por la promoción 
de las actividades de eSports para los residentes locales dando al 
Gobierno local la posibilidad de crear un entorno apropiado para ins-
talaciones y para acoger eventos siempre promoviendo la amistad 
entre los residentes. Como se puede apreciar, se apuesta por la pro-
moción de valores y fundamentos básicos del deporte al igual que se 
hace en otras modalidades deportivas de corte tradicional.

Finalmente, sobre esta norma cabe hacer mención de otras medi-
das relevantes como el apoyo financiero por parte del Gobierno a la 
industria, tal y como se recoge en el art. 8; la posibilidad de existencia 
de un Comité Consultivo para la promoción de los eSports adscrito al 
Ministro de Cultura, Deporte y Turismo, recogido en el art. 9; la pro-
moción por parte de dicho Ministro de la formación de profesionales 
de deportes electrónicos tal y como recoge el art. 10; el desarrollo y 
apoyo de eventos de eSports por parte del Ministerio tal y como esti-
pula el art. 11; la designación de centros de apoyo a la industria tal y 
como recoge el art. 13; la asistencia en intercambios internacionales y 
publicidad en el extranjero asistiendo a las instituciones de la IEF, tal y 
como prevé el art. 14, etc.

Por otro lado, una vez que destacados algunos de los aspectos más 
relevantes de la legislación surcoreana de deportes electrónicos, se 
ha de destacar que la asociación Korea Sports Association, mucho 

73	 La información obtenida de la Ley de Corea se ha obtenido fundamentalmente 
de: Terol Gómez, R. (2018). «Ley n.º 11315, de 17 de febrero de 2012, de promo-
ción de los e-sports (deportes electrónicos), de la República de Corea, con las 
enmiendas introducidas por la Ley n.º 13971, de 2 de febrero de 2015». Revista 
Aranzadi de derecho de deporte y entretenimiento, núm. 61. 

74	 Estas medidas se contemplan en el artículo 1: objeto de la Ley n.º 11315, de 17 de 
febrero de 2012, de promoción de los e-sports.

https://dialnet.unirioja.es/servlet/revista?codigo=22237
https://dialnet.unirioja.es/servlet/revista?codigo=22237
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más conocida en la industria por sus siglas, KeSPA75, es el principal 
motor del sector en este país contando con tal influencia en la socie-
dad que incluso tiene incorporados en su estructura a miembros del 
Ministerio de Deporte76.

Para finalizar este inciso sobre el gigante asiático, cabe desta-
car que, hasta tal punto han evolucionado los deportes electrónicos 
en Corea del Sur, que ha trascendido este plano nacional a una pro-
yección internacional con evidencias como que, en su capital, Seúl, 
se encuentran otras grandes instituciones del sector de los deportes 
electrónicos como la IEF77.

Corea del Sur no es el único país que cuenta con regulación sobre 
el sector de los deportes electrónicos. De hecho, China, a través de la 
Administración General de Deportes del Estado en la que se encuentra 
integrada la Federación de Esports de China, reconoció como deporte 
oficial en 2003 a los eSports.

Es interesante apuntar que, al igual que en el caso ya referido de 
Corea del Sur, el gobierno de China también promueve de forma 
activa los eSports como parte de su política deportiva y para ello ha 
organizado competiciones nacionales y fomentando la participación 
en eventos internacionales.

Otro dato que cabe resaltar, y que puede ayudar a proteger al colec-
tivo de los deportes electrónicos y utilizar la coyuntura para repre-
sentar sus intereses, es la existencia de la ACE, Association of China 
e-Sports que desempeña funciones sindicales para los jugadores y 
equipos de eSports.

Esto es relevante no solo por la existencia de un precedente interna-
cional a nivel organizativo y de cierto componente sindical, sino por-

75	 KeSPA surgió como una asociación de representantes del panorama surco-
reano de los deportes electrónicos que avalaba de forma oficial a los jugadores 
profesionales en un país donde algunos de estos torneos se retransmiten a tra-
vés de la televisión pública. Cfr. Antón Roncero, M. y García García, F. (2014). 
«Deportes electrónicos. Una aproximación a las posibilidades comunicativas de 
un mercado emergente». Questiones publicitarias, Vol. I, núm. 19, pp. 98-115.

76	 García Carmona, D. y Guillén Pajuelo, Á. (2023). op. cit, p. 99.

77	 Barbará Artigas, A. La regulación jurídica de los deportes electrónicos en 
Corea del Sur. Disponible en: https://www.alexbarbara.es/la-regulacion-juridi-
ca-de-los-deportes-electronicos-en-corea-del-sur/. Última consulta realizada: 
16/01/2024.
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que en su seno se han desarrollado ciertas normativas para combatir 
el dopaje, los amaños de partidos y las trampas en estos78.

Otro país asiático, pero no tan conocido como los dos anteriores por 
su industria de deportes electrónicos, es Filipinas, que también los 
reconoció, en el año 2017 como deporte oficial y legítimo, de la mano 
de la Junta de Juegos y Entretenimiento de Filipinas (PGAB), órgano 
que depende directamente de la oficina del presidente.

Además, no solo destaca por reconocer a los eSports como deporte 
oficial, sino que también cuenta con otras interesantes medidas como 
sus iniciativas educativas como el caso de la Universidad Liceo de Fili-
pinas, con sede en Manila, que ofrece una licenciatura en Ciencias de 
los Deportes Electrónicos79.

Como última referencia a países de Asia y sus medidas vinculadas 
y relacionadas con los deportes electrónicos, cabe destacar Arabia 
Saudita. No existe un reconocimiento oficial de los eSports como 
deporte, pero se debe destacar el increíble fomento de los deportes 
electrónicos a partir de una gran variedad de planes y esquemas de 
inversión pues se pretende que para 2030 representen en torno al 1 % 
de su economía.

Además de esto, se debe destacar que El príncipe Faisal bin Ban-
dar bin Sultan Al Saud, un miembro de la familia real de este país fue 
nombrado vicepresidente de la Federación Mundial de Deportes Elec-
trónicos (GEF) en diciembre de 2021. A su vez, también es presidente 
de la Federación Saudita de Deportes Electrónicos y de la Federación 
Árabe de Deportes Electrónicos, los dos organismos más importantes 
para los deportes electrónicos en el Reino80.

Como se puede observar, en este caso no se trata de un Estado que 
se caracterice por contar con medidas legislativas sobre la industria, 
pero sí se advierte, como es manifiesto, tanto una clara intención como 
un compromiso del Estado para contribuir activamente con el sector.

78	 Información obtenida en: https://www.alexbarbara.es/china-legislacion-depor-
te-esports/. Última consulta: 24/05/2024.

79	 Información obtenida en: https://esportsinsider.com/2023/06/
esports-around-the-world-philippines. Última consulta: 06/07/2024.

80	 Información obtenida en: https://esportsinsider.com/2023/05/esports-around-
the-world-saudi-arabia. Última consulta: 06/10/2024.
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Además, como dato relevante, en agosto de 2024 tuvo lugar en Riad 
la Esport World Cup (EWC) organizada por la organización sin ánimo de 
lucro Esports World Cup Foundation (EWCF) que atrajo a 500 millones 
de espectadores que consumieron más de 250 millones de horas de con-
tenido, siendo, sin lugar a dudas, el torneo más visto de 2024.

Además de estos datos que reflejan la realidad de los deportes 
electrónicos en este país. El evento referido tuvo un gran impacto 
en otros ámbitos destacando especialmente tanto el económico 
como el social puesto que se repartieron más de 60 millones de 
dólares en premios configurando así la mayor bolsa económica 
de la historia de los eSports81 y puesto que el turismo de la capital 
aumentó en esas fechas un 30 % y más de 2 millones de aficionados 
visitaron el festival82.

Haciendo un último inciso en cuando a Arabia Saudita e igualmente, 
sobre su capital, Riad, ha de destacarse que en 2027 en dicha ciudad 
se celebrará la primera edición de los Juegos Olímpicos de eSports. 
Esto es posible debido a la sesión ciento cuarenta y dos, de julio de 
2024, del COI en la que se decidió crear los Juegos Olímpicos de 
Deportes Electrónicos83.

Pese a que Asia es el continente pionero y por excelencia en la industria 
no significa, por ende, que sea el modelo a seguir a nivel legislativo y en 
todos sus extremos, ni el más cercano a nuestro país. De hecho, en nues-
tro entorno más inmediato existen varios países que han intervenido acti-
vamente en el sector de los deportes electrónicos y que hay que destacar.

Se comienza por Andorra. Este país presentó en 2021 un Proyecto 
de Ley para regular los deportes electrónicos84, dinamizado, por 

81	 García Carmona, D. (2025). op. cit, p. 79.

82	 Información obtenida en: https://esportsbureau.com/la-esports-world-cup-
atrae-a-mas-de-500m-de-telespectadores-y-team-falcons-se-corona-como-
primer-campeon-de-clubes/. Última consulta: 08/10/2024.

83	 Información obtenida en: https://www.coe.es/noticias/detalle-noticia/NEW-
413d0426-e546-4ea9-9d41-1f84ca80a242/los-primeros-juegos-olimpi-
cos-de-esports-se-celebraran-en-riad-en-2027/. Última consulta: 17/02/2025.

84	 Información obtenida en Butlletí del Consell General —núm. 45/2020— Casa 
de la Vall, 17 de juny del 2020 Disponible en: http://www.consellgeneral.ad/
ca/activitat-parlamentaria/iniciatives-legislatives/projectes-de-llei/projec-
te-de-llei-d2019esports-electronics. Última consulta realizada: 15/05/2024.

https://esportsbureau.com/la-esports-world-cup-atrae-a-mas-de-500m-de-telespectadores-y-team-falcons-se-corona-como-primer-campeon-de-clubes/
https://esportsbureau.com/la-esports-world-cup-atrae-a-mas-de-500m-de-telespectadores-y-team-falcons-se-corona-como-primer-campeon-de-clubes/
https://esportsbureau.com/la-esports-world-cup-atrae-a-mas-de-500m-de-telespectadores-y-team-falcons-se-corona-como-primer-campeon-de-clubes/
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supuesto, por la llegada de youtubers y creadores de contenido a su 
país. No es un proyecto extenso en exceso ya que contiene cincuenta 
artículos, dos disposiciones transitorias y dos disposiciones finales, 
pero aborda cuestiones interesantes y, por supuesto, relevantes del 
sector, sobre todo en su exposición de motivos.

Dicho Proyecto de Ley tuvo éxito y con fecha 19 de mayo de 2021 se 
publicó la Ley 8/2021, de 29 de abril, de deportes electrónicos del Prin-
cipado de Andorra85, en el Boletín Oficial del Principado de Andorra.

En la exposición de motivos de dicho Proyecto de Ley se determina 
un marco jurídico vinculado a varios objetivos, como dotar de seguri-
dad jurídica la actividad que se genera en el espacio digital, asegurar la 
protección de los consumidores, atraer inversión y empresas extran-
jeras, favorecer el tejido empresarial en el país, fomentar la innova-
ción, la creatividad y la necesidad de crear un entorno adecuado en el 
sector para los menores.

En este sentido, el nivel de protección adecuado para el sector de 
los deportes electrónicos se vincula en el marco del Plan Especial de 
Salud Mental, «deben desarrollarse planes específicos para compor-
tamientos conductuales, programas de prevención para las escuelas 
y familias bajo el paraguas de una estructura asistencial específica 
para adultos y adolescentes»86.

Tanto la protección de los consumidores como de los menores debe 
combinarse con las buenas prácticas del sector y con un marco jurí-
dico suficientemente flexible y, sobre todo, capaz de responder al 
dinamismo y al cambio permanente del sector, de la tecnología, de las 
prácticas empresariales y de las costumbres sociales87 para favorecer 
el desarrollo económico del mismo, es decir, la ley ha de articularse 
como herramienta para la promoción del fomento y desarrollo de la 
industria en el país.

85	 Legislación disponible en: https://www.consellgeneral.ad/ca/activitat-parla-
mentaria/lleis-aprovades/llei-8-2021-del-29-d2019abril-d2019esports-elec-
tronics.

86	 Leguina Ortega, M. (2023). «La protección del menos en los esports: análisis 
comparado España-Andorra». En Millán Garrido, A (coord.). Temas de actuali-
dad en Derecho del deporte y en gestión de entidades deportivas. Reus. Madrid. 

87	 García Carmona, D. (2021). op. cit, pp.109-117.
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Se destaca, por su relevancia, lo referente a la protección de los 
menores recogido en el art. 4 de la citada ley andorrana en el que se 
recogen principios como:

	– La integración de los eSports en el sistema educativo y ocio de 
menores de edad.

	– La promoción de la concordia, el juego limpio, la convivencia 
y la integración en la sociedad, con una activa implicación de 
todos los agentes vinculados a los deportes electrónicos en 
la erradicación de la violencia, el racismo, la intolerancia y la 
xenofobia88.

	– La planificación del sector con los agentes, asegurando una 
práctica de los deportes electrónicos basada en los estándares 
elevados de protección y ética habituales en el sector.

	– La adopción de las medidas necesarias para prevenir y erradi-
car la explotación abusiva con fines comerciales o económicos, 
así como las prácticas que atentan contra la persona y su dig-
nidad, en las actividades relativas a los deportes electrónicos.

	– La planificación y promoción del sector, y sus medios técnicos y 
materiales que garantice el estado físico y la salud de los prac-
ticantes, de los espectadores y de otras personas implicadas 
en la organización de las actividades de deportes electrónicos.

Si se sigue con este inciso de los menores de edad y su protección en 
los deportes electrónicos, se ha precisar que esta ley indica de forma 
expresa que a los jugadores menores de edad les será de aplicación 
la Ley 14/2019, de 15 de febrero, de los derechos de los niños y adoles-
centes, pero atendiendo, consecuentemente a las particularidades de 
esta Ley 8/2021 en lo concerniente a los eSports.

Cabe realizar alusión a una medida de seguridad concreta que 
puede contribuir a reducir las casuísticas ilícitas repercutidas sobre 
menores y, por ende, a la aplicación subsidiaria del Derecho Penal, se 
encuentra en el art. 13 de la ley que versa sobre las obligaciones de las 
entidades organizadoras de competiciones de deportes electrónicos. 
En dicho precepto se evidencia que en el caso de que los videojuegos 

88	 Como apunte, este principio podría actuar en una perfecta sinergia con la legisla-
ción española sobre estos aspectos, en concreto con la Ley 19/2007, de 11 de julio, 
contra la violencia, el racismo, la xenofobia y la intolerancia en el deporte. Puede 
que, de facto, la ley andorrana se haya inspirado en la normativa española.
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sobre los que se base una competición o evento en concreto hayan 
sido calificados como no adecuados para menores de una determi-
nada edad, los organizadores deben informar al público potencial de 
esta característica, así como de publicar la clasificación del video-
juego en cuestión conformo a lo recogido por la clasificación que hace 
la Pan European Game Information (PEGI)89.

Esta legislación determina que para que los menores de edad pue-
dan participar bien sea en competiciones, bien sea en eventos pun-
tuales de deportes electrónicos han de contar de forma preceptiva 
con la autorización de sus padres o tutores legales, siendo esta una 
medida totalmente acertada pues implica una entrada al sector de los 
menores más segura y probablemente menos accidentada.

Por supuesto y como no puede ser de otro modo, estas definiciones 
quedan circunscritas al ámbito de aplicación de la ley, es decir, a las 
competiciones de deportes electrónicos que se desarrollan en territo-
rio andorrano.

El siguiente país que destacar es Francia. La irrupción del sector de 
los deportes electrónicos en Francia provocó que en 2016 a través de 
la Ley por una República Digital90 en la que se incluye un estatuto jurí-
dico de los jugadores profesionales asalariados de videojuegos com-

89	 El sistema de autorregulación de la industria del videojuego, en concreto, la cla-
sificación PEGI que proporciona clasificaciones por edad para videojuegos en 
38 países europeos. La clasificación por edad confirma que el juego es apro-
piado para jugadores de cierta edad. PEGI considera la idoneidad de edad de un 
juego, no el nivel de dificultad. 
El Sistema PEGI se basa en un Código de Conducta: un texto en inglés con un 
conjunto de normas que vincula legalmente a todo editor que utiliza el sistema 
PEGI. El Código trata sobre el etiquetado por edad, la promoción y el marketing, 
y refleja el compromiso de la industria de los videojuegos de proporcionar infor-
mación al público de manera responsable.
Desde su constitución en 2003 cuenta con el apoyo de la Comisión Europea, 
se reconocer en toda Europa y se considera como un modelo de armonización 
europea en el campo de la protección de la infancia.
Información obtenida en: https://pegi.info/es y https://pegi.info/es/node/19. 
Última consulta: 23/05/2024.

90	 Ley número 2016–1321, de 7 de octubre de 2016, por una República Digital. Su 
desarrollo se configuró a través del Decreto número 2017–871, de 9 de mayo de 
2017, que versa sobre la organización de competiciones de videojuegos. 
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petitivos donde se aborda el salario, sanciones, contratos de trabajo y 
protección de los menores, entre otras cuestiones91.

Pese a no ser una legislación específica del sector de los eSports se 
contemplan en la norma aspectos relevantes que sí ayudan a estable-
cer un cierto marco de seguridad jurídica. Tales aspectos se encuen-
tran en los arts. 101 en el que se define el concepto de deportes elec-
trónicos como «una competición de videojuegos enfrenta a partir de 
un videojuego al menos a dos jugadores o equipos de jugadores por 
una puntuación o una victoria» y 102 de la ya citada Ley que define al 
jugador profesional de videojuegos en los siguientes términos: «aque-
lla persona que recibe una remuneración por participar en tales com-
peticiones teniendo un vínculo con una sociedad o asociación autori-
zada por el Ministerio competente a tal fin».

Este cuerpo legal incluye otros conceptos como la definición de clu-
bes profesionales y los no profesionales de deportes electrónicos, los 
organizadores de competiciones de deportes electrónicos, los técni-
cos profesionales y los no profesionales del sector.

Además, se están dando pasos importantes para la profesionaliza-
ción del sector pues se desea crear un organismo denominado Fran-
cia eSports que tendría la función de representar los intereses del 
sector en sus relaciones con el gobierno de Francia y que será socio 
del Comité Nacional Olímpico92.

Se prosigue con otro Estado europeo que se ha posicionado sobre 
los deportes electrónicos, Reino Unido que, de facto, es un país que se 
asemeja, en lo que a eSports refiere a España en el sentido de que este 
Estado tampoco reconoce de forma oficial a los deportes electróni-
cos y algunos órganos gubernamentales93 expresan opinión favorable 
sobre los mismos.

91	 García Carmona, D. y Guillén Pajuelo, Á. (2023). op. cit, pp. 107 y 108.

92	 Información obtenida en: https://www.eldesmarque.com/videojuegos/20160701/
mapa-paises-reconocen-esports-deporte_260000266.html. Última consulta: 
24/05/2024.

93	 Este el caso del alcalde de Londres que se ha manifestado a favor de los esports 
ya que dicha ciudad se ha ido convirtiendo en una zona destacada para las insta-
laciones de deportes electrónicos, con empresas como EXCEL ESPORTS , Red 
Bull , Guild Esports , Belong , SideQuest y Platform invirtiendo en sedes y sedes 
en la ciudad. Esports Insider organiza su conferencia empresarial anual ESI Lon-
don en la ciudad.

https://esportsinsider.com/2021/07/excel-esports-raises-e20m-through-investment-round/
https://esportsinsider.com/2018/03/red-bull-gaming-sphere-uks-largest-public-esports-studio-opens-london/
https://esportsinsider.com/2018/03/red-bull-gaming-sphere-uks-largest-public-esports-studio-opens-london/
https://esportsinsider.com/2022/01/guild-esports-academy-global-hq/
https://esportsinsider.com/tag/belong/
https://esportsinsider.com/2022/05/sidequest-unveils-membership-programme-ahead-of-launch-party
https://esportsinsider.com/2020/08/platform-reopen-rebrand/
https://directory.esportsinsider.com/company/esports-insider
https://esportsinsider.com/events/esi-london-2023
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En concreto, el Gobierno de Reino Unido habla favorablemente de 
los deportes electrónicos al manifestar que: «Los deportes electróni-
cos tienen el potencial de desarrollarse como un área de verdadera 
fortaleza nacional en el Reino Unido» como respuesta a un informe 
elaborado Departamento de Comunicación y Deporte (DCMS) de 
202094.

Desde el Gobierno se ha adoptado alguna medida que, aunque no 
sea directa para los eSports, contribuirá a su desarrollo. En concreto, 
cabe destacar una medida en particular y es que el Gobierno del Reino 
Unido ha proporcionado financiación a la industria de los videojue-
gos, en gran medida en forma del plan de desgravación fiscal para los 
videojuegos (VGTR), que permite una exención fiscal del 20 % para 
todos los juegos aprobados en el Reino Unido a través del Ministerio 
de Hacienda95.

El siguiente país europeo con medidas específicas sobre los depor-
tes electrónicos es Finlandia: que, pese a no tener por el momento, 
una legislación específica sobre el sector reconoce los eSports como 
deporte oficial96. De hecho, el Comité Olímpico finlandés aceptó a 
la Federación Finlandesa de Deportes Electrónicos como miembro 
asociado97.

Y, finalmente, especial mención merece el país nórdico de Suecia por 
la particularidad de su posicionamiento respecto a los deportes elec-
trónicos que no solo es parecida a Corea del Sur en cuanto al fomento 
que reciben los deportes electrónicos por parte del poder estatal, 
cuyas competiciones son retrasmitidas por la televisión pública, sino 

94	 Dicho informe está disponible en: chrome-extension://efaidnbmnnnibpcajpc-
glclefindmkaj/https://assets.publishing.service.gov.uk/government/uploads/
system/uploads/attachment_data/file/890734/CCS207_CCS0520664408-
001_Gov_Resp_DCMS_Committee_Report_CP_241_Web_Accessible__1___1_.pdf. 
última consulta: 28/07/2024.

95	 Información obtenida en: https://esportsinsider.com/2023/05/esports-around-
the-world-united-kingdom. Última consulta 30/07/2024.

96	 Información obtenida en: https://esports.xataka.com/ligas-y-competicio-
nes-de-esports/finlandia-ya-reconoce-a-los-esports-como-deporte-y-no-
son-los-unicos-que-lo-han-conseguido. Última consulta: 16/05/2024.

97	 Información obtenida en: https://www.marca.com/videojuegos/esports/2016/ 
12/15/585280df268e3e466b8b456d.html. Última consulta: 16/05/2024.
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que incluso han incluido, a modo de sondeo o de forma experimental, 
asignaturas sobre los eSports en los colegios públicos de educación 
secundaria98, en los que se imparte contenido teórico-práctico sobre 
el sector y podrán participar en sus propias competiciones99.

También se han de destacar otros ejemplos que si bien no conclu-
yeron en una normativa específica sobre el sector disponen de alguna 
medida que ayuda a incentivar el sector de los deportes electrónicos, 
como el caso de Estados Unidos en el que se contempla la considera-
ción de jugador de eSports como deportista profesional para la obten-
ción del visado temporal en dicho territorio100. Dichos visados son los 
P1 y son aquellos que se conceden a deportistas de élite y, de facto, 
ya se han concedido a varios jugadores profesionales de LOL que han 
visitado el país para participar en una competición101.

Siguiendo con otros ejemplos con cierta regulación del sector de 
los deportes electrónicos se debe destacar Rusia que ha sido uno de 
los últimos países en reconocer como deporte oficial a los eSports y 
les dota del mismo nivel de reconocimiento que los deportes tradi-
cionales pues presentan las mismas características esenciales como 
la metodología de entrenamiento, reglas, sistemas de torneos, etc.102.

Una vez expuesto grosso modo, algunos de los Estados, tanto euro-
peos como de otros continentes, en los que los deportes electrónicos 
tienen mayor trascendencia y presencia, se tiene ahora una visión 
más amplia y de conjunto a partir de esta breve comparativa con otros 
ordenamientos jurídicos.

98	 Información obtenida en: https://www.marca.com/2015/08/10/e-sports/noti-
cias/1439208095.html. Última consulta: 24/05/2024.

99	 Información obtenida en: https://www.eldesmarque.com/videojue-
gos/20160701/mapa-paises-reconocen-esports-deporte_260000266.html. 
Última consulta: 24/05/2024

100	 Guía Legal sobre los e-Sports. Presente y futuro de la regulación de los e-Sports 
en España, edit. ONTIER -Liga Profesional de Videojuegos, (edición) 2018, p. 17.

101	 Información obtenida en: https://www.eldesmarque.com/videojuegos/20160701/
mapa-paises-reconocen-esports-deporte_260000266.html. Última consulta: 
24/05/2024.

102	 Información obtenida en: https://esportsbureau.com/esports-deportes-rusia/. 
Última consulta: 24/05/2024.
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Verbigracia de lo anteriormente indicado, tanto en la legislación 
francesa como en la andorrana, siendo, además, los países más cer-
canos al nuestro han regulado el sector de los eSports con indepen-
dencia del mayor o menor acierto y del mayor o menor alcance que 
puedan tener las referidas legislaciones.

En este sentido, cabe resaltar que varios de ellos, con independen-
cia del alcance de la legislación específica, poseen puntos concor-
dantes y que debido a sus características merecen una protección 
concreta específica.

En concreto, se hace referencia a la protección de los menores en el 
sector de los deportes electrónicos103. En este sentido destaca China 
puesto que prohíbe a los menores de edad, menores de 18 años, jugar 
a videojuegos más de 90 minutos al día104. Aunque a priori, no parezca 
una medida contra los deportes electrónicos, ha tenido un impacto 
directo en el desarrollo de la industria profesional en el país ya que al 
limitar a los menores a una hora y media de juego en línea únicamente 
los viernes, fines de semana y días festivos se ha restringido la cantera 
de talentos y ha provocado una caída en el consumo de deportes elec-
trónicos por parte de los menores105.

Además de esto, aunque otros países, como Finlandia, no tienen una 
legislación específica creada para regular y dotar de una mayor segu-
ridad jurídica al sector de los deportes electrónicos han creado un 
comité de expertos a tal efecto y constituido hasta finales de 2025106 
con la intención de presentar un Proyecto de Ley al Gobierno.

103	 Sobre la protección de los menores en relación con los deportes electrónicos ya 
existía algún pronunciamento, véase Pérez Triviño, J.L. (2017). «Retos jurídicos 
de los e-sports». Revista Jurídica LaLiga, vol. 6, pp. 1-8. En el mismo sentido, 
sobre la protección de los menores en los eSports¸ véase, Martín Fernández, A. 
M. (2021). op. cit, pp. 621 y 622.

104	 Información obtenida en: https://www.marca.com/videojuegos/esports/2019/ 
11/08/5dc52d1a268e3ebf1f8b4578.html. Última consulta 25/05/2024.

105	 Información obtenida en: https://esportsinsider.com/2023/07/esports-around-
the-world-china. Última consulta: 06/07/2024.

106	 Información obtenida en: https://www.azarplus.com/finlandia-encauza-el-fin-
del-onopolio-del-juego/. Última consulta: 24/05/2024.
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Esto puede servir de inspiración a nuestro país e incluso marcar, de 
cierta manera una hoja de ruta puesto que se considera un acierto la 
creación de este equipo de profesionales especializados para estu-
diar el mercado y el sector en cuestión y atendiendo a las oportunida-
des y necesidades del mismo se desarrollen normativas que le ayuden 
a consolidarse y seguir desarrollándose.

Con base en estos datos proporcionados y aquellos otros empíri-
cos que se aportan en apartados siguientes de la presente investiga-
ción, se considera que una regulación específica sobre el sector de los 
eSports en España107 contribuiría a la reducción de cualquier tipo de 
conducta delictiva al dotar a dicha industria de cierta seguridad jurí-
dica y esto, por supuesto, contribuiría a su vez, a mantener el principio 
de ultima ratio del Derecho Penal108.

107	 Es interesante traer a colación el dato ofrecido por AEVI de que España genera 
el 3.65 % de los 1136,5 millones de euros generado en el sector. Asociación Espa-
ñola de Videojuegos. (2022). La industria del videojuego en España en 2022, p. 
5. Disponible en: http://www.aevi.org.es/web/wp-content/uploads/2023/05/
AEVI_Anuario-2022-DIGITAL.pdf.

108	 Sobre el principio de ultima ratio del Derecho Penal, Cfr. Muñoz Conde, F. (2007). 
Derecho Penal. Parte General, 7.ª ed. Tirant lo Blanch. Valencia, p. 68. En este 
mismo sentido Boldova Pasamar, apunta a que el Derecho Penal, como recurso 
extremo, debe responder a criterios de estricta necesidad y oportunidad. Cfr. 
Boldova Pasamar, M. A. (2013). «Los principios del Derecho Penal». En Romeo 
Casabona, C. M., Sola Reche, E. y Boldova Pasamar, M. A. (coords.). Derecho 
Penal. Parte general, Introducción. Teoría jurídica del delito. Comares, Granada, 
pp. 40-41.
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Este capítulo se inicia indicando que, además de analizar los ries-
gos penales concretos a través de tipos específicos del CP, también 
se hará mención de aquello que a raíz de la presente investigación se 
considere de especial relevancia por las particulares características 
del sector de los deportes electrónicos.

Dentro de este último grupo, se hace referencia expresa al colectivo 
de menores que, por sus características físicas, psíquicas y sociales 
merecen una especial protección en nuestro ordenamiento jurídico 
a nivel general y dentro del sector de los deportes electrónicos en 
España de forma concreta.

Igualmente, se quiere precisar que no se pretende hacer un aná-
lisis completo de las diferentes tipologías delictivas que se abordan 
en este apartado, así como de sus elementos pues se es plenamente 
consciente de que tal análisis exhaustivo ha sido ya realizado y eje-
cutado de forma rigurosa y completa por otros autores especialis-
tas en dichas figuras delictivas dedicando artículos, monografías e 
incluso tesis doctorales para cada uno de los tipos. Sí que se analizan 
los elementos del tipo con cierta exhaustividad mediante la doctrina 
y la jurisprudencia, destacando los aspectos esenciales de la teoría 
del delito para poder dejar claros elementos imprescindibles de tales 
figuras delictivas, así como su ámbito de aplicación para ulterior-
mente poder abordar de forma específica y concisa dichos tipos en el 
sector de los deportes electrónicos.
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3.1. Delito de estafa

No es algo particular de la industria de los deportes electrónicos109 
y de todo lo que orbita alrededor de la organización de las competi-
ciones profesionales de videojuegos que se produzcan estafas ni tam-
poco es distintivo, como sí lo es en otros delitos, como aquellos contra 
la propiedad intelectual.

No obstante, resulta paradigmático el supuesto en el que el pro-
motor de un torneo de eSports organiza una competición dirigida a 
jugadores profesionales, permitiendo la inscripción tanto individual 
como por equipos, sin disponer, sin embargo, de licencia, autorización 
o título habilitante alguno que legitime la celebración del evento, pese 
a que este se articula en torno a la utilización de un videojuego deter-
minado, como sucede, por ejemplo, con el LOL.

Se estima característico y particular de la industria de los eSports 
puesto que se trata de un delito de estafa a raíz de un delito de propie-
dad intelectual.

Sin duda, en este caso se está ante un delito contra la propiedad 
intelectual al vulnerar los derechos derivados de la creación de la obra 
artística, pero esto se analiza con detalle en dicho tipo delictivo.

Si en este supuesto, los jugadores profesionales de deportes elec-
trónicos, e incluso amateurs si se organizara con tales características, 
o los clubes de eSports abonan una cuota de inscripción para tener 
derecho y cupo reservado para participar y finalmente, se cancela 
este evento por los motivos indicados con anterioridad, es posible que 
se esté ante un delito de estafa puesto que el organizador, con dolo y 
engaño es consciente de que no tiene ningún tipo de licencia o per-
miso para usar el videojuego en cuestión y, pese a ello, decide organi-
zar el evento en cuestión con un claro ánimo de lucro con la cuota de 
inscripción, así como todo lo que se derive en el aspecto económico 
durante el desarrollo de la competición en sí, véase la retransmisión 
en directo, los patrocinadores, la cobertura mediática, etc.

Asimismo, si bien es cierto que no es un delito que revista especial 
trascendencia en el sector de los deportes electrónicos por las carac-
terísticas intrínsecas de esto, se constata que es uno de los delitos y 
de las principales preocupaciones que tienen los activos en el sector.

109	 Al igual que no lo son otras tipologías delictivas, como las amenazas, motivo por 
el cual no se han analizado con profundidad, del mismo modo que otros tipos.
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Según prevé el CP, en su art. 248 CP, los reos de estafa serán casti-
gados con penas privativas de libertad de 6 meses a 3 años110. En este 
sentido se destaca que el supuesto descrito tendría su encaje penal 
en el citado precepto y no en el nuevo delito de estafa informática del 
art. 249 ya que no media ningún elemento digital o cualquier tipo de 
manipulación informática111.

La estafa preocupa en esta industria, en especial, derivada de 
los incumplimientos contractuales que existen en el sector y pare-
cen ser ciertamente numerosos y frecuentes. Un ejemplo de ello 
es el caso del entrenador del FC Barcelona de eSports, Lucas Rojo, 
recientemente galardonado como el «mejor entrenador de eSports 
de España», que, llevaba prestando sus servicios durante más de 
tres meses sin contrato con el club y sin cobrar112. Esta situación fue 
denunciada por el propio entrenador en su red social X113. A priori, 
puede parecer un caso de incumplimiento contractual en el plano 
laboral, pero habrá que estar a lo que se dirima en los tribunales a 
raíz de lo ya expuesto en el apartado de perfiles intervinientes del 
presente texto.

110	 Se aclara en este momento que, dado que no es un delito que revista alguna 
característica especial en los deportes electrónicos no se realiza un análisis o 
desarrollo exhaustivo de la teoría del delito del tipo y, por ende, su ulterior apli-
cación al sector de los deportes electrónicos. Lo que se quiere poner de mani-
fiesto y evidencia es la potencial actividad ilícita que se puede cometer en dicho 
contexto descrito que sí se considera de especial relevancia en el sector de 
los deportes electrónicos y que, se considera perfectamente subsumible en la 
actual redacción del CP para la estafa.

111	 Sobre el nuevo delito de estafa o ciberestafa del art. 249 CP se recomienda la 
lectura de Bustos Rubio, M. (2023). «La reforma de la ciberestafa y la incorpora-
ción de los medios de pago digitales en el Código Penal». IDP: revista de inter-
net, derecho y política = revista d´Internet, dret y política, núm. 38, pp. 1-11.

112	 Información obtenida en: https://amp.marca.com/videojuegos/esports/2024/
03/01/65e10080e2704e2b2d8b45d2.html. Última consulta: 13/05/2025.

113	 Hilo de publicaciones de Lucas Rojo en la red social X: https://x.com/lucasrojo/
status/1763281910720053410?s=46. Última consulta: 13/05/2025.

https://amp.marca.com/videojuegos/esports/2024/03/01/65e10080e2704e2b2d8b45d2.html
https://amp.marca.com/videojuegos/esports/2024/03/01/65e10080e2704e2b2d8b45d2.html
https://x.com/lucasrojo/status/1763281910720053410?s=46
https://x.com/lucasrojo/status/1763281910720053410?s=46
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3.2. Delito de daños informáticos

3.2.1. Introducción

Se inicia el análisis de este tipo delictivo indicando que puede ser 
uno de los más destacados en el sector de los deportes electróni-
cos por sus características particulares como la conexión a internet 
y en especial, por ser una competición en directo desarrollándose 
mediante el uso de un elemento digital como es un videojuego y a tra-
vés de sistemas informáticos como pueden ser los ordenadores y las 
consolas de los jugadores profesionales.

Los delitos informáticos son aquellos que se cometen contra siste-
mas o datos informáticos o contra documentos electrónicos ajenos. 
Este concepto engloba innumerables actividades ilícitas vinculadas al 
acceso, apropiación, intercambio y disposición de datos e información 
en redes telemáticas, que constituyen el entorno comisivo de este tipo 
de delincuencia114.

La categoría de delitos informáticos queda a su vez subsumida en el 
concepto de cibercrimen o cibercriminalidad, entendiendo por esta 
«cualquier comportamiento delictivo realizado en el ciberespacio, enten-
diendo además por el mismo el ámbito virtual de interacción y comuni-
cación personal definido por el uso de las TIC, y dando cabida, por tanto, 
a conductas cuyo contenido ilícito es nuevo y se relaciona directamente 
con los nuevos intereses o bienes sociales existentes en el ciberespacio, 
así como también comportamientos tradicionalmente ilícitos en los que 
únicamente cambio que ahora se llevan a cabo por medio de Internet»115.

Tal y como manifiesta a su vez la Secretaría de Estado de Seguri-
dad del Ministerio del Interior en su estudio sobre la criminalidad en 
España: «la ciberdelincuencia, como fenómeno que va parejo al uso 
de las nuevas tecnologías, ha experimentado un crecimiento durante 
los últimos años, como consecuencia de un mayor uso por parte de 
la sociedad de todas las nuevas formas de conectividad tecnológica. 
Los ciberdelincuentes para perpetrar sus ilícitos penales, aprovechan 

114	 Romeo Casabona, C. (2006). De los delitos informáticos al cibercrimen. El ciber-
crimen, nuevos retos jurídicos-penales, nuevas respuestas Político-Criminales. 
Comares. Granada, p. 9.

115	 Miró Llinares, F. (2012). El cibercrimen. Fenomenología y criminología de la 
delincuencia en el ciberespacio. Marcial Pons. Madrid, p. 42.
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tanto las vulnerabilidades de los sistemas informáticos, como la con-
fianza de los usuarios de dichos sistemas. Es por ello, que el conoci-
miento de los riesgos asociados a las nuevas tecnologías, así como la 
puesta en funcionamiento de una cultura de la ciberseguridad, redun-
dará en atajar este fenómeno criminal»116.

En nuestro ordenamiento jurídico no existe de forma específica una 
categoría de «delitos informáticos», si bien es cierto que estas tipolo-
gías delictivas se recogen en diversos preceptos del CP117.

Pues bien, este delito, es decir, el contemplado en el art. 264 del CP, 
se encuentra en el Capítulo IX del Título XII delitos contra el patrimo-
nio118 y contra el orden socioeconómico. Aquí se puede observar la evi-
dente naturaleza patrimonial de esta figura delictiva o al menos, esta 
es la voluntad del legislador y esta ubicación sistemática ha sido y es 
motivo de crítica por parte de la doctrina que aboga por una reubica-
ción del tipo en un capítulo o sección independiente en el CP119.

116	 AA. VV, (2017). Estudio sobre la Criminalidad en España. Ministerio del Interior. 
Madrid, p. 3.

117	 Entre otras tipologías penales, se destacan las siguientes:
	– Delitos de daños, sabotaje informático y ataques de denegación de servicios 

previstos y penados en el art. 264 y concordantes del CP. En este sentido, 
sobre la denegación a servidores DDoS en los eSports, véase Verdugo Guz-
mán, S. (2021). op cit, pp. 643 y 644.

	– Delitos de acceso sin autorización a datos, programas o sistemas informáti-
cos previstos y penados en el art. 197.3 CP.

	– Delitos de descubrimiento y revelación de secretos del art. 197 CP cometi-
dos a través de las nuevas tecnologías o cuyo objeto sean datos que se hallen 
registrados en ficheros o soportes informáticos electrónicos o telemáticos.

	– Delitos contra la propiedad intelectual, del art. 270 CP.
	– Delitos contra los servicios de radiodifusión e interactivos previstos y pena-

dos en el art. 286 CP.
	– Estos son algunos de los muchos delitos que se pueden cometer por medio 

electrónicos y que recoge y expone de manera sucinta la doctrina de la Fis-
calía General del Estado en la Instrucción 2/2011, de 11 de octubre, sobre el 
Fiscal de Sala de Criminalidad Informática y las secciones de criminalidad 
informática de las Fiscalías.

118	 Mata y Martín, R. (2001). Delincuencia informática y Derecho penal. Edisofer. 
Madrid, p. 80.

119	 Andrés Domínguez, A. C. (2016). «Reforma de los daños». En Rodríguez García 
N., Carrizo González Castell A. y Leturia Infante F. J. (dirs.). Comentarios a la 
reforma penal de 2015. Tirant lo Blanch. Valencia.
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En cuanto al tipo básico, el CP determina que: «El que por cualquier 
medio, sin autorización y de manera grave borrase, dañase, deterio-
rase, alterase, suprimiese o hiciese inaccesibles datos informáticos, 
programas informáticos o documentos electrónicos ajenos, cuando el 
resultado producido fuera grave, será castigado con la pena de prisión 
de seis meses a tres años».

Como se puede observar del tenor literal del precepto, se ha 
de acudir a normativa extrapenal para conocer los conceptos de 
datos informáticos120, programas informáticos y documentos elec-
trónicos121, que se irán definiendo y analizando a lo largo del pre-
sente apartado.

Una vez analizado el encuadre del tipo en el CP, se prosigue, por 
consiguiente, con la teoría del delito iniciando con el análisis del bien 
jurídico del tipo.

3.2.2. Bien jurídico

Lo primero que ha de destacarse es que este precepto, el art. 264.1 
CP surge de la necesidad de la trasposición de la Directiva 2013/40/
UE del Parlamento Europeo y del Consejo de 12 de agosto de 2013 que 
tiene por objeto, tal y como reza el art.1 de dicho texto: «establecer 
normas mínimas relativas a la definición de las infracciones penales y 
a las sanciones aplicables en el ámbito de los ataques contra los sis-
temas de información».

Pues bien, la doctrina es bastante clara en este sentido y mantiene 
la misma postura con carácter general y es que el bien jurídico a prote-
ger es el mismo que cuando se sancionan conductas de daños sobre 

120	 Según la RAE, se entiende por dato informático, al «dato registrado en un sis-
tema o en un componente informático». A su vez, un sistema informático según 
el mismo organismo se define como: «Dispositivo aislado o conjunto de dispo-
sitivos interconectados o relacionados entre sí, cuya función, o la de alguno de 
sus elementos, sea el tratamiento automatizado de datos en ejecución de un 
programa».

121	 Serrano Tárraga, M.D. (2023). «Lección 15. Delito de daños». En Fernández 
Bermejo, D., Serrano Tarraga, M. D. Teijón Alcalá, M., Sergio Cámara Arroyo, 
Meléndez Sánchez, F. L. y Vázquez González, C. Derecho Penal. Parte especial. 
Tirant lo Blanch. Valencia, p. 529.



69

3. RIESGOS PENALES

objetos corpóreos, materiales, físicos, es decir, la propiedad ajena122 y 
el patrimonio123.

Esto por supuesto, atendiendo al encuadre o ubicación sistemá-
tica del tipo en el CP, es decir, ateniéndose la doctrina124 a lo que ha 
dispuesto el legislador para el precepto que parece tenerlo claro con 
esta ubicación sistemática que obliga a considerar exclusivamente el 
aspecto patrimonial de la conducta. Esto ha sido objeto de fuertes crí-
ticas por la doctrina que consideran que el bien tutelado en este tipo 
no ha de ser el patrimonio.

Otros autores125 se posicionan al respecto teniendo en cuenta que la 
voluntad de la normativa europea de la que proceden estas tipologías 
delictivas es la seguridad de los sistemas informáticos en sí mismos 
considerados y, en su caso, su integridad y disponibilidad frente a con-
ductas que menoscaban su funcionalidad.

3.2.3. Sujetos del delito

El sujeto activo de este delito puede ser cualquiera, menos el pro-
pietario del bien sobre el que se causan daños126, es decir, los daños en 

122	 Orts Berenguer, E. y Roig Torres, M. (2001). Delitos informáticos y delitos comu-
nes cometidos a través de la informática. Tirant lo Blanch. Valencia, pp. 81 y ss.

123	 Muñoz Conde, F. (2017). Derecho Penal. Parte Especial. Tirant lo Blanch. Valen-
cia, pp. 475 y 476.

124	 Morón Lerma, E. (2002). Internet y Derecho Penal: hacking y otras conductas 
ilícitas en la red, 2.ª ed. Cizur Menor. Aranzadi, pp. 67 y ss. o Rodríguez Mouru-
llo, G., Lascuraín Sánchez, J. A. y Alonso Gallo, J. (2001). «Derecho Penal e 
Internet». En Fernández Ordóñez, M., Cremades García, J. e Illescas Ortiz, R. 
(coords.). Régimen jurídico de Internet. La Ley. Madrid, pp. 281 y ss.

125	 En este sentido se pronuncia De La Mata Barranco, véase de la Mata Barranco, 
N.J. (2018). «La tutela de la integridad y disponibilidad de datos y sistemas 
informáticos: el modelo tradicional, vinculado a una protección estrictamente 
patrimonial, un mal referente». En Alfredo Riquert, M. (dir.), Christian Sueiro, C. 
(coord.). Sistema Penal e informática. Hammurabi, pp. 29- 49.

126	 Andrés Domínguez A. C. (2015). «Comentario previo a los artículos 264, 264 bis, 
264 ter y 264 quater». En Gómez Tomillo, M. (dir.). Comentarios prácticos al 
Código penal, Tomo III, Delitos contra el Patrimonio y socioeconómicos. Aran-
zadi. Pamplona, pp. 351 y ss.
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cuestión han de causarse sobre uno o varios bienes ajenos, mientras 
que el sujeto pasivo ha de ser necesariamente el propietario del bien 
en cuestión127.

Asimismo, en este delito cualquiera puede ser sujeto activo del tipo, 
es decir, el autor material del delito no requiere para su perpetración 
de una posición especial respecto a los datos, sistemas o documentos 
que ataca y del mismo modo tampoco requiere de una cualificación 
determinada para ser responsabilizado por ello128.

3.2.4. Objeto material

El objeto material del delito se refiere a la persona o cosa sobre la 
que ha de recaer físicamente la acción, por lo que también se conoce 
como «objeto de la acción»129.

En cuanto al objeto material del tipo ha de destacarse su peculiari-
dad, es decir, la ausencia de materialidad130. El objeto material del tipo 
está constituido por los datos, programas o documentos electrónicos 
y los sistemas informáticos que integran los elementos lógicos (sof-
tware) de un sistema informático131. Por otro lado, el hardware esta-
ría compuesto por aquellos elementos físicos y materiales del orde-
nador. En definitiva, el objeto material del delito puede ser tanto un 
bien inmueble como un bien mueble que siempre será susceptible de 
valoración.

Debe entenderse por sistema de información o sistema informático: 
«todo aparato o grupo de aparatos interconectados o relacionados 
entre sí, uno o varios de los cuales realizan, mediante un programa, 
el tratamiento automático de datos informáticos, así como los datos 
informáticos almacenados, tratados, recuperados o transmitidos por 

127	 Serrano Tárraga, M.D. (2023). op. cit, p. 526.

128	 Galán Muñoz, A. (2019). Daños informáticos. FUOC. Barcelona, p. 10.

129	 Mir Puig, S. (2016). Derecho Penal. Parte general. Reppertor. 10.ª ed. Barcelona, 
p. 229.

130	 De la Mata Barranco, N.J. y Hernández Díaz, L. (2009). «El delito de daños infor-
máticos: una tipificación defectuosa». Estudios Penales y Criminológicos, núm. 
29, p. 321.

131	 Serrano Tárraga, M.D. (2023). op. cit., p. 529.
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dicho aparato o grupo de aparatos para su funcionamiento, utiliza-
ción, protección y mantenimiento»132 y por dato informático: «toda 
representación de hechos, informaciones o conceptos de una forma 
que permite su tratamiento por un sistema de información, incluidos 
los programas que sirven para hacer que dicho sistema de informa-
ción realice una función»133.

Por daños informáticos debe entenderse tanto la destrucción de 
sistemas informáticos completos como la de sus componentes con-
cretos, ya sean equipos, datos, documentos o programas y se usan 
como sinónimos de dicho concepto «sabotaje informático» e incluso 
hacking134¸ que refiere en general, a aquel conjunto de conductas que 
dañan, impidiendo su correcto funcionamiento, elementos de natura-
leza informática.

A su vez, como definición de sabotaje informático135 se toma la 
aportada por Rovira del Canto que la describe: «como el conjunto 
de conductas de destrucción, inutilización o incapacitación de siste-
mas informáticos —englobando por supuesto en éstos los de carác-
ter cibernético o telemático — o de datos o información contenida, 
transferida o transmitida en los mismos, así como de sus funcio-
nes de procesamiento y tratamiento, ya se lleven a cabo las mismas 
mediante utilización de métodos lógicos, informáticos o telemáticos, 
ya mediante el abuso de los equipos físicos que permiten el acceso a 
dichos sistemas o datos»136.

132	 Art. 2.a de la Directiva 2013/40/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 
de agosto de 2013, relativa a los ataques contra los sistemas de información y 
por la que se sustituye la Decisión marco 2005/222/JAI del Consejo.

133	 Art. 2.b de la Directiva 2013/40/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 
de agosto de 2013, relativa a los ataques contra los sistemas de información y 
por la que se sustituye la Decisión marco 2005/222/JAI del Consejo.

134	 Rodríguez Mourullo, G., Lascuraín Sánchez, J. A. y Alonso Gallo, J. (2001), op. 
cit, p. 266.

135	 Como puntualización, ha de destacarse que ciertos autores, como Muñoz 
Conde, prefieren la expresión de sabotaje informático para referirse a este tipo 
pues considera que se cubre de una forma más adecuada todas las hipótesis 
de afectación al objeto material. Muñoz Conde, F. (2013). Derecho Penal. Parte 
Especial. Tirant Lo Blanch. 19.ª ed. Valencia, p. 448.

136	 Rovira del Canto, E. (2002). Delincuencia informática y fraudes informáticos. 
Comares. Granada, pp. 226 y ss.
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Asimismo, la definición de daño informático debe abarcar tanto lo 
que es en sí la destrucción de tales elementos o su inutilización como 
la simple perturbación del funcionamiento del sistema completo o de 
alguno de sus componentes funcionales137.

En suma, además de qué tipo de conducta se lleve a cabo, es esen-
cial conocer cuál es su consecuencia y si ésta es la de alteración, des-
aparición, destrucción, inutilización o menoscabo de componentes 
del sistema, que perjudiquen su funcionalidad (ya sea de sus aplica-
ciones, ya de sus programas, ya del acceso a sus datos)138.

3.2.5. Acción típica

La acción típica viene definida por el art. 10 del CP donde se expresa 
que «son delitos las acciones y omisiones dolosas o imprudentes 
penadas por la ley»139. Por ende, para la configuración de un delito es 
necesario que la conducta reprobable esté tipificada y es necesaria 
la existencia de un comportamiento humano voluntario que permita 
atribuir la responsabilidad por realizar tales acciones u omisiones a un 
sujeto concreto140.

La conducta típica en este tipo puede revestir diversas modalida-
des tales como borrar, dañar, alterar, deteriorar, alterar, suprimir o 
impedir el acceso a datos o programas informáticos o documentos 
electrónicos.

Sobre la conduta típica de este ilícito se considera pertinente traer 
a colación, la Circular 3/2017, de 21 de septiembre, sobre la reforma 
del Código Penal operada por la LO 1/2015, de 30 de marzo, en rela-
ción con los delitos de descubrimiento y revelación de secretos y los 
delitos de daños informáticos en la que se indica que «Se mantienen 
las de borrar, dañar, deteriorar, alterar, suprimir y hacer inaccesibles, 

137	 González Rus, J. J. (2006). «Los ilícitos en la red (I): hackers, crackers, cyber-
punks, sniffers, denegación de servicio y otros comportamientos semejantes». 
En Romero Casabona, C.M. El cibercrimen: nuevos retos jurídico-penales, nue-
vas respuestas políticocriminales. Comares. Granada, p. 248.

138	 De la Mata Barranco, N.J. y Hernández Díaz, L. (2009). op. cit, p. 317.

139	 Art. 10 CP.

140	 Verdugo Guzmán, S. (2017). Dopaje deportivo. Análisis jurídico-penal y estrate-
gias de prevención. Bosch. Barcelona, p. 149.
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ya contempladas en la legislación precedente, siguiendo también en 
este aspecto la relación de comportamientos que recogen la Directiva 
2013/40/UE en su art. 5, relativo a la interferencia ilegal en los datos, 
y la Decisión Marco 2005/22/JAI en su art. 4 «De esta forma el Legis-
lador pretende abarcar todas las posibles conductas susceptibles de 
afectar a los elementos informáticos, tanto aquellas que impliquen su 
destrucción, bien sea total o parcial, como aquellas otras que com-
porten una modificación —alteración— de los mismos que igual podría 
producirse por eliminación, supresión o borrado parcial del elemento 
afectado como por la incorporación de nuevos datos que impliquen la 
variación del alcance o contenido inicial de aquellos»141.

Una vez entendido lo referido anteriormente, resalta que no existe 
uniformidad en los criterios interpretativos de la doctrina puesto 
que algunos afirman que se trata de un delito de resultados y no de 
medios142, mientras que otros aseveran que se trata de un delito de 
medios143.

La acción típica puede realizarse ya sea sobre los componentes físi-
cos del sistema informático, lo que se entiende por hardware, o ya sea 
sobre sus componentes lógicos, es decir, aplicaciones, datos y pro-
gramas que hacen funcionar o se ejecutan en el sistema informático 
en cuestión, lo que se entiende por software144.

Es preciso incidir en que, si se ataca, en cualquiera de las versio-
nes amparadas por el precepto, al hardware, es decir, a los elementos 
materiales del sistema y el resultado no afecte a los datos, progra-
mas o contenidos en el sistema ni a su accesibilidad se está ante un 
supuesto de daños clásico y se rige por lo dispuesto en el art. 263.1 del 
CP. No obstante, si ese mismo ataque deja inoperativos los elementos 
lógicos del sistema se estaría ante un concurso de normas, aunque 
si bien es cierto que han de primar los arts. 264 o 264 bis del CP que 

141	 Circular 3/2017, de 21 de septiembre, sobre la reforma del Código Penal operada 
por la LO 1/2015, de 30 de marzo, en relación con los delitos de descubrimiento 
y revelación de secretos y los delitos de daños informáticos, p. 21.

142	 Galán Muñoz, A. (2019). Daños informáticos. op. cit, p. 10.

143	 Gorjón Barranco, M.C. (2021). «Sabotaje informático a infraestructura críticas: 
análisis de la realdad criminal recogida en los artículos 264 y 264 bis del Código 
Penal. Especial referencia a su comisión con finalidad terrorista». Revista de 
Derecho Penal y Criminología, 3.ª época, núm. 25, p. 28.

144	 De la Mata Barranco, N.J. y Hernández Díaz, L. (2009). op. cit, p. 312.
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se aplicarán cuando el daño en los elementos lógicos se produzca a 
través de cualquier medio que no sea el de destrucción de hardware, 
reservando de este modo el art. 263 sólo para cuando ésta no afecte 
en modo alguno al funcionamiento lógico del sistema145.

Por cualquier medio debe entenderse aquel que sea ideal para con-
seguir el resultado deseado, es decir, debe ser un medio idóneo para 
afectar con cualquiera de las acciones arriba referidas a los datos o 
programas informáticos o a los documentos electrónicos del bien 
ajeno en cuestión.

Esta expresión de «por cualquier medio» es una técnica de numerus 
apertus que abre la posibilidad de comisión del delito a cualquier clase 
de acción idónea para causar el daño al que refiere el precepto146.

Se podría realizar el ataque a los componentes lógicos del sistema, 
es decir, al hardware de un modo físico como puede ser golpeándolo, 
mojándolo o quemándolo147 o a través de otros medios más expandi-
dos en la actualidad por el desarrollo de las tecnologías como el uso 
de virus148, troyanos, gusanos149, etc.

La acción debe ser realizada sin consentimiento150 pues, de existir el 
mismo no habría conducta típica alguna151. Para entender esta expre-
sión ha de estarse a lo recogido en el art. 2.d de la Directiva 2013/40/
UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de agosto de 2013 

145	 De la Mata Barranco, N.J. (2018). op cit, pp. 43 y ss.

146	 Rodríguez Mourullo, G., Lascuraín Sánchez, J. A y Alonso Gallo, J. (2001). op. 
cit, pp. 257-310.

147	 Corcoy Bidasolo, M. (1990). «Protección penal del sabotaje informático. Espe-
cial consideración de los delitos de daños». La Ley: revista española jurídica de 
doctrina, jurisprudencia y bibliografía, núm.1, p. 1002.

148	 Los virus son códigos maliciosos creados para alterar un sistema informático 
que necesitan un programa anfitrión para reproducirse y transmitirse, al que 
se adhieren para su ejecución. de la Mata Barranco, N.J. y Hernández Díaz, L. 
(2009), op. cit, p. 313.

149	 Los gusanos (Worms) son piezas independientes de software que a diferencia 
de los virus son capaces de reproducirse a sí mismos y de auto transmitirse. De 
nuevo, de la Mata Barranco, N.J. y Hernández Díaz, L. (2009). op. cit, p. 313.

150	 Galán Muñoz, A. (2019). Daños informáticos, op. cit, p. 10.

151	 Serrano Tárraga, M.D. (2023). op. cit, p. 530.
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relativa a los ataques contra los sistemas de información y por la 
que se sustituye la Decisión marco 2005/222/JAI del Consejo que lo 
define como: «un comportamiento al que se refiere la presente Direc-
tiva, incluido el acceso, la interferencia o la interceptación, que no 
haya sido autorizado por el propietario u otro titular del derecho sobre 
el sistema o parte del mismo o no permitido por el Derecho nacional».

Finalmente, «de manera grave» hace mención al daño funcional 
que el comportamiento genere tal y como se señala en el FJ 5.º de la 
STS 91/2022, de 7 de febrero152. Si no fuera grave la conducta no sería 
típica153 y se consideran graves «todas aquellas acciones ilícitas que 
tuvieran trascendencia significativa o generaran consecuencias apre-
ciables en datos, programas informáticos o documentos electrónicos 
o en los intereses del juego»154.

Para apreciar la gravedad del desvalor ocasionado ha de estarse a 
si los datos, archivos, documentos…, afectados con recuperables o no 
y para ello ha de tenerse en cuenta si existía o no una copia de seguri-
dad y la facilidad o dificultad de conseguirlo.

Se trata, como se puede observar, de un delito de resultados pues el 
legislador no sanciona el mero acceso, es decir, la mera acción no se 
pena sino conlleva a un resultado concreto que se cumple mediante 
cualquiera de las acciones típicas contenidas en el propio precepto.

3.2.6. (Sub)tipos agravados

Del mismo modo que el tipo básico, la figura agravada del delito 
recogido en el art. 264.2 CP también obedece a la trasposición de la 
Directiva 2013/40/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 
de agosto de 2013, en concreto a lo que recoge en su art. 9.3: «Los 
Estados miembros adoptarán las medidas necesarias para garanti-
zar que, cuando se hayan cometido intencionalmente, siempre que 
hayan afectado a un número significativo de sistemas de información 
o cuando para cometerlas se haya utilizado uno de los instrumentos a 

152	 STS de 7 de febrero de 2022. STS 528/2022 - ECLI:ES:TS:2022:528

153	 Serrano Tárraga, M.D. (2023). op. cit, p. 530.

154	 Circular 3/2017, de 21 de septiembre, sobre la reforma del Código Penal operada 
por la LO 1/2015, de 30 de marzo, en relación con los delitos de descubrimiento 
y revelación de secretos y los delitos de daños informáticos.
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que se refiere el artículo 7, las infracciones mencionadas en los artícu-
los 4 y 5, se castiguen con una sanción máxima de privación de liber-
tad de al menos tres años».

Este tipo agravado, de forma similar a lo referido en el tipo básico, 
también ha levantado voces críticas en la doctrina155 sobre su ubica-
ción sistemática en el CP pues consideran que las conductas des-
critas en este tipo deberían regularse en un precepto ubicado en un 
capítulo independiente del de los daños en general, siendo así, no un 
subtipo del delito de daños sino una modalidad autónoma de daños 
a elementos lógicos. También existen, por supuesto, otras opiniones 
doctrinales que consideran acertada la ubicación del tipo en el CP156.

En cuanto a la pena se ve agravada en el art. 264.2157 respecto al tipo 
básico del art. 264 CP si concurre alguna de las circunstancias des-

155	 Álvarez Vizcaya, M. (2001). «Consideraciones político criminales sobre la delin-
cuencia informática: el papel del derecho penal en la red». Cuadernos de Dere-
cho Judicial, núm. 10, pp. 255-280; Andrés Domínguez, A.C. (1999). «Los daños 
informáticos en la Unión Europea». La Ley, núm. 1, pp. 1724-1730 o Morón Lerma, 
E. (1999). «Internet y Derecho Penal: Hacking y otras conductas ilícitas en la 
red». Revista de Derecho y Proceso Penal, núm. 1, pp. 66 y ss.

156	 Corcoy Bidasolo, M. (1990). op. cit. p. 1000.

157	 No es concreto y específico del sector de los deportes electrónicos, aunque se 
considera pertinente en este momento destacar que existe un escaso recorrido 
jurisprudencial, al menos de cierta envergadura, en cuanto a supuestos de apli-
cación del art. 262.2 del CP, pero cabe destacar dos casos de distribución de 
ramsonware en 2011. Uno de los casos, conocido como «virus de la policía» por 
el modus operandi de los delincuentes. se considera interesante transcribir el 
mensaje utilizado por los ciberdelincuentes tal y como se pone de manifiesto 
en los Hechos Probados tanto de la Sentencia de la Audiencia Nacional (Sala de 
lo Penal) 14/2016, de 3 de marzo de 2016 como en la Sentencia de la Audiencia 
Nacional (Sala de lo Penal) 28/2016, de 4 de julio de 2016, «En los sistemas ata-
cados aparecía el siguiente mensaje: "La POLICIA ESPANOLA. Atención!!! Ha 
sido detectada actividad ilegal!! Su sistema operativo ha sido bloqueado debido 
a una infracción de la legislación espanola! Han sido detectadas las siguientes 
infracciones: Su dirección IP ha sido registrada en las webs ilegales con conte-
nido pornográfico orientadas a la difusión de la pornografía infantil, zoofilia e 
imágenes de violencia contra menores! En su ordenador han sido detectados los 
archivos de video de contenido pornográfico con elementos de violencia y por-
nografía infantil! Además, desde su ordenador se realiza un envío ilegal (SPAM) 
de orientación pro terrorista. El presente bloqueo ha sido realizado para prevenir 
la posibilidad de difusión de dichos materiales desde su ordenador en Internet. 
Para desbloquear su ordenador, usted debe pagar una multa de 100 euros! La 
multa tiene que ser pagada antes de 24 horas desde el momento del bloqueo 
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critas en el mismo158 elevando así la pena de privación de libertad de 
2 a 5 años e imponiendo una multa del tanto al décuplo del perjuicio 
ocasionado.

En concreto, el art. 264. 2 in fine contiene la versión agravada del 
tipo aumentado la pena superior en grado siempre que los hechos 
hubieran resultado de extrema gravedad, es decir, si se parte de la 
pena de privación de libertad del tipo base, de dos a cinco años, la 
pena superior en grado que se recoge en esta parte del precepto sería 
de cinco años a siete años y seis meses.

A su vez, el art. 264.3 del CP contiene la versión agravada del tipo 
básico del art. 264 CP imponiendo las penas previstas para este 
último en su mitad superior. Existen aquí dos opciones puesto que 
dicho apartado es de aplicación tanto para lo previsto en el art. 264.1 
como en el art. 264.2. Por ello, si se parte de la pena del precepto base 
recogido en el art. 264.1 de seis meses a tres años, la mitad superior 
quedaría de un año y nueve meses (veintiún meses) a tres años, mien-
tras que si se parte de la pena de privación de libertad del tipo base 
del art. 264.2, de dos a cinco años, la mitad superior quedaría de tres 
años, seis meses y un día a cinco años.

de su ordenador! En el caso de impago, todos los datos de su ordenador serán 
eliminados!"».
En este caso se solicitaba la aplicación del art. 264.2 entendiendo que el virus 
obstaculizaba o interrumpía el funcionamiento del sistema atacado 

158	 2. Se impondrá una pena de prisión de dos a cinco años y multa del tanto al 
décuplo del perjuicio ocasionado, cuando en las conductas descritas concurra 
alguna de las siguientes circunstancias:
1.ª Se hubiese cometido en el marco de una organización criminal.
2.ª Haya ocasionado daños de especial gravedad o afectado a un número ele-
vado de sistemas informáticos.
3.ª El hecho hubiera perjudicado gravemente el funcionamiento de servicios 
públicos esenciales o la provisión de bienes de primera necesidad.
4.ª Los hechos hayan afectado al sistema informático de una infraestructura 
crítica o se hubiera creado una situación de peligro grave para la seguridad 
del Estado, de la Unión Europea o de un Estado Miembro de la Unión Europea. 
A estos efectos se considerará infraestructura crítica un elemento, sistema o 
parte de este que sea esencial para el mantenimiento de funciones vitales de la 
sociedad, la salud, la seguridad, la protección y el bienestar económico y social 
de la población cuya perturbación o destrucción tendría un impacto significa-
tivo al no poder mantener sus funciones.
5.ª El delito se haya cometido utilizando alguno de los medios a que se refiere el 
artículo 264 ter.



78

DEPORTES ELECTRÓNICOS Y DERECHO PENAL

Si bien es cierto que el propietario no puede ser autor de este delito 
ni en su vertiente agravada ni en su tipo básico, puede producirse, no 
obstante, el supuesto de que siendo el propietario del programa el que 
comete la acción de destrucción de este, se dañen datos contenidos 
en ese programa y que no sean de su propiedad sino de otro usuario 
legítimo resultando así que no podría alegar legítima defensa y sería 
constitutivo de delito de daños informáticos159.

Por otro lado, en cuanto al subtipo que se describe en el art. 264 bis 
del CP, igualmente al caso del art. 264 se debe a la trasposición de la 
Directiva 2013/40/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de 
agosto de 2013, en concreto, a lo que se recoge en el art. 4160.

Si bien es cierto que coinciden en ambos preceptos mencionados 
en el párrafo anterior tanto los sujetos activos como los sujetos pasi-
vos y, además, coinciden las penas impuestas, se procede a analizar la 
conducta típica pues difiere del tipo básico del art. 264 CP.

En este tipo se recogen como conductas específicas obstaculizar 
e interrumpir y se especifica el funcionamiento de un sistema infor-
mático a diferencia del anterior precepto que recogía acciones como 
alterar, hacer inaccesible, etc.

En cuanto a la acción típica, como se puede deducir del tenor lite-
ral del precepto, implica una acción que suponga un óbice o traba al 
funcionamiento de un sistema informático en concreto, es decir, algo 
transitorio o temporal y no permanente como apunta el tipo básico 
anteriormente analizado.

No obstante, no se entiende la diferencia del concepto de «sis-
tema informático» en relación con la técnica legislativa empleada ya 
que, como se ha indicado anteriormente, estos sistemas son dispo-

159	 De la Mata Barranco, N.J. y Hernández Díaz, L. (2009). op. cit, p. 343 y 344.

160	 Art. 4 de la Directiva 2013/40/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de 
agosto de 2013, relativa a los ataques contra los sistemas de información y por 
la que se sustituye la Decisión marco 2005/222/JAI del Consejo: «Interferen-
cia ilegal en los sistemas de información. Los Estados miembros adoptarán las 
medidas necesarias para que la obstaculización o la interrupción significativas 
del funcionamiento de un sistema de información, introduciendo, transmitiendo, 
dañando, borrando, deteriorando, alterando, suprimiendo o haciendo inaccesi-
bles datos informáticos, intencionalmente y sin autorización, sea sancionable 
como infracción penal, al menos en los casos que no sean de menor gravedad».
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sitivos que tienen la función de ejecución de programas informáticos 
mediante el tratamiento automatizado de datos.

Es por esto por lo que, en esencia, no es relevante que se afecte por 
parte del sujeto activo a un dato o programa informático ya que ambos 
conceptos son partes o componentes esenciales de un sistema infor-
mático.

Ha de puntualizarse en cuanto al objeto material de este precepto 
que la expresión «sin estar autorizado» se debe entender de una forma 
similar a la expresión «sin autorización» utilizada en el art. 264.1 CP.

Este art. 264 bis es característico en cuanto a la pena en relación 
con los preceptos anteriores puesto que contempla en su apartado 2 
una pena de 3 a 8 años y una multa del tanto al décuplo del perjuicio 
ocasionado siempre y cuando concurran algunas de las circunstan-
cias del 264.2 CP161.

3.2.7. Tipo subjetivo

En cuanto al tipo recogido en el art. 264 se exige una actuación 
dolosa aún en el caso en el que el sujeto activo introdujese un virus o 
cualquier elemento informático y no supiera con exactitud cómo va a 

161	 Art. 264.2 CP: «2. Se impondrá una pena de prisión de dos a cinco años y multa 
del tanto al décuplo del perjuicio ocasionado, cuando en las conductas descri-
tas concurra alguna de las siguientes circunstancias:
1.ª Se hubiese cometido en el marco de una organización criminal.
2.ª Haya ocasionado daños de especial gravedad o afectado a un número ele-
vado de sistemas informáticos.
3.ª El hecho hubiera perjudicado gravemente el funcionamiento de servicios 
públicos esenciales o la provisión de bienes de primera necesidad.
4.ª Los hechos hayan afectado al sistema informático de una infraestructura 
crítica o se hubiera creado una situación de peligro grave para la seguridad 
del Estado, de la Unión Europea o de un Estado Miembro de la Unión Europea. 
A estos efectos se considerará infraestructura crítica un elemento, sistema o 
parte de este que sea esencial para el mantenimiento de funciones vitales de la 
sociedad, la salud, la seguridad, la protección y el bienestar económico y social 
de la población cuya perturbación o destrucción tendría un impacto significa-
tivo al no poder mantener sus funciones.
5.ª El delito se haya cometido utilizando alguno de los medios a que se refiere el 
artículo 264 ter.
Si los hechos hubieran resultado de extrema gravedad, podrá imponerse la pena 
superior en grado.



80

DEPORTES ELECTRÓNICOS Y DERECHO PENAL

desenvolverse y si va a afectar a todos los datos, a algunos, o a cier-
tos programas o documentos, pues existe al menos, en tal caso, dolo 
eventual162.

De la misma forma podría darse, a modo de dolo eventual, aquel 
caso en el que el autor de la acción típica pretenda unos determina-
dos daños y sin quererlo, la gravedad sea mayor a la prevista. Sirva de 
ejemplo la introducción de un virus en ordenador, que se extiende sin 
haberlo previsto a todos los ordenadores que estén en contacto con 
el primero, aunque también podría entrarse a considerar imprudencia 
en tal caso163.

Ha de precisarse igualmente, que, aunque el sujeto pasivo de la 
acción del delito no tuviera instalado ningún tipo de antivirus o cual-
quier sistema de protección frente a potenciales ataques a sus equi-
pos informáticos o no hubiera realizado una copia de seguridad de los 
documentos o programas que se vean afectados, no puede suponer, 
en ningún caso una modificación de la responsabilidad penal del autor 
que exima o atenúe su responsabilidad164.

Finalmente, cabe la pena apuntar que, en cuanto a la causación 
de daños de modo imprudente, varios autores consideran que la vía 
penal es desproporcionada o inadecuada165 y ponen como ejemplo la 
distribución de archivos de procedencia dudosa sin haber analizado 
su peligrosidad y consideran que, en tales supuestos, es suficiente 
con la reparación del daño ocasionado en el ámbito civil166.

3.2.8. Daños informáticos en los deportes electrónicos

Si se integran estas tipologías delictivas en un supuesto de carác-
ter real y trasladando, de este modo, el análisis desde un plano mera-
mente teórico a uno estrictamente fáctico cabe señalar que existen 

162	 Orts Berenguer, E. y Roig Torres, M. (2001). op. cit. p. 84.

163	 De la Mata Barranco, N.J. y Hernández Díaz, L. (2009). op. cit, p. 350.

164	 Magro Servet, V. (2003). «La responsabilidad civil y penal en el campo de la 
informática». Cuadernos de derecho judicial, núm. 7. Consejo General del Poder 
Judicial. p. 405.

165	 Morón Lerma, E. (2002). op. cit. pp. 67 y 68.

166	 Mata y Martín, R. (2001). op. cit. p. 77.
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diversas formas de materializar estos actos en el sector de los depor-
tes electrónicos167. Una de ellas, por ejemplo, es atacar los servidores 
de la competición que se está desarrollando en un momento y lugar 
preciso y, de este modo, provocar un apagón o una interrupción del 
servicio. Esto podría llegar a impedir que los jugadores compitan 
y/o que los espectadores vean el desarrollo de la competición, pro-
duciendo un evidente detrimento tanto económico como social para 
todas las partes implicadas, verbigracia organizadores, patrocinado-
res, espectadores, jugadores, etc.

Poniendo un ejemplo concreto de lo descrito en el párrafo inmedia-
tamente anterior, se podría usar a modo ilustrativo el marco y entorno 
organizativo de una competición que cuenta con millones de seguido-
res, como la final de un torneo nacional o internacional del videojuego 
LOL. En este contexto, el acto delictivo podría ser provocar una inte-
rrupción del servicio produciendo un apagón que, de facto, implicaría 
que no pueda desarrollarse la misma produciendo grandes detrimen-
tos económicos para todos los agentes implicados en el evento en 
cuestión y ya referidos anteriormente.

Ahondando un poco en este supuesto de hecho, quedaría subsu-
mido en el art. 264 CP ya que se interrumpe y obstaculiza el funciona-
miento habitual de un programa informático y de facto se produce un 
daño informático siguiendo el tenor del concepto anteriormente apor-
tado e igualmente afectaría a algún componente del sistema informá-
tico, pero podría entenderse recogido, de igual modo, en el art. 264 
bis CP debido a que se interrumpe de manera grave un sistema infor-
mático puesto que impide que se lleve a cabo la retransmisión de la 
competición a la que han accedido miles de espectadores168.

167	 Que el sector de los deportes electrónicos es un nicho para la ciberdelincuencia 
es un hecho que se puede constatar a través de noticias como las siguientes: 
https://bit.coit.es/la-ciberdelincuencia-pone-el-foco-en-los-esports/. Última 
consulta realizada: 25/03/2025. 
https://www.20minutos.es/videojuegos/noticia/4042355/0/ciberamena-
zas-eSports-crecen-al-tiempo-millonario-negocio/. Última consulta realizada: 
25/03/2025.

168	 Ejemplos ilustrativos de ello son las finales de los videojuegos de Counter Strike 
del año 2021 en Estocolmo, Suecia, que contó en sus últimas ediciones con más 
de dos millones de espectadores y de League of Legends, también del año 2021 
y celebrada en Reykjavík, Islandia que contaron con más de cuatro millones de 
espectadores. Información disponible en: https://www.infobae.com/america/
tecno/2021/11/08/historica-cifra-de-asistentes-a-las-finales-de-esports-de-

https://bit.coit.es/la-ciberdelincuencia-pone-el-foco-en-los-esports/
https://www.20minutos.es/videojuegos/noticia/4042355/0/ciberamenazas-eSports-crecen-al-tiempo-millonario-negocio/
https://www.20minutos.es/videojuegos/noticia/4042355/0/ciberamenazas-eSports-crecen-al-tiempo-millonario-negocio/
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Este discernimiento y encaje penal tiene una gran relevancia, como 
se ha analizado previamente en este apartado, porque el art. 264 bis 
CP ya citado y analizado prevé unas penas mayores a su tipo básico. 
De hecho, entendiendo la interrupción de una competición profesio-
nal en directo como un daño o una inutilización de un sistema informá-
tico se contemplan penas de 3 a 8 años de prisión169.

Además, existen casos en los que los ciberdelincuentes atacan no a 
servidores generales para bloquear el correcto y normal desarrollo de 
una competición de eSports en directo, sino que atacan el ordenador 
o consola de los jugadores profesionales produciendo, por ejemplo, 
un sobrecalentamiento de estos dispositivos electrónicos incremen-
tando la cantidad de energía que llega a ellas para provocar, de este 
modo, daños materiales e informáticos170.

Del mismo modo se dan ataques informáticos directos a los gamers 
o jugadores profesionales, pero no para sobrecalentar los dispositi-
vos e impedir su participación en la competición, sino que, en este 
caso, los ciberdelincuentes, normalmente usan un ransomware171 para 
bloquear determinados perfiles en videojuegos concretos y guardar 
datos para luego exigir un rescate172.

league-of-legends-y-counter-strike-global-offensive/. Última consulta reali-
zada el: 14/01/2024.

169	 Cfr. García Carmona, D. (2025). «Nuevas realidades: la incidencia del Derecho 
Penal en los deportes electrónicos o eSports». En Abadías Selma, A. y Guillén 
Pajuelo, A. (coords.). Delitos en el deporte: un enfoque jurídico contemporáneo. 
Madrid. Tecnos, pp. 283 y 284.

170	 Verdugo Guzmán, S. (2021). op. cit, pp.644 y Verdugo Guzmán, S. (2023). Cibe-
respacio, Metaverso y nuevos delitos que gravitan sobre los derechos humanos. 
Tirant lo Blanch. Valencia, p. 142.

171	 El ransomware es un tipo de malware que toma por completo el control del 
equipo bloqueando o cifrando la información del usuario para, a continuación, 
pedir dinero a cambio de liberar o descifrar los ficheros del dispositivo. Defi-
nición aportada por: Instituto Nacional de Ciberseguridad (España)¸ «Aprende 
Ciberseguridad». Disponible en: https://www.incibe.es/aprendeciberseguri-
dad. Última consulta: 14/01/2024.

172	 En este sentido se pronuncia Verdugo Guzmán, S. (2023). op. cit, p. 138.
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Se debe precisar que «también existen casos de videojugadores 
que han sufrido el secuestro173 de credenciales, contraseñas y cuen-
tas, que contienen los avances en sus videojuegos o bienes digitales 
adquiridos en plataformas que utilizan en el ciberespacio para jugar 
profesionalmente»174.

Hasta ahora, los ilícitos referidos tienen en común al gamer o juga-
dor profesional como uno de los sujetos pasivos175, es decir, aquella 
persona contra la que se comete la acción penalmente reprobable176.

Si se cambia este enfoque y se pone a estos gamers o jugadores 
profesionales como sujetos activos del tipo, podemos analizar otra 
forma de cometer un ilícito en las competiciones de deportes electró-
nicos. De igual manera, estas acciones podrían realizarse tanto antes 
como durante la competición.

Tomando de nuevo como base el delito de la alteración de datos, 
podría suceder que, un jugador o un tercero por encargo de este, «ata-
que» los ordenadores o consolas de otros jugadores y modificar el sof-
tware o los datos del juego lo que podría desembocar en proporcionar 
a un determinado jugador una ventaja injusta sobre sus oponentes o, 
en la situación inversa, suponerle un detrimento para competir177.

173	 En este sentido, véase en detalle Verdugo Guzmán, S. (2021). op. cit, pp. 642 y ss.

174	 Verdugo Guzmán, S., (2023). op. cit, p. 142.

175	 Existen, por extensión de lo señalado, otros sujetos pasivos en el sector de los 
eSports, como organizadores, inversores, publishers, etc.

176	 En este sentido, para ampliar el supuesto descrito anteriormente apuntado por 
Verdugo Guzmán, «también existen casos de videojugadores que han sufrido el 
secuestro de credenciales, contraseñas y cuentas, que contienen los avances en 
sus videojuegos o bienes digitales adquiridos en plataformas que utilizan en el 
ciberespacio para jugar profesionalmente», se recomienda la lectura de García 
Carmona, D. (2025). «Nuevas realidades: la incidencia del Derecho Penal en los 
deportes electrónicos o eSports», op, cit., pp. 271 a 288. En este mismo sen-
tido, sobre las potenciales malas prácticas dirigidas a obtener la victoria en los 
deportes electrónicos, véase Rodríguez Ten, J. (2021). op. cit, pp. 1266 y 1267.

177	 Cabe destacar esta noticia puesto que pone de manifiesto que este tipo de prác-
ticas, resumidas como hacer trampas en las competiciones, se incrementaron 
durante la pandemia y que pueden ser cuestiones sutiles como la alteración en 
la respuesta del teclado de un milisegundo. Información obtenida en: https://
www.epe.es/es/deportes/20230807/esports-amanos-pandemia-disparo-ca-
sos-12434098. Última consulta: 21/03/2025.

https://www.epe.es/es/deportes/20230807/esports-amanos-pandemia-disparo-casos-12434098
https://www.epe.es/es/deportes/20230807/esports-amanos-pandemia-disparo-casos-12434098
https://www.epe.es/es/deportes/20230807/esports-amanos-pandemia-disparo-casos-12434098
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Este supuesto tendría su cabida en la acción típica de «alterar» 
datos informáticos. En el contexto de los deportes electrónicos, este 
delito puede consistir en modificar los datos de un videojuego para 
obtener una ventaja competitiva injusta, como mejorar o empeorar 
las estadísticas de un personaje, o conseguir objetos o recursos de 
manera ilegal178.

En los deportes electrónicos, podría decirse que, con estas actua-
ciones, lo que se busca de igual forma que con el dopaje en los depor-
tes tradicionales, es obtener, ya sea un jugador en concreto o el equipo 
en general, una ventaja competitiva injusta rompiendo de este modo 
la paridad entre los competidores y ahondando en el interés propio.

Dentro de los eSports, es más frecuente que este tipo de actuacio-
nes se den más en juegos multijugador como el LOL, cuya normativa 
de competición ya se ha analizado en el Capítulo II de la investigación 
y prohíbe expresamente este tipo de actuaciones179.

Otros ejemplos evidenciados sobre uso de un software para modifi-
car un videojuego, en concreto, el CS: GO y, por ende, una competición 
fue el caso en el que participaron varios jugadores del equipo SHUT 
UP! Como consecuencia ante tales actos, su club MAD LIONS, res-
cindió de forma inmediata sus contratos y a su vez, la LVP impuso sus 
propias sanciones conforme a su normativa interna.

Por el mismo motivo y con la misma sanción se dirimió el caso del 
jugador Marc Terexino Laino, del equipo Penguins180.

Además de casos como los anteriores, también se han constatado 
casos de ataques directos a ciertas compañías de videojuegos para 
robar datos de los jugadores, tanto profesionales como amateurs y 
ulteriormente venderlos al mejor postor. Además, no solo se centran 

178	 Por supuesto, esta acción ilícita también podría realizarse por otro sujeto que 
no fuese un jugador, pero, en este caso, se pretender dar a conocer potenciales 
acciones reprobables en el que el sujeto activo sea el propio gamer.

179	 Información obtenida en: https://www.lexdiarium.com/actualidad-jur%C3%AD-
dica/consecuencias-legales-de-las-trampas-en-los-esports. Última consulta: 
21/03/2025.

180	 Información obtenida en: https://www.marca.com/videojuegos/
esports/2019/06/28/5d1642d1ca4741ea408b4611.html. Última consulta: 
25/03/2025

https://www.lexdiarium.com/actualidad-jur%C3%ADdica/consecuencias-legales-de-las-trampas-en-los-esports
https://www.lexdiarium.com/actualidad-jur%C3%ADdica/consecuencias-legales-de-las-trampas-en-los-esports
https://www.marca.com/videojuegos/esports/2019/06/28/5d1642d1ca4741ea408b4611.html
https://www.marca.com/videojuegos/esports/2019/06/28/5d1642d1ca4741ea408b4611.html
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en el robo de datos a jugadores si no en el hackeo para hacerse con 
elementos esenciales del eSport en cuestión como el código fuente181.

Por todo lo expuesto en el presente apartado sobre los delitos infor-
máticos y los deportes electrónicos se entiende que estos supuestos 
delictivos, así como cualesquiera otros que se produzcan en un con-
texto similar, esto es, durante el desarrollo de una competición de 
deportes electrónicos, sea profesional o aficionada, en directo y con la 
intención clara y manifiesta de que este evento no se lleve a cabo o se 
dificulte y trabe su normal y correcto desarrollo y con características 
parecidas, pueden quedar perfectamente subsumidos en los precep-
tos del CP que abordan los daños informáticos.

3.3. Delito contra propiedad intelectual

3.3.1. Introducción

Se empieza el análisis de este precepto, el del delito contra la pro-
piedad intelectual, apuntando a que, en el mismo sentido con lo que 
se expone en diversas partes de la presente investigación y en conso-
nancia, a su vez, con el Derecho Penal y el principio de ultima ratio, se 
considera pertinente un tratamiento alternativo para estas conductas 
en las que se contemplen otras soluciones jurídicas menos gravosas y 
máxime teniendo en cuenta que esta tipología delictiva contempla un 
0,4 % de los delitos informáticos que se denuncian en los Juzgados y 
Tribunales de España182.

Estas tipologías delictivas en el sector de los deportes electrónicos 
presentan una especial relevancia pues, como videojuegos que son, 
revisten de un componente particular y diferencial respecto a cual-
quier otro deporte tradicional, los derechos de autor y la propiedad 
intelectual y no solo del videojuego en sí, sino de todos los elemen-
tos que lo componen, como se verá con la debida profundidad en el 
subapartado final de este apartado.

181	 Este fue el caso del hackeo a EA Sports lo que tuvo un gran impacto ya que sus 
acciones llegaron a devaluarse un 2,4 %. Información obtenida en: https://www.
20minutos.es/tecnologia/ciberseguridad/ea-sports-sufre-un-hackeo-en-sus-
juegos-mas-populares-y-sus-acciones-bajan-un-2-4-4726625/.Última con-
sulta: 25/03/2025,

182	 Sanchis Crespo, C., y Eloy Velasco Núñez. (2019). Delincuencia Informática. 
Tirant lo Blanch. Valencia, pp. 69 y 70.

https://www.20minutos.es/tecnologia/ciberseguridad/ea-sports-sufre-un-hackeo-en-sus-juegos-mas-populares-y-sus-acciones-bajan-un-2-4-4726625/
https://www.20minutos.es/tecnologia/ciberseguridad/ea-sports-sufre-un-hackeo-en-sus-juegos-mas-populares-y-sus-acciones-bajan-un-2-4-4726625/
https://www.20minutos.es/tecnologia/ciberseguridad/ea-sports-sufre-un-hackeo-en-sus-juegos-mas-populares-y-sus-acciones-bajan-un-2-4-4726625/
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Siguiendo esa misma línea argumental, y a modo de recordatorio 
de lo ya expuesto en apartados precedentes, conviene dejar constan-
cia, como breve apunte de lo que será desarrollado con mayor deta-
lle en secciones posteriores, de la dicotomía existente en torno a la 
consideración de los deportes electrónicos como deporte en sentido 
propio. En este contexto, y aprovechando la oportunidad, ha de preci-
sarse que, desde la perspectiva doctrinal, el régimen de la propiedad 
intelectual constituye uno de los principales obstáculos para que los 
eSports sean reconocidos y alcancen la condición de deporte o moda-
lidad deportiva en el ordenamiento jurídico español.

3.3.2. Bien jurídico

En cuanto al bien jurídico protegido, históricamente ha sido objeto 
de debate por la doctrina y siempre fueron y, en cierta medida lo 
siguen siendo, 3 las posturas doctrinales principales sobre el bien jurí-
dico protegido en este tipo:

	– En primer lugar, la concepción patrimonialista de forma exclu-
siva o preferente que tiene como argumentos la ubicación sis-
temática del precepto en el CP y el hecho de que las conductas 
agravadas relativas a las facultades morales dependían para su 
aplicación de la previa realización de las conductas de explota-
ción económica del tipo básico183.

	– Ciertamente, tras la reforma del precepto por la LO 1/2015, de 
30 de marzo, por la que se modifica la LO 10/1995, de 23 de 
noviembre, del Código Penal, parece ser más manifiesto que lo 
que se protege eminentemente es el carácter patrimonial del 
tipo184 teniendo en cuenta la fórmula añadida: «de cualquier 

183	 Polaino Navarrete, M. (1989). «Los delitos contra la propiedad intelectual en la 
reforma penal española. Criminología y Derecho penal al servicio de la persona 
(Libro homenaje al Profesor Antonio Beristain)». Instituto Vasco de Criminología. 
San Sebastián, pp. 869 a 872 o Gimbernat Ordeig, E. (1992). «Otra vez: Los delitos 
contra la propiedad intelectual (Al mismo tiempo, algunas reflexiones sobre los 
delitos con objeto plural inequívocamente ilícito, sobre los de actividad y sobre 
el ámbito de aplicación de los arts. 13 y 15 del Código Penal)». Estudios penales 
y criminológico, núm. 15, pp. 101 y ss.

184	 Díaz y García Conlledó, M. (2009). «Delitos contra la propiedad intelectual e 
industrial. Especial atención a la aplicación práctica en España». Derecho Penal 
y Criminología: Revista del Instituto de Ciencias Penales y Criminológicas, Vol. 



87

3. RIESGOS PENALES

otro modo explote económicamente» a las cuatro conductas 
(reproduzca, plagie, distribuya, comunique públicamente) en el 
artículo en cuestión185.

	– La corriente o postura personalista que esgrime la prioridad de 
la tutela de las facultades morales por la conexión que se esta-
bleció entre la propiedad intelectual y el derecho fundamental 
a la producción y creación literaria, artística, científica y técnica 
que consagra el art. 20.1.b)186 de la Constitución, oponiéndose 
así a la anterior postura criticando un exceso de patrimonializa-
ción en detrimento de aspectos no económicos187.

	– En tercer lugar, la concepción mixta basada en la protección 
penal de las facultades tanto personales como patrimonia-
les que contemplan los tipos y las interacciones que se daban 
entre ambas clases de potestades188.

Pues bien, se estima oportuno concluir que el legislador ha optado 
por configurar tanto el tipo básico como los subtipos agravados aten-
diendo a la prioritaria protección de las facultades o derechos patri-

30, núm. 88, pp. 97 y 98. Para este autor, el CP de 1995 optó por una configura-
ción de carácter netamente patrimonial de estos delitos de modo que las facetas 
personales o morales de la propiedad intelectual «sólo se protegen en la medida 
en que su vulneración posea trascendencia económica; o Tirado Estrada, J.J. 
(1998). Los delitos relativos a la propiedad intelectual: análisis de los arts. 270 
a 272 del Código Penal. Estudios Jurídicos del Ministerio Fiscal, T. VIII, Centro 
de Estudios Jurídicos de la Administración de Justicia (Ministerio de Justicia), 
Madrid, p. 33.

185	 También se posiciona en este sentido Tirado Estrada en su tesis doctoral. Tirado 
Estrada, JJ. (2015). Sobre la protección penal de la propiedad intelectual (aná-
lisis tras la reforma del Código Penal de 2015). Castellón. Universidad Jaume I, 
pp. 118 y 119.

186	 Roldán Barbero, H. (1988). Personalismo y patrimonialidad en la reciente modi-
ficación de los delitos contra los derechos intelectuales. La Ley, T.II. Madrid, pp. 
912 a 922.

187	 Quintero Olivares, G. (1996). «De los delitos relativos a la propiedad intelectual». 
En Quintero Olivares, G. (dir.) Comentarios al Nuevo Código Penal. Aranzadi. 
Navarra, p. 1215.

188	 Díaz y García Conlledo, M. (2009). op. cit, pp. 803 a 857; Latorre Latorre, V. 
(1994). Protección Penal del derecho de autor. Tirant lo Blanch. Valencia, pp. 126 
a 131.
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moniales de la propiedad intelectual y de manera secundaria o subsi-
diaria extender sus efectos respecto al extremo moral o personal189.

3.3.3. Sujetos del delito

En cuanto al sujeto activo del delito, es decir, el autor del ilícito cabe 
destacar que, en principio, puede serlo cualquiera ya sea una persona 
física o una persona jurídica. Se está ante un delito común que, en con-
sonancia, no requiere de ninguna cualidad o condición específica res-
pecto a los términos utilizadas en las modalidades básicas del tipo190.

No obstante, ciertos comportamientos típicos sólo podrán ser lle-
vados a cabo por sujetos que presenten una concreta condición, tal y 
como ocurre, por ejemplo, en las conductas del art. 270.2 del CP. Aquí, 
la conducta punible se realiza en la prestación de servicios de la socie-
dad de la información y consiste en facilitar activamente el acceso o 
localización en internet de obras o prestaciones protegidas. En este 
caso, el agente será el administrador o responsable del sitio web que 
suministra dichos enlaces191.

Por otro lado, en cuanto al sujeto pasivo del delito, pueden serlo, 
según contempla el tipo, los titulares de los correspondientes dere-
chos de propiedad intelectual o sus cesionarios. Se incluyen, por 
ende, en el tipo, tanto quienes tienen reconocidos derechos de autor 
propios como quienes ostentan derechos conexos bien sean perso-
nas físicas o jurídicas. Los cesionarios que pueden ser sujetos pasivos 

189	 Se considera interesante también en este sentido, la postura de Galán Muñoz 
cuando señala que «este concepto [criminalidad informática] se delimita aten-
diendo al hecho de que todos los delitos que se incluyen en su seno afectarían 
a un bien jurídico colectivo común, con independencia del concreto valor indi-
vidual que también se pudiese lesionar o poner en peligro por tal conducta». 
Galán Muñoz, A. (2006). «Expansión e intensificación del derecho penal de 
las nuevas tecnologías: un análisis crítico de las últimas reformas legislativas 
en materia de criminalidad informática». Revista de Derecho y Proceso Penal, 
núm.15, p. 23.

190	 Tirado Estrada, J.J. (2016). «Los delitos contra la propiedad intelectual tras la 
reforma del código penal de 2015». En Fayos Gardó, A. La propiedad intelectual 
en la era digital. Dykinson. Madrid, p, 344.

191	 Gómez Rivero, M. C. (2012). La tutela penal de los derechos sobre bienes inma-
teriales. Los delitos contra la propiedad intelectual e industrial. Tirant lo Blanch. 
Valencia, p. 146.
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del tipo son aquellos que adquieran en condiciones de exclusividad 
facultades patrimoniales de explotación de tales derechos mediante 
una vinculación contractual del tipo que fuere192.

3.3.4. Objeto material

En cuanto al objeto material del tipo, el precepto lo identifica como: 
«una obra o prestación literaria, artística o científica, o su transforma-
ción, interpretación o ejecución artística fijada en cualquier tipo de 
soporte o comunicada a través de cualquier medio».

Se está ante una norma penal en blanco193 pues se debe acudir a la 
legislación específica, en concreto al TRLPI, para entender los con-
ceptos de obra y de prestación literaria194.

En cuanto al uso de la norma penal en blanco no implica necesaria-
mente que sea un precepto de una gran calidad de redacción técni-
co-jurídica por parte del legislador o que carezca de la misma, es un 
recurso que, sin duda, obliga a buscar conceptos o partes del precepto 
en otras normas, pero a su vez, mejora la eficacia y evita el anquilosa-
miento de la regulación penal195.

En cuanto al primero de los términos encontramos en el TRLPI tanto 
una definición en sentido positivo, es decir, qué es obra literaria, artís-
tica o científica o su transformación en los arts. 10196 a 12 en consonan-

192	 Tirado Estrada, J.J. (2016). op. cit, p. 346.

193	 Se entiende por norma penal en blanco aquélla cuyo supuesto de hecho se 
configura por remisión a una norma de carácter no penal. Suele utilizarse esta 
técnica de descripción del supuesto de hecho de la norma penal cuando la con-
ducta que constituye el supuesto de hecho de la norma penal en blanco está 
estrechamente relacionada con otras ramas del Ordenamiento jurídico de fina-
lidades y alcance diferente a los de la norma penal. Muñoz Conde, F., y García 
Arán, M. (2010). Derecho Penal Parte General. Tirant lo Blanch. Valencia, p. 38.

194	 Para una mayor información sobre la norma penal en blanco en los delitos con-
tra la propiedad intelectual se recomienda la lectura de González Gutiérrez, J. 
(2024). op. cit, pp. 44 a 46.

195	 Lascuraín Sánchez, J.A. (2012). «El principio de legalidad». En Lascuraín Sánchez, 
J.A. (coord.). Introducción al Derecho Penal. Aranzadi. Navarra, pp. 62 y 63.

196	 Art. 10 TRLPI: Son objeto de propiedad intelectual todas las creaciones origina-
les literarias, artísticas o científicas expresadas por cualquier medio o soporte, 
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cia con lo dispuesto en el art. 21, como en sentido negativo, es decir, 
qué no es objeto de la propiedad intelectual, en el art. 13 del mismo 
cuerpo normativo.

De la definición se pueden extraer dos notas fundamentales como 
las de originalidad y expresión197 para considerar a una obra objeto de 
propiedad intelectual. En cuanto a la primera, la originalidad, se ha de 
entender tanto en su vertiente subjetiva como derivación de la perso-
nalidad del autor creador, como en su vertiente objetiva en lo relativo 
a la novedad de la obra. Además, en cuanto a la segunda nota, la de 
expresión, es preciso que el autor exprese o exteriorice la creación ori-
ginal por cualquier medio, soporte o procedimiento, que permita su 
percepción y, de facto, es esta expresión la que es objeto de la protec-
ción que otorga la propiedad intelectual. De esta forma y, en definitiva, 
lo que realmente se protege es la expresión de la idea198.

En el art. 11 del TRLPI se extiende el objeto de la propiedad intelec-
tual a las denominadas obras derivadas, es decir, aquellas que cons-
tituyen transformación de una obra literaria, artística o científica. En 
concreto, se comprenden como obras derivadas las traducciones y 
adaptaciones, las revisiones, actualizaciones y anotaciones, los com-
pendios, resúmenes y extractos, los arreglos musicales y cualesquiera 
transformaciones de una obra literaria, artística o científica.

Para entender este precepto, necesariamente se ha de acudir al art. 
21 del TRLPI que determina que: «La transformación de una obra com-
prende su traducción, adaptación y cualquier otra modificación en su 
forma de la que se derive una obra diferente» y al art. 17 del TRLPI para 
comprender que se necesita para estas obras derivadas de la autori-
zación del titular de la obra originaria.

tangible o intangible, actualmente conocido o que se invente en el futuro, 
comprendiéndose entre ellas: …. Después, el precepto hace una enumeración 
numerus apertus de lo que se considera como tal.

197	 Estas notas son reconocidas tanto por la jurisprudencia como es el caso de la STS 
(Sala de lo Civil) de 26 de octubre de 1992, STS 7972/1992 - ECLI:ES:TS:1992:7972, 
conocida como la de las joyas «Carrera y Carrera» en su FD 3.º y su comentario 
en Rodríguez Toquero y Ramos, P. (1996). Propiedad Intelectual: su marco jurí-
dico y organizativo en España. Poder Judicial, núm. 43-44, pp. 11-32.

198	 Tirado Estrada, J.J. (2015). op. cit, p. 130.
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Finalmente, conforme establece el art. 12 del TRLPI son objeto de 
propiedad intelectual «las colecciones de obras ajenas, de datos o de 
otros elementos independientes como las antologías y las bases de 
datos que por la selección o disposición de sus contenidos constitu-
yan creaciones intelectuales, sin perjuicio, en su caso, de los derechos 
que pudieran subsistir sobre dichos contenidos». Si bien es cierto 
que la protección va referida «únicamente a su estructura en cuanto 
forma de expresión de la selección o disposición de sus contenidos, 
no siendo extensiva a éstos».

Además, el TRLPI extiende su ámbito de protección de las obras 
intelectuales a las prestaciones, es decir, se amplía a toda una serie de 
derechos conexos o afines que se encuentran en el Libro III del texto 
en cuestión. Sin embargo, no existe como tal una definición de este 
concepto en el TRLPI a diferencia de los conceptos anteriores. Pese a 
ello este «concepto en la doctrina civilista es pacífico y viene referido 
a todo aquello sobre lo que se reconocen los "otros derechos de pro-
piedad intelectual" a los que se refiere el Libro II del TRLPI que resul-
tan distintos de los derechos de autor sobre las obras intelectuales 
regulados en el Libro I del mismo cuerpo legal»199.

Para afectar al bien jurídico es irrelevante el número de obras o 
prestaciones a las que afecte el delito. En este sentido, Amérigo Sán-
chez se posiciona indicando que la realización de un muestreo sobre 
algunas de las obras o prestaciones intervenidas para determinar su 
procedencia ilícita es «apta para poder imputar al infractor un delito 
contra la propiedad intelectual e industrial sin perjuicio de que el tri-
bunal aprecie posteriormente otras circunstancias que modifiquen su 
responsabilidad penal» y además posee una justificación práctica200, 
pues dicho muestreo provoca «el efecto contagio que tiene la deter-
minación de la falsedad sobre el resto de los productos intervenidos y 
no analizados»201.

199	 Tirado Estrada, J.J. (2015). op. cit, p. 132.

200	 González Gutiérrez, J. (2024). op. cit, p. 47.

201	 Amérigo Sánchez, J.L. (2015). «El muestro en los delitos contra la propiedad inte-
lectual e industrial como prueba de cargo suficiente y su compatibilidad con los 
principios de inocencia e in dubio pro reo». Diario La Ley, núm. 8528, Sección 
Tribuna. La Ley 2993/2015.
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3.3.5. Acción típica

En lo referente a la acción típica en la que quedaría subsumido el 
supuesto previsto en el último subepígrafe del presente apartado202, 
debe aclararse que, si esta reproducción de la obra propiedad de 
una compañía diseñadora, en este caso un videojuego, se hiciera en 
la esfera privada por una persona física aún sin el consentimiento del 
titular sin que haya intenciones lucrativas o colectivas no sería subsu-
mible en el tipo penal puesto que esta opción está amparada en el art. 
31. 2203 del TRLPI, regularizando, aclarando y armonizando las disposi-
ciones legales vigentes sobre la materia.

Partiendo de dicha premisa, se pone el foco en elementos necesa-
rios para discernir cuándo se estará ante un ilícito civil y cuando ante 
un delito y esto, lleva necesariamente al ánimo de lucro como único 
elemento verdaderamente distintivo de la infracción penal, con un 
contenido de gravedad acorde con su función delimitadora entre ilíci-
tos penales y no penales204.

Si esto es así y se entiende el ánimo de lucro exclusivamente como la 
intención de obtener una ventaja patrimonial significativa, se excluyen del 
ámbito penal los comportamientos que únicamente implican el ahorro 

202	 A pesar de que, como se expone en el texto principal, el supuesto está debida-
mente explicado en el apartado final del delito contra la propiedad intelectual, 
cabe traerlo a colación de forma sucinta para entender íntegramente lo que se 
está analizando. Se trata de «aquel caso en el que se celebre un torneo o evento 
de eSports, pero que no se recabe, tramite o consiga por parte del organizador 
del mismo, ninguna autorización por parte de la empresa diseñadora del video-
juego en cuestión o que no compre ninguna licencia o se expida un permiso con-
creto de uso y explotación para realizar dicha competición».

203	 2. Sin perjuicio de la compensación equitativa prevista en el artículo 25, no nece-
sita autorización del autor la reproducción, en cualquier soporte, sin asistencia 
de terceros, de obras ya divulgadas, cuando concurran simultáneamente las 
siguientes circunstancias, constitutivas del límite legal de copia privada:
a) Que se lleve a cabo por una persona física exclusivamente para su uso privado, 
no profesional ni empresarial, y sin fines directa ni indirectamente comerciales.
b) Que la reproducción se realice a partir de una fuente lícita y que no se vulneren 
las condiciones de acceso a la obra o prestación.
c) Que la copia obtenida no sea objeto de una utilización colectiva ni lucrativa, ni 
de distribución mediante precio.

204	 Puente Alba, L.M. (2008). «El ánimo de lucro y el perjuicio como elementos 
necesarios de los delitos contra la propiedad intelectual». Revista Penal, núm. 
21, p. 106.
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de la contraprestación debida al titular del derecho205. En este supuesto, 
podrían entenderse subsumidas acciones como descargas puntuales de 
música o películas o la mera realización de copias particulares.

Se trata pues de una infracción mercantil criminalizada en la que la 
pena surge de explotar una obra o prestación con una idea comercial 
y no con idea de consumo menor o propio.

Nuevamente, como ya se ha analizado con la debida profundidad en 
el apartado sobre el bien jurídico, se puede observar como todo queda 
supeditado al aspecto económico del tipo.

Igualmente, tal y como se especificó en el análisis del delito de daños en 
su vertiente informática, se trata de un ilícito que ha de cometerse sobre 
algo ajeno o no cedido, es decir, no autorizado o sin consentimiento206.

Pues bien, el delito básico pena a quien reproduzca, plagie, distribuya, 
comunique públicamente o explote económicamente.

Por ende y en consonancia con lo dispuesto en el apartado precedente, 
ahondando en que se trata de una norma penal en blanco, se debe estar 
a la legislación específica para entender las acciones nucleares del tipo.

En cuanto al concepto de reproducción, hay que estar a lo que dispone 
el art. 18 del TRLPI: «Se entiende por reproducción la fijación directa o 
indirecta, provisional o permanente, por cualquier medio y en cualquier 
forma, de toda la obra o de parte de ella, que permita su comunicación o 
la obtención de copias».

En cuanto al concepto de plagiar, ha de precisarse que no aparece 
definido como tal en el TRLPI, pero existe cierta unanimidad doctrinal y 
jurisprudencial a la hora de entender que el plagio se da cuando un sujeto 
se atribuye la autoría de una obra de un tercero, vulnerando así los dere-
chos morales recogidos en el art. 14 del citado cuerpo normativo207.

205	 En este sentido Miró Llinares, F. (2003). La protección penal de la propiedad 
intelectual. Dykinson. Madrid, pp. 441 y 442 y Martínez-Buján Pérez, C. (2005). 
Derecho penal económico y de la empresa. Parte especial. Tirant lo Blanch, 
Valencia, p. 162.

206	 Sanchis Crespo, C. y Velasco Núñez. E. (2019). Delincuencia Informática. Tirant 
lo Blanch, Valencia, p. 70.

207	 Galán Muñoz, A. (2019). Los delitos relativos a la propiedad intelectual y los abu-
sos de sistemas de acceso condicional y terminales de comunicaciones. FUOC. 
Barcelona. pp. 15 y 16.
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En cuanto al concepto de distribución hay que estar a lo que se dis-
pone en el art. 19 de la misma norma: «Se entiende por distribución 
la puesta a disposición del público del original o de las copias de la 
obra, en un soporte tangible, mediante su venta, alquiler, préstamo o 
de cualquier otra forma». Por ello, no podría subsumirse el supuesto 
descrito en el punto final de este apartado en esta acción típica dado 
que no se pone a disposición del público de la obra un soporte tangi-
ble, es decir, un soporte físico.

Para entender el concepto de comunicación pública, se ha de estar 
a lo que dispone el art. 20 del TRLPI: «Se entenderá por comunicación 
pública todo acto por el cual una pluralidad de personas pueda tener 
acceso a la obra sin previa distribución de ejemplares a cada una de 
ellas.

No se considerará pública la comunicación cuando se celebre den-
tro de un ámbito estrictamente doméstico que no esté integrado o 
conectado a una red de difusión de cualquier tipo».

Esta es la acción en la que el supuesto descrito sumariamente a pie 
de página previamente, y que se desarrolla en subapartados siguien-
tes, quedaría subsumido208 pues el organizador del evento o competi-
ción de deportes electrónicos permite a los participantes, como plu-
ralidad de personas, tener acceso a la obra en cuestión, en este caso, 
al videojuego como eSport sin que haya habido una previa distribución 
de ejemplares a cada una de ellas y, por supuesto, sin consentimiento 
del autor de la obra, en este caso del videojuego, el diseñador209.

En este sentido se debe precisar el concepto de comunicación al 
público y qué se entiende por el mismo y para ello, ha de acudirse a 
la normativa europea al respecto. En concreto, se ha de acudir al art. 
3.1 de la Directiva 2001/29/CE210 que otorga a los autores un derecho 
exclusivo a autorizar o prohibir cualquier comunicación al público de 

208	 Cfr. Delgado García-Pomareda, J. (2021). op. cit, p. 95.

209	 Cfr. En este sentido García Carmona, D. (2025). «Nuevas realidades: la inciden-
cia del Derecho Penal en los deportes electrónicos o eSports», op, cit., p. 279.

210	 Directiva 2001/29/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 22 de mayo de 
2001, relativa a la armonización de determinados aspectos de los derechos de 
autor y derechos afines a los derechos de autor en la sociedad de la informa.
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su obra y al art. 8.2 de la Directiva 2006/115/UE211 a través del cual los 
Estados Miembros conceden a los autores su derecho a recibir del 
usuario una remuneración equitativa y única cuando se use con fines 
comerciales o para cualquier tipo de comunicación al público.

Se prosigue con la jurisprudencia del TJUE haciendo expresa men-
ción a la STJUE de 8 de septiembre de 2016, C-117/15, que aúna crite-
rios ya expuestos por dicho tribunal recordando que el concepto de 
comunicación al público integra dos elementos cumulativos, comple-
mentarios y de naturaleza no autónoma y dependientes unos de otros 
que, en función de la intensidad con la que se den, deben aplicarse 
tanto individualmente como en sus interacciones recíprocas:

	– El primer elemento se trata del acto de comunicación que 
incluye toda trasmisión de las obras protegidas con indepen-
dencia del medio o proceso técnico que se haya usado para ello 
y que debe ser autorizado de manera individualizada, en princi-
pio, por el autor de las mismas212.

	– El segundo elemento es el concepto de público. Concepto que 
hace referencia por una parte a un número indeterminado de 
destinatarios potenciales que implica, a su vez, un número con-
siderable de personas213.

Se debe precisar sobre el carácter indeterminado del público 
que, en esencia, consiste en hacer una obra perceptible de 
cualquier forma idónea para las personas en general como des-
tinatarios potenciales y en cuanto a un número considerable de 
personas, debe excluirse una cantidad de personas demasiado 
pequeña o incluso significante214.

211	 Directiva 2006/115/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de diciem-
bre de 2006, sobre derechos de alquiler y préstamo y otros derechos afines a los 
derechos de autor en el ámbito de la propiedad intelectual.

212	 En este sentido, Cfr. apartado 15 de la STJUE de 19 de noviembre de 2015, 
C-325/14, ECLI:EU:C:2015:764.

213	 En este sentido, Cfr. apartados 33 y 34 de la STJUE de 7 de diciembre de 2006, 
C‑306/05, ECLI:EU:C:2006:764.

214	 En este sentido, Cfr. apartado 84 de la STJUE de 15 de marzo de 2012, C-135/10, 
ECLI:EU:C:2012:140.
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	– Finalmente, el legislador incluye «cualquier otro modo explote 
económicamente» como válvula de cierre del tipo básico. Con 
la expresión «cualquier otro modo» podría entenderse como 
una suerte de cajón de sastre que permite incardinar aquellas 
actividades de explotación que en redacciones anteriores pare-
cían quedarse al margen por no estar expresamente referidas 
como, por ejemplo, la transformación de obras contemplada en 
el art. 21 del TRLPI.

3.3.6. (Sub)tipos agravados

Si bien no son subtipos agravados, stricto sensu, merece la pena 
traer a colación y destacar el apartado 4.º del art. 270 del CP, conside-
rado como tipo privilegiado.

Este apartado recoge una reducción de pena para una de las con-
ductas del tipo base nuclear del art. 270.1 del CP, en concreto para 
la distribución o comercialización ambulante o meramente ocasional. 
Siendo así, se excluye de este apartado el resto de las modalidades 
comisivas tales como la reproducción, el plagio o la comunicación 
pública. De este modo, se dispone de una reducción de pena obligato-
ria cuando existan tales supuestos.

Además de esto, el párrafo segundo de dicho apartado faculta al 
juez a que, atendiendo a las circunstancias del autor de las conductas 
y a la escasa cuantía del beneficio que haya obtenido o pudiera llegar 
a obtener, pueda aplicar una pena de uno a seis meses de multa y tra-
bajos en beneficio de la comunidad siempre que no se dé ninguno de 
los supuestos previstos en el art. 271 del CP215.

Se considera relevante mencionar este tipo especializado puesto 
que un evento de eSports podría considerarse como una distribución 
o comercialización meramente ocasional y podría subsumirse en este 
apartado del tipo.

Siendo la acción típica, la de distribución, se considera que el 
supuesto de deportes electrónicos que da lugar a la potencial vulnera-
ción del delito contra la propiedad intelectual no tiene cabida puesto 
que, como se ha visto en el apartado sobre la acción típica la distribu-

215	 Galán Muñoz, A. (2019). op. cit, pp. 20 y ss.
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ción no es la actuación que activa la comisión del tipo y, por ende, no 
podría quedar subsumida en este tipo privilegiado.

Del mismo modo, aunque un tribunal pudiera entender el supuesto 
de hecho descrito como distribución, no se considera de aplicación 
al supuesto descrito de deportes electrónicos el tipo privilegiado del 
párrafo segundo del apartado 4.º del art. 270 del CP, puesto que se 
estima que siempre se dará alguno de los agravantes del art. 271 del 
CP que se expondrán en párrafos posteriores.

A su vez y de igual forma, se considera pertinente apuntar a los 
apartados 5.º y 6.º del art. 270 CP considerados como tipos espe-
cíficos. Contemplan otras acciones a las recogidas en el tipo base 
nuclear tales como exportación, importación y almacenamiento de 
obras entre otras. Per se, no se tratan de acciones directas, sino que 
se tratan de actos preparatorios para las mismas, es decir, son actua-
ciones determinadas que tienen o pueden facilitar o favorecer que 
dichas infracciones puedan llegar a realizarse216.

En otras palabras, podría concluirse de estos apartados que el CP 
viene a sancionar ciertas conductas que se constituyen como actos 
de peligro para los bienes jurídicos a proteger, aunque no sean actua-
ciones que lesionan directamente el bien jurídico y puedan concre-
tarse en cuanto a su resultado.

Por su parte, el art. 271 CP establece una suerte de agravantes espe-
cíficas para las conductas que se prevén en el tipo básico del art. 270 
del CP y se aplican sin perjuicio de las agravantes genéricas contem-
pladas en el art. 22 del CP.

De entre estas agravantes concretas cabe explicar qué se entiende 
por las mismas, salvo la contemplada en la letra d del precepto rela-
tiva al empleo de menores de 18 años pues se entiende sin dificultad 
de la lectura del precepto:

	– En cuanto a la especial trascendencia económica recogida en 
el apartado a) del precepto ha de destacarse que, al tratarse de 
un concepto jurídico indeterminado, reviste un carácter com-
plejo si bien es cierto que ha sido abordado por la jurispruden-
cia menor y aquí se tienen en cuenta algunos aspectos como 

216	 Galán Muñoz, A. (2015). «La reforma de los delitos contra propiedad intelectual 
e industrial». En Gonzalo Quintero, O. (dir.) Comentarios a la reforma penal del 
2015. Thomson Reuters Aranzadi. Navarra, pp. 590 y ss.
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las instalaciones en utilizadas para su perpetración, el beneficio 
obtenido o el periodo durante el que se extiende la conducta217.

Este concepto jurídico también ha sido analizado por el TS en 
sentencias como la STS de 19 de mayo de 2001218, en cuyo FJ 3.º 
se fija para la cantidad de especial trascendencia económica en 
torno a los seis millones de pesetas, es decir, 36.000 €, aproxi-
madamente, si bien es cierto que debería revisarse tal cantidad 
por el valor real del euro en este lapso temporal.

	– En cuanto a la especial gravedad recogida en el apartado b) del 
precepto ha de entenderse que se refiere a los hechos y no direc-
tamente a los daños. Esto dado que permite integrar en este tipo 
conceptos como la reproducción y la comunicación pública. En 
tal sentido se manifiesta la Sala de lo Penal de la AN en el FJ 3.º de 
su sentencia de 5 de febrero de 2016219. No existe jurisprudencia 
significativa del TS sobre este aspecto, pero se pueden observar 
principios inspiradores para la misma en torno a la agravación de 
la estafa prevista en el art. 250.4 del CP220.

	– Finalmente, en cuanto a la pertenencia a una organización o 
asociación, incluso de carácter transitorio, que tuviese como 
finalidad la realización de actividades infractoras de derechos 
de la propiedad intelectual recogida en el apartado c) del pre-
cepto ha de precisarse que no se refiere a una organización cri-
minal puesto en el CP lo constataría expresamente del mismo 
modo que hace en otros preceptos del cuerpo normativo. De 
hecho, el TS en su sentencia de 12 de diciembre de 2016221, el 
llamado caso Youkioske separa los tipos contra la propiedad 
intelectual vía art. 270 del CP y organización criminal vía art. 
570 del CP.

217	 FJ 2.º del Auto de 21 de septiembre de 2010 de la Audiencia Provincial de 
Valladolid, Sección 2.ª, recurso 350/2010 (Tol 5.299.166). AAP VA 590/2010 - 
ECLI:ES:APVA:2010:590A.

218	 STS de19 de mayo de 2001. STS 4131/2001– ECLI:ES:TS:2001:4131.

219	 SAN de 5 de febrero de 2016. SAN 117/2016 – ECLI:ES:AN:2016:117.

220	 En este sentido cabe traer a colación la STS de 14 de junio de 2011, en concreto 
en su FD 5.º para una mayor incidencia en el concepto de la especial gravedad. 
STS 4479/2011 - ECLI:ES:TS:2011:4479.

221	 STS de 12 de diciembre de 2016. STS 5309/2016 - ECLI:ES:TS:2016:5309.
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El TS establece que el CP distingue entre organización y grupo cri-
minal. Ambos coinciden en que deben estar formados por tres o más 
personas y tener como finalidad la comisión de delitos de forma con-
certada, pero a su vez, difieren en que la organización criminal exige 
un carácter estable por tiempo indefinido y una distribución o reparto 
de tareas o funciones entre sus miembros, mientras que estos requi-
sitos no se exigen en el grupo criminal.

En suma, la organización criminal requiere una estructura organiza-
tiva de mayor complejidad y de cierta estabilidad temporal puesto que 
estos dos factores son los que incrementan la capacidad de lesión y, 
por ende, justifican una mayor sanción222.

Por otro lado, la jurisprudencia menor, en concreto, la sentencia de 
la AP de Zaragoza de 22 de febrero de 2008223, en su FD 3.º apunta 
una serie de elementos que permiten apreciar la concurrencia de esta 
agravante como la disposición de inmuebles para el ilícito, infraes-
tructura adecuada para la comisión del delito, entre otras.

3.3.7. Tipo subjetivo

El delito contra la propiedad intelectual requiere un dolo natural y 
genérico, pero este también necesita del conocimiento de los elemen-
tos del tipo y dentro del mismo se comprende la conciencia de aje-
nidad, en el sentido de que le consta que no es propio y que no tiene 
derechos sobre el mismo, aunque desconozca quién es el titular de los 
derechos que usurpa. En este sentido se pronuncia la Sala de lo Penal 
de la AN en el FJ 3.º de su sentencia de 5 de febrero de 2016224.

Asimismo, el componente subjetivo de cualquier injusto ha de 
tener una vertiente tanto jurídica como fáctica y la jurisprudencia de 
la sala segunda del TS viene considerando que el elemento subjetivo 
del injusto, por afectar al ámbito interno de la persona y deducirse de 
datos «intangibles», se trata de una cuestión jurídica225.

222	 Sanchis Crespo, C. y Velasco Núñez, E. (2019). op. cit, pp. 80 y ss.

223	 Sentencia de la AP de Zaragoza de 22 de febrero de 2008. SAP Z 225/2008 – 
ECLI:ES:APZ:2008:225.

224	 SAN 117/2016 - ECLI:ES:AN:2016:117.

225	 Gallego Sánchez, G. (2013). «Análisis del elemento subjetivo del tipo en la juris-
prudencia del TS. Respuesta de los tribunales». Revista de Jurisprudencia El 
Derecho, núm. 1. 
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Como se ha visto en el apartado sobre la acción típica, el elemento 
subjetivo del delito contra la propiedad intelectual requiere tres con-
ceptos y solo la concurrencia de estos conllevará el castigo penal 
regulado en el tipo:

1.	Dolo, se requiere que exista voluntad indudable del autor sobre 
todos los elementos del tipo puesto que en este tipo delic-
tivo no cabe la responsabilidad por imprudencia tal y como se 
deriva del CP226.

2.	Ánimo de obtener un beneficio económico directo o indirecto. 
Se entiende por este la intención del autor de obtener un lucro o 
enriquecimiento no lícitos a través del desenvolvimiento de su 
conducta lesiva de bienes jurídicos patrimoniales ajenos227. El 
elemento del ánimo de lucro debe ser interpretado no en el sen-
tido amplio de obtención de cualquier tipo de ventaja, utilidad o 
beneficio, sino en un sentido estricto de «lucro comercial»228 y 
ello con sentido puesto que el autor del ilícito lesiona un espec-
tro de la propiedad ajena para aumentar la suya, a través de una 
actividad comercial.

Como se indicaba, dicho beneficio puede darse de un modo 
tanto directo como indirecto, es decir, que se puede concre-
tar mediante una contraprestación obtenida de forma directa 
de los usuarios de las obras y prestaciones que sean objeto del 
delito, así como otros ingresos, mediatos, como podría ser la 
publicidad e incluso ahorro de otros gastos229.

Esto, por supuesto, se subsume perfectamente en el presu-
puesto hipotético del delito contra la propiedad intelectual en 
los deportes electrónicos referido en diversas ocasiones en el 
presente apartado.

226	 Cfr. Arts. 5: «No hay pena sin dolo o imprudencia», 10 «Son delitos las accio-
nes y omisiones dolosas o imprudentes penadas por la ley» y 12 «Las acciones u 
omisiones imprudentes sólo se castigarán cuando expresamente lo disponga la 
Ley» del CP.

227	 González Gutiérrez, J. (2024). op. cit, p. 49.

228	 Circular de la Fiscalía General del Estado 1/2006, de 5 de mayo, sobre los delitos 
contra la propiedad intelectual e industrial tras la reforma de la Ley Orgánica 
15/2003.

229	 González Gutiérrez, J. (2024). op. cit, p. 50.
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3.	Causación de perjuicio a tercero: sobre este concepto existe un 
gran debate en cuanto a su consideración como elemento sub-
jetivo u objetivo del tipo.

Se posiciona como defensora de la primera tesis la jurisprudencia 
menor que expone que el perjuicio de tercero se contempla precedido 
de la preposición «en» lo que lo califica como requisito tendencial, sin 
necesidad de que se produzca el resultado230, es decir, el autor del tipo 
actúa con una intención manifiesta de dañar a otro con un fin patri-
monial con independencia de que dicho perjuicio se materialice o no y 
siendo así, por tanto, suficiente un riesgo abstracto y que el autor sea 
conocedor de ello.

Sobre la segunda posición, es decir, sobre el encuadre del concepto 
como elemento objetivo se posicionan autores como Tirado Estrada 
alegando que atribuir la naturaleza objetiva al perjuicio y exigir de la 
acción o conducta una idoneidad adecuada para generar un riesgo 
evidente sobre las obras o prestaciones protegidas y el interés eco-
nómico del titular de los derechos permite apreciar provechos incluso 
en el ámbito de la prueba en juicio. De este modo, concluye que no se 
está ante un delito de tendencia231.

3.3.8. Delito contra la propiedad intelectual en los 
deportes electrónicos

Los videojuegos a diferencia de cualquier deporte convencional o de 
corte más tradicional, como el baloncesto, en el que con disponer de 
una pelota y de un aro es suficiente (hablando en términos de ocio y no 
de competición oficial), tienen un creador, es decir, un propietario y en 
determinadas ocasiones, se debe pagar para poder jugar a ese video-
juego concreto, ya sea en un torneo competitivo a través de la respectiva 
cuota de inscripción para poder participar en el mismo, este es el caso 
que interesa para la investigación puesto que al dotar al videojuego de 

230	 FJ 3.º de la Sentencia de la Audiencia Provincial de Castellón, Sección 1.ª, de 
12 de noviembre de 2014 recurso 414/2014 (Tol 4.716.874). SAP CS 1096/2014 - 
ECLI:ES:APCS:2014:1096.

231	 Tirado Estrada, J.J. (2017). «Los delitos relativos a la propiedad intelectual en 
la era digital. Especial referencia al tipo base nuclear y el nuevo tipo de facilita-
ción del acceso y localización en internet de contenidos protegidos». Actualidad 
Civil, núm. 6, p. 17.
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esas notas de organización y competitividad se consideraría, como se 
ha visto, un eSport o ya sea comprando el videojuego en cuestión con 
independencia de su formato, que puede ser físico o digital232.

Los videojuegos233 son una obra intelectual en cuanto a que reúnen las 
características de originalidad y expresión que se requieren en el TRLPI 
y por ello se han de considerar creaciones originales susceptibles de 
protección. Si bien es cierto, que el TRLPI no recoge a los videojuegos 
en el listado ejemplificativo de obras originales hallado en el art. 10 del 
citado texto, el posicionamiento doctrinal mayoritario es de considerar 
a los videojuegos como obras de autoría compleja234 compuesta a su 
vez por varias obras protegibles por los derechos de autor235.

A mayor abundamiento no solo los videojuegos merecen la protec-
ción de la propiedad intelectual y de los derechos de autor, sino que 
también deben quedar amparados los personajes, skins, escenarios, 
bandas sonoras, etc.236, que cobran una relevancia trascendental en 
los deportes electrónicos237.

232	 Si bien es cierto que pese a que la generalidad de los eSports sea esta, es decir, 
el pago por la obtención del videojuego, hay ciertos casos en el que los video-
juegos son gratuitos y también tienen la consideración de eSport, como el LOL. 
Algunos autores comparan esa compra del videojuego con la adquisición de 
material deportivo tradicional para desarrollar cualquier otro deporte, como 
guantes para el boxeo, botas para el fútbol, etc. En este sentido, Cfr. Rodríguez 
Ten, J. (2021). op. cit, pp. 1272 y 1273.

233	 Cabe recordar en este momento que todos los eSports son videojuegos y, por 
extensión, susceptibles de la protección brindada por la propiedad intelectual.

234	 El Tribunal de Justicia de la Unión Europea, en el Considerando 23 de su senten-
cia de 23 de enero de 2014, asunto C-355/12 Nintendo y otros, define a su vez a 
los videojuegos en consonancia con la doctrina como un material complejo com-
puesto de un programa de ordenador, diversos elementos gráficos y sonoros.

235	 Willen Grosheide, F., Roerdink, H. & Thomas, K. (2014). «Intellectual Property 
Protection for Video Games. A View from the European Union». Journal of Inter-
national Commercial Law and Technology, Vol. 9, Num. 1, pp. 9 y 10 y Delgado 
García-Pomareda, J. (2021). «De Víctor Hugo al Fornite: nuevas funciones para 
las entidades de gestión colectiva en el ámbito de los e-sports». En Ortega Bur-
gos, E. (dir.). Propiedad Intelectual 2021. Tirant Lo Blanch. Valencia, p. 90.

236	 Delgado García-Pomareda, J, (2021). op. cit, pp. 91 y 92.

237	 Tal es así, que ciertos autores argumentan la necesidad de la participación de 
una nueva entidad de gestión en el mercado, dedicada en exclusiva a la ges-
tión de los derechos de propiedad intelectual involucrados en la explotación de 



103

3. RIESGOS PENALES

De igual modo, hay que destacar, por supuesto, como elementos 
protegibles dentro del sector de los deportes electrónicos y la propie-
dad intelectual las versiones, parches y contenidos adicionales desa-
rrollados por los publishers o diseñadores, en forma de actualización 
del software238.

Pues bien, como ya se ha adelantado en subepígrafes del presente 
apartado, cabe plantear aquel caso en el que se celebre un torneo 
o evento de eSports, pero que no se recabe, tramite o consiga por 
parte del organizador del mismo, ninguna autorización por parte de 
la empresa diseñadora del videojuego en cuestión o que no compre 
ninguna licencia o se expida un permiso concreto de uso y explotación 
para realizar dicha competición.

Este supuesto, puede darse, al igual que en el deporte tradicional 
tanto de forma presencial, puesto que tanto los jugadores como los 
espectadores que adquieran las entradas podrían ir al recinto en cues-
tión, verbigracia un bar o una sala de cine o como también pueden 
ser emitidas a través de internet, siendo esta una práctica habitual 
por canales televisivos o mediante plataformas como Twitch. En este 
último caso, entrarían en juego los broadcasters como encargados de 
filmar y emitir estos eventos además de incorporar otros elementos 
como narraciones, comentarios, imágenes, música, etc.239.

Como se puede observar del supuesto anteriormente descrito, es 
algo que solo se puede dar en el sector de los deportes electrónicos y 
de ahí que sea un supuesto tan característico y llamativo.

Si bien es cierto que, desde una perspectiva penal, no reviste una 
especial trascendencia pues tal caso quedaría subsumido perfecta-
mente en la redacción del actual art. 270 CP, contemplado en la sec-

los deportes electrónicos. Cfr. Allen, V.R. (2018). «What´s in a game: collective 
management organizations and video game copyright». UNLV Gaming Law 
Journal. Vol. 8, pp. 209-231.
Para entender el concepto de entidad de gestión se acude a lo recogido en el 
art. 147 del TRLPI que las define como entidades legalmente constituidas, auto-
rizadas por la Administración y sin ánimo de lucro, cuyo propósito y objeto social 
es gestionar, en nombre propio o ajeno, los derechos de carácter patrimonial de 
autores y titulares de derechos de propiedad intelectual.

238	 Laura L, Chao. (2017). «You Must Construct Additional Pylons: Building a Better 
Framework for Esports Governance». Fordham Law Review, Vol. 86, Issue 2, p. 752.

239	 Delgado García-Pomareda, J. (2021). op. cit, p. 95 y 96.
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ción 1.ª De los delitos contra la propiedad intelectual en el Capítulo XI 
De los delitos relativos a la propiedad intelectual e industrial, al mer-
cado y a los consumidores del Título XII Delitos contra las relaciones 
familiares, lo que se considera reseñable aquí no es la comisión del 
tipo sino la forma de la comisión del mismo.

Atendiendo a su ubicación sistemática en la normativa penal, se 
puede apreciar que esta tipología delictiva ha adquirido naturaleza 
pública y, por ende, puede perseguirse de oficio sin necesidad de una 
denuncia previa por parte de los agraviados240. Existen diversos moti-
vos que justifican la adquisición de esta naturaleza como la aparición 
de avances tecnológicos, la irrupción del internet y las telecomunica-
ciones o por la dificultad que entrañaba la persecución de estos deli-
tos existiendo el requisito de denuncia previa entre muchos otros241.

Tras haber analizado el delito contra la propiedad intelectual en 
este plano tan característico y particular de los eSports y en cierta 
medida a modo de conclusión o breve apunte de este apartado, dada 
la casuística descrita, podría ser interesante valorar otros delitos rela-
cionados con este en modalidad concursal o que se circunscriban y 
deriven de esta comisión delictual. En concreto, se valora si el hecho 
de que los competidores de dicho torneo crean, por elementos lógi-
cos como la inscripción, la cobertura, el marketing y todo lo que orbite 
alrededor del torneo, que el organizador de este efectivamente cuenta 
con los permisos oportunos para el desarrollo de la competición en 
cuestión no siendo esta la realidad.

Se estaría entonces ante un supuesto de estafa del art. 248 CP para 
con los competidores del evento puesto que, de facto, el organizador 
de este induce a los jugadores a inscribirse, entre otros motivos por el 
premio ofrecido o por el mero hecho de competir, no siendo el motivo 
relevante, utilizando un engaño para ello.

Además de lo anteriormente señalado y de la consideración de la 
propiedad intelectual como uno de los aspectos fundamentales en el 
sector de los videojuegos y por extensión, de los eSports, también se 

240	 González Gutiérrez, J. (2024). «Marco de la propiedad intelectual». En González 
Gutiérrez, J. (coord.). La defensa penal de la propiedad intelectual, industrial y 
el secreto empresarial. Tirant lo Blanch. Valencia, p. 36.

241	 Rodríguez Moro, L. (2011). «Los delitos relativos a la propiedad intelectual como deli-
tos públicos». Revista Aranzadi de Derecho y Proceso Penal, núm. 25, pp. 95 y ss.
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ha planteado la relación de estos últimos con la propiedad industrial 
recogida en los arts. 273 y siguientes del CP.

No se considera una tipología delictiva relevante o que merezca una 
mención especial en el caso de los deportes electrónicos en España 
pues no reviste de unas características particulares derivadas de estos 
casos como sí lo hacen el resto de las tipologías delictivas analizadas 
en la presente investigación o, pueden desarrollarse en un escenario 
particular y característico.

Podría darse el caso en el que alguien utilice de forma indebida 
cualquier tipo de producto que incorpore un signo distintivo de una 
entidad de deportes electrónicos, ya sea de una liga, de un club, de 
una federación, etc., pero no habría diferencia alguna en cuanto a su 
tratamiento penal si estos hechos acontecieran sobre un club depor-
tivo al uso, como cualquier equipo de baloncesto o waterpolo, o cual-
quier empresa que cuente con un producto o una marca registrada.

3.4. Delito de corrupción deportiva

3.4.1. Introducción

Que el Derecho Penal deba o no inmiscuirse en el plano deportivo 
es una cuestión intensamente debatida por la doctrina desde hace 
años.

Con independencia de tal debate existen motivos evidentes y de 
peso, como su arraigo social, su capacidad de movilización242, así 
como su impacto económico, que han conducido al legislador a valo-
rar el deporte como un fenómeno poliédrico que ha de ser regulado en 
todos sus extremos243.

Por esto, abstrayéndose del debate sobre dicha procedencia o no, 
se está a la evidencia y es que se recogen de forma expresa en nuestro 
CP, tipos penales concretos relacionados con el deporte, como es el 
caso de la corrupción deportiva.

242	 De Vicente Martínez, R. (2010). Derecho Penal del Deporte. Bosch. Barcelona, p. 13.

243	 Sánchez Bernal, J. (2018). El delito de corrupción deportiva tras la reforma de 
2015. Tirant Lo Blanch. Valencia, p. 31.
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En tal sentido, la CE en su art. 43 recoge que «los poderes públicos 
fomentarán la educación sanitaria, la educación física y el deporte». 
Se está ante una acción de fomento244 que se convierte en algo que los 
ciudadanos habrán de poder exigir de las diferentes AAPP245.

Dada la juventud del sector, su auge y crecimiento vertiginoso 
y su desarrollo catalizado por los avances tecnológicos, dificulta 
en extremo la persecución de estas modalidades delictivas y por 
tales motivos, entre otros, reviste de un especial atractivo para su 
comisión.

Estos apuntes previos se realizan partiendo de la premisa reduc-
cionista de que si los deportes electrónicos no están considerados 
como deporte no deberían quedar, a priori, subsumidos en este tipo 
penal, pero de ser así, algunas acciones como las apuestas deporti-
vas en los deportes electrónicos no quedarían protegidas por dicho 
tipo.

En este sentido, la reforma del CP operada por la LO 5/2010, de 22 
de junio, introdujo un nuevo tipo penal, el art. 286 bis, cuyo objeto es 
prevenir y castigar la corrupción entre particulares y en la actividad 
deportiva.

La propia Exposición de Motivos explica que «se ha conside-
rado conveniente tipificar penalmente las conductas más graves de 
corrupción en el deporte. En este sentido, se castigan todos aquellos 
sobornos llevados a cabo tanto por los miembros y colaboradores 
de entidades deportivas como por los deportistas, árbitros o jueces, 
encaminados a predeterminar o alterar de manera deliberada y frau-
dulenta el resultado de una prueba, encuentro o competición depor-
tiva, siempre que éstas tengan carácter profesional».

244	 El TS entiende en el FJ séptimo de su STS de 23 de marzo de 1988, que, pese a 
que no exista un «derecho al deporte» como tal, sí se reconoce la importancia de 
la práctica deportiva al tratarse de «una actividad de indudable utilidad pública, 
y que forma parte del conjunto de elementos que tienden no solo ya a propor-
cionar medios materiales a los ciudadanos, sino a mejorar la calidad de su vida 
cotidiana» y exige, como se ha indicado, el deber de fomento por parte de los 
poderes públicos. STS 15186/1988 - ECLI:ES:TS:1988:15186.

245	 Cfr. Abadías Selma, A. (2025). «La tuición penal de la corrupción deportiva en el 
contexto de la práctica del deporte español del siglo XXI». En Abadías Selma, A. 
y Guillén Pajuelo, A. (coords.). Delitos en el deporte: un enfoque jurídico con-
temporáneo. Madrid. Tecnos, pp. 30 y 31. 
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Pues bien, el delito de corrupción deportiva contemplado en el art. 
286 bis del CP se ubica en la sección cuarta sobre delitos de corrup-
ción de los negocios del capítulo XI sobre delitos relativos a la propie-
dad intelectual e industrial, al mercado y a los consumidores del título 
XIII sobre los delitos contra el patrimonio y contra el orden socioeco-
nómico.

Dado que se está ante una figura delictiva insertada en el Título XIII 
ya referido, procede entender que el legislador ha pretendido reprimir 
conductas que afectan al elemento socioeconómico, por lo que no se 
puede prescindir de dicha esfera a la hora de concretar el interés pro-
tegido de forma directa por el delito246.

Esto, por supuesto, no está exento de debate doctrinal. Algunos 
de los posicionamientos más destacables sobre la inclusión de este 
tipo han venido de la mano de autores como De Vicente Martínez 
que, entre otras críticas, concluye que la disciplina deportiva debe 
residenciarse en vía administrativa y se mostró contraria a la inclu-
sión de dicho texto en el CP247, o Caruso Fontán que aboga por su 
inclusión dentro del concepto de corrupción en el sector privado 
puesto que estaría constituida por un soborno efectuado para que 
la persona que detente una posición de toma de decisiones, adopte 
aquéllas que perjudiquen de modo injusto a una de las partes en una 
competición deportiva248.

3.4.1.1. Sobre el concepto de competición deportiva en los 
eSports

Es importante señalar que este tipo delictivo de corrupción depor-
tiva se articula en el CP a través de la técnica de norma penal en blanco 
ya que el CP no ofrece una definición de competición deportiva.

246	 González Uriel, D. (2018). «El bien jurídico protegido en el delito de fraude 
deportivo tras la reforma de 2015». La ley penal: revista de derecho penal, pro-
cesal y penitenciario, núm. 132, pp. 6 y ss.

247	 De Vicente Martínez, R. (2010). «Fraude y corrupción en el deporte profesional». 
En Millán Garrido, A. (coord.). La reforma del régimen jurídico del deporte pro-
fesional. Reus. Madrid, pp. 387-394.

248	 Caruso Fontán, M.V. (2009). «El concepto de corrupción. Su evolución hacia un 
nuevo delito de fraude en el deporte como forma de corrupción en el sector pri-
vado». Foro: Revista de ciencias jurídicas y sociales, núm. 9, pp. 168-172.
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Si se analiza el tenor literal del precepto en el art. 286, bis 4.º 
párrafo segundo se indica «A estos efectos, se considerará competi-
ción deportiva de especial relevancia económica, aquélla en la que la 
mayor parte de los participantes en la misma perciban cualquier tipo 
de retribución, compensación o ingreso económico por su participa-
ción en la actividad; y competición deportiva de especial relevancia 
deportiva, la que sea calificada en el calendario deportivo anual apro-
bado por la federación deportiva correspondiente como competición 
oficial de la máxima categoría de la modalidad, especialidad, o disci-
plina de que se trate».

De esta definición se concluye que es muy reduccionista ya que el 
legislador determina una competición deportiva que resulta de espe-
cial trascendencia económica o deportiva, pero no aporta una defini-
ción de lo que entiende por competición deportiva en esencia249.

En este caso, la norma a la que debe acudirse para entender por 
completo lo dispuesto en el CP, es la vigente LD en la que a diferencia 
de sus predecesoras, se recoge una definición de deporte en el art. 
2 y de este modo ya se puede observar una primera aproximación 
al concepto: «Se entiende por práctica deportiva a efectos de esta 
ley todo tipo de actividad física que, mediante una participación, 
individual o colectiva, organizada o no, profesional o no profesional, 
se realice con objetivos relacionados con la mejora de la condición 
física, psíquica o emocional, con la consecución de resultados en 
competiciones o actividades deportivas, con la adquisición de hábi-
tos deportivos saludables o con la ocupación activa del tiempo de 
ocio, realizada en instalaciones públicas o privadas, o en el medio 
natural».

En una primera instancia se ha de manifestar que los deportes elec-
trónicos cumplen con los requisitos de esta definición puesto que es 
una actividad física250 con participación tanto individual como colec-
tiva, organizada, tanto profesional como no profesional con ocupación 
activa del tiempo de ocio, realizada en instalaciones tanto privadas 

249	 Méndez Gallo, D. (2024). «¿Protección penal de los e-sports?: análisis del ele-
mento normativo "competición deportiva"». Revista Aranzadi de Derecho del 
Deporte y Entretenimiento, núm. 83.

250	 Esto al margen del gran debate doctrinal sobre si dicha actividad física es o no 
suficiente para considerarse como modalidad deportiva y otros que se tratan 
con más detalle en el presente apartado de la investigación.
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como públicas. No obstante, es necesario indagar en esta línea para 
entender si los deportes electrónicos pueden quedar subsumidos en 
el tenor literal del precepto.

Es evidente que de la lectura de este precepto no queda claro el 
concepto y dentro de la misma norma, es decir, de la LD, se acude a 
los arts. 78 a 84 en los que se clasifican las diferentes competicio-
nes deportivas que pueden existir. Aunque en estos preceptos no se 
aporta una definición de competición deportiva sí que, si se analizan, 
se encuentra un aspecto clave, un denominador común y es que todas 
estas competiciones han de ser realizadas en el seno de una Federa-
ción deportiva española y, por ende, hay que dirigirse a la regulación 
sobre las Federaciones y dentro de esta misma norma se ha estar a 
lo dispuesto en el art. 43.5251 que determina que para la existencia de 
una Federación deportiva debe hallarse reconocida, de forma previa, 
una modalidad deportiva, aspecto que ya indicaba la doctrina252.

3.4.1.2. Sobre el concepto de modalidad deportiva y los 
eSports

A su vez, en el art. 44 LD se dispone que «Se entiende por moda-
lidad deportiva toda forma de práctica de actividad físico-deportiva 
con características estructurales propias, que tenga tradición, reco-
nocimiento y reglamentación autonómica y nacional. Una modalidad 
deportiva cuenta a su vez con una o varias especialidades deportivas 
y, a su vez, cada especialidad cuenta con una o varias pruebas».

A su vez, la competencia para reconocer las modalidades deporti-
vas, así como sus especialidades es del Consejo Superior de Depor-
tes, CSD en adelante, tal y como determina el art.14 LD.

251	 La autorización de una federación deportiva se otorgará cuando exista, pre-
viamente reconocida, una modalidad deportiva no atribuida a otra federación 
deportiva española y se valore que existe interés para el deporte español en 
función de la implantación nacional e internacional y de la propia viabilidad del 
proyecto, todo ello en los términos que reglamentariamente se establezcan. La 
eficacia de dicha autorización quedará supeditada a su inscripción en el Regis-
tro Estatal de Entidades Deportivas, momento a partir del cual quedará legal-
mente constituida. La resolución por la que se autorice o deniegue una federa-
ción deportiva deberá ser suficientemente motivada.

252	 Palomar Olmeda, A. (2017). «Las Federaciones deportivas». En Palomar Olmeda, 
A. (Dir.). Derecho del deporte, 2.ª ed. Aranzadi. Navarra, p. 400.
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Procede ahora subsumir los deportes electrónicos en los elementos 
definitorios del art. 44 de la LD para ver si se está ante una modalidad 
deportiva253.

En primer lugar, ha de tratarse el elemento definitorio de una acti-
vidad físico-deportiva. Este, sin duda, es uno de grandes debates que 
orbitan alrededor de los deportes electrónicos254. Por un lado, parte de 
la doctrina255 defiende que deberían ser reconocidos como modalidad 
deportiva dado que existe actividad física suficiente en los deportes 
electrónicos al compararlo con otras disciplinas que no requieren de 
una actividad física superior a la desempeñada en los eSports como 
el ajedrez o el tiro olímpico256 y, por otro lado, aquella parte de la doc-
trina257 que considera que tal reconocimiento como modalidad depor-
tiva sería un error ya que no existe en dicha disciplina, actividad física 
suficiente para recibir tal consideración258.

Sobre la actividad física, se entiende que, con mayor o menor intensi-
dad, es innegable que existe y que se puede equiparar a otras disciplinas 
reconocidas como deporte ya mencionadas y, de hecho, se considera 

253	 Sobre los requisitos para que los eSports sean reconocidos como modalidad 
deportiva, véase en detalle Rodríguez Ten, J. (2018). op. cit, pp. 67-112.

254	 Cfr. Rodríguez Ten, J. (2021), op. cit, p. 1261. El autor determina que, desde un 
punto de vista estrictamente legal, la respuesta al cumplimiento de este requi-
sito puede ser positiva.

255	 Albarral Borrego, A.J. (2024). op. cit.

256	 Rosell Llorens, M. (2016). «Los eSports una nueva modalidad deportiva». 
Revista del derecho de deporte y entretenimiento, núm. 52, pp. 215-224. En 
este mismo sentido sobre, el tiro olímpico y su comparativa con los eSports 
véase Rodríguez Ten, J. (2021). op. cit, pp. 1271 y 1272 y de Matías, J. (2017). «Los 
e-Sports son deporte y serán deporte». Iusport.

257	 A pesar de que esta posición considera que no debería haber reconocimiento de 
los deportes electrónicos como modalidad deportiva, parte de esta corriente no 
lo reduce solo a la actividad física, sino que afirma que sería un error si se reco-
noce como tal a meros efectos de la repercusión y profesionalización del sector 
sería. Navarro Adelantado, V. (2017). La prudencia del legislador. Los e-depor-
tes a escena. Iusport. https://iusport.com/art/44900/la-prudencia-del-legisla-
dor-los-e-deportes-a-escena.

258	 Conclusión a la que se llega tras un interesante análisis en Méndez Gallo, D. 
(2024). op. cit.
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que se tiene un mayor desempeño físico en los deportes electrónicos 
que en las carreras de galgos o, sobre todo, la colombofilia259.

En segundo lugar, ha de analizarse el segundo elemento defini-
torio del art. 44 de la LD, es decir, las características estructurales 
propias260. Los deportes electrónicos tienen una gran y consolidada 
estructura compuesta en diversos planos. Cuenta en el plano asocia-
tivo con la WESA, Asociación Mundial de e-Sports y en España con la 
ya mencionada AEVI y en el plano mercantil cuentan con empresas 
organizadores y promotoras de competiciones como la Mayor League 
Gaming (MLG), la Electronic Sport League (ESL) o la también mencio-
nada Liga de Videojuegos Profesional261 (LVP)262.

A su vez, el desarrollo de los deportes electrónicos está estructu-
rado también en el plano competitivo ya que cuentan tanto con reglas 
tecnológicas, aquellas que permiten a los jugadores realizar ciertas 
acciones durante el desarrollo del videojuego, por ejemplo, la prohibi-
ción de que los jugadores salgan de la zona delimitada para el evento, 
como con reglas de competición, aquellas creadas por los organiza-
dores de los eventos263, por ejemplo, la prohibición de utilizar un ele-
mento concreto, véase accesorios, armas, equipamiento, etc. Sirvan 
como ejemplo las normativas de desarrollo de competición utiliza-
das previamente en el apartado 2 de la presente investigación para el 
eSport LOL.

259	 La colombofilia es el arte de criar y entrenar palomas mensajeras de carreras, 
su finalidad es deportiva, pero se utilizan también en casos de catástrofes, ope-
raciones de salvamento, intercambios de muestras entre hospitales, etc. Infor-
mación obtenida en la página web de la Real Federación Española Colombófila 
Española. https://www.realfede.com/. Última consulta: 24/09/2024.

260	 En este sentido, confirmando la estructura propia de los eSports véase Rodrí-
guez Ten, J. (2021). op. cit, pp. 1264 y 1265.

261	 Albarral Borrego, A.J. (2024). op. cit.

262	 Méndez Gallo, D. (2024). op. cit.

263	 Méndez Gallo, D. (2024). op. cit.
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En cuanto al tercer elemento definitorio, como se observa de la 
definición anteriormente reflejada, se puede dividir a su vez en tres 
factores:

1.	Tradición: no hay duda alguna de que los deportes electrónicos 
tienen un gran calado y trascendencia en la sociedad actual 
existiendo multitud de torneos tanto a nivel nacional como 
internacional. De hecho, la AEVI sitúa a España264 en el puesto 
número doce de países con mayor número de espectadores 
recurrentes de eSports, alcanzando una cifra total de 2,9 millo-
nes de espectadores265 de los 261 millones totales que aporta la 
consultora Newzoo de cifra global de espectadores de depor-
tes electrónicos266. Por ello, se entiende demostrada la implan-
tación tanto a nivel nacional como a nivel internacional de los 
deportes electrónicos.

2.	Reconocimiento: por el momento, España no se ha pronun-
ciado de forma oficial sobre los deportes electrónicos a dife-
rencia de otros estados como China, Corea del Sur, Rusia…, 
que ha reconocido a los eSports como deporte. Pese a esto, 
España ha participado y participa en la actualidad en competi-
ciones tanto europeas como mundiales, como la eSports World 
Cup 2024267 y se cuenta con los pronunciamientos a favor del 

264	 En este sentido, sobre la afirmación de que en España se practiquen y sigan los 
eSports como cuestión innegable véase Rodríguez Ten, J. (2021). op. cit, p. 1263.

265	 Asociación Española de Videojuegos. (2022). La guía de los eSports, p. 38. Dis-
ponible en: www.aevi.org.es/web/wp-content/uploads/2022/12/Guide-to-Es-
ports-ISFE-ESA-ESA-C-IGEA-ESweb.pdf.

266	 Newzoo. (2022). Global Esports & Live Streaming Market Report, p. 31. Disponi-
ble en: https://newzoo.com/resources/trend-reports/newzoo-global-esports-
live-streaming-market-report-2022-free-version.

267	 La Copa Mundial de Esports es una competencia de deportes electrónicos de 
élite de múltiples géneros que se celebra anualmente, siendo su primera sede 
Arabia Saudita a partir de 2024 durante julio y agosto en un lugar de clase mun-
dial en Riyadh Boulevard City. El EWC ofrece el mayor premio acumulado en 
deportes electrónicos y presenta los títulos de deportes electrónicos más popu-
lares en todos los géneros de juegos principales. Da la bienvenida a un nuevo 
formato de competición entre juegos, que otorga premios por títulos de juegos 
individuales y actuaciones de clubes. Está diseñado tanto para jugadores profe-
sionales de deportes electrónicos como para entusiastas de los juegos, con cla-
sificatorios para brindar a la mayor cantidad posible de equipos la oportunidad 
de participar, junto con un emocionante calendario de activaciones en el terreno, 
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Comité Olímpico Internacional (COI) e incluso el CSD organiza 
eventos sobre el gaming competitivo268.

Sobre este factor se considera que se encuentra implícito pues 
al no haber comunicados oficiales por parte del Estado sobre 
los deportes electrónicos no se puede aplicar una interpreta-
ción reduccionista negativa puesto que, de ser así, se hubieran 
puesto trabas u óbices a la FeJuves, que está reconocida por el 
Ministerio del Interior de España, al desarrollo de competicio-
nes de eSports en territorio nacional a las participaciones en 
competiciones internacionales tanto a nivel de clubes como a 
nivel del equipo nacional de España de deportes electrónicos.

3.	Reglamentación: cada eSport cuenta con normativa específica 
tanto de competición, como tecnológicas incluyendo y siste-
matizando incluso, regímenes disciplinarios y sanciones para 
tipos concretos de actuaciones. Estas normativas, como se ha 
visto en apartados anteriores, existen tanto en España a nivel 
nacional y en diferentes competiciones como en Europa a nivel 
internacional.

Pese a no haber normativas autonómicas de eSports, se con-
sidera que el requisito se cumple por la gran normativización 
del sector y por contar, de facto, con representación a través de 
clubes de eSports en todas y cada una de las CCAA de España.

Pues bien, si se entiende que los deportes electrónicos cumplen 
con los requisitos de modalidad deportiva se puede entender que el 
precepto sobre la corrupción deportiva les es de aplicación directa.

Además, en caso contrario, es decir, aunque se entendiera que no se 
cumplen los requisitos, pues como se ha puesto de manifiesto, parte 
de la doctrina entiende que no deberían quedar subsumidos en este 
tipo, al no ser un deporte, la evidencia y realidad de los deportes elec-
trónicos en nuestro país y la preocupación del sector, nos lleva, irre-
mediablemente, a entender que de aplicar el precepto de una forma 
extensiva para englobar a los deportes electrónicos se tendría una 
respuesta penal mucho más acorde a la realidad.

entretenimiento en vivo y competencias para fanáticos. Información consultada 
en: https://esportsworldcup.com/en/about. Última consulta: 26/09/2024.

268	 Información obtenida en: https://www.fejuves.es/federacion/. Última consulta: 
26/09/2024.
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Esta posibilidad tiene sentido jurídico-penal dadas las evidencias 
manifestadas desde el plano fáctico y dada la necesidad de ajus-
tar el sector a las estrategias de tutela más eficaces sin abandonar 
el garantismo debido. Así, nuestro sistema penal ya ha desarrollado 
soluciones en otros supuestos para que la accesoriedad formal res-
pecto del derecho administrativo no genere lagunas de punibilidad. El 
supuesto paradigmático es el de la noción material, que marca cierta 
autonomía penal, del funcionariado público.

En este sentido, la definición de funcionario público para el Dere-
cho Penal se encuentra en el art. 24.2 CP: «Se considerará funcionario 
público todo el que por disposición inmediata de la Ley o por elección 
o por nombramiento de autoridad competente participe en el ejer-
cicio de funciones públicas». A su vez, el TS269, en consonancia con 
el precepto anteriormente referido, considera funcionario público a 
todo el que, por disposición inmediata de la Ley o por elección o por 
nombramiento de autoridad competente, participe en el ejercicio de 
las funciones públicas. El TS270 entiende que los conceptos penales 
en ningún caso son tributarios de los conceptos propios del Derecho 
Administrativo, por el hecho de que son dos campos del ordenamiento 
jurídico independientes y de que persiguen fines diferentes. Tal es así 
que este posicionamiento permite englobar penalmente dentro del 
concepto de funcionario público a todos los que desempeñan una 
tarea o función pública.

Así, el carácter autónomo del concepto penal de funcionario 
público, siendo más amplio respecto del que maneja el Derecho Admi-
nistrativo, no atiende a las notas de incorporación o permanencia en 
la función pública, sino a la finalidad de proteger aquellos bienes jurí-
dicos que se encuentran bajo la dependencia de aquél que participa 
de las funciones públicas271. Esta premisa de que el concepto penal de 

269	 Sentencia del Tribunal Supremo de 11 de octubre de 1993. STS 14961/1993 - 
ECLI:ES:TS:1993:14961.

270	 Sentencia del Tribunal Supremo de 17 de mayo de 1985. STS 757/1985 - 
ECLI:ES:TS:1985:757.

271	 Pomares Cintas, E y Bermejo Chamorro, A. (2011). «¿Era necesario reformar los 
delitos urbanísticos? Especial referencia a los delitos de corrupción urbanística 
y a su trayectoria jurisprudencial». Revista de Derecho Penal y Criminología, 
núm. 6. UNED, p. 128.
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funcionario público es mucho más amplio que el administrativo está 
absolutamente consolidado en la doctrina272.

En consonancia con dicha afirmación, el TS en sentencia de 28 de 
febrero de 2014273 destaca que el concepto de funcionario público, a 
efectos penales, «se asienta en bases materiales y no en la pura apa-
riencia o el ropaje externo jurídico o administrativo». «Es», en fin, «un 
concepto marcadamente funcional»274.

Asimismo, el TS en el FD segundo de su sentencia de 27 de enero 
de 2001275 determina que: «Tal y como viene entendiendo la doctrina 
de esta sala se trata de un concepto propio del Derecho Penal, inde-
pendiente de las categorías y definiciones que nos ofrece el Derecho 
Administrativo, porque lo que aquí importa es proteger de modo efi-
caz la función pública, así como también los intereses de la adminis-
tración en sus diferentes facetas y modos de operar».

272	 Cfr. Rebollo Vargas, R. (1996). La revelación de secretos e informaciones por 
Funcionario Público. Cedecs. Barcelona, pp. 78 y 79; Rodríguez Mesa, M.J. 
(2000). Torturas y otros delitos contra la integridad moral cometidos por fun-
cionarios públicos. Comares. Granada, p. 215; Gómez Tomillo, M. (2000). Urba-
nismo, función pública y Derecho penal. Comares. Granada, p. 78 o Ramón Ribas, 
E. (2014). «La derogación jurisprudencial del artículo 24.2 CP (concepto de fun-
cionario público)». Estudios Penales y Criminológicos, Vol. XXXIV, p. 178 y 179, 
entre otros.

273	 Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de febrero de 2014. STS 974/2014 - 
ECLI:ES:TS:2014:974.

274	 En el FD noveno de la referida STS de 28 de febrero de 2014 se indica: «No puede 
quedar encorsetada esa noción por la reglamentación administrativa. Hay que 
acudir a la materialidad más que al revestimiento formal del cargo ostentado. Se 
impone en este punto, más que en otros, un ponderado "levantamiento del velo": 
estar a la realidad esencial, y no al ropaje formal. La huida del derecho admi-
nistrativo, fenómeno bien conocido y teorizado por la doctrina especializada, 
no puede ir acompañada de una "huida del Derecho Penal", sustrayendo de la 
tutela penal reforzada bienes jurídicos esenciales, por el expediente de dotar de 
apariencia o morfología privada a lo que son funciones propias de un organismo 
público desarrolladas por personas que han accedido a su cargo en virtud de la 
designación realizada por una autoridad pública, aunque la formalidad jurídica 
externa (contrato laboral de Alta Dirección, elección por el órgano de gobierno 
de una mercantil) encubra o se superponga de alguna manera a esa realidad 
materia».

275	 Sentencia del Tribunal Supremo de 27 de enero de 2003. STS 403/2003 - 
ECLI:ES:TS:2003:403.
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La condición de funcionario público, para el Derecho Penal, nace de 
un doble requisito276: el origen del mandato y el contenido de la actividad 
que una persona desarrolla, lo cual le dota de unos perfiles específicos 
que lo diferencian del concepto propio del Derecho Administrativo277.

En este sentido, sobre el contenido de la actividad que una persona 
desarrolla, se debe entender como «Participación en el ejercicio de 
funciones públicas, tanto las del estado, entidades locales y comuni-
dades autónomas, como las de la llamada administración institucio-
nal que existe cuando una entidad pública adopta una forma inde-
pendiente, incluso con personalidad jurídica propia, a veces hasta la 
de una sociedad mercantil, con el fin de conseguir un más ágil y efi-
caz funcionamiento. Cualquier actuación de estas entidades donde 
exista un interés público responde a este concepto amplio de función 
pública»278. Por otro lado, sobre el origen del mandato, «ha de existir 
una designación pública para el ejercicio de tal función, en cualquiera 
de las tres formas previstas en el propio art. 24.2 CP: por disposición 
inmediata de la ley, por elección o por nombramiento de autoridad 
competente»279.

A su vez, en STS de 4 de diciembre de 2001280, además de coincidir 
con la anterior sentencia referida en cuanto al doble requisito para la 
génesis de la condición de funcionario público, determina que: «Doc-
trina y jurisprudencia coinciden en resaltar que los conceptos que se 
contienen en el artículo 119 del Código Penal son más amplios que los 
que se utilizan en otras ramas del ordenamiento jurídico y más con-
cretamente en el ámbito del derecho administrativo. Mientras que 
para el Derecho administrativo los funcionarios son personas incor-
poradas a la Administración pública por una relación de servicios pro-
fesionales y retribuidos, regulada por el derecho administrativo, por el 
contrario, el concepto penal de funcionario público no exige las notas 

276	 García Planas, G. (1997). El delito urbanístico (delitos relativos a la ordenación 
del territorio). Tirant lo Blanch. Valencia, p. 87.

277	 Martínez Rodríguez, J. A. (2015). Criminología de la Corrupción Urbanística y 
Prevaricación Funcionarial. Bosch. Barcelona, p. 74.

278	 FD segundo de la ya referida STS de 27 de enero de 2003.

279	 FD segundo de la ya referida STS de 27 de enero de 2003.

280	 Sentencia del Tribunal Supremo de 4 de diciembre de 2001. STS 9521/2001 - 
ECLI:ES:TS:2001:9521.
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de incorporación ni permanencia, sino la mera participación en la fun-
ción pública».

Con esto, se considera funcionario público a efectos penales a 
«cualquier persona que intervenga en el ejercicio de funciones públi-
cas», sin que importe la existencia de un título formal que lo acredite 
ni la naturaleza o finalidad de las funciones que desempeñe. Es decir, 
esta interpretación doctrinal, respaldada por numerosos autores, no 
se centra en la relación jurídica concreta entre el individuo y la Admi-
nistración, sino en su participación efectiva en funciones públicas, 
que constituye el núcleo del concepto penal para todos ellos281.

Pues bien, partiendo de esta premisa de que el Derecho Penal 
puede aplicar de una forma ciertamente más amplia determinados 
conceptos con independencia de la concepción existente en otras 
ramas del ordenamiento jurídico, puede entenderse que los deportes 
electrónicos pueden quedar subsumidos dentro del tipo de corrup-
ción deportiva pues por su ubicación en el CP, como se ha analizado 
anteriormente en este apartado, se intenta proteger los intereses eco-
nómicos de los sujetos y de no entenderse englobados quedan fuera 
del precepto y sin protección algunas acciones como puede ser las 
apuestas deportivas relacionadas con las competiciones de deportes 
electrónicos.

Ahondando en ello, se considera que el CP con su redacción actual 
no es suficiente para dar una respuesta penal a la corrupción depor-
tiva, en cuanto a lo que a las apuestas deportivas de los eSports se 
refiere, y una potencial solución sería una regulación más concisa 
como por ejemplo, el Derecho Penal alemán, en el que existen delitos 
diferenciados, por un lado el delito de la manipulación de la compe-
tición deportiva y por lado, el delito de manipulación de la competi-
ción deportiva con fines de lucro en virtud de una manipulación en las 
apuestas o una estafa282.

281	 Cfr. En este sentido Valeije Álvarez, I. (1997). «Reflexiones sobre los conceptos 
penales de funcionario público, función pública y personas que desempeñan 
una función pública». Cuadernos de Política Criminal, núm. 62, p. 449. 

282	 En este mismo sentido se pronuncia José Antonio Choclán abogado del futbo-
lista Cristiano Ronaldo en sus casos contra la Hacienda Pública Española. El 
Diario. (2019). El Código Penal es «insuficiente» ante los delitos de las apuestas, 
según Choclán. Iusport.
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Con una regulación específica se contribuiría a mejorar la aplica-
ción del Derecho Penal a estos casos de apuestas deportivas y se 
podría incluso hacer mención específica a los deportes electrónicos.

Una vez analizadas las controversias, óbices y otras circunstancias 
existentes en la actualidad sobre este delito se procede a analizar sus 
elementos típicos.

3.4.2. Bien jurídico

El tratado suscrito en Suiza, concretamente, en Magglingen-Ma-
colin el 18 de septiembre de 2024 indica en su preámbulo283 que el 
fenómeno de la corrupción en el ámbito del deporte es una «ame-
naza global a la integridad del deporte» y hace especial inciso en la 
preocupación por la existencia de la delincuencia organizada y el 
carácter transnacional de esta. Además, vincula la corrupción en el 
mundo del deporte y el desarrollo de las apuestas deportivas, sobre 
todo las de carácter ilegal», toda vez que matiza que la manipula-
ción deportiva puede tener o no una relación con estas apuestas 
u otras actividades delictivas que, en cualquier caso, deberán ser 
punibles.

En cuanto al bien jurídico protegido en este tipo se ha de destacar 
que existe un gran debate doctrinal pues no se entiende, al menos con 
claridad, cuál ha sido la intención del legislador.

283	 Instrumento de ratificación del Convenio del Consejo de Europa sobre manipu-
lación de competiciones deportivas, hecho en Magglingen/Macolin (Suiza) el 
18 de septiembre de 2014. Disponible en: https://www.boe.es/diario_boe/txt.
php?id=BOE-A-2024-24220. Última consulta: 03/11/2025. En el artículo 15 se 
señala que: «Cada Parte se cerciorará de que su legislación nacional permite 
imponer sanciones penales a la manipulación de competiciones deportivas 
cuando lleve consigo prácticas coercitivas, corruptas o fraudulentas, según las 
definan las leyes nacionales». Y en el artículo 16.2: «Al establecer la gama de 
infracciones que deben considerarse infracciones principales según lo previsto 
en el apartado 1, cada Parte podrá decidir, conforme a su legislación nacional, 
cómo se definen dichas infracciones y la naturaleza de los elementos que las 
convierten en hechos de especial gravedad». Así pues, se invita a que cada parte 
miembro del tratado pueda imponer las correspondientes sanciones penales y 
delimitar el ámbito de estas
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Hay autores como Benítez Ortúzar284, Pérez Ferrer285 o González 
Uriel286 entre otros, que apuestan, y parece ser la posición dominante 
sobre esta cuestión, por una coexistencia de tres bienes jurídicos287 a 
lesionar:

	– Juego limpio o fairplay288, que se centraría en la pureza y lim-
pieza en las competiciones. De igual modo, se considera que 

284	 Benítez Ortúzar, I.F. (2017). «De los delitos contra la integridad deportiva: Acerca 
de la necesidad de un título autónomo aglutinador de las conductas delicti-
vas intrínsecas a la práctica deportiva». En Morillas Cueva, L. (dir.). Respuestas 
Jurídicas al Fraude en el Deporte. Dykinson. Madrid. pp. 44-47. Sobre este tipo, 
el mismo autor apunta a que la redacción del tipo penal obliga a un esfuerzo de 
interpretación que quizás podría haberse evitado, Cfr. Benítez Ortúzar, I.F. (2024). 
«Delitos contra el patrimonio y el orden socioeconómico». En Morillas Cueva, L. 
(dir.). Sistema de Derecho Penal. Parte Especial. Dykinson. Madrid. Pp. 870 y ss.

285	 Pérez Ferrer, F. (2017). «Principales novedades en los delitos de fraude depor-
tivo tras la reforma de la LO 1/2015, de 30 de marzo». En Morillas Cueva, L. (dir.). 
Respuestas Jurídicas al Fraude en el Deporte. Dykinson. Madrid, pp. 69-71.

286	 González Uriel, D. (2018), op. cit.

287	 Morillas Cueva, L. (2017). Respuestas Jurídicas al Fraude en el Deporte. Dykin-
son. Madrid, p. 345.

288	 El fair play podría entenderse no solo como dicho conjunto de valores (justi-
cia, igualdad, honestidad, beneficencia, etc.), sino también como el respeto a 
las reglas del juego (establecidas en los respectivos reglamentos elaborados 
para cada tipo y modalidad de deporte), como el respeto a un acuerdo (tácito o 
expreso, efectuado entre quienes participan en una competición en relación con 
la forma en la que las distintas habilidades van a ser evaluadas, así como res-
pecto de las decisiones respecto de las acciones, comportamientos o tácticas 
permitidas y prohibidas) o, por último, como el respeto por el juego en sí (res-
peto que no se encuentra limitado por el acatamiento meramente formal de las 
reglas o normas previamente establecidas para dicha actividad deportiva, sino 
que abarca también el respeto por el conjunto de prácticas sociales en relación 
con dicha actividad). Al respecto, véase Atienza Macías, E. (2020). Las respues-
tas del Derecho a las nuevas manifestaciones de dopaje en el deporte. Dykinson. 
Madrid, pp. 133-137.
También se posiciona en la regulación del fairplay Cortés Bechiarelli en Cortés 
Bechiarelli, E. (2012). El delito de corrupción deportiva. Tirant lo Blanch, Valen-
cia, p. 16.
Algún autor como Álvarez Vizcaya toma la postura consistente en señalar que 
si bien se reconoce que el tipo penal trata de poner coto a las conductas frau-
dulentas que afectan a la vida económica que surge alrededor de la práctica 
del deporte, la entrada del Derecho Penal en este ámbito podría suponer una 
criminalización de la ética, en los negocios en general y en los negocios rela-
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per se, la lealtad deportiva carece de entidad suficiente para 
ser susceptible de tutela penal. En definitiva, se trata de un 
principio que rige las competiciones deportivas para salvaguar-
dar la integridad en las mismas. Esta postura doctrinal también 
se ampara por la jurisprudencia, en concreto, por la sala de lo 
penal del TS en la relativamente reciente STS 1014/2022, de 13 
de enero de 2023289, FD 55.º.

	– Los intereses económicos, entendiendo en este caso como 
interés tutelado el ámbito socioeconómico del deporte y de 
todos los sujetos que se ven afectados por el mismo. En otras 
palabras, en esta concepción quedarían englobados diversas 
partidas como la esfera patrimonial del propio deportista, la 
esfera de la entidad deportiva favorecida con el resultado obte-
nido de forma fraudulenta, la esfera de terceros apostantes y 
los intereses patrimoniales dimanantes de las retransmisiones 
deportivas y del patrocinio y publicidad deportivos290.

	– La integridad deportiva291 como planteamiento integrador fruto 
de la combinación de los dos anteriores elementos y que abar-
caría tantos los valores sociales como los económicos inheren-
tes al deporte.

Existen otras posiciones doctrinales minoritarias, como Rasillo 
López292 que apunta a que, en este tipo, el interés que se tutela no es la 
pureza de la competición deportiva, sino su protección cuando están 
en juego intereses económicos justificando de este modo su ubica-

cionados con el deporte, diluyéndose la finalidad protectora de bienes jurídicos 
más propios de este ámbito del Derecho. Álvarez Vizcaya, M. (2013). «Fraude en 
el deporte». Eunomia. Revista en Cultura de la Legalidad, núm. 4, pp. 216-225.

289	 STS de 13 de enero de 2023. STS 61/2023 – ECLI: ES: TS: 2023:61.

290	 Benítez Ortúzar, I.F, (2017). op. cit, pp. 44-47.

291	 Gili Pascual, A. (2012). «La tipificación penal del fraude en competiciones 
deportivas. Problemas técnicos y aplicativos». Revista de Derecho Penal y Cri-
minología, núm. 8, pp. 40, 41, 56 nota 69 y 70.

292	 Rasillo López, P. (2016). «Los delitos de corrupción tras la reforma del Código 
Penal por LO 1/2015 (LA LEY 4993/2015)». www.elderecho.com, 14 de noviem-
bre de 2016, disponible en https://elderecho.com/los-delitos-de-corrupcion-
tras-la-reforma-del-codigo-penal-por-lo-12015.
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ción en el CP o como Santana Vega293 que defiende, coincidiendo con 
la postura doctrinal mayoritaria, un carácter pluriofensivo de la con-
ducta, pero entendiendo esta y diferenciándose de este modo, en que 
lo que se protege es el correcto funcionamiento de la libre competi-
ción deportiva y en segunda instancia la probidad de las apuestas que 
se realizan por cualquier medio en relación con los resultados de las 
competiciones deportivas.

Pues bien, coincidiendo con lo expuesto sobre la coexistencia de 
varios bienes jurídicos se continúa apuntando a que el art. 286 bis del 
CP prevé y castiga el delito de corrupción entre particulares confi-
gurando dos modalidades delictivas; de un lado, la corrupción activa 
(prometer, ofrecer o conceder un beneficio o ventaja) y de otro, la 
corrupción pasiva (el que por sí o persona interpuesta reciba, solicite 
o acepte un beneficio o ventaja).

Por su parte, el apartado 4.º del mismo precepto, es decir, la ver-
tiente deportiva del tipo, remite a las conductas típicas de sus dos 
apartados anteriores, adaptándolas al marco deportivo y sus particu-
laridades.

Esta remisión plantea ciertas dificultades en términos de seguri-
dad jurídica y de taxatividad en el Derecho Penal294 y del mismo modo 
genera cierta incertidumbre en cuanto a la delimitación de la con-
ducta típica debido a la gran amplitud de esta.

Como se puede observar del tenor literal del precepto, se contem-
plan dos vertientes del tipo, una que implica una pasividad y otra que 
implica una actividad295.

En cuanto a la primera, es decir, la modalidad pasiva del tipo es a 
la que refiere el art. 286 bis. 1 del CP, pues recoge acciones nucleares 
específica como: «recibir, solicitar o aceptar». Por ende, se trata de 
un delito de mera actividad. En esta modalidad, el comisor con tales 

293	 Referencia realizada en González Uriel, D. (2018). op cit, p. 11: Santana Vega, D. 
(2015). En Corcoy Bidasolo, M. y Mir Puig, S. (dirs.), Vera Sánchez, J.S. (coord.). 
Comentarios al Código Penal. Reforma LO 1/2015 (LA LEY 4993/2015) y LO 
2/2015 (LA LEY 4994/2015). Tirant lo Blanch. Valencia, p. 1006.

294	 Gili Pascual, A. (2012). op. cit, pp. 17 y ss.

295	 Morillas Cueva, L. (2017), op. cit, pp. 76 y 77.
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comportamientos busca manipular o alterar de forma fraudulenta el 
resultado de una competición deportiva concreta296.

En cuanto a la segunda, es decir, la modalidad activa del tipo 
recoge acciones nucleares como: «prometer, ofrecer o conceder», 
se consuma sin necesidad de influir en el resultado de la competición 
deportiva en cuestión. Por ello, si no es necesaria la consecución de 
un resultado en concreto, debe excluirse de la comisión la modalidad 
de omisión pues necesariamente ha de haber una actividad voluntaria 
concreta para perpetrar el tipo.

3.4.3. Sujetos del delito

En cuanto a la autoría del tipo, de la literalidad del precepto no puede 
deducirse con claridad si el delito de corrupción deportiva puede ser 
cometido por persona distinta a las mencionadas o si, por el contrario, 
se trata de un delito especial propio del que solo pueden responder en 
concepto de autor los directivos, administradores, empleados o cola-
boradores de una entidad deportiva, cualquiera que sea la forma jurí-
dica de ésta, así como a los deportistas, árbitros o jueces.

Para algunos autores como Domingo Monforte y Peñalosa Torné, esta 
remisión dificulta la interpretación del tipo y en concreto, la determina-
ción de los sujetos activos. A su vez, apuntan a que se pone en riesgo el 
principio de legalidad penal y se mantiene con la posterior reforma del 
CP que ha modificado dicho precepto sin cambiar sustancialmente su 
contenido y añadiendo ciertos detalles a la conducta típica pese a la 
amplitud de la misma y la inseguridad jurídica que ello implica297.

Es por esto por lo que dicha indeterminación de los sujetos activos 
desemboca en ciertos problemas prácticos de autoría. No obstante, 
se considera que «de una interpretación sistemática y teleológica del 
tipo, de acuerdo con la estructura típica del delito de corrupción pri-
vada, se deduce que el delito de corrupción activa en el deporte no 
exige que el autor sea uno de los mencionados toda vez que el 286. 
bis 4 remite respectivamente a su párrafo primero y segundo, y confi-

296	 Foffani, L. (2006). «La "corrupción privada"». En Arroyo Zapatero, L. y Nieto 
Martín, A. (Dirs.). Fraude y corrupción en el Derecho Penal económico europeo: 
eurodelitos de corrupción y fraude. Universidad de Castilla la Mancha, p. 382.

297	 Domingo Monforte, J. y Peñalosa Torné, C. (2019). El delito de corrupción 
deportiva. Iusport. https://iusport.com/archive/89455/el-delito-de-corrup-
cion-deportiva.
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gurado el segundo como un delito de corrupción activa no exige una 
determinada condición del sujeto activo ("quien")»298.

Si se entiende del modo referido la autoría del tipo y se analiza un 
supuesto fáctico, por ejemplo, un apostador que promete a uno o 
varios jugadores de un equipo de fútbol una cierta cantidad econó-
mica a cambio de dejarse vencer en un partido para con ello ganar una 
apuesta deportiva, respondería en concepto de autor de un delito de 
corrupción deportiva activa.

También se debe destacar que el legislador ha establecido una diferen-
cia entre aquellos sujetos activos que se encuentran ligados a una enti-
dad deportiva como los directivos, administradores, empleados y colabo-
radores y los que no, es decir, de los deportistas, árbitros y jueces.

En otras palabras, el tipo penal referente a la corrupción deportiva se 
separa algo de las modalidades de los primeros párrafos del art. 286 del 
CP. Además de reproducir los mismos sujetos activos añade otros, en 
concreto, se añaden las figuras de deportistas, árbitros o jueces que, en 
esencia, son quienes acuden físicamente para la práctica de las moda-
lidades deportivas profesionales y tienen la posibilidad material de alte-
rar la competición con sus acciones, omisiones y decisiones299.

En cuanto a los administradores, y ahondando aún más en estas 
interrogantes interpretativas, se debe poner de relieve que cuando el 
legislador refiere a administradores, no distingue entre los de derecho 
y los de hecho y no solo en cuanto a la idoneidad como sujeto activo 
sino relacionado también con la responsabilidad penal de las perso-
nas jurídicas ex art. 28 CP.

Los administradores tal y como concluye Cortés Bechiarelli300 son 
los miembros del Consejo de Administración de la sociedad.

En cuanto a los directivos hay que estar a la Decisión Marco 
2003/568301. Este concepto lo conforman quienes ejercen funciones 
directivas aplicado en este tipo a los clubes deportivos.

298	 Domingo Monforte, J y Peñalosa Torné, C. (2019). op. cit. 

299	 Cortés Bechiarelli, E. (2012). op. cit, pp. 86 y 87.

300	 Cortés Bechiarelli, E. (2012). op. cit, pp. 90 a 96.

301	 Se debe precisar que en tal Directiva se aprecia la consideración del concepto 
para los delitos de corrupción privada y no se pensó en una variante deportiva 
para su redacción.
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En definitiva, lo que se les atribuye a los sujetos activos del delito de 
corrupción deportiva es su capacidad material para alterar de forma 
deliberada y de forma fraudulenta el resultado de un partido, prueba o 
encuentro deportivo profesional en general302.

En cuanto al sujeto pasivo del tipo, cabe resaltar que la cláusula 
«quien por sí o por persona interpuesta» ya se ha pronunciado el TS 
en sentencia de 28 de marzo de 2001303 en la que consideró que la 
participación de la persona interpuesta es una forma de cooperación 
necesaria en el delito de cohecho304.

3.4.4. Objeto material

Existe en este caso una dualidad de conceptos, beneficio o ventaja 
y se considera acertada la interpretación de que han de entenderse de 
forma similar305 y del mismo modo, se considera acertado el posicio-
namiento doctrinal que sostiene tomar como referencia para este tipo 
lo dispuesto para el delito de corrupción entre particulares306.

La esencia del objeto en este tipo es que el beneficio o ventaja se plan-
teen como posibles y como eficaces para comprometer el bien jurídico. 
La expectativa de conseguir el beneficio o ventaja debe ser el interés.

La lesividad material se articula cuando el infractor o cualquier ter-
cero queden en una situación mejor que la que tenían de forma previa 
a la comisión de la infracción, es decir, que vea una mejora respecto a 
la posición que ostentaba anteriormente307.

302	 Cortés Bechiarelli, E. (2012). op. cit, p. 89.

303	 FJ 5.º y 6.º de la STS de 28 de marzo de 2001. STS 2582/2001 - 
ECLI:ES:TS:2001:2582.

304	 Esto también ha sido considerado por la doctrina. Cfr. Olaizola Nogales, I. 
(1999). El delito de cohecho. Tirant lo Blanch. Valencia, p. 20. 

305	 Bacigalupo Saggese, E. (2011). Compliance y Derecho Penal. Aranzadi. Navarra, 
p. 145.

306	 Sánchez Bernal, J. (2018), op. cit, p. 120.

307	 Pérez Ferrer, F. (2012). «El delito de corrupción entre particulares en el Código 
Penal español tras la reforma de la Ley Orgánica 5/2010 de 22 de junio. La nueva 
regulación de la corrupción». Cuadernos Digitales de Formación, núm. 1. Madrid. 
Consejo General del Poder Judicial, pp. 17 y 18.
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De este modo, quedan excluidos aquellos sobornos que sean mate-
rialmente imposibles o inviables y no llegan a integrar el tipo penal por 
su insignificancia308.

En lo que refiere a la expresión y al carácter «no justificado» del 
beneficio o de la ventaja, debe entender como indebido, es decir, 
aquella para la que la persona no tiene ni el deber ni el derecho ni la 
facultad de recibirla309.

3.4.5. Acción típica

En cuanto a la eficacia del grupo de acciones típicas del tipo que-
dan supeditadas a la presencia del elemento del ofrecimiento o de la 
aceptación a cargo de los actores del delito310.

Ahora bien, estas acciones típicas no se contienen expresamente 
en el precepto en sí, es decir, en el propio art. 286 bis.4 del CP, sino 
que remite a ellas por derivación o remisión a los primeros párrafos del 
precepto con la cláusula «lo dispuesto en este artículo será aplicable, 
en sus respectivos casos…». Por ello, la corrupción deportiva tipifica 
conductas tanto de corrupción activa como de corrupción pasiva311.

Por un lado, en cuanto a la forma activa del tipo se observan con-
ductas típicas tales como ofrecer, prometer o conceder un beneficio 
no justificado mientras que, por otro lado, en cuanto a la forma pasiva 
se consuma con acciones como recibir, solicitar o aceptar dicho 
incentivo indebido312, es decir, el fraude deportivo no presenta parti-

308	 Cortés Bechiarelli, E. (2012). «La llamada corrupción entre particulares». En 
Juanes Peces, A. (dir.), Alba Figuero, M.C. (coord.). Reforma del Código Penal. 
Perspectiva económica tras la entrada en vigor de la Ley Orgánica 5/2010 de 11 
de junio. Situación Jurídico-Penal del empresario. El Derecho. Madrid, p. 235.

309	 Faraldo-Cabana, P. (2002). «Hacia un delito de corrupción el sector privado. 
Estudios Penales y Criminológicos, vol. XXIII (2001-2002)». Cursos e Congresos, 
núm. 135, Servizo de Publicacións da Universidade de Santiago de Compostela, 
p. 77.

310	 Cortés Bechiarelli, E. (2012). op. cit, p. 116.

311	 Martínez-Buján Pérez, C. (2011). Derecho Penal Económico y de la Empresa. 
Parte especial. Tirant lo Blanch. 3.ª ed. Valencia, p. 316.

312	 Castro Moreno, A. (2010). «El nuevo delito de corrupción en el deporte». Revista 
Jurídica de Derecho de Deporte y Entretenimiento, núm. 28, p. 25.
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cularidad alguna en cuanto a las acciones en la corrupción entre par-
ticulares313.

Por tanto, de igual manera que el delito de corrupción entre parti-
culares, el de corrupción deportiva se trata de un delito de mera acti-
vidad314, es decir, se consuma con la simple realización de alguno de 
los verbos típicos que se recogen en el precepto, de peligro en abs-
tracto315.

Del mismo modo también, al no exigirse un resultado concreto no 
puede determinarse la posibilidad de comisión por omisión316.

Por un lado, debe de analizarse el fraude activo y sus modalidades 
de comisión que se activan con los verbos nucleares prometer, ofrecer 
y conceder.

Dentro de esta versión activa del tipo, la primera modalidad de 
comisión es la promesa. En esencia, se promete a la persona que 
obliga a recompensar de cualquier modo a alguno de los sujetos que 
el precepto recoge expresamente por la realización de una acción u 
omisión útil para predeterminar o alterar el resultado de una prueba o 
competición deportiva, en otras palabras y con un afán de simplifica-
ción, consiste en contraer un compromiso para estimular el logro de 
tales fines317.

Parte de la crítica doctrinal respecto a esta cuestión es que no se 
considera como acción típica autónoma y que, de facto, se agrava si se 
entiende cometido el delito a través de esta modalidad a pesar de que 
el particular no pretenda cumplir la promesa o el sujeto que acepta la 
misma es consciente de que no va a satisfacer su parte del acuerdo 
bien sea porque no quiera o bien sea porque no pueda. Así se ha dado 
en los delitos de cohecho en lo que es suficiente con la evidencia del 

313	 Cfr. Cortés Bechiarelli. E. (2012). La llamada corrupción entre particulares. op. 
cit, p. 241.

314	 Caruso Fontán, M.V. (2009). op. cit, p. 171.

315	 Muñoz Ruiz, J. (2010). «El nuevo delito de corrupción en el deporte». Revista 
Andaluza de Derecho del deporte, núm. 9. p. 48.

316	 Sánchez Bernal, J, (2018), op. cit, p. 119 y Cortés Bechiarelli, E. (2012). op. cit, pp. 
142 y ss.

317	 Faraldo-Cabana, P. (2002). op. cit, p. 88.
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acuerdo de voluntades sin que se precise ni el cumplimiento del acto 
ni la materialización efectiva de la promesa318.

Sobre este aspecto y este mismo sentido se pronuncia el TS al 
considerar que: «cualquiera que sea la posición doctrinal que pueda 
adoptarse en el ámbito teórico sobre la condición unilateral o bilateral 
que debiera adoptar el delito de cohecho, es lo cierto que en nues-
tro ordenamiento penal positivo el delito de cohecho es, al menos, en 
determinados casos, un delito unilateral que se consuma por la mera 
solicitud u ofrecimiento de la dádiva»319.

Si bien es cierto que hay consenso en entender como válidas a los 
efectos de este tipo penal aquellas promesas con un mínimo de con-
sistencia y verosimilitud320.

Como segundo modo de comisión del tipo se está ante el ofreci-
miento. En este caso, la dádiva se hace posible materialmente o cier-
tamente aprehensible con facilidad para quien recibe la solicitud de 
pacto. En esencia, la diferencia con la promesa se halla en que en el 
ofrecimiento la posibilidad de enriquecimiento que tiene el sobor-
nado es inmediata, mientras que en la promesa queda diferida en el 
tiempo321. Aplicando esto al delito de corrupción deportiva tiene sen-
tido una vez que el deportista accede a realizar lo solicitado. Ahí ya 
existe una justificación en la intervención del Derecho Penal en cuanto 
que existe una situación de riesgo concreto y no solo de riesgo abs-
tracto.

En cuanto a la tercera forma de comisión activa se está ante la con-
cesión, de la que se debe destacar que si la solicitud de alguno de los 
sujetos especiales referidos en el tipo se produce una vez finalizado el 
encuentro no cabe la imposición de una sanción penal porque existe 
una falta de lesividad práctica y porque en tal caso, se podría pena-
lizar la falta de diligencia o pericia del deportista o árbitro. El factor 
determinante en estos casos es el acuerdo previo y ante su ausencia 

318	 Valeije Álvarez, I. (1996). El tratamiento penal de la corrupción del funcionario: 
el delito de cohecho. Editoriales de Derecho Reunidas (EDERSA). Madrid, p. 124.

319	 FJ 4.º de la STS de 7 de noviembre de 2001, STS 8687/2001 - ECLI:ES:TS:2001:8687 
y FJ 4.º de la STS de 12 de junio de 2002, STS 4287/2002 - ECLI:ES:TS:2002:4287.

320	 Valeije Álvarez, I. (1996), op. cit, p. 126; Cortés Bechiarelli, E. (2012). op. cit, p. 124.

321	 Cortés Bechiarelli, E. (2012). op. cit, pp. 125.
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si existe una concesión directa por parte de, por ejemplo, algún diri-
gente, no cabría hablar de fraude deportivo alguno322.

Se prosigue con la modalidad de comisión del fraude pasivo que, 
igualmente, se manifiesta con tres acciones: recibir, solicitar o acep-
tar que, en cierta medida, pueden entenderse como la contrapartida 
de las acciones activas del tipo. En este mismo sentido debe indicarse 
que no parece existir por parte del legislador una intención de corres-
pondencia entre las acciones activas y las pasivas en el tipo.

Cabe destacar que la pena prevista en el tipo es igual para todas 
las acciones típicas en él recogidas y corresponde a los tribunales de 
forma exclusiva, por supuesto y de forma consecuente, ese ejercicio 
de ponderación penal.

En cuanto a la primera modalidad de comisión pasiva, es decir, la 
recepción, existen interpretaciones diferentes de entre las que cabe 
destacar la de Olaizola Nogales, que, apuesta por una interpretación 
en sentido estricto, es decir, que cuando se recibe el sujeto actúa 
como dueño del bien323 o la de Valeije Álvarez que estima necesaria la 
existencia de un acto de apoderamiento324. Esta consideración tiene 
su relevancia puesto que de entenderse en tal sentido la modalidad 
delictiva, se vería reducida en cuanto a su ámbito de aplicación a 
aquellos supuestos en los que el objeto material del delito es apre-
hensible como, por ejemplo, el dinero metálico. El hecho de que estas 
autoras apunten a la necesidad de una traditio325 es que, si algo no se 
puede proporcionar de forma inmediata, por extensión no se puede 
recibir, sino que meramente se promete.

En cuanto a la segunda modalidad, es decir, la de solicitar, debe 
destacarse en primera instancia que es la única modalidad en la 
que se atribuye a los sujetos del tipo la iniciativa del pacto de tal 

322	 Cortés Bechiarelli, E. (2012). op. cit, p. 129.

323	 Olaizola Nogales, I. (1999). op. cit, p. 255.

324	 Valeije Álvarez, I. (1996), op. cit, p. 126.

325	 Se considera una transmisión de la propiedad de una cosa mediante entrega 
de la misma del tradens (transmitente) al accipiens (adquirente), contando con 
la recíproca voluntad de ambos de transmitirla y adquirirla, en base a una justa 
causa que demuestra ante el derecho la legitimidad de dicha transmisión. Infor-
mación obtenida en: https://www.ineaf.es/glosario-juridico/traditio. Última 
consulta 03/12/2024.
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forma que son quienes demandan aquella dádiva para realizar 
alguna de las acciones descritos en el precepto. En este sentido y 
de igual forma que con las modalidades de comisión anteriores, la 
mera incitación constituye una forma perfecta del delito siempre 
que, por supuesto, esa solicitud llegue al conocimiento de aquella 
persona que ha de satisfacerla326. En caso de que no se llegase a 
tal conocimiento, para algunos autores la conducta se vería degra-
dada a una tentativa327.

En cuanto a la tercera y última modalidad de la comisión de este 
tipo en lo referente a su modalidad pasiva, está la aceptación. Es rele-
vante destacar en esta acción que se acepta lo que no se puede recibir 
en el momento en el que se realizada el pacto o acuerdo por lo que, el 
promitente difiere el cumplimiento de la contrapartida por el soborno 
en cuestión328.

Por supuesto, aunque no se tiene la finalidad de hacer un análisis 
procesal de la cuestión, se deja apuntado que, indudablemente estas 
modalidades de comisión presentan serias dificultades probatorias 
en un procedimiento judicial y será esencial determinar si la ventaja 
que se ofrece es idónea para el compromiso del bien jurídico por el 
delito de corrupción deportiva.

Se debe determinar en tal procedimiento la relación causa-efecto 
con el fin reflejado en el art. 286 bis párrafo cuarto y, por ende, la exis-
tencia de la promesa y su ulterior aceptación329.

En cuanto a la parte del art. 286 bis 4 que versa sobre: «respecto 
de aquellas conductas que tengan por finalidad predeterminar o alte-
rar de manera deliberada y fraudulenta el resultado de una prueba, 
encuentro o competición deportiva de especial relevancia económica 
o deportiva» se deben hacer varias apreciaciones.

326	 Cortés Bechiarelli, E. (2012). op. cit, p. 136.

327	 Valeije Álvarez, I. (1996), op. cit, p. 98.

328	 Faraldo-Cabana, P. (2002). op. cit, p. 88 y Olaizola Nogales, I. (1999). op. cit,  
pp. 257 y 258.

329	 Se recomienda en este sentido para una mayor profundidad procedimental la 
lectura de Cortés Bechiarelli, E. (2012). op. cit, pp. 139-142.
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Hay consenso en el momento temporal al entender que el precepto 
castiga todo el espectro temporal, tanto el previo como el coetáneo330 
o posterior a la disputa deportiva en cuestión331.

Si bien es cierto que pese a que la finalidad apunta a ser la misma y 
debe realizarse de un modo deliberado y fraudulento y hay consenso 
en cuanto a que el tipo cubre todo el espectro temporal, hay algunos 
autores que apuntan a ciertas matizaciones que diferencian la prede-
terminación en cuanto a la existencia de un plan concreto y detallado 
de manipular el resultado de un evento deportivo y la alteración que 
engloba una finalidad más genérica332.

En cuanto a los adjetivos «deliberada» se considera acertado inter-
pretar que se debe conectar con el tipo doloso333 y que ha de probarse 
el impulso criminal de la conducta334, mientras que «fraudulenta» 
relaciona las conductas típicas con la concurrencia de un engaño en 
la predeterminación/alteración del resultado deportivo335.

También es cierto que hay ciertos autores que consideran como 
semejantes dichos términos puesto que todo amaño deliberado debe 
ser entendido, siempre, como fraudulento336.

330	 Ibars Velasco, D. (2015). «Corrupción en el deporte». En Quintero Olivares, G. 
(dir.) Comentario a la reforma penal de 2015. Aranzadi. Navarra, p. 582.

331	 Martínez-Buján Pérez, C. (2011), op. cit, p. 316.

332	 Morales Prats, F. (2012). Artículo 286 bis 4, op. cit, p. 422.

333	 Sánchez Melgar, J. (2009). «La corrupción en el sector privado». Revista Xurí-
dica Galega, núm. 3, p. 34.

334	 Para Morales Prats, el hecho de que la conducta se rija por la finalidad de adul-
teración intencionada ayuda aportando componentes de filtrado. Morales 
Prats, F y Morón Lerma, E. (2012). «Capítulo 5. Corrupción entre particula-
res (comentarios al art. 286 bis del CP)». La Corrupción a Examen. Aranzadi. 
Navarra, p. 133.

335	 Sánchez Melgar, J. (2009). op. cit, p. 34.

336	 Castro Moreno, A. (2011). «Capítulo 22. Corrupción entre particulares». En Ortiz 
de Urbina Gimeno, I. (coord.). Memento Práctico Francis Lefevbre. Penal Econó-
mico y de la Empresa. Francis Lefevbre, Madrid, p. 630 o Castro Moreno, A. 
(2016). «Capítulo 23. Corrupción en los negocios. Sección 2. Deporte». En Oli-
va-Ayala Abogados. Memento Práctico Francis Lefevbre. Penal Económico y de 
la Empresa. Francis Lefevbre. Madrid, p. 667.
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3.4.6. Tipo subjetivo

El delito de corrupción deportiva se concibe como un tipo de comi-
sión exclusivamente dolosa, no siendo posible su comisión de forma 
imprudente al no estar contemplado o recogido, expresamente, en el 
art. 12 del CP.

Así se posiciona mayoritariamente la doctrina337 y se está plena-
mente de acuerdo en que, la corrupción deportiva como tipología 
delictiva en sí misma, exige del conocimiento y voluntad enfocados a 
la comisión del tipo338.

De facto, el hecho de que este tipo se construya como un delito de 
mera actividad supone que la finalidad de adulterar el resultado de una 
competición o evento deportivo en específico es una simple intencio-
nalidad subjetiva que dirige la conducta de las partes intervinientes 
en el acuerdo corrupto no siendo necesaria para su consumación, por 
tanto, la efectiva incidencia en el resultado deportivo339.

337	 Benítez Ortúzar, L.F. (2011). El delito de «fraudes deportivos». Aspectos crimi-
nológicos, político-criminales y dogmáticos del artículo 286 bis.4 del Código 
Penal. Dykinson. Madrid, p. 174; Ventas Sastre, R. (2011). «El nuevo delito de 
fraude en las competiciones deportivas profesionales». Revista Aranzadi de 
Derecho de Deporte y Entretenimiento, núm. 31, pp. 83 y ss. o Martín Yeste, C. 
(2015). El delito fraude deportivo tras la reforma penal de 2015. Iusport.

338	 Cabe hacer un breve inciso sobre la penalidad de este tipo dado que se viene 
indicando en el presente apartado que el precepto 286 bis. 4 del CP genera bas-
tantes incógnitas o interrogantes interpretativos en cuanto a su literalidad.
Pues bien, en el caso de la penalidad del tipo no es así y parece que hay consenso 
en cuanto a que la pena prevista para dicho tipo es la misma que se expresa en el 
primer párrafo del art. 286 bis, es decir, se extienden, las consecuencias jurídi-
cas de la corrupción a los sujetos activos del tipo de fraude deportivo y, por con-
siguiente, se les aplica de forma cumulativa las penas de prisión de seis meses 
a cuatro años, inhabilitación especial para el ejercicio de industria o comercio 
por tiempo de uno a seis años y multa del tanto al triplo del valor del beneficio o 
ventaja. Cfr. En este sentido, Bañeres Santos, F. (2010). «La corrupción entre pri-
vados (art. 286 bis, 287 y 288)». En Quintero Olivares, G. (dir.) La reforma Penal 
de 2010: análisis y comentarios. Navarra. Aranzadi, p. 250; Anarte Borrallo, E. 
(2016). «Los delitos de corrupción en los negocios tras la reforma penal de 2015: 
bases político-criminales y técnico-jurídicas». Revista Jueces para la Democra-
cia. Información y debate, núm. 87.

339	 Cortés Bechiarelli, E. (2012), op. cit. p. 161.
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Merece la pena destacar que existe debate doctrinal en cuanto al 
encaje de la manipulación del resultado pues, por un lado, ciertos 
autores defienden que esta «finalidad» debe considerarse como un 
elemento subjetivo del tipo y que esta expresión ha de entenderse 
como una finalidad específica requerida por el delito de corrupción en 
el deporte340 y, por ello le atribuyen el carácter de elemento subjetivo 
del injusto, cuya verificación cumulativa al propio dolo es necesaria 
para la consumación del delito341.

Por otro lado, cierta parte de la doctrina considera que dicha finali-
dad de manipular el resultado no ha de entenderse como un elemento 
subjetivo del injusto y que se ha de verificar de forma exclusiva en el 
ánimo del autor, sino que se trata de un elemento que se predica en 
la propia conducta, es decir, se debe exigir que el soborno esté orien-
tado objetivamente a conseguir el resultado pretendido o posea apti-
tud objetiva para ello342.

Pese a estas diferencias en cuanto al posicionamiento, ambas ver-
tientes confluyen en que no es necesario que el resultado llegue a alte-
rarse puesto que, por el carácter de delito de mera actividad, dicha fina-
lidad de adulterar el resultado es únicamente la finalidad rectora de la 
conducta del sujeto y consecuentemente, resultará igualmente delic-
tivo aquel supuesto en el que un sujeto reciba un beneficio o ventaja 
para adulterar un resultado de una competición deportiva y dicho resul-
tado se produzca con independencia de la intervención del corrupto343.

Asimismo, se pone de relieve que tampoco es factible apreciar for-
mas de comisión por omisión en este tipo por diversos motivos como 

340	 Vicente Martínez, R. (2010). «Fraude y corrupción en el deporte profesional». En 
Millán Garrido, A. (coord.). La reforma del régimen jurídico del deporte profe-
sional. Reus. Madrid, p. 382; Morales Prats, F. (2012). «Artículo 286 bis 4». En 
Quintero Olivares, G. (dir.), Morales Prats, F. (coord.). Comentarios al Código 
Penal Español, tomo II (Artículos 234 a DF. 7.ª). Aranzadi. 7.ª ed. Navarra, p. 422.

341	 Sánchez Bernal, J, (2018), op. cit, p. 124.

342	 Martínez-Buján Pérez, C. (2010). «El nuevo delito de corrupción entre particu-
lares (Art. 286 bis)». En Vives Antón, T.S; Orts Berenguer, E; Carbonell Mateu, 
J.C; González Cussac, J.L. y Martínez-Buján Pérez, C. Derecho Penal. Parte 
especial, 3.ª ed. Tirant lo Blanch. Valencia., pp. 512 y ss.

343	 Sánchez Bernal, J, (2018). op. cit, p. 124; Mendoza Buergo, B. (2011). «Sección 17. 
Corrupción entre particulares». Memento Práctico Francis Lefevbre. Penal 2011. 
Lefevbre. Madrid, p. 1101 o Ibars Velasco, D. (2015). op. cit, p. 582.
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la naturaleza inmaterial del bien jurídico protegido porque se trata de 
una figura de peligro abstracto y de mera actividad que no exige el 
resultado al que se hace referencia en el art. 11 del CP344.

3.4.7. Delito de corrupción deportiva en los deportes 
electrónicos

Los delitos de corrupción en los negocios suelen aparecer allá donde 
se manejan o se distribuyen cantidades ingentes de dinero345. Al igual 
que sucede con los deportes de corte tradicional346, los deportes elec-
trónicos, por su gran repercusión social y por su elevado impacto eco-
nómico como negocio, también experimentan una proliferación de 
amaños de partidos o la aparición de delincuencia organizada entorno 
a las apuestas deportivas sobre ellos347.

Existen en la actualidad registros de diversos casos que ponen de 
manifiesto este tipo de casuística como el amaño del partido de Coun-
ter Strike en 2014 entre los equipos de eSports profesionales de IBU-
YPOWER y NetcodeGuides en el que los jugadores implicados obtuvie-
ron un beneficio de diez mil dólares a través de sus propias apuestas o 
el caso del arresto de dos jugadores y del entrenador del equipo surco-
reano Prime en 2015 puesto que se descubrió que aceptaron cantida-
des que oscilaban entre los cuatro mil hasta los quince mil euros por 
dejarse ganar en las disputas al videojuego Starcraft en la Proleague348.

Una vez se ha analizado con profundidad el tipo y siendo plena-
mente consciente de la realidad de los deportes electrónicos en nues-
tro país, cabe preguntarse si este tipo en concreto, el delito de corrup-
ción deportiva debe aplicarse no solo a los deportes tradicionales sino 
también a los delitos electrónicos.

344	 Cortés Bechiarelli, E. (2012). op. cit, p. 142.

345	 Monroy Antón, A.J. (2010). «El nuevo Código Penal, contra los corruptos en el 
deporte». Diario La Ley, núm. 7534, p. 3.

346	 En este sentido, Cfr. Gimeno Beviá, J. (2016). «Problemas actuales de la corrup-
ción en el fútbol: aspectos penales y procesales». Revista Aranzadi Doctrinal, 
núm. 5, pp. 225 a 244

347	 Méndez Gallo, D. (2024). op. cit. 

348	 Bishop, S. (2016). Amaños, doping y apuestas, el lado oscuro de los eSports. 
Gamereactor. https://www.gamereactor.es/amanos-doping-y-apuestas-el-la-
do-oscuro-de-los-esports/.
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Pese a lo anteriormente indicado, es decir, pese a que la evidencia lleva 
a que este tipo penal no ha de aplicarse en rigurosa literalidad a los depor-
tes electrónicos, se considera que estos deberían quedar englobados 
en tal precepto por sus particulares características y similitudes con los 
deportes tradicionales puesto que se estima que el CP no es suficiente-
mente exhaustivo y concreto para dar una respuesta efectiva a la realidad 
jurídica a la que se enfrenta el sector de los deportes electrónicos.

Es interesante traer a colación lo dispuesto en la exposición de 
motivos nuevamente de la LD: «El deporte se erige hoy en día no solo 
como una actividad humana enormemente enriquecedora y genera-
dora de bienestar personal; también constituye un importante instru-
mento de cohesión social, un eficaz vehículo para la transmisión de 
valores y un sólido elemento de impulso económico»; «Por otro lado, 
no es posible obviar el fenómeno del deporte practicado al margen 
de la actividad federativa en la nueva ley. Por ello, se hace necesario 
que la actividad deportiva no auspiciada por las federaciones deporti-
vas y las ligas profesionales se ejercite en un marco de garantías para 
las personas participantes, siempre que estas actividades superen el 
ámbito autonómico, respetando el reparto competencial. Su desarro-
llo se alcanzará en vía reglamentaria».

Estas manifestaciones o declaración de intenciones de la vigente 
norma dan amparo al ecosistema de los eSports pues la definición de 
estos aportada al principio del presente trabajo queda perfectamente 
subsumida en las contemplaciones realizadas en dicha exposición de 
motivos.

Además de ello, la propia exposición de motivos refleja que: «Esta 
ley constituye la primera reforma (R1) del Componente 26, relativo al 
"Fomento del Sector Deporte", del Plan de Recuperación, Transfor-
mación y Resiliencia del Estado, cuyo objetivo principal es el fomento 
del sector del deporte con la dinamización, reestructuración y moder-
nización del sector adaptándolo a la nueva realidad socioeconómica 
surgida tras la pandemia mundial de la COVID-19».

Como también se ha expuesto con la debida profundidad en este 
trabajo los deportes electrónicos tuvieron un gran auge sobre todo 
durante la pandemia del COVID-19349 y han supuesto una nueva forma 
de actividad y entretenimiento equiparable a otros deportes tradi-
cionales manifestando de forma clara e inequívoca una necesaria 

349	 Sobre los eSports y la pandemia del COVID-19, véase Martín Fernández, A. M. 
(2021). op. cit, pp. 628 y 629.
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modernización del sistema deportivo tradicional y su necesidad de 
adaptarse a nuevas realidades sociales y económicas.

Por supuesto, el sector de los deportes electrónicos no es ajeno y 
desconocedor de esta situación y de la gravedad de tales casos. De 
hecho, para combatir este tipo de crímenes se creó la ya referida ESIC.

Esta Comisión de Integridad de los Deportes Electrónicos es una 
asociación de miembros sin fines de lucro, con sede en Reino Unido, 
establecida en 2015 por partes interesadas en los deportes electró-
nicos para abordar cuestiones de interés común con la premisa de 
asumir la responsabilidad de prevenir, investigar y enjuiciar interrup-
ciones de todas las formas de trampa en los deportes electrónicos, 
incluidas, entre otras, la manipulación de partidos y el dopaje350.

La ESIC se encarga de aplicar diversas normativas, pero para lo 
que atañe a estos casos, aplica lo dispuesto en su Código Anticorrup-
ción351. En él se diferencia de forma clara aquellos casos de corrup-
ción, art. 2.1 del Código Anticorrupción352, de aquellos que constituyen 
apuestas no permitidas, art. 2.2 de tal texto353, y que, de igual forma, 
se sancionan de forma diferente tal y como se puede apreciar en el art. 

350	 Información obtenida en https://esic.gg/about/: Última consulta: 13/10/2024.

351	 Información disponible en: https://esic.gg/codes/anti-corruption-code/. Última 
consulta: 13/10/2024.

352	 2.1.1 Arreglar o idear de cualquier manera o influenciar de manera indebida, o ser 
parte de cualquier acuerdo o esfuerzo para arreglar o idear de cualquier manera 
o influenciar de manera indebida, el resultado, progreso, conducta o cualquier 
otro aspecto de cualquier Partido, incluyendo (sin limitación) tener un desem-
peño deliberadamente inferior al esperado.

353	 2.2.1 Realizar, aceptar, poner o de otro modo entrar en cualquier Apuesta con 
cualquier otra parte (ya sea un individuo, una empresa o de otro tipo e inclu-
yendo cualquier juego de fantasía diario en cualquier jurisdicción donde dichos 
juegos estén regulados por una autoridad de juego o se consideren «apuestas» 
en un sentido legal o reglamentario e incluyendo apuestas «dentro del juego» 
con elementos del juego (por ejemplo, aspectos, etc. que tienen valor real)) en 
relación con el resultado, el progreso, la conducta o cualquier otro aspecto de 
cualquier Partido o Evento en el Juego en el que el Participante juega profe-
sionalmente o está involucrado en cualquier otra capacidad, como gerente, 
entrenador, agente, etc. Cualquier Participante que tenga una participación sig-
nificativa (a entera discreción del Comisionado de Integridad) en una serie de 
Juegos (como un propietario de equipo u otro funcionario del equipo) no puede 
colocar o de otro modo entrar en ninguna apuesta en ninguno de los Juegos en 
los que él/ella está involucrado.
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6 de dicha normativa. En el caso de la corrupción la sanción puede ser 
inelegibilidad de un mínimo de dos años hasta un máximo de «de por 
vida» y en el caso de las apuestas solo varía el límite superior que va 
hasta los dos años.

La normativa recogida por la ESIC es muy completa y muy detallada 
recogiendo el procedimiento completo, desde normas de prueba y 
evidencias, investigaciones, etc.

En España se ha adaptado esta normativa al Código de Anticorrup-
ción de la LVP que, en esencia se limita a reproducir de forma íntegra 
el contenido del Código Anticorrupción de la ESIC.

Para hacer frente a las apuestas ilegales la ESIC ha optado por intro-
ducir como medida, la aplicación de un «sello de garantía» el estándar 
de oro de ESIC para productos de deportes electrónicos relaciona-
dos con las apuestas. El Gold Standard ha sido establecido por ESIC 
en respuesta a los distintos desafíos de integridad asociados con la 
celebración de partidos de deportes electrónicos diseñados especí-
ficamente para ofrecer productos de apuestas a los operadores de 
apuestas y, de ahí, a los clientes de apuestas.

Figura 25. Sello GOLD STANDARD de la ESIC. 

Fuente: página web de la ESIC:  
https://esic.gg/esports-betting-product-standard/

Se exponen en su página web los criterios de concesión, así como 
todo lo relativo a la revisión de mantenimiento del sello. «El Gold Stan-
dard solo se otorgará a los organizadores de torneos de este tipo de 
productos que cumplan con las diversas medidas y reglas que confor-
man el estándar, auditado y certificado por ESIC. El Gold Standard es 
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un concepto vivo, sujeto a actualizaciones y modificaciones a medida 
que los titulares y ESIC adquieran experiencia y conocimientos sobre 
la implementación práctica y el lanzamiento de este tipo de producto 
de apuestas. Además, ESIC aprenderá de la investigación y los pro-
cesos judiciales por infracciones del Código Anticorrupción de ESIC 
por parte de jugadores u otro personal empleado o contratado por los 
titulares del Gold Standard, así como de los organizadores de torneos 
de productos similares que no cumplan con el Gold Standard.

Los titulares del Estándar de Oro están sujetos a una revisión anual 
para garantizar que se respete dicho Estándar y ESIC puede retirar 
la acreditación si existe una falla sustancial en la implementación o 
cumplimiento de cualquier elemento del Estándar de Oro»354.

Además, como medida de transparencia y en cierta medida, marca 
de calidad y rigurosidad en la aplicación de las sanciones, en la misma 
web de la ESIC existe un apartado titulado «Registros» en el que se 
pueden observar tanto las sanciones aplicadas a casos cerrados355 
junto con un resumen del procedimiento, así como los procedimien-
tos abiertos356 y que se están investigando de forma activa por este 
órgano.

De hecho, es especialmente llamativa la sanción impuesta a Alexey 
Shyshko de duración de 100 años. A modo de resumen de dicho 
supuesto de hecho, la ESIC ha impuesto una prohibición de por vida al 
propietario de numerosos equipos profesionales de deportes electró-
nicos, incluidos Akuma, Majesty y Project X, por graves violaciones del 
Código de Conducta y el Código Anticorrupción de la ESIC durante un 
período considerable de tiempo.

En el caso en concreto se constató como hecho probado durante la 
investigación que,

«Shyshko estuvo implicado en facilitar un acuerdo de arreglo de partidos 
durante un evento LAN búlgaro, en el que participó Team Majesty, del que era 
propietario y estaba bajo su control. Este plan, ejecutado entre el 20 de agosto 

354	 Información obtenida en: https://esic.gg/esports-betting-product-standard/. 
Última consulta: 13/10/2024.

355	 Información disponible: https://esic.gg/sanctions/. Última consulta: 19/10/2024.

356	 Información disponible: https://esic.gg/open-investigations-register/. Última 
consulta 13/11/2024.
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de 2020 y el 2 de diciembre de 2020, implicó la manipulación deliberada de 
los resultados de los partidos con la promesa de una ganancia económica 
para los jugadores participantes. En otro caso inquietante, durante el evento 
"Time of Bet Cup", Shyshko proporcionó a Team Majesty una ventaja injusta 
al habilitar métodos de comunicación no autorizados, lo que comprometió 
significativamente la integridad de la competición.

La investigación reveló que la conducta del Sr. Shyshko infringió la Sección 2.1 del 
Código de Conducta de ESIC, que establece que los participantes de los deportes 
electrónicos no deben realizar ningún tipo de trampa, amaño de partidos o cualquier 
otra actividad que socave la integridad de los deportes electrónicos. Además, sus 
acciones contravinieron la Sección 3.1 del Código Anticorrupción, que prohíbe a 
los participantes participar en apuestas, juegos de azar o actividades similares 
que puedan dar lugar a conflictos de intereses. Además, las infracciones también 
se enmarcaron en el ámbito de aplicación de la Sección 6.1 del Procedimiento 
Disciplinario de ESIC, que estipula que los participantes declarados culpables de 
hacer trampa o amañar partidos están sujetos a una serie de sanciones, incluidas 
multas, suspensiones o descalificación de la competición»357.

La instrucción de estos procedimientos puede ser iniciada tanto de 
oficio por la ESIC como observador de las competiciones, así como a 
instancia de particulares358 pues, de igual forma, existe un apartado 
en su página web específico para ello. De hecho, es un mero formula-
rio con datos de carácter personal y un cuadro de comentarios para 
describir la potencial infracción cometida359.

Por estos motivos expuestos, tanto teóricos como la evidencia de 
que esta actividad delictiva ya se da en la actualidad y tiene un campo 
de actuación muy desprotegido en nuestro ordenamiento jurídico, al 
menos desde una perspectiva penal dado que, como se ha visto a nivel 
competitivo sí que está debidamente regulado, los deportes electró-
nicos podrían considerarse dentro de la definición de deporte y de 
práctica deportiva, aunque no estén reconocidos expresamente como 
tal, siéndoles de aplicación de este modo el delito que se acaba de 
analizar, es decir, el de corrupción deportiva y evitando así que queden 

357	 Información obtenida en: https://esic.gg/sanction-outcome/public-state-
ment-on-disciplinary-action-against-participant-alexey-shyshko/. Última con-
sulta: 14/10/2024.

358	 Tal y como se determina en el art. 4 del Código Anticorrupción de la ESIC.

359	 Información obtenida: https://esic.gg/report-cheating-match-fixing/#. Última 
consulta: 25/10/2024.
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desprotegidas acciones como las apuestas ilegales sobre las compe-
ticiones de eSports en nuestro país.

Finalmente, no parece adecuado soslayar lo expuesto en relación con 
la industria de los eSports ni partir de la premisa de que el sector de 
las apuestas deportivas no terminará proyectándose sobre los depor-
tes electrónicos, o que, en todo caso, no lo hará con la suficiente inten-
sidad. Y ello no solo a la vista de los supuestos ya señalados en este 
apartado, sino también porque se constata un incipiente dinamismo en 
el mercado, así como la existencia de operadores de apuestas que han 
manifestado de forma expresa su interés en este ámbito, al que consi-
deran una oportunidad que no están dispuestos a desaprovechar.

Se hace referencia en concreto al acuerdo entre PandaScore como 
principal proveedor de datos y estadísticas de deportes electrónicos 
con la casa de apuestas global William Hill. La casa de apuestas utili-
zará los datos ofrecidos por la proveedora para brindar a los clientes 
cuotas de mercado en título como LOL, CS: GO o Dota 2 y con una clara 
intención expansionista de productos de apuestas de deportes electró-
nicos, pues se apunta ampliar a FIFA, Valorant, Starcfraft, entre otros360.

3.5. Delito de blanqueo de capitales

3.5.1. Introducción

El delito de blanqueo de capitales, también denominado de «lavado 
de dinero», constituye una de las manifestaciones más complejas y 
transnacionales de la criminalidad económica organizada. Su finali-
dad principal es dotar de apariencia lícita a bienes o capitales proce-
dentes de actividades delictivas, dificultando así su detección, incau-
tación y decomiso por parte de las autoridades.

La irrupción de nuevas formas de economía digital, como los crip-
toactivos, los mercados virtuales y el entorno globalizado de los 
eSports, ha propiciado nuevas vías de ejecución de este delito y pre-
senta importantes retos para el Derecho Penal361.

360	 Información obtenida en: https://esportsbureau.com/luces-y-sombras-en-las-
plataformas-de-apuestas-de-esports/. Última consulta: 29/10/2024.

361	 Sobre el uso criminal de las criptomonedas y el blanqueo de capitales en España 
se recomienda: Pérez López, X. (2017). «Las criptomonedas: consideraciones 
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En este contexto, los eSports se han convertido en un espacio 
potencialmente vulnerable al blanqueo de capitales, en especial 
mediante sistemas de apuestas ilegales, compraventa de objetos vir-
tuales (skins, armas, cuentas) y uso de monedas digitales o virtuales362 
o dinero electrónico363.

Este fenómeno criminal se ve favorecido por factores como el ano-
nimato364, en tanto que en terceros países no es necesario identificar a 
sus tenedores, ni el origen de los bienes que se portan o que no exigen 
al portador de tarjetas de prepago la titularidad de una cuenta corriente 
y a que permiten su rápida conversión por dinero en efectivo365; la inter-

generales y empleo de las criptomonedas como instrumento de blanqueo de 
capitales en la unión europea y en España». Revista de Derecho Penal y Crimi-
nología, 3.ª época, núm. 18, pp. 177 y ss.

362	 Para el Grupo de Acción Financiera Internacional, GAFI, organización intergu-
bernamental a la que pertenecen 34 Estados —entre ellos España— y dos orga-
nizaciones regionales -entre ellas la Comisión Europea «moneda virtual es una 
representación digital de valor que puede ser negociada en este medio y funciona 
como (1) un medio de cambio; y/o (2) una unidad de cuenta; y/o (3) un depósito de 
valor, pero no tiene curso legal (es decir, cuando se ofrece a un acreedor, es una 
oferta válida y legal de pago) en ninguna jurisdicción. Ninguna jurisdicción emite 
o garantiza las monedas virtuales, y cumple con las funciones antes menciona-
das por común acuerdo de la comunidad de sus usuarios». Fatf/Gafi (2014). Fatf 
Report, Virtual Currencies Key Definitions and Potential AML/CFT Risks, p. 4.

363	 El art. 2.2 de la Directiva 2009/110/ce del Parlamento Europeo y del Consejo de 16 
de septiembre de 2009 sobre el acceso a la actividad de las entidades de dinero 
electrónico y su ejercicio, así como sobre la supervisión prudencial de dichas 
entidades, por la que se modifican las Directivas 2005/60/CE y 2006/48/CE y 
se deroga la Directiva 2000/46/CE define este concepto como: «dinero electró-
nico»: todo valor monetario almacenado por medios electrónicos o magnéticos 
que representa un crédito sobre el emisor, se emite al recibo de fondos con el 
propósito de efectuar operaciones de pago, según se definen en el artículo 4, 
punto 5, de la Directiva 2007/64/CE, y que es aceptado por una persona física 
o jurídica distinta del emisor de dinero electrónico». Este texto se traspuso al 
actual art. 1.2 de la Ley 21/2011, de 26 de julio, de dinero electrónico

364	 Informe de la Comisión al Parlamento Europeo y al Consejo sobre la evaluación de 
los riesgos de blanqueo de capitales y financiación del terrorismo que afectan al 
mercado interior y están relacionados con actividades transfronterizas, p. 4.

365	 Tesoro Público (2020), Análisis nacional de riesgos de blanqueo de capitales y 
financiación del terrorismo – 2020, aprobado por la Comisión de Prevención del 
Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias en su reunión de 16 de julio de 
2020, pp. 60 y ss.
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nacionalización del mercado, y la dificultad para rastrear operaciones 
digitales, especialmente cuando intervienen plataformas descentra-
lizadas o jurisdicciones opacas366. Como ejemplo de ello, está el caso 
de Reino Unido, donde la Autoridad de Conducta Financiera del Reino 
Unido (FCA) reveló que en el año 2018 las pérdidas por estafas, relacio-
nadas con inversiones en los mercados de divisas, acciones, bonos y 
criptoactivos, ascendió a 197 millones de libras esterlinas, o lo que es 
igual a unos 254 millones de dólares estadounidenses367.

3.5.2. Bien jurídico

En cuanto a su ubicación sistemática en el CP, el tipo de blanqueo 
de capitales se encuentra en el art. 301 del Capítulo XIV de la recepta-
ción y el blanqueo de capitales del Título XIII Delitos contra el patrimo-
nio y contra el orden socioeconómico.

En este sentido, haciendo referencia a alguna de las posiciones doc-
trinales más relevantes debido al intenso debate que existe en torno a la 
figura del bien jurídico protegido en el delito de blanqueo de capitales, 
cabe destacar que para algunos el orden socioeconómico368, atendiendo 
a su ubicación sistemática referida; para otros369, dado que la finalidad 
del blanqueo de capitales es la misma que en el delito de receptación, 
esto es, impedir el delito originario que se está ocultando y se lesiona, por 
lo tanto, el bien jurídico de este delito, aunque para otros autores, esta 
tesis se tambalea pues supondría confundir el hecho de la consumación 
del delito con su agotamiento e implicaría una doble punición del mismo 

366	 Lamas Suárez, G.L. (2023). Lavado de activos mediante la utilización de crip-
toactivos. Universidad de Salamanca.

367	 Información obtenida en: https://www.criptonoticias.com/seguridad-bitcoin/
estafas-bonos-criptoactivos-reino-unido/. Última consulta: 07/10/2025.

368	 Lascuraín Sánchez, J.A. (2024). «Tema 14. El blanqueo de capitales». En de la 
Mata Barranco, N.J., Dopico Gómez-Aller, J., Lascuraín Sánchez, J.A y Nieto 
Martín, A. Derecho Penal Económico y de la Empresa 2.ª ed. Dykinson. Madrid, 
pp. 615 y 616. Algún autor lo considera como un delito pluriofensivo, aunque 
sigue considerando el orden socioeconómico como bien jurídico a proteger. 
Fernández Bermejo, D. y Martínez Atienza, G. (2018). Ciberseguridad, ciberes-
pacio y ciberdelincuencia. Aranzadi. Navarra, p. 216. 

369	 Cfr., Bajo Fernández, M., y Bacigalupo Sarrese, S. (2010). Derecho Penal Econó-
mico. Editorial Universitaria Ramón Arece. Madrid, p. 721.
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hecho, con infracción de la garantía constitucional non bis in ídem y debe 
descartarse370; para otros autores el bien jurídico protegido por el delito 
de blanqueo de capitales es la Administración de Justicia puesto que el 
ocultamiento de los bienes procedentes de actividades ilícitas dificulta 
u obstruye la acción de aquella. Se indica que su naturaleza encubridora 
pone de manifiesto que con estos comportamientos se lesiona a la Admi-
nistración de Justicia371; otro sector de la doctrina expone que el delito 
de blanqueo de capitales se orienta a sancionar determinadas manifes-
taciones de la criminalidad organizada que inciden negativamente en 
la seguridad interna del Estado. En este sentido, los artículos 301 y 302 
del Código Penal se dirigen a reprimir estructuras delictivas que, por su 
capacidad de generar y acumular poder económico a través de activi-
dades ilícitas, suponen una amenaza relevante para el orden social, en la 
medida en que dicho poder puede emplearse para influir o corromper el 
funcionamiento normal de la sociedad372.

Con independencia de los diversos posicionamientos doctrinales al 
respecto sobre esta cuestión y que tal y como se ha expresado, no son 
el objeto de estudio del presente texto, podría concretarse es que este 
delito opera sobre tres elementos fundamentales: 

1.	Bienes de origen delictivo: si no, no habría nada que lavar o pin-
tar de blanco.

2.	Ocultación de tal origen delictivo.

370	 En tal sentido se manifiesta Martín Sagrado, O. (2018). «La determinación del 
bien jurídico protegido por el delito de blanqueo de capitales y el autoblanqueo. 
Un debate que no cesa». Boletín del Ministerio de Justicia. Estudio doctrinal, 
núm. 2206, p. 9. Disponible en: https://revistas.mjusticia.gob.es/index.php/
BMJ/article/view/2829/2829.

371	 Vives Antón, T.S. y González Cussac, J.L. (1996). Comentarios al Código Penal 
de 1995, Volumen II. Tirant lo Blanch. Valencia, p. 1464. Esta tesis es rebatida 
por otros autores como Blanco Cordero al destacar que desde una perspectiva 
político criminal las acciones de blanqueo de capitales no lesionan la Adminis-
tración de Justicia. De una parte, porque en caso de concebirse como delito 
contra la Administración de Justicia se incidiría sobre aspectos parciales del 
blanqueo de capitales, sin prestar ninguna atención a la fase de integración. De 
otra, porque muchas conductas de blanqueo se encuentran ya suficientemente 
abarcada por los vigentes tipos de encubrimiento. Véase Blanco Cordero, I. 
(2015). El delito de blanqueo de capitales. Aranzadi. Navarra, pp. 298 y ss.

372	 Suárez González, C. J. (1998). «Receptación y blanqueo de capitales». En Bajo 
Fernández, M. y otros, Compendio del Derecho penal, Parte especial, volumen II. 
Editorial Centro de Estudios Ramón Arieces. Madrid, p. 565

https://revistas.mjusticia.gob.es/index.php/BMJ/article/view/2829/2829
https://revistas.mjusticia.gob.es/index.php/BMJ/article/view/2829/2829
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3.	Incorporación al tráfico lícito de bienes373.

Se podría sintetizar pues, con bases en estos elementos que el 
delito de blanqueo de capitales como «el proceso en virtud del cual los 
bienes de origen delictivo se integran en el sistema económico legal 
con apariencia de haber sido obtenidos de forma lícita»374. Se trata de 
transformar el poder de adquisición potencial que tiene el capital de 
origen ilícito en poder de adquisición efectivo, lo que implica ocultar 
dicho origen ilícito375.

3.5.3. Sujetos del delito

IEn este sentido, la potencialidad del sujeto activo en este tipo no 
presenta ninguna especificidad. De hecho, cualquier sujeto puede 
serlo incluso, expresamente siguiendo el tenor literal del precepto, el 
autor o el partícipe del delito del que proceden los bienes cuyo origen 
se encubre. Incluso la persona jurídica en cuyo beneficio blanquea uno 
de sus miembros como se verá en los siguientes subapartados.

En esta misma línea se debe destacar lo considerado por el TS en 
el FD décimo primero de su sentencia de 20 de febrero de 2014376: «su 
concepto extensivo de autor que por regla general y por expresa volun-
tad del legislador conlleva que toda forma de participación en esas 
actividades de blanqueo es una forma de autoría».Como se adelantaba 

373	 Sobre estos tres elementos Lascuraín Sánchez, J.A. (2018). «Tema 13. Blanqueo 
de capitales». En de la Mata Barranco, N.J., Dopico Gómez-Aller, J., Lascu-
raín Sánchez, J.A y Nieto Martín, A. Derecho penal económico y de la empresa. 
Dykinson. Madrid, p. 496 y Lascuraín Sánchez, J.A. (2024). op. cit, p. 590. No 
obstante, como las anteriores, esta tesis es criticada por autores referentes 
como Abel Souto cuando indica que este planteamiento pierde consistencia, ya 
que dicho bien jurídico únicamente resultaría lesionado en aquellos supuestos 
de blanqueo llevados a cabo por grandes organizaciones criminales. Además, 
debe destacarse que lo que realmente comprometería la seguridad interior del 
Estado no sería tanto el delito de blanqueo en sí mismo, sino la propia existencia 
y actividad de esas estructuras de criminalidad organizada. Cfr., Abel Souto, M. 
(2005). op. cit, pp 45. y ss. 

374	 Blanco Cordero, I. (1997). El delito de blanqueo de capitales 1.ª ed. Aranzadi. 
Navarra, p. 101.

375	 Bermejo, M. G. (2015): Prevención y castigo del blanqueo de capitales Un análi-
sis jurídico-económico. Marcial Pons. Madrid, pp. 107 y ss.

376	 STS 8701/2012 - ECLI:ES:TS:2012:8701.
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al inicio del presente apartado, el tipo recoge literalmente la expresión 
“cometida por él” y, sobre esta cuestión, la punición del autoblanqueo o 
de ciertos autoblanqueos, ha habido cierta controversia.

Una de las cuestiones nucleares sobre el referido autoblanqueo son 
los actos de consumo y qué se entiende por el autoblanqueo pues 
el claro que disfrutar de los bienes ilícitos en la esfera privada no da 
lugar a un delito de blanqueo, véase, por ejemplo, portar un reloj que 
ha sido robado. En tal sentido se pronuncia el TS en el FD trigésimo 
cuarto de la sentencia de 19 de julio de 2027: Una de las cuestiones 
nucleares sobre el referido autoblanqueo son los actos de consumo y 
qué se entiende por el autoblanqueo pues es claro que disfrutar de los 
bienes ilícitos en la esfera privada no da lugar a un delito de blanqueo, 
véase, como ejemplo, portar un reloj que ha sido robado. En tal sentido 
se pronuncia el TS en el FD trigésimo cuarto de la sentencia de 19 de 
julio de 2017377: “El delito de blanqueo de capitales no se comete por 
el mero disfrute o aprovechamiento de las ganancias adquiridas con 
la comisión de un delito», o en el FD cuarto (4.5) de la sentencia de 24 
de mayo de 2022378: “[L]a simple utilización de fondos delictivos en 
actos de consumo no constituye un acto de autoblanqueo pues, pese 
a tratarse del aprovechamiento de los efectos del delito, no se trata de 
actos realizados con la finalidad o con el objeto de ocultar o encubrir 
bienes para integrarlos en el sistema económico legal con apariencia 
de haber sido adquiridos de forma lícita».

Por ende, la finalidad de esos actos de consumo ha de ser confun-
dirlo con sus ingresos legales, de manera que se oculte o encubra 
su origen delictivo. Precisamente, en este sentido, el TS discute si el 
ingreso en una cuenta corriente se considera un acto de blanqueo379.

En segundo lugar, otra de las cuestiones a tener presente es lo que se 
considera como significativo a efectos del autoblanqueo. En este caso, el 
TS se pronuncia y parece ser claro que se fija en una cantidad de 15.000€: 
“la evaluación de la insignificancia debe hacerse desde parámetros 
objetivos que definan el contorno del bien jurídico objeto de protección, 
habiendo utilizado esta Sala (STS 809/2014, de 26 de noviembre) como 

377	 STS 3210/2017 - ECLI:ES:TS:2017:3210.

378	 STS 2059/2022 - ECLI:ES:TS:2022:2059.

379	 FD quinto de la sentencia de 23 de enero de 2020. STS 148/2020 - 
ECLI:ES:TS:2020:148.
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claramente significativa la referencia cuantitativa de 15.000 euros, que 
el Grupo de Acción Financiera Internacional, GAFI en adelante, fija como 
importe que obliga a una especial vigilancia respecto de operaciones 
de blanqueo, y que se recoge también en la Directiva europea 2015/849 
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de mayo de 2015, relativa 
a la prevención de la utilización del sistema financiero para el blanqueo 
de capitales, al disponer ésta en su artículo 11 que los Estados miembros 
velarán por que las entidades obligadas apliquen medidas de diligencia 
debida con respecto al cliente, cuando estos realicen transacciones oca-
sionales por un valor igual o superior 15.000 euros»380.

Como precisión, cabe excluir del tipo tanto la utilización como otra 
clase de posesiones distintas a las indicadas sobre la base del prin-
cipio de insignificancia381 y de una interpretación teleológica que, 
tomando en consideración el bien jurídico tutelado, exija un menos-
cabo relevante del orden socioeconómico382 y la idoneidad383 de los 
comportamientos para incorporar capitales ilícitos al tráfico econó-
mico384.Finalmente, se ha de precisar el concepto de inexigibilidad y 

380	 FD sexto de la sentencia del TS de 13 de diciembre de 2018. STS 4199/2018 - 
ECLI:ES:TS:2018:4199 y el FD cuadragésimo (40.2) de la sentencia del TS de 9 
de enero de 2023 STS 1/2023 - ECLI:ES:TS:2023.

381	 En este sentido la jurisprudencia considera «atípicos todos los objetos materiales 
de cuantía irrelevante, en virtud del principio de insignificancia, por su nula inciden-
cia en el orden socioeconómico, así como en virtud de la inviabilidad de la absoluta 
exclusión de la actividad económica de cualquier ciudadano, que no puede serle pri-
vada las actividades de compra diaria para atender a las necesidades vitales coti-
dianas, de otro modo proscritas». FD segundo de la Sentencia del Tribunal Supremo 
de 26 de noviembre de 2014. STS 5075/2014 - ECLI:ES:TS:2014:5075; FD séptimo 
de la Sentencia del Tribunal Supremo de 23 de julio de 2015. STS 3465/2015 - 
ECLI:ES:TS:2015:3465 o FD 2 de la Sentencia del Tribunal Supremo de 2 de marzo 
de 2016. STS 1228/2016 - ECLI:ES:TS:2016:1228.

382	 En este sentido véase, igualmente, el FD séptimo de la Sentencia del Tribunal 
Supremo de 23 de julio de 2015. STS 3465/2015 - ECLI:ES:TS:2015:3465.

383	 Sobre la idoneidad Cfr. Lorenzo Salgado, J.M. (2013). «El tipo agravado de blan-
queo cuando los bienes tengan su origen en el delito de tráfico de drogas». En 
Abel Souto, M y Sánchez Stewart, N. III Congreso sobre prevención y represión 
del blanqueo de dinero. Tirant lo Blanch. Valencia, p. 225.

384	 En este sentido véase el FD undécimo de la Sentencia del Tribunal Supremo de 
19 de noviembre de 2015 STS 5087/2015 - ECLI:ES:TS:2015:5087.
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es que, el autor del blanqueo no puede ser culpado por su autoencu-
brimiento ya que es una acción impune porque no es culpable385.

Tal y como manifiesta Lascuraín: «Si el concreto blanqueo es sólo o 
fundamentalmente autoencubrimiento, debe quedar exculpado (o incluso 
justificado). Debe ser penado, en cambio, si el concreto autoblanqueo es 
encubrimiento —es un daño a la administración de justicia— pero es también 
daño al sistema económico o alimento de peligrosos delitos futuros a través de 
organizaciones criminales»386.

Del mismo modo, también pueden ser culpables del delito de blan-
queo de capitales las personas jurídicas, pero se ha de tener en cuenta 
que no se le puede penar por blanquear sino por permitir el blanqueo 
de sus integrantes, administradores, directivos o empleados en favor 
de la referida persona jurídica387.

3.5.4. Objeto material

Se inicia el presente apartado destacando que se considera un 
acierto del tipo del CP designar el objeto material388 con el término 
bienes porque, entre otros motivos, permite amoldarse mejor a las 
modernas transacciones y cambios, siendo una fórmula bastante 
genérica como para alcanzar hasta las futuras formas de pago389.

385	 Sobre estos tres aspectos del autoblanqueo Cfr. Lascuraín Sánchez, J.A. (2018). 
op. cit, p. 513 y Lascuraín Sánchez, J.A. (2024). op. cit, pp. 604–609.

386	 Lascuraín Sánchez, J.A. (2018). op. cit, pp. 509-513 y Lascuraín Sánchez, J.A. 
(2024). op. cit, p. 610.

387	 Al ser un tipo agravado lo referente a las personas jurídicas, se aborda con más 
detalle en el subapartado a tales efectos.

388	 Sobre el origen y adaptación de la norma española para referir el concepto de 
bienes, se recomienda del Carpio Delgado, J. (2023). «El objeto material del 
blanqueo de capitales en la Directiva 2018/1673: a la vez, sobre la necesidad 
o no de modificar el Código penal para dar cabida a las nuevas formas en las 
que puede representarse». Revista Electrónica de Ciencia Penal y Criminología, 
núm. 25-27, pp. 25 y ss. Pp. 1–39.

389	 Abel Souto, M. (2005). El delito de blanqueo en el código penal español: bien 
jurídico protegido, conductas típicas y objeto material tras la ley orgánica 
15/2003, de 25 de noviembre. Bosch. Barcelona, p. 178.
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En este sentido, la doctrina parece ser unánime en convenir la nece-
sidad de conceptualizar el término bienes de la forma más amplia 
posible para abarcar la totalidad de modalidades que pueda revestir 
cualquier ventaja económica de procedencia delictiva390.

Se precisa igualmente en conformidad con lo indicado en el 
subapartado anterior, que en este tipo no hay un límite cuantitativo, 
aunque se ha fijado por la jurisprudencia, como sí sucede en los deli-
tos contra la Hacienda Pública Española (120.000€); en el fraude a la 
Seguridad Social Del art. 307 (50.000 euros), en el uso de información 
privilegiada (500.000 euros) o en la manipulación de mercado de los 
artículos 284.2.º y 3.º (250.000 euros)391.

Así pues, la doctrina española consideró desde el inicio que por bienes 
debía entenderse cualquier beneficio valorable económicamente que 
puede estar representado en un activo corporal o incorporal, mueble o 
inmueble, tangible o intangible, derechos o valores, así como los créditos.

Además, atendiendo al bien jurídico protegido por el tipo, tal y como 
se ha visto en el subapartado pertinente a tales efectos, la doctrina 
parece ser unánime al exigir otros requisitos para que un bien pueda 
ser objetivo material de blanqueo, en concreto, debe ser susceptible 
de incorporarse al patrimonio de cualquier persona y al tráfico mer-
cantil de carácter lícito392.

390	 Abel Souto, M. (2005). op. cit, p. 183; Aránguez Sánchez, C. (2000). El delito de 
blanqueo de capitales. Marcial Pons. Madrid, p. 182; Blanco Cordero, I. (1997). 
op. cit, p. 213; del Carpio Delgado, J. (1997). El delito de blanqueo de bienes en el 
nuevo Código penal. Tirant lo Blanch. Valencia, p. 93; Fabián Caparrós, E. (1998). 
El delito de blanqueo de capitales. Colex. Madrid, p. 301; Palma Herrera, J.M. 
(2000). Los delitos de blanqueo de capitales. Edersa. Madrid, pp. 305 y ss o del 
Carpio Delgado, J. (2017). «Sobre la delimitación entre el delito de blanqueo de 
capitales del art. 301.1 Cp y la participación por título lucrativo del art. 122 CP: 
una primera aproximación». Revista Penal, núm. 39, pp. 38 y ss., entre otros.

391	 Lascuraín Sánchez, J.A. (2018). op. cit, p. 506 y Lascuraín Sánchez, J.A. (2024). 
op. cit, pp. 600 y 601.

392	 Arias Holguín, D. (2011). Aspectos político-criminales y dogmáticos del tipo de 
comisión doloso de blanqueo de capitales. Iustel. Madrid, pp. 311 y ss.; Bermejo, 
M. G. (2015). Prevención y castigo del blanqueo de capitales. Un análisis jurídi-
co-económico. Marcial Pons. Madrid, p. 318; Calderón Tello, L. (2016). El delito 
de blanqueo de capitales: problemas en torno a la imprudencia y receptación. 
Aranzadi. Navarra, pp. 359 y ss; del Carpio Delgado, J. (1997). op. cit, p. 93; Gon-
zález Uriel, D. (2015). Relaciones entre el blanqueo de dinero y el delito fiscal. 
Tesis doctoral, pp. 207 y ss. Palma Herrera, J.M. (2000). op. cit, p. 306;
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Apunta Lascuráin en tal sentido que «resulta obvio que no podrá 
tener por objeto aquellos bienes que resulten ilegitimables: aquellos 
bienes que no pueden ingresar en el tráfico económico, que no pue-
den ser poseídos o adquiridos (por ejemplo, especies animales pro-
tegidas)»393.Por tanto, será objeto de blanqueo cualquier activo con 
valor económico, aunque se debe destacar que la única restricción del 
tipo es la concerniente al origen delictivo del activo en cuestión.

3.5.5. Acción típica

Para hacer un análisis de la acción típica de este delito, es preciso 
diferenciar el tipo básico en dos partes, la primera sobre, la del art. 301 
CP y la segunda, la del art. 301.2 y se destaca que lo concerniente a la 
acción típica de este delito se ha criticado por gran parte de la doc-
trina y se ha etiquetado como excesivo394, poco conciso y exacto395, de 
caótica estructura396 y de confusa redacción397.

Sobre la primera parte, existe una realidad de conductas con la 
finalidad de blanquear, es decir, se está ante ciertas acciones, prepa-
ratorias o ejecutivas, orientadas al blanqueo: «adquiera, posea, utilice, 
convierta, o transmita bienes398, sabiendo que estos tienen su origen 

393	 De nuevo, Lascuraín Sánchez, J.A. (2018). op. cit, p. 506 y Lascuraín Sánchez, 
J.A. (2024). op. cit, p. 601.

394	 En este sentido Soto Nieto, F. (1996). «En El delito de blanqueo de dinero. 
Esquema de las disposiciones legales afectantes al blanqueo». La Ley: Revista 
jurídica española de doctrina, jurisprudencia y bibliografía, núm. 2, pp. 1541-1542; 
Abel Souto, M. (2009) «Conductas típicas de blanqueo en el Ordenamiento penal 
español». En Abel Souto, M. y Sánchez Stewart, N. I congreso de prevención y 
reprehensión del blanqueo de dinero. Tirant lo Blanch. Valencia, p. 176. 

395	 Quintero Olivares, G. (2007). Comentario a la Parte especial del Derecho Penal. 
Aranzadi. Pamplona, p. 707.

396	 Aránguez Sánchez, C. (2000). El delito de blanqueo de capitales. Marcial Pons. 
Madrid, p. 220.

397	 Vidales Rodríguez, C. (1995). Los delitos de receptación y legitimación de capi-
tales en el Código penal de 1995. Tirant lo Blanch. Valencia, p. 95 o Vidales 
Rodríguez, C. (2008). «Blanqueo». En Boix Reig, J. (dir.). Diccionario de Derecho 
penal económico. Iustel. Madrid, p. 158.

398	 Es preciso destacar en este instante que en las operaciones de blanqueo que 
consisten en transacciones realiza la conducta típica tanto el que «transmite» 
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en una actividad delictiva, cometida por él o por cualquiera tercera 
persona o realice cualquier otro acto para ocultar su origen ilícito». De 
la literalidad del precepto ya se puede apreciar una respuesta penal a 
la tentativa y la preparación del delito de blanqueo399.

Este apartado, de igual modo, recoge también conductas que no 
son necesariamente de blanqueo como son cualesquiera orientadas 
a «ayudar a la persona que haya participado en la infracción o infrac-
ciones a eludir las consecuencias legales de sus actos». En otras pala-
bras, esta conducta típica se encorseta a aquellos actos de ayuda rea-
lizados sobre los bienes de origen delictivo en un intento de hacerlos 
pasar por lícitos400.

Parte de la doctrina401 estima que la redacción del art. 301.1 CP da 
cabida a la sanción de muchas de las denominadas «acciones neu-
tras o neutrales», en tanto que el precepto comprende no sólo actos 
indeterminados tendentes a la ocultación, encubrimiento o auxilio, 
sino «también la adquisición, conversión, posesión, utilización y trans-
misión de bienes con conocimiento de que derivan de un delito, sin 
importar la finalidad que guía al blanqueador».

Sobre la segunda parte, la del 301.2 relativa a ocultar o encubrir el 
origen ilícito de un bien se ha de tener presente su intención de inser-
ción en el tráfico jurídico ya que, de no tenerla, no sería constitutivo de 
este tipo delictivo concreto. En este sentido, «habría que interpretar 
que solo entra en el tipo la ocultación o encubrimiento de la ubicación, 

como el que «adquiere»: tanto el que compra la finca al contado con el dinero 
ganado en el narcotráfico como el que le vende la finca. Por cómo están descri-
tas las conductas de los respectivos tipos penales, se trataría de una coautoría 
del tipo básico de blanqueo del artículo 301.2 y de una autoría de cada sujeto 
del tipo previo del artículo 301.1. Lascuraín Sánchez, J.A. (2018). op. cit, p. 509 y 
Lascuraín Sánchez, J.A. (2024). op. cit, p. 598.

399	 Lascuraín Sánchez, J.A. (2018). op. cit, p. 503 y Lascuraín Sánchez, J.A. (2024). 
op. cit, p. 598.

400	 Cfr. Lascuraín Sánchez, J.A. (2024). op. cit, p. 600. En este mismo sentido el TS 
en el FD tercero de la ya citada STS de 24 de mayo de 2022 entiende «que se 
trata de "ayudar a su responsable a lograr ese disimulo" propio del blanqueo». 
STS 2059/2022 - ECLI:ES:TS:2022:2059.

401	 Cfr. Abel Souto, M. (2011). «La expansión penal del blanqueo de dinero operada 
por la Ley Orgánica 5/2010, de 22 de junio». La Ley penal: revista de derecho 
penal, procesal y penitenciario, núm. 79, p. 34 y Blanco Cordero, I. (2015). El 
delito de blanqueo de capitales, 4.ª ed. Aranzadi. Pamplona, p. 605.
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el destino o el movimiento de un bien de origen delictivo cuando es 
precisamente la falta de localización del bien la que facilita su apa-
rente licitud (por ejemplo, por ser cuantitativamente mayor que lo que 
refleja su registro como bien lícito)»402.

Asimismo y en consonancia aclara el TS en el FD octavo de la STS 
de 29 de abril de 2015403 y en el FD décimo segundo de su STS de 23 de 
julio de 2015404 que «la característica principal del delito de blanqueo 
no reside en el mero disfrute o aprovechamiento de las ganancias ilí-
citas, ni siquiera en darles `salida´, para posibilitar de modo indirecto 
ese disfrute, sino que se sanciona en consideración al `retorno´, en 
cuanto eslabón necesario para que la riqueza así generada pueda ser 
introducida en el ciclo económico»405.

Si se trae a colación lo concerniente al bien jurídico del tipo dis-
puesto en el subapartado correspondiente puesto que ayuda a enten-
der aspectos sobre la acción típica, se destaca que es necesario que 
el sujeto activo realice los actos propios de blanqueo sabiendo que lo 
son, es decir, una voluntad manifiesta e inequívoca en la que no podría 
encuadrarse la mera intención de blanquear. En este sentido el TS en 
el FD segundo de su STS de 2 de marzo de 2016406 apunta a que: «es 
necesario atender a la idoneidad de los comportamientos imputados 
para incorporar bienes ilícitos al tráfico económico; y también a que 
esta idoneidad sea abarcada por la intención del autor, a través de su 
propósito de rentabilizar en canales financieros seguros las ganancias 
obtenidas».

402	 Lascuraín Sánchez, J.A. (2018). op. cit, p. 504 y Lascuraín Sánchez, J.A. (2024). 
op. cit, p. 604.

403	 STS 1925/2015 - ECLI:ES:TS:2015:1925

404	 STS 3465/2015 - ECLI:ES:TS:2015:3465

405	 En este sentido se pronuncia también Del Carpio Delgado cuando indica: «Desde 
mi punto de vista, tal como he fundamentado ampliamente en una investigación 
anterior, el argumento de carácter sintáctico en el que se basan quienes inter-
pretan en estos términos la conducta típica prevista en este precepto no es sufi-
ciente. La redacción del tipo también permite una interpretación distinta, más 
restrictiva, que impide, en gran medida, las absurdas consecuencias a las que 
nos llevarían considerar como constitutivas de delito de blanqueo de capitales 
la "mera" posesión o utilización de los bienes de origen Delictivo», del Carpio 
Delgado J. (2017). op. cit, pp. 40 y ss.

406	 STS 1228/2016 - ECLI:ES:TS:2016:1228
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En este sentido se ha de dejar plasmado que la esencia del tipo es 
la expresión «con la finalidad de ocultar o encubrir el origen ilícito». 
Finalidad u objeto de la conducta que debe encontrarse presente en 
todos los comportamientos descritos por el tipo407. Por tanto, la mera 
adquisición, posesión, utilización, conversión o transmisión constituye 
un acto neutro que no afecta por sí mismo al bien jurídico protegido408.

Si se ahonda más en este segundo apartado del art. 301 CP se tipi-
fica la ocultación o encubrimiento de determinadas manifestaciones 
externas, características, cualidades, revelaciones o circunstancias 
referentes a los bienes como su naturaleza, origen, ubicación, destino, 
movimiento propiedad o derechos sobre ellos409.

Sobre el concepto ocultación se entiende como acción y efecto 
de ocultar, es decir, esconder, tapar, disfrazar, encubrir a la vista y 
callar advertidamente lo que se pudiera o debiera decir, o disfrazar 
la verdad410.

Sobre el encubrimiento se considera tanto ocultar una cosa o no 
manifestarla e impedir que llegue a saber una cosa. En esencia es un 
sinónimo de ocultar, aunque podría decirse que el encubrimiento es 
un concepto más amplio que engloba a su vez el de ocultación411.

407	 En este sentido se pronuncia el TS en diversas sentencias como en el FD noveno 
de la STS 1925/2015 - ECLI:ES:TS:2015:1925; el FD noveno de la STS 5309/2016 
- ECLI:ES:TS:2016:5309 o el FD trigésimo cuarto de la STS 3210/2017 - 
ECLI:ES:TS:2017:3210.

408	 FD décimo noveno (19.4) de la ya referida STS 1/2023 - ECLI:ES:TS:2023:1. Ade-
más, en este mismo punto del referido FD se precisa que: «Con esta interpreta-
ción se evitan excesos de punición en el autoblanqueo, como sancionar al res-
ponsable de la actividad delictiva antecedente por el mero hecho de adquirir 
los bienes que son consecuencia necesaria e inmediata de la realización de su 
delito, o como considerar blanqueo la mera utilización para gastos ordinarios 
del dinero correspondiente a la cuota impagada en un delito fiscal cuando no 
concurre finalidad alguna de ocultación ni se pretenda obtener un título jurídico 
aparentemente legal sobre bienes procedentes de una actividad delictiva pre-
via, que es lo que constituye la esencia del comportamiento que se sanciona a 
través del delito de blanqueo».

409	 Abel Souto, M. (2009). op. cit, p. 238.

410	 Abel Souto, M. (2009). op. cit, p. 239.

411	 Abel Souto, M. (2009). op. cit, p. 240. Cfr. En este sentido Blanco Cordero, I. 
(1997). op. cit, p. 319.
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Pese a las similitudes de ambos conceptos se debe diferenciar 
ambas conductas412 puesto que tendrá validez para el supuesto de 
hecho concreto aquella: «que otorgue sentido a todos los términos 
utilizados, de manera que se evite la conclusión de que alguna parte 
del texto constituye, "letra muerta"»413.

Finalmente, se han de tener en cuenta algunos aspectos relevan-
tes. En primer lugar, se ha de tener presente que el delito de blanqueo 
de capitales se constituye por las acciones ya analizadas del tipo con 
independencia del delito origen del que nazcan los bienes ilícitos, sirva 
verbigracia, la irrelevancia en este sentido de que los bienes procedan 
de un delito previo de tráfico de drogas o de trata de seres humanos. 
En segundo lugar, no es relevante a efectos de imputación del tipo el 
dónde, es decir, el lugar en el que se hubiera cometido el delito previo 
que da origen a los bienes ilícitos414 y finalmente, no es necesario que 
exista una condena por el delito previo génesis de los bienes ilícitos, 
en otras palabras, no se exige la existencia de una condena previa415.

En un intento de subsumir todo el ámbito teórico, doctrinal y juris-
prudencial de lo concerniente al objeto material al núcleo de la inves-
tigación, es decir, a los eSports, dicho objeto material podría revestir 
formas particulares, como Tokens no fungibles o más conocidos como 
Non Fungible Tokens, NFTs en adelante, asociados a bienes virtuales 
en plataformas de videojuegos, ítems digitales (skins, armas, perso-
najes, cuentas) que, aunque virtuales, poseen valor económico real en 
el mercado e incluso criptomonedas416 utilizadas en apuestas o com-
praventa de objetos virtuales.

412	 Sobre la delimitación del delito de blanqueo de capitales de la receptación y del 
encubrimiento, véanse entre otros, del Carpio Delgado, J. (1997). El delito de 
blanqueo de bienes en el nuevo Código penal. Tirant lo Blanch. Valencia, pp. 339 
y ss., o del Carpio Delgado, J. (2017). op. cit, p. 36. 

413	 Carbonell Mateu, J.C. (1999). Derecho penal: concepto y principios constitucio-
nales. Tirant lo Blanch. Valencia, p. 250.

414	 Lascuraín Sánchez, J.A. (2018). op. cit, pp. 506 y 507 y Lascuraín Sánchez, J.A. 
(2024). op. cit, pp. 601 y 602.

415	 En este sentido el TS estima que «no es precisa la condena previa del delito base 
del que proviene el capital objeto de blanqueo». FD segundo de la STS 468/2014 
- ECLI:ES:TS:2014:468

416	 Sobre los medios de pago digitales y criptomonedas en los eSports, véase Ver-
dugo Guzmán, S. (2021). op. cit, pp. 638 y 639.



153

3. RIESGOS PENALES

3.5.6. (Sub)tipos agravados

Dentro del tipo existen variables agravadas. En primer lugar, la pena 
se agrava en su mitad superior en función de su origen. Para ello, se 
debe estar a lo recogido en el art. 301.1 párrafos segundo y tercero417 
que, en resumen, se impondrá cuando el origen delictivo De los bienes 
sea el tráfico de drogas o la corrupción pública o urbanística.

 En segundo lugar, la pena se agrava en función del sujeto y para ello 
se ha de estar a lo recogido en el art. 302.1: “En los supuestos previstos 
en el artículo anterior se impondrán las penas privativas de libertad en 
su mitad superior a las personas que pertenezca a una organización 
dedicada a los fines señalados en los mismos, y la pena superior en 
grado a los jefes, administradores o encargados de las referidas orga-
nizaciones».

Ante esto y retomando lo que ya se ha introducido de forma previa 
en el subapartado sobre los sujetos del delito y en concreto sobre la 
posibilidad de comisión de este delito por parte de las personas jurídi-
cas se debe hacer alguna precisión y es que, en este sentido, es claro 
que el mandato penal dirigido a las personas jurídicas es organizarse 
de tal forma que se impida en su seno la comisión del blanqueo en 
su favor. Por ello, las personas jurídicas deberán analizar riesgos de 
incumplimiento, generar de forma consecuente normas de conduc-
tas y medidas de control, evaluación habitual del sistema, un régimen 
sancionador interno en el que se incluyan mecanismos para denunciar 
irregularidades e instituciones que velen por la conformación, desa-
rrollo y ejecución del programa de cumplimiento.

Por supuesto, el objetivo del programa en cuanto al delito de blan-
queo de capitales debe ser que no se blanquee y por extensión, como 
obligación de la persona jurídica, debe cesar o suspender esos pagos 
sobre los que se sospeche que provengan de un origen delictivo; ave-
riguar en la medida de lo posible la identidad de la contraparte y el 

417	 La pena se impondrá en su mitad superior cuando los bienes tengan su origen 
en alguno de los delitos relacionados con el tráfico de drogas tóxicas, estupefa-
cientes o sustancias psicotrópicas descritos en los artículos 368 a 372 de este 
Código. En estos supuestos se aplicarán las disposiciones contenidas en el artí-
culo 374 de este Código.
También se impondrá la pena en su mitad superior cuando los bienes tengan su 
origen en alguno de los delitos comprendidos en el título VII bis, el capítulo V del 
título VIII, la sección 4.ª del capítulo XI del título XIII, el título XV bis, el capítulo I 
del título XVI o los capítulos V, VI, VII, VIII, IX y X del título XIX.
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propósito de tal negocio, así como la obligación de denunciar, en todo 
caso, las operaciones sospechosas.

Existe jurisprudencia del TS que condena a personas jurídicas por 
delitos de blanqueo de capitales como la ya citada STS de 19 de julio 
de 2017, la STS de 30 de septiembre de 2020418 entre otras.

En el sector de los eSports, pueden ser aplicables estos agravantes 
en supuestos como plataformas de apuestas que colaboran de forma 
habitual con redes criminales o equipos profesionales financiados de 
forma sistemática por capitales de origen ilícito.

Finalmente, como cláusula de cierre del tipo se encuentra el art. 304 
que prevé una pena inferior en uno o dos grados para quienes actúen a 
través de provocación, la conspiración y la proposición para cometer 
los delitos previstos en los artículos 301 a 303 CP.

3.5.7. Tipo subjetivo

Este tipo recogido en el art. 301 es doloso puesto que el sujeto que 
blanquea o al menos, lo pretende, debe hacerlo a sabiendas de que el 
origen de los bienes es delictivo y además el sujeto activo debe saber 
que oculta o encumbre ese origen delictivo419.

En este sentido y sobre ese doble elemento en el dolo se pronun-
cia el TS en el FD tercero de la sentencia de 16 de octubre de 2022 
cuando apunta a que: «En este sentido y sobre ese doble elemento 
en el dolo se pronuncia el TS en el FD tercero de la sentencia del 16 de 
octubre de 2022 cuando apunta a que: “doble elemento, uno cognos-
citivo referido a la procedencia de los bienes que traen causa de un 
hecho punible de carácter grave, así como el tendencial consistente 
en el propósito o finalidad de ocultar o encubrir aquel origen ilícito»420 
y el FD cuarto (4.5) de la ya citada STS de 24 de mayo de 2022 en la que 
se entiende que el elemento intencional se concreta: «en conocer la 
procedencia ilícita de los bienes sobre los que recae la actuación y en 

418	 STS 3194/2020 - ECLI:ES:TS:2020:3194.

419	 Lascuraín Sánchez, J.A. (2018). op. cit, p. 515 y Lascuraín Sánchez, J.A. (2024). 
op. cit, p. 611.

420	 STS 2456/2022 - ECLI:ES:TS:2022:2456.
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proceder sobre ellos con conocimiento de que se contribuirá a ocultar 
o a dificultar la visualización de su génesis delictiva».

También se admite como modalidad de comisión del tipo el dolo 
eventual en aquel caso en el que sobre ese conocimiento (el que se 
tiene sobre el origen delictivo de los bienes y de que se oculta o encubre 
dicho origen) no se tenga una certeza plena, pero sí una alta probabi-
lidad de ello. En este sentido es esclarecedora la STS del 6 de febrero 
de 2014421 cuando en su FD décimo octavo señala que: «Nuestra juris-
prudencia referente al concepto de dolo eventual ha establecido, de 
todos modos, que en aquellos supuestos en los que se haya probado 
que el autor decide la realización de la acción, no obstante haber 
tenido consistentes y claras sospechas de que se dan en el hecho los 
elementos del tipo objetivo, manifestando indiferencia respecto de la 
concurrencia o no de estos, no cabe alegar un error o ignorancia rele-
vantes para la exclusión del dolo en el sentido del art. 14.1 CP . Esta 
situación, como se ha dicho, es de apreciar en aquellos casos en los 
que el autor incumple conscientemente obligaciones legales o regla-
mentarias de cerciorarse sobre los elementos del hecho, como en el 
delito de blanqueo de capitales, o en los delitos de tenencia y tráfico 
de drogas, cuando el autor tuvo razones evidentes para comprobar los 
hechos y no lo hizo porque le daba igual que concurrieran o no los ele-
mentos del tipo; es decir: cuando está acreditado que estaba decidido 
a actuar cualquiera fuera la situación en la que lo hacía y que existían 
razones de peso para sospechar la realización del tipo. En todo caso, 
la prueba de estas circunstancias del caso estará a cargo de la acu-
sación y sometida a las reglas generales que rigen sobre la prueba».

Se debe destacar de igual modo sobre la modalidad de comisión 
del tipo, que el TS considera que: “No estamos pues ante «un delito de 
sospecha. Como cualquier otra condena penal exige acreditar todos y 
cada uno de los elementos del delito. No existe en nuestro derecho un 
delito de enriquecimiento ilícito que suponga una inversión de la carga 
de la prueba o que obligue para salvar esa cuestión a fijar la atención 
en aspectos de transparencia o apariencia como objetos de la tutela 
penal que se busca a través de ese tipo de infracciones»422. 

421	 STS 1097/2014 - ECLI:ES:TS:2014:1097.

422	 FD primero de la Sentencia del Tribunal Supremo de 27 de octubre de 2022. STS 
3859/2022 - ECLI:ES:TS:2022:3859.
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Así pues, se considera interesante destacar que

«la demostración del origen criminal […] no requiere la identificación de 
las concretas operaciones delictivas, bastando a tales efectos que quede 
suficientemente probada la actividad delictiva de modo genérico»423. 

Finalmente, es un delito que admite como modalidad culposa la 
imprudencia grave424 tal y como se recoge en el art. 301.3 al determi-
nar que: «Si los hechos se realizasen por imprudencia grave, la pena 
será de prisión de seis meses a dos años y multa del tanto al triplo».

Se destaca que la imprudencia recae, no sobre la forma en que se eje-
cuta el hecho, sino sobre el conocimiento de la naturaleza delictiva de los 
bienes receptados, de tal modo que debiendo y pudiendo conocer la pro-
cedencia delictiva de los bienes, actúe sobre ellos, adoptando una con-
ducta de las que describe el tipo y causando así objetivamente la ocul-
tación de la procedencia de tales bienes (su blanqueo) con un beneficio 
auxiliador para los autores del delito de que aquellos procedan425.

Se precisa que «en el delito imprudente no es exigible que el sujeto 
sepa la procedencia de los bienes, sino que esté en condiciones de 
conocerla solo con observar las cautelas propias de su actividad y, sin 
embargo, haya actuado al margen de tales cautelas o inobservando 
los deberes de cuidado que le eran exigibles y los que, incluso, le pue-
dan venir impuestos normativamente, en orden a averiguar la proce-
dencia de los bienes o a abstenerse de operar con ellos cuando su pro-
cedencia no estuviere claramente establecida»426.

Para hacerse a una idea de un caso de comisión por imprudencia 
grave imagínese a la hija de un condenado por tráfico de drogas que 
adquiere una plaza de amarre con el dinero entregado por su padre427.

423	 FD tercero de la Sentencia del Tribunal Supremo de 24 de noviembre de 2021. 
STS 4270/2021 - ECLI:ES:TS:2021:4270.

424	 Así lo considera también el TS en la ya referido FD tercero de la sentencia del 16 
de octubre de 2022.

425	 FD noveno de la STS de 1 de abril de 2014. STS 1457/2014 - ECLI:ES:TS:2014:1457.

426	 FD tercero de la ya citada STS de 27 de octubre de 2022.

427	 Este supuesto se corresponde con la ya citada STS de 1 de abril de 2014. STS 
1457/2014 - ECLI:ES:TS:2014:1457.
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3.5.8. Blanqueo de capitales en los deportes 
electrónicos

Una vez se han analizado con detalle los elementos del tipo de blan-
queo de capitales conforme a la figura clásica del CP y su ubicación 
sistemática, se procede a ahondar en cómo puede desarrollarse este 
tipo en el sector de los deportes electrónicos.

Si bien es cierto que ha de destacarse en primer lugar que no hay que 
confundir ninguno de los conceptos desarrollados en la introducción 
del presente subapartado con el concepto de monedas de juego, que 
solo pueden utilizarse en el contexto específico de un videojuego428.

A su vez, PEGI las denomina compras integradas en un videojuego: 
«Si dichas compras se realizan durante el juego, se llaman compras 
integradas en el juego (o compras en la aplicación en dispositivos 
móviles), aunque también pueden estar disponibles como artículos 
separados en tiendas en línea fuera de un juego. En algunos casos, 
un jugador puede hacer una compra (un nuevo artículo o una mejora) 
directamente con dinero real y, en otros casos, un jugador puede com-
prar dinero virtual en el juego con dinero real, que a su vez puede can-
jearse por contenido durante el juego»429.

Las monedas de juego quedan, por tanto, subsumidas en el con-
cepto de monedas digitales o virtuales430 y en este sentido, en España, 
se ha de estar a lo reflejado en el art. 1.5 de la Ley 2010, de 28 de abril, 
de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terro-

428	 Considerando 10 de la Directiva UE) 2018/843 del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 30 de mayo de 2018, por la que se modifica la Directiva (UE) 
2015/849 relativa a la prevención de la utilización del sistema financiero para el 
blanqueo de capitales o la financiación del terrorismo, y por la que se modifican 
las Directivas 2009/138/CE y 2013/36/UE.

429	 Información obtenida en: https://pegi.info/es/node/50. Última consulta: 
13/10/2025. En este mismo sentido, PEGI explica la utilidad y finalidad de estas 
compras integradas, así como el control que se hace de ellas.

430	 En este sentido, Fernández Bermejo y Martínez Atienza consideran que las 
monedas virtuales han resultado ser una herramienta ideal para el blanqueo 
de capitales por su disponibilidad global, la facilidad de acceso, el bajo coste, 
la velocidad de las transacciones internacionales y la potencial ocultación de 
la verdadera identidad de sus propietarios». Fernández Bermejo, D. y Martínez 
Atienza, G. (2018). Ciberseguridad, ciberespacio y ciberdelincuencia. Aranzadi. 
Navarra, p. 206.
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rismo431 que, en esencia, traspone literalmente el contenido de la 
Directiva (UE) 2015/849 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 
de mayo de 2015, relativa a la prevención de la utilización del sistema 
financiero para el blanqueo de capitales o la financiación del terro-
rismo, y por la que se modifica el Reglamento (UE) n.º 648/2012 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, y se derogan la Directiva 2005/60/
CE del Parlamento Europeo y del Consejo y la Directiva 2006/70/CE 
de la Comisión.

Las monedas virtuales a su vez se contemplan como instrumento 
de pago distinto del efectivo con arreglo a lo dispuesto en el art. 2 de 
la Directiva (UE) 2019/713 del Parlamento Europeo y del Consejo de 
17 de abril de 2019 sobre la lucha contra el fraude y la falsificación 
de medios de pago distintos del efectivo y por la que se sustituye la 
Decisión Marco 2001/413/JAI del Consejo se consideran como un: 
«dispositivo, objeto o registro protegido, material o inmaterial, o una 
combinación de estos, exceptuada la moneda de curso legal, que, por 
sí solo o en combinación con un procedimiento o conjunto de procedi-
mientos, permite al titular o usuario transferir dinero o valor monetario 
incluso a través de medios digitales de intercambio».

Un ejemplo de ello sería la compra de tarjetas de PlayStation432, la 
consola de Nintendo, con dinero efectivo obtenido de una actividad ilí-
cita previa e ir almacenando dicho dinero en tu monedero virtual de un 
videojuego. En concreto y sirva de ejemplo, se puede comprar una tar-
jeta por valor de 50€, o el valor que fuere, obtener el código que viene 
en esa tarjeta para canjearlo y obtener saldo en tu monedero virtual de 
PlayStation, acceder al videojuego en cuestión que sea eSport, como 
el FIFA (actualmente llamado EA Sports FC), se compra la moneda vir-
tual de dicho videojuego, en este caso FIFA Points (ahora llamados FC 
Points) y hacer dicha operación sucesivamente y de forma ilimitada 
pues no existen restricciones de acumulación al respecto.

431	 Se entenderá por moneda virtual aquella representación digital de valor no emi-
tida ni garantizada por un banco central o autoridad pública, no necesariamente 
asociada a una moneda legalmente establecida y que no posee estatuto jurídico 
de moneda o dinero, pero que es aceptada como medio de cambio y puede ser 
transferida, almacenada o negociada electrónicamente.

432	 Información obtenida en: https://www.playstation.com/es-es/playsta-
tion-gift-cards/. Última consulta 16/10/2025.
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Con ese dinero virtual en el videojuego se compran cartas de juga-
dores, ítems determinados433 por un valor de varios cientos o miles 
de euros y después se revenden a particulares a cambio de dinero 
real o incluso directamente, se vende la cuenta en la que se tiene 
almacenado ese dinero virtual en forma de monedas de juego. Por 
supuesto, esta operación puede repetirse de forma ilimitada supe-
rando así, la encrucijada de la insuficiencia y el límite para consi-
derarse como blanqueo de capitales ya debidamente analizado de 
forma previa.

Es cierto que se pueden establecer límites en tales compras434 a 
modo del pin parental435, pero como es lógico, el sujeto que busque 
blanquear dinero no establecerá ningún tipo de límite o restricción.

Pese a que, como se ha visto en detalle, existen diferentes modali-
dades de comisión de este tipo tanto en la vertiente clásica del mismo 
como en el sector concreto de los deportes electrónicos, dadas las 
particularidades y características propias de la industria, se considera 
de especial interés las relacionadas con los NFTs.

Para seguir con esta línea de desarrollo es preciso explicar de 
forma breve qué son los NFT. Se entiende como un tipo de criptoac-
tivo no intercambiable entre sí, único e irremplazable, que constitu-
yen la representación digital única, singular e irremplazable de bienes, 
físicos o digitales, o derechos, pudiendo dar prueba cierta de dicho 
carácter digital único por medio de la criptografía436.

433	 Sobre la compra de packs u otros a través de los Fifa points se ha obtenido la 
información en: https://store.playstation.com/. Última consulta 16/10/2025.

434	 Información obtenida en: https://www.playstation.com/es-es/support/store/
ps-store-add-remove-change-payment/#:~:text=Puedes%20a%C3%B1a-
dir%20un%20m%C3%A1ximo%20de,o%20d%C3%A9bito%20a%20tu%20
cuenta. Última consulta 16/10/2025.

435	 Sobre esta limitación se posiciona la AEVI: https://aevi.org.es/declaracion-so-
bre-monedas-virtuales-en-los-videojuegos/. Última consulta 21/10/2025.

436	 Fetsyak Senkiv, I. (2022). «Cuestiones sobre la prevención del blanqueo de 
capitales y financiación del terrorismo mediante los tokens no fungible (NFT)». 
Revista Electrónica de Derecho de la Universidad de La Rioja, núm. 20, pp. 
91-103.
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A su vez, el Reglamento MiCA (Markets in Crypto-Assets), es decir, 
el Reglamento (UE) 2023/1114 del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 31 de mayo de 2023, relativo a los mercados de criptoactivos y 
por el que se modifican los Reglamentos (UE) n.º 1093/2010 y (UE) n.º 
1095/2010 y las Directivas 2013/36/UE y (UE) 2019/1937, como norma 
general, no es de aplicación a los NFTs. Sin embargo, si los NFTs se 
emiten de forma fraccionada y esas fracciones son fungibles entre sí, 
podrían entrar bajo el ámbito de MiCA437.

Otro de los aspectos a destacar de los NFT es su inherente vin-
culación con la tecnología de cadena de bloques (blockchain) y es 
el punto de partida de la existencia del riesgo potencial de su uso 
delictivo.

A su vez la tecnología de cadena de bloques posee ciertos elemen-
tos característicos como la descentralización, la inmutabilidad y el 
pseudoanonimato que en sinergia disponen un escenario idóneo para 
el uso de criptoactivos en para el blanqueo de capitales.

En primer lugar, el carácter descentralizado de la blockchain eli-
mina la necesidad de confiar en un tercero que actúe como garante 
e intermediario. Esa ausencia de un ente centralizador hace que cual-
quier manipulación sea prácticamente imposible y confiere carácter 
irrevocable a lo inscrito en los distintos bloques que forman la cadena. 
De forma correlativa, la mecánica peertopeer y distribuida de la bloc-
kchain posibilita la interacción directa entre los usuarios, prescin-
diendo de la intervención de intermediarios en la compraventa y en 
otras operaciones con criptoactivos438, que podrían dar lugar a opera-
ciones sospechosas439.

En segundo lugar, la irreversibilidad e inmutabilidad de las transac-
ciones, junto con el control ejercido por el titular del monedero digital 
sobre sus claves públicas y privadas, permiten sostener la inembar-
gabilidad de los criptoactivos almacenados en dicho monedero. En 
consecuencia, el éxito de cualquier medida de decomiso depende 
prácticamente de la colaboración activa del poseedor de las claves 

437	 Información obtenida en: https://www.cnmv.es/portal/mica/regulacion-crip-
toactivos?lang=es. Última consulta 14/10/2025.

438	 Pérez López, X. (2017). op. cit, p. 144. 

439	 Navarro Cardoso, F. (2019). «Criptomonedas (en especial, bitcóin) y blanqueo de 
dinero». Revista Electrónica de Ciencia Penal y Criminología, núm. 21 pp. 21 y 22. 
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privadas, salvo en los supuestos en que la custodia de dichas claves 
corresponda a un tercero —por ejemplo, un exchange— que pueda 
facilitar el acceso o la transferencia440.

En tercer lugar, salvo que se opere a través de una entidad que 
verifique de forma fehaciente la identidad de los usuarios mediante 
procedimientos de Know Your Customer (KYC), la interacción con las 
distintas aplicaciones descentralizadas (DApps) no implica la cesión 
de datos personales, más allá de la clave pública de carácter pseu-
doaleatorio asociada al monedero digital. En este contexto, no resulta 
sorprendente que se haya señalado que la pseudoanonimia inherente 
a la tecnología blockchain podría incluso hacer innecesaria la segunda 
fase del blanqueo —la de ocultamiento o encubrimiento—. A esta cir-
cunstancia se suma el carácter transfronterizo de los criptoactivos, 
que plantea un reto adicional para los reguladores, al permitir que los 
distintos actores del ecosistema se sitúen en jurisdicciones con nor-
mas de compliance débiles o inexistentes441.

A modo ilustrativo, puede considerarse el caso de un individuo que 
desarrolla un smart contract, habitualmente vinculado a un token de 
su propia creación, que, tras la interacción de otros usuarios con dicho 
contrato, bloquea cualquier posibilidad de recuperación de los recur-
sos utilizados, salvo por el propio creador. En la práctica, un escenario 
como este daría lugar a la comisión de un delito de estafa mediante 
manipulación informática (artículo 248.2.a del Código Penal), aunque 
su persecución por parte de las autoridades resultaría sumamente 
complicada debido a la irreversibilidad de la transacción y al pseu-
doanonimato de la dirección pública del autor. La situación se com-
plicaría aún más si, con el objetivo de dificultar la trazabilidad de los 
fondos obtenidos ilícitamente, es decir, encubrir u ofuscar su origen, 
el usuario recurriera, por ejemplo, al uso de un «mixer», recibiendo 
posteriormente dichos fondos en una nueva dirección y dificultando 
así su identificación y recuperación442.

440	 Navarro Cardoso, F. (2019). op. cit, p. 21.

441	 Cfr. Banco Central Europeo, Virtual currency schemes – a further analysis, 
febrero de 2015. Disponible en: https://www.ecb.europa.eu/pub/pdf/other/vir-
tualcurrencyschemesen.pdf. Última consulta 21/10/2025.

442	 Cfr. Fetsyak Senkiv, I. (2022). op. cit, pp. 95 y 96.



162

DEPORTES ELECTRÓNICOS Y DERECHO PENAL

Pues bien, una vez establecidas las premisas esenciales para com-
prender los aspectos más elementales de los NFTs y la tecnología 
de bloques, el delito de blanqueo de capitales en el escenario de los 
deportes electrónicos en España se procede a escenificar o elaborar 
un supuesto de hecho que articularía al completo los elementos nece-
sarios para darse este ilícito en el sector referido.

Con el dinero obtenido de forma ilícita, con independencia de la 
actividad de la que se trate, pues en este contexto se considera que el 
origen del dinero negro no es relevante, lo importante es que se tiene 
y qué es lo que se hace con él, como se ha visto con el debido detalle a 
lo largo del presente apartado, se adquiere un bien en el mundo virtual 
del videojuego considerado como eSport en cuestión, véase una parte 
del equipamiento de una armadura, un arma, un escenario o cualquier 
otro que esté vinculado a la tecnología NFT. Sirva de ejemplo como 
bien concreto en el eSport Guild of Guilty443 una espada con unas par-
ticularidades especiales dentro del videojuego y que, por sus caracte-
rísticas únicas, tiene un valor a suponer de 1.000€. Una vez adquirido 
dicho bien, con el dinero obtenido de una actividad ilícita, se procede 
a su venta, ya sea por el mismo valor o por uno superior al de compra 
y con dicho negocio de compraventa el dinero ya ha quedado blan-
queado e insertado en el tráfico legal.

Esta práctica es ciertamente habitual del mismo modo que «inflar» 
el precio del bien digital que se quiere obtener para que, tras ello, a la 
hora de venderlo, la cantidad de dinero blanqueada sea consecuente-
mente la mayor posible.

Por supuesto, esa venta puede hacerse por vías digitales como 
transferencias bancarias, pago con criptomonedas, dinero retirado en 
efectivo de una determinada entidad bancaria o cualquier otro medio 
y cuyo rastreo se complicaría en extremo si está descentralizado y 
más si cabe si se hace dicha transacción a nivel internacional.

443	 Guild of Guardians es un RPG de fantasía inactivo en el que reúnes a Guardianes 
legendarios para formar un equipo imparable. Crea objetos poderosos, invoca 
nuevos héroes estratégicamente y supera la dificultad cada vez mayor de las maz-
morras. Guild of Guardians se basa en zkEVM inmutable, lo que te permite ser 
el dueño de tus activos del juego como NFT, intercambiando, vendiendo y exhi-
biendo tus tesoros en un ecosistema seguro. Información disponible en: https://
www.guildofguardians.com/how-to-play. Última consulta: 25/10/2025.
Además, dispone de su propio token y su precio se puede consultar en: https://coin-
marketcap.com/currencies/guild-of-guardians/. Última consulta: 26/10/2025.



163

3. RIESGOS PENALES

Tales acciones quedarían subsumidas en el tipo del art. 301 pues 
se tiene dolo tanto en el conocimiento del origen de los bienes ilícitos 
como en la ocultación de dicho origen. Además, mediante el acto pos-
terior de la venta del bien cuyo valor ha sido inflado previamente, se 
integra en el tráfico legal.

Del mismo modo, el entorno exclusivamente digital y pseudoanó-
nimo en el que se desarrollan este tipo de operaciones444 facilita de 
forma notable la reproducción de prácticas asociadas histórica-
mente al blanqueo de capitales en sectores como el del arte, entre 
ellas el denominado wash trading. Esta técnica consiste en simular 
una compraventa en la que el mismo sujeto actúa como comprador 
y vendedor, con el objetivo de generar una falsa percepción del valor 
del activo y dar apariencia de legitimidad al origen de los fondos445. 
La particularidad en el ámbito de los criptoactivos radica en que este 
tipo de transacciones puede llevarse a cabo sin necesidad de recurrir 
a un tercero que actúe como testaferro, dada la facilidad con la que se 
pueden crear y operar múltiples monederos virtaules (wallets) pseu-
doanónimas.

De hecho, aunque pueda parecer un tanto utópico existen bastantes 
plataformas que se dedican a los videojuegos, deportes electrónicos, 
NFTs, etc., y que pueden ser usadas para tales fines. Algunos ejem-

444	 «A modo de ejemplo, el mercado de compraventa de NFT más importante por 
volumen, OpenSea, no requiere a los usuarios pasar por ningún proceso de 
verificación e identificación como el KYC, sino que únicamente requiere que 
el usuario se conecte a la plataforma mediante su wallet, identificada por una 
clave pública aleatoria y pseudoanónima». Fetsyak Senkiv, I. (2022). op. cit, p. 97.

445	 GAFI. Targeted update on implementation of the fatf standards on virtual assets 
and virtual asset service providers, pp. 19 y ss. Disponible en: https://www.fatf-gafi.
org/content/dam/fatf-gafi/guidance/Targeted-Update-Implementation-FATF%20
Standards-Virtual%20Assets-VASPs.pdf. Última consulta: 22/10/2025.
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plos de ello son plataformas como GameFi446, Ikonic447, Yesports448 o 
ePlay449 entre muchas otras.

Se considera de relevancia igualmente destacar que podría con-
templarse una agravación por el uso de menores como instrumento 
para operaciones de blanqueo, dado el alto porcentaje de jugadores 
jóvenes en este sector450.

446	 GameFi, abreviatura de finanzas de juegos, es un concepto relativamente nuevo 
que combina elementos de los juegos y las finanzas descentralizadas. Repre-
senta una nueva categoría de aplicaciones descentralizadas (dApps) que busca 
fusionar los mundos de los juegos y la blockchain. Al crear un ecosistema de jue-
gos que utiliza la tecnología blockchain, los activos digitales y las finanzas des-
centralizadas. GameFi tiene como objetivo mejorar la experiencia del jugador 
y proporcionar oportunidades de compensación. GameFi o finanzas de juego, 
es una fusión de los juegos en línea y las finanzas descentralizadas, creando 
una economía dentro del juego. tecnología Blockchain y los tokens no fungi-
bles (NFTs) buscan dar a los jugadores la propiedad exclusiva en GameFi, y los 
jugadores pueden recibir tokens digitales mientras jueganInformación obtenida 
en: https://www.coinbase.com/es-es/learn/crypto-glossary/what-is-gamefi. 
Última consulta 25/10/2025.

447	 Ikonic, una plataforma NFT dedicada a coleccionables de esports y video-
juegos, ha anunciado su lanzamiento oficial. Ikonic ofrece un mercado NFT 
integral para jugadores profesionales, equipos, creadores de contenido y afi-
cionados. Información obtenida en: https://esportsinsider.com/2022/08/iko-
nic-esports-nft-platform. Última consulta: 27/10/2025.

448	 La plataforma de participación en esports eb3, Yesports, ha lanzado oficial-
mente una plataforma B2B como servicio para membresías NFT personaliza-
bles. El servicio, presentado inicialmente en una ronda de financiación de 2,25 
millones de dólares (unos 1,66 millones de libras), busca permitir a las organi-
zaciones de esports aprovechar la Web3 para generar ingresos y oportunida-
des de interacción con los fans. Información obtenida en: https://esportsinsi-
der.com/2022/08/yesports-launches-b2b-esports-nft-membership-service. 
Última consulta 27/10/2025.

449	 ePlay anuncia el lanzamiento de la plataforma NFT (token no fungible) de 
eSports. Ediciones limitadas de arte virtual y físico, arte para vestir y obje-
tos estarán disponibles en la aplicación y a través del nuevo Marketplace 
NFT. Información obtenida en: https://www.globenewswire.com/news-re-
lease/2021/03/25/2199190/0/en/ePlay-Announces-eSports-NFT-Non-Fungi-
ble-Token-Platform-Launch.html. Última consulta: 27/10/2025.

450	 En este sentido, sobre el uso y captación de menores, en especial por organiza-
ciones criminales como carteles mejicanos véase García Carmona, D. (2025). 
«Nuevas realidades: la incidencia del Derecho Penal en los deportes electróni-
cos o eSports». op, cit., p. 285.
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Otras potenciales y características formas de blanqueo de blan-
queo de capitales en el sector de los deportes electrónicos en España 
pueden ser la compra de cuentas de alto nivel451 con fondos delictivos 
para revenderlas entendiendo que dicha acción quedaría subsumida 
con la «adquisición» del tipo base o realizar apuestas online en parti-
dos manipulados para «legitimar» beneficios entendiendo que dicha 
acción quedaría subsumida con el verbo utilizar del tipo base; apues-
tas en partidas o competiciones manipuladas, match-fixing¸ en el que 
se apuesta con el dinero obtenido de forma ilícita para multiplicar 
beneficios, favorecido, por supuesto, por la laxitud de verificaciones y 
medidas destinadas a conocer el origen de los fondos que se invierten 
en las casas de apuestas especializadas, entre otros ejemplos.

Todo ello, además, puede presentar dificultades añadidas como la 
falta de tipificación específica en relación con criptoactivos; el uso de 
cuentas ficticias, VPNs; la intervención de plataformas privadas extran-
jeras plataformas descentralizadas (DeFi) y otras técnicas de anonimi-
zación que complicaría, sobremanera el rastreo de operaciones y hace 
que la acción típica se adapte con facilidad al entorno digital.

3.6. Delitos de dopaje deportivo

3.6.1. Introducción

Al igual que en los delitos de daños informáticos y de corrupción 
deportiva, se inicia el análisis de esta tipología delictiva indicando que, 
de la investigación realizada, se considera que este es uno de los deli-
tos más característicos e interesantes en el sector del gaming profe-
sional en España tanto por la concreción de las respuestas ofrecidas 
como el número de respuestas.

Este delito se halla tras la reforma del CP en el año 2015, en el art. 
362 quinquies452 del CP dentro del Capítulo III de los delitos contra la 

451	 Con ello se hace referencia a indicadores el eSport en cuestión. Cuentas con 
un personaje de mucho nivel o con muchos ítems conseguidos durante todo el 
tiempo empleado.

452	 Los que, sin justificación terapéutica, prescriban, proporcionen, dispensen, 
suministren, administren, ofrezcan o faciliten a deportistas federados no com-
petitivos, deportistas no federados que practiquen el deporte por recreo, o 
deportistas que participen en competiciones organizadas en España por enti-
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salud pública del Título XVII de los delitos contra la seguridad colec-
tiva. Si bien es cierto que en cuanto a su ubicación sistemática no ha 
cambiado en cuanto al Título y Capítulo, el numeral se cambió puesto 
que previamente se encontraba en el art. 361 bis del CP tras la LO 
7/2006, de protección de la salud y de lucha contra el dopaje en el 
deporte.

En el plano internacional, de forma breve y sucinta se expone que Un 
sector de la doctrina alemana propone, en parte de lege ferenda, cri-
minalizar el dopaje como un delito económico, y más específicamente 
como un delito contra la competencia justa o libre competencia453.

Como primera aproximación y, aunque se analiza con un mayor 
detalle en el siguiente subapartado al hablar de la naturaleza jurídica 
del tipo, ha de indicarse que el delito de dopaje se trata de un delito de 
peligro en concreto tal y como indica la doctrina454.

Este tipo delictivo se caracteriza porque el bien jurídico debe de 
haber sufrido un riesgo real de lesión.

dades deportivas, sustancias o grupos farmacológicos prohibidos, así como 
métodos no reglamentarios, destinados a aumentar sus capacidades físicas o a 
modificar los resultados de las competiciones, que por su contenido, reiteración 
de la ingesta u otras circunstancias concurrentes, pongan en peligro la vida o la 
salud de los mismos, serán castigados con las penas de prisión de seis meses a 
dos años, multa de seis a dieciocho meses e inhabilitación especial para empleo 
o cargo público, profesión u oficio, de dos a cinco años.
2. Se impondrán las penas previstas en el apartado anterior en su mitad superior 
cuando el delito se perpetre concurriendo alguna de las circunstancias siguientes:
1.ª Que la víctima sea menor de edad.
2.ª Que se haya empleado engaño o intimidación.
3.ª Que el responsable se haya prevalido de una relación de superioridad laboral 
o profesional.

453	 Cfr., en este sentido Roxin, C. (2009). «Derecho Penal y doping». Cuadernos de 
Política Criminal, núm. 97, p. 15. 

454	 Bacigalupo Saggese, E. (1999). Derecho Penal, Parte General. Hammurabi. Bue-
nos Aires, pp. 101 y 102; Terradillos Basoco, J. M. (2001). «Peligro abstracto y 
garantías penales». En Morales Prats, F. y Quintero Olivares, G. (coords.). El 
nuevo derecho penal español: estudios penales en memoria del profesor José 
Manuel Valle Muñiz. Thomson Reuters Aranzadi. Madrid, pp. 787-816.
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Como indica Cerezo Mir455, se puede considerar que: «desde un 
punto de vista dogmático, los delitos de peligro concreto son delitos 
de resultado, especialmente si consideramos que el objeto de tutela 
penal en determinados campos de la actividad social (como, por 
ejemplo, el del tráfico) es la seguridad colectiva, que se vería entonces 
menoscabada al constatarse su puesta en peligro».

Del mismo modo que alguno de los delitos anteriores ya analizados, 
en concreto, el delito de daños informáticos y el delito de corrupción 
deportiva, se trata de una norma penal en blanco en cuanto a que se 
necesita acudir a normativa diferente al CP para entender de forma 
íntegra el precepto. Por este motivo se remite al concepto y bibliogra-
fía utilizada en el apartado del delito de daños informáticos pues se 
considera debidamente reflejadas las oportunas explicaciones sobre 
el concepto de la norma penal en blanco y se evita así una redundan-
cia innecesaria y reiterativa de explicaciones en tal sentido.

Si bien señalado lo anterior, se debe destacar que la norma a la que 
se debe acudir en remisión para poder entender el precepto es la LO 
11/2021, de 28 de diciembre, de lucha contra el dopaje en el deporte y 
otras normas reflejadas en dicho texto legal como el Código Mundial 
Antidopaje, CMA en adelante, elaborado por la Agencia Mundial Anti-
dopaje, AMA en adelante.

3.6.2. Bien jurídico

Existe un gran debate doctrinal sobre el contenido de este tipo, pero 
podría apuntarse a que lo que se persigue es castigar el entorno del 
deportista y preservar la salud pública tal y como apunta gran parte 
de la doctrina como Acale Sánchez456, Pérez Álvarez457, Doval Pais458 

455	 Cerezo Mir, J. (2002). «Los delitos de peligro abstracto en el ámbito del Dere-
cho Penal del riesgo». Revista de Derecho Penal y Criminología, 2.ª Época, n. 10 
(2002), p. 48.

456	 Acale Sánchez, M. (2002). Salud pública y drogas tóxicas. Tirant lo Blanch. 
Valencia. pp. 18 y ss.

457	 Pérez Álvarez, F. (1991). Protección penal del consumidor. Salud pública y ali-
mentación. Praxis. Barcelona, pp. 30 y ss.

458	 Doval País, A. (1996). Delitos de fraude alimentario. Aranzadi. Pamplona, p. 342.
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o Cortés Bechiarelli459 entre otros, es decir, es un bien jurídico colec-
tivo460 y no individual461.

Si bien es cierto que ciertos autores apuntan a que el bien jurídico 
protegido en este caso, coincidiendo así, de cierta manera con el delito 
de corrupción deportiva ya analizado es el fairplay462, entendido como 

459	 Cortés Bechiarelli, E. (2007). El delito de dopaje. Tirant lo Blanch. Valencia, p. 51.

460	 En este mismo sentido, Andrés Domínguez entiende que el bien jurídico es la 
salud pública entendida como valor público, aunque también sostiene que la 
tutela de la salud individual del deportista es un bien protegido complementado 
por el valor salud pública. Andrés Domínguez, A.C. (2016). «Análisis dogmá-
tico del delito de dopaje del art. 361 bis CP». En Maqueda Abreu, M.L.; Martín 
Lorenzo, M.; Ventura Püschel, A. (coords.). Derecho Penal para un estado social 
y democrático de derecho. Universidad Complutense de Madrid (UCM). Madrid, 
pp. 430 y 431.

461	 Existen varios autores a favor de esta tesis de considerar el bien jurídico como 
el interés individual a la vida o salud. De entre ellos, cabe destacar autores como 
Boix Reig, J. (2010). «Aspectos constitucionales de las políticas de prevención, 
control y represión del dopaje». En Doval País, A. (dir.) y Sánchez-Moraleda Vil-
ches, N. (coord.). Dopaje, intimidad y datos personales. Especial referencia a los 
aspectos penales y político-criminales. Iustel. Madrid, pp. 23 - 27; Doval País, 
A. (2010). «Criterios de tutela penal de la salud pública». En Doval País, A. (dir.) 
y Sánchez-Moraleda Vilches, N. (coord.). Dopaje, intimidad y datos personales. 
Especial referencia a los aspectos penales y político-criminales. Iustel. Madrid, 
pp. 42 - 47 o Juanatey Dorado, C. (2010). «El delito de dopaje: análisis de los lími-
tes al derecho a la autonomía del deportista y al deber de secreto profesional y 
laboral». En Doval País, A. (dir.) y Sánchez-Moraleda Vilches, N. (coord.). Dopaje, 
intimidad y datos personales. Especial referencia a los aspectos penales y polí-
tico-criminales. Iustel. Madrid, pp. 171 y 172 o de la Cuesta Aguado, P. (2011). 
«Delitos contra la salud pública». En Álvarez García, F.J. (dir.) y Manjón-Cabeza 
Olmeda, A. y Ventura Püschel, A. (coords.). Derecho penal español. Parte Espe-
cial (II). Tirant lo Blanch. Valencia, p. 1234, entre otros.
Finalmente, en cuanto a la posición doctrinal de considerar un bien jurídico indi-
vidual en este tipo, se recomienda encarecidamente la lectura de Sánchez-Mo-
raleda Vilches, N. (2018). Suplementos deportivos, dopaje y salud pública. 
Aspectos penales. Tirant lo Blanch. Valencia, pp. 69 a 73.

462	 Véase Atienza Macías, E. (2025). Las respuestas del derecho penal a las nue-
vas manifestaciones de dopaje en el deporte. En Abadías Selma, A. y Guillén 
Pajuelo, A. (coords.). Delitos en el deporte: un enfoque jurídico contemporáneo. 
Tecnos. Madrid, p. 198; Armaza Armaza, E. J. (2022). «¿Puede el sustrato ético 
del "bioprogresismo" justificar un cambio en la Política Criminal en materia de 
dopaje deportivo?». Revista de Bioética y Derecho, núm. 55, pp. 23-53 o Rey 
Huidobro, L. F. (2006). «Repercusiones penales del dopaje deportivo». Revista 
Aranzadi de Derecho de Deporte y Entretenimiento, núm. 16, pp. 97 y ss.
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valor que encarna las ideas de igualdad y juego limpio en la práctica 
deportiva, aunque esta perspectiva encuentra su mayor óbice en que 
de haber sido el fair play el bien jurídico protegido, el legislador habría 
optado por sancionar también al propio deportista, habida cuenta es 
él quien en última instancia atenta contra el juego limpio463.

Este delito se encuadra en la protección de los bienes jurídicos 
sociales tal y como apuntaron Hassemer y Muñoz Conde464, y una de 
las características del Derecho Penal moderno es la tendencia a la 
protección de bienes jurídicos sociales o institucionales antes que los 
individuales.

Además, tal y como manifiesta el Tribunal Constitucional465, en los 
delitos contra la salud pública el bien jurídico protegido es el bien 
común en que la misma consiste «que se refleja en definitiva en la 
salud personal de los ciudadanos, por lo que estamos en un supuesto 
en el que la defensa del bien común es la forma de defender el interés 
personal, o, como antes decíamos, en que la defensa de este interés 
se hace sosteniendo el interés común, aun cuando en el caso de que 
se trata el interés personal no sea directo».

En esta misma línea de manifestaciones jurisprudenciales debe 
tenerse en cuenta al TS cuando manifiesta en el FD Único de su sen-
tencia de 15 de marzo de 2005 que: «la salud "pública" no existe como 
un objeto real ni como la suma de la salud de personas individual-
mente consideradas. La finalidad del legislador, más que la de evitar 
daños en la salud individual de las personas, es impedir la difusión de 
una práctica social peligrosa para la comunidad por el deterioro que 
puede causar en la población»466.

Aunque la afectación se produce a un único bien jurídico protegido 
se afecta de forma simultánea a dos ámbitos, el deportivo y el penal. 
Afecta al primero en cuanto a que se debe erradicar el dopaje para 
proteger la pureza de la competición deportiva, aunque la vía penal 

463	 Cfr. Morillas Cueva, L. (2013). «Derecho Penal y deporte». En Palomar Olmeda, 
A. (dir.). Derecho del Deporte. Aranzadi. Pamplona, p. 1098.

464	 Hassemer, W. y Muñoz Conde, F. (1995). La responsabilidad por el producto en 
Derecho penal. Tirant lo Blanch. Valencia, pp. 265 y ss.

465	 STC 62/1983, de 11 de julio, FJ2.º ECLI:ES:TC:1983:62

466	 STS de 15 de marzo de 2005. STS 1609/2005 - ECLI:ES:TS:2005:1609.
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no sirva para ello467 y afecta al segundo en cuanto a la protección de 
la salud, al coexistir una afectación tanto individual como colectiva468.

En cuanto a la naturaleza jurídica del delito de dopaje se configura 
como un injusto de peligro y la técnica de tipificación empleada per-
mite evidenciar que no se requiere una lesión de la salud, sino solo su 
puesta en peligro.

Dentro de la tipología de delito de peligro, tanto la doctrina mayori-
taria469 como la jurisprudencia parecen coincidir en que se trata de un 
delito de peligro concreto y que se precisa necesariamente un resul-
tado de peligro cierto para la vida o la salud de los deportistas y que 
dicho resultado esté conectado con la acción siendo esta imputable 
al autor.

3.6.3. Sujetos del delito

Una de las cuestiones más controvertidas y, a su vez, más caracte-
rística del delito de dopaje deportivo es lo referente al sujeto activo y se 
trata de la ausencia de castigo penal para el practicante del deporte, 
sea de la clase que sea. De este modo, la auto puesta en peligro queda 
impune en este tipo penal pues no alcanza a los consumidores de nin-
gún tipo de sustancias470.

Como se apuntaba en el subapartado anterior, dado que el bien 
jurídico que se protege en este tipo es un bien colectivo, el consen-

467	 Roca Agapito, L. (2007). «Los nuevos delitos relacionados contra el dopaje». 
Revista Electrónica de Ciencia Penal y Criminología, núm. 09-08, pp. 08:1–14:25. 

468	 Valls Prieto, J. (2009). «La intervención del Derecho Penal en la actividad 
deportiva». Revista Electrónica de Ciencia Penal y Criminología, núm. 11-14, pp. 
14:1–08:60.

469	 Belestá Segura, L. (2008). «La persecución penal del dopaje en el de deporte: 
el artículo 361 bis del Código Penal». Actualidad Jurídica Aranzadi, núm. 758, 
p. 5; Casero Linares, L. y Torres Fernández de Sevilla, J.M. (2007). «Comenta-
rios al art. 361 bis del Código Penal». Revista Aranzadi de Derecho del Deporte 
y Entretenimiento, núm. 21, p. 38 o de Vicente Martínez, R. (2012). «El delito de 
dopaje deportivo: la inoportuna intervención punitiva en materia de Derecho 
deportivo». Revista Española de Derecho deportivo, núm. 30, p. 49.

470	 Cortés Bechiarelli, E. (2007). El delito de dopaje. op. cit, p. 60.
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timiento del consumidor carece de cualquier tipo de relevancia471. De 
hecho, tal es así que no cambia el marco punitivo en aquel supuesto 
en el que se logre probar que fue el propio deportista el que indujo al 
suministro de la sustancia en cuestión o al uso del método dopante472.

Se considera pertinente destacar, de igual modo, que hay ciertas 
acciones del tipo, como lo son prescribir y dispensar, ya analizadas 
con anterioridad, que solo podrían cometerse por sujetos cualifica-
dos, en concreto, por profesionales de la sanidad. Ello, no obstante, 
desde la perspectiva del bien jurídico protegido por el tipo, se consi-
dera un acierto el no exigir tal cualificación profesional al autor mate-
rial del ilícito puesto que se ha demostrado que existen grandes redes 
de distribución en las que no participan de forma exclusiva los médi-
cos o farmacéuticos473.

En cuanto a los sujetos pasivos del tipo, conforme al tenor literal 
del precepto, se encuentran los deportistas federados no competiti-
vos, deportistas no federados que practiquen el deporte por recreo, o 
deportistas que participen en competiciones organizadas en España 
por entidades deportivas y, como se puede apreciar, no es un conte-
nido de delimitación sencilla474.

En esencia, la dicotomía se halla en dirimir si dicha descripción 
típica permite concluir que cualquier persona que practique deporte 
puede ser un potencial sujeto pasivo o si el círculo ha de restringirse 
más. La doctrina475 parece ser mayoritaria en cuanto al posiciona-
miento de que la acción ha de recaer sobre toda clase de deportistas, 

471	 Segura García, M.J. (2000). El consentimiento del titular del bien jurídico en 
Derecho Penal. Tirant lo Blanch. Valencia. pp. 125 y ss.

472	 Cortés Bechiarelli, E. (2007). El delito de dopaje. op. cit, p. 60.

473	 Cortés Bechiarelli, E. (2007). El delito de dopaje. op. cit, p. 62.

474	 Para una comprensión de cada una de las categorías que figuran en la descrip-
ción legal y los problemas principales de concreción en cuanto a los sujetos 
pasivos del delito de dopaje, se recomienda la lectura de Sánchez-Moraleda Vil-
ches, N. (2017). «El complejo círculo de los sujetos pasivos del delito de dopaje: 
su incidencia en el alcance del tipo». La Ley Penal, núm. 125, Sección Legislación 
aplicada a la práctica Wolters Kluwer. 

475	 Cabe destacar entre otros autores a Belestá Segura, L. (2008). op. cit, p. 4; de 
Vicente Martínez, R. (2010). Derecho Penal del Deporte, op. cit. p. 437 o López 
Ferrer, P. (2015). «Artículo 361 bis». En Morales García, O. (dir.). Código Penal 
con Jurisprudencia. Aranzadi. Navarra, pp. 935 y 936.
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ya sean federados, no federados, profesionales o aficionados y que se 
ejerciten físicamente con habitualidad, aunque desarrollen activida-
des que no están reglamentadas.

Precisamente, en este espectro de actividades no reglamentadas 
es donde podrían ubicarse los deportes electrónicos en nuestro país y 
quedar subsumidos directamente en el tipo. En una línea concordante 
con tal consideración, hay autores que se posicionan a favor de incluir 
como sujetos pasivos a quienes realizan actividades deportivas que 
no conllevan propiamente un esfuerzo físico puesto que el enunciado 
del precepto no hace distinción alguna entre clases de deporte476.

3.6.4. Objeto del delito

Atendiendo a lo dispuesto en el art. 362 quinquies del CP, el objeto 
material se refiere a las «sustancias o grupos farmacológicos prohibi-
dos, así como métodos no reglamentarios, destinados a aumentar sus 
capacidades físicas o a modificar los resultados de las competiciones, 
que, por su contenido, reiteración de la ingesta u otras circunstancias 
concurrentes, pongan en peligro la vida o la salud de los mismos».

En esencia, se podría sintetizar que, además de ser una norma penal 
en blanco como ya se ha expuesto en subapartados anteriores, la fina-
lidad de la acción o bien debe aumentar la capacidad física, o bien 
debe modificar los resultados de las competiciones.

El legislador no especifica en el tenor del precepto las sustancias y 
métodos dopantes típicos, sino que únicamente se refiere a las sus-
tancias o grupos prohibidos o a los métodos antirreglamentarios, de 
manera que hay que acudir a otras normas para saber cuáles son.

Siguiendo este hilo conductor, se ha de apuntar al CMA puesto que 
contiene los criterios para decidir si una sustancia o método se con-
sideran prohibidos en el deporte. De hecho, hace referencia a las sus-
tancias o métodos que tengan potencial para mejorar el rendimiento 
deportivo, los que plantean un riesgo real o potencial para la salud del 
deportista, los métodos que vulneren el espíritu deportivo, además de 

476	 Belestá Segura, L. (2008). op. cit, p. 4 o Sánchez-Moraleda Vilches, N. (2018). op. 
cit, p. 88.
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aquellas sustancias o métodos que tengan el potencial de enmasca-
rar el uso de otros477.

Además de las sustancias recogidas en el CMA, en España es el CSD 
el órgano competente que publica anualmente el correspondiente lis-
tado internacional de las sustancias y métodos no permitidos en el 
Boletín Oficial del Estado478, mediante Resolución de su Presidencia 
tal y como se dispone en el apartado 35 del Anexo sobre definiciones 
de la LO 11/2021, de lucha contra el dopaje en el deporte479.

Una vez se ha hecho referencia al listado de sustancias que han 
de ser tenidas en cuenta para la aplicación de un potencial delito de 
dopaje del art. 362 quinquies del CP, se debe estar, como se adelan-
taba, a la finalidad de la acción y si esta cumple con la exigencia de 
estar «destinados a aumentar sus capacidades físicas o a modificar 
los resultados de las competiciones». Sensu contrario, serán atípicas 
aquellas sustancias que sólo sirvan para disminuir las capacidades 
físicas480, o incluso aquellas que, aunque produzcan una mejora, esta 
sea en las capacidades psíquicas.

Por último, es necesario que las sustancias o métodos dopantes 
«por su contenido, reiteración de la ingesta u otras circunstancias 
concurrentes, pongan en peligro la vida o la salud» del deportista. 
Esta circunstancia es esencial para poder defender la naturaleza del 
delito como de peligro concreto, pues exige que el peligro de esas 

477	 Estas cuestiones se pueden apreciar en los diversos apartados del art. 4: «Lista 
de prohibiciones» de la citada norma. 

478	 La versión más actualizada de esta Resolución es la Resolución de 28 de noviem-
bre de 2023, de la Presidencia del CSD, por la que se aprueba la lista de sustan-
cias y métodos prohibidos en el deporte.

479	 Esta obligación fue adquirida por la firma de España en el año 2005 de la Con-
vención Internacional contra el dopaje en el deporte de 2003. Tal y como esta-
blece el preámbulo de esta Ley Orgánica: «La Convención establece que los 
Estados firmantes deberán utilizar las medidas legislativas, reglamentos, polí-
ticas o disposiciones administrativas necesarias para cumplir con los criterios 
fijados por la Agencia Mundial Antidopaje, comprometiendo la lucha contra el 
dopaje por parte de todos los gobiernos firmantes».

480	 Si bien es cierto que dicha afirmación es la norma general, puesto que existen 
prácticas deportivas en las que la merma de ciertas aptitudes físicas es bene-
ficiosa para la competición tal y como se refleja en el subapartado sobre el tipo 
subjetivo.
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sustancias se concrete en la vida o salud del deportista, lo que implica 
la creación de una efectiva situación de peligro481.

En cualquier caso, para acreditar la existencia de riesgo potencial 
y demostrar la relación de causalidad entre las conductas dopantes 
y sus consecuencias lesivas será decisiva la prueba pericial médica.

Si bien es cierto que el uso de cualquier sustancia prohibida de 
las recogidas en los referidos listados, por un deportista por razones 
médicas es posible a través de una Autorización de Uso Terapéutico, 
AUT482 en adelante, y en tal caso no habría acción típica alguna. No 
obstante, en cualquier otro caso, el profesional o médico o cualquier 
otra persona que suministre la sustancia dopante sin autorización 
médica estaría incurriendo en el delito del art. 362 quinquies.

3.6.5. Acción típica

No se distingue este elemento del tipo de otros en cuanto al intenso 
debate que implica su redacción. Si bien es cierto que la doctrina 
mayoritaria483 parece decantarse por estimar una redacción reite-
rativa y confusa que dificulta la diferenciación entre los términos 
empleados y su alcance.

Además, la disparidad sustantiva que existe en el precepto ha lle-
vado a varios autores484 a apuntar una posible vulneración del principio 

481	 Cortés Bechiarelli, E. (2007). El delito de dopaje, op. cit, p. 32 y Roca Agapito, L. 
(2007), op. cit, p. 50.

482	 Ha de entenderse por AUT Autorización por medio de la cual un deportista some-
tido a un tratamiento médico queda facultado para hacer uso de una sustancia 
prohibida o un método prohibido contenido en la Lista de Sustancias y Métodos 
Prohibidos, concedida por el Comité de Autorizaciones de Uso Terapéutico de 
acuerdo con el procedimiento establecido. Así lo dispone el punto 6 del Anexo de 
definiciones de la LO 11/2021, de lucha contra el dopaje en el deporte.

483	 Sánchez-Moraleda Vilches, N. (2018), op. cit., p. 88.

484	 Álvarez Vizcaya, M. (2007). «La protección penal». En Cazorla Prieto, L.M. 
y Palomar Olmeda, A. (dirs.). Comentarios a la Ley Antidopaje en el Deporte. 
Aranzadi. Navarra, p. 570; Anarte Borrallo, E. y Moreno Moreno, F. (2010). 
«Anotaciones sobre la criminalización del dopaje». En Doval País, A. (dir.) y 
Sánchez-Moraleda Vilches, N. (coord.), Dopaje, intimidad y datos personales. 
Especial referencia a los aspectos penales y político criminales. Iustel. Madrid, 
p. 111; Íñigo Corroza, M.E. (2016). «Delitos contra la salud pública». En Memento 
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de proporcionalidad dada la equiparación penal de comportamientos 
que son diversos y presentan un grado de ofensividad diferente. Esta 
postura, también fue advertida por el Consejo General del Poder Judi-
cial en su Informe al Anteproyecto de la que luego sería la LO 7/2006485.

El tipo precisa que exista una relación con el sujeto pasivo, es decir, 
con el deportista destinatario de las sustancias o métodos dopantes 
en cuestión, si bien es cierto que no se precisa que sea una relación 
física puesto que aquí cabría aquel caso en el que se hace un envío 
postal de las sustancias en cuestión o bien se elaboran ciertas recetas 
que se entregan por un tercero.

El sujeto activo, como ya se adelantaba en el subapartado a tal res-
pecto, ha de ser conocedor de que dichas sustancias o métodos son 
idóneos para aumentar las capacidades físicas o para modificar los 
resultados competitivos poniendo así, en un riesgo evidente, la salud 
del sujeto pasivo.

Si bien es cierto que cualquiera de las acciones típicas descritas en 
el precepto se pena de igual forma, no todas ellas suponen una puesta 
en contacto del objeto material con el sujeto pasivo. En concreto, se 
hace referencia a las acciones de prescribir y ofrecer puesto que no 
conllevan a la entrega por lo que su potencialidad lesiva al bien jurí-
dico es un tanto diferente al resto de acciones típicas.

En todo caso, con independencia de la acción típica que presente 
un supuesto de hecho particular debe verificarse que dichas acciones 
comportan una amenaza efectiva para la salud del deportista puesto 
que, si cualquiera de ellas no conlleva o apareja una probabilidad real 
de dañar su salud, no cabe entender tipicidad alguna, al menos en su 
forma consumada486.

Práctico. Penal Económico y de la Empresa. Francis Lefevbre. Madrid, p. 913; 
Rueda García, L. (2006). «El delito de dopaje en el Anteproyecto de Ley Orgá-
nica de Protección de la Salud y de Lucha contra el Dopaje en el Deporte». Estu-
dios Jurídicos, núm. 2006. p. 12; Tornos, A. (2008). «Una aproximación crítica al 
nuevo delito de dopaje del art. 361 bis del Código Penal Español». La Ley Penal: 
revista de derecho penal, procesal y penitenciario, núm. 47, p. 30.

485	 Informe del Consejo General del Poder Judicial sobre el Anteproyecto de Ley 
Orgánica de Protección de la Salud y de Lucha contra el dopaje, de 10 de noviem-
bre de 2005, pp. 45 a 47.

486	 Sánchez-Moraleda Vilches, N. (2018), op. cit, p. 90 y Anarte Borrallo, E. y 
Moreno Moreno, F. (2010), op. cit, p. 111.
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Para autores como Sánchez-Moraleda Vilches la abierta formula-
ción del tipo proporciona inseguridad jurídica y deja al arbitrio judicial 
la aplicación del precepto y ello bajo el riesgo de que se puedan alcan-
zar resoluciones injustas materialmente487.

3.6.6. (Sub)tipo agravado

En cuanto al subtipo agravado recogido en el apartado segundo del 
art. 362 quinquies hay que destacar que existen tres circunstancias 
agravantes de la conducta básica:

1.	Que la víctima sea menor de edad.

2.	Que se haya empleado engaño o intimidación.

3.	Que el responsable se haya prevalido de una relación de supe-
rioridad laboral o profesional.

Además de estas circunstancias, desde la doctrina488 siempre se 
ha criticado que no se refleje una agravación específica por organi-
zación criminal ya que, precisamente, la realidad criminal del dopaje 
es el hecho de la existencia de redes estructuradas que se nutren del 
negocio de tráfico de sustancias dopantes.

3.6.7. Tipo subjetivo

En cuanto a la forma de comisión del tipo, se discute sobre si de 
forma exclusiva puede cometerse vía dolo o también cabe la comisión 
por imprudencia. Sobre la forma de comisión dolosa no alberga nin-
gún tipo de duda dada su evidencia y con base en los diversos posicio-
namientos doctrinales489 al respecto y como se deriva del Informe del 
Consejo General del Poder Judicial sobre el Anteproyecto de la LO de 
Protección de la Salud y de Lucha contra el dopaje en el Deporte490.

487	 Sánchez-Moraleda Vilches, N. (2018), op. cit, p. 91.

488	 Rey Huidobro, L.F. (2006). op. cit, p. 107.

489	 De Vicente Martínez, R. (2010). Derecho Penal del Deporte, op. cit, p. 456 o 
Polaino Navarrete, M. (2013). Lecciones de Derecho Penal. Parte general, T. II. 
Tecnos. Madrid, p. 100.

490	 De Vicente Martínez, R. (2010). Derecho Penal del Deporte. op. cit, p. 456.
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Para la configuración del dolo en este tipo, desde el punto de vista 
normativo, existe una coincidencia entre lo conocido, lo querido y lo 
ocurrido, es decir, para la configuración del dolo deben confluir tanto 
el conocimiento y la voluntad de la realización de los elementos del 
tipo penal en la producción de un resultado que es conocido y querido 
por el autor491.

En esencia, el sujeto que facilita la sustancia dopante ha de conocer 
que se trata de un método prohibido. El receptor, a su vez, ha de ser un 
deportista siendo la finalidad de la sustancia prohibida aumentar sus 
capacidades físicas o alterar los resultados de las competiciones y que 
exista un peligro para la salud o la vida del deportista en cuestión492.

Hay que estar a la literalidad del precepto, en concreto, a la frase «sin 
justificación terapéutica» y a las expresiones «destinados a aumentar 
las capacidades físicas del deportista o modificar el resultado de las 
competiciones», para hacer alguna precisión sobre estos aspectos.

De forma evidente, para la comisión del ilícito la conducta típica se 
realiza con un fin ajeno a la justificación terapéutica que se requiere 
para un deportista, ya que la finalidad está dirigida al aumento de las 
capacidades físicas o a modificar los resultados en competiciones 
deportivas493.

El aumento de las capacidades físicas se puede dar por muchas 
vías y de muchas formas, como por ejemplo, a través de transfusiones 
sanguíneas, tratamientos de cambio de testosterona, consumo de 
estupefacientes, y, en cuanto a modificar los resultados de las com-
peticiones deportivas debe incluirse «aquellos casos en que el objeto 
material está destinado a disminuir las capacidades psicofísicas de 
un deportista, como puede ser por ejemplo, mediante el uso de beta-
bloqueantes en el caso de quienes practica el tiro con arco, pues para 

491	 Polaino Navarrete, M. (2013). Lecciones de Derecho Penal. Parte general. op.cit, 
p. 100.

492	 Juanatey Dorado, C. (2010), op. cit, p. 168 y Díaz y García Conlledo, M. (2013). 
«Dopaje y Derecho penal (otra vez). Reflexiones generales y valoración del delito 
de dopaje del artículo 361 bis del Código Penal». En Álvarez García, F.J., Cobos 
Gómez de Linares, M.A., Gómez Pavón, P., Manjón-Cabeza Olmeda, A y Martínez 
Guerra, A. (coords.). Libro Homenaje al profesor Luis Rodríguez Ramos. Tirant 
lo Blanch. Valencia, p. 534.

493	 De Vicente Martínez, R. (2010). Derecho Penal del Deporte, op. cit, p. 457.
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una técnica más precisa se requiere de calma y afinada coordinación 
de la motricidad fina para un correcto desempeño»494.

Si bien es cierto que hay división en cuanto al resultado del tipo pues 
parte de la doctrina495 expone que no se exige resultado lesivo en sen-
tido estricto, sino únicamente la producción de la situación objetiva 
de riesgo.

En cuanto a la comisión del tipo por imprudencia se hace referencia 
a un dolo eventual o condicionado en el sentido de que el resultado 
no es seguro sino únicamente posible o eventual y aun así el autor lo 
acepta en el caso de que se produzca496.

Este título de imputabilidad es admitido y acogido por la doc-
trina497 y con mayor razón en los supuestos de los menores de edad498. 
Poniendo un ejemplo de esta casuística, cabe la posibilidad de que 
una persona del entorno del deportista, no necesariamente del más 
inmediato, como podría ser un traumatólogo deportivo, comunique 
al atleta en cuestión que le va a suministrar una sustancia prohibida, 
pero sin advertirle de que probablemente le someterán a un control de 
dopaje en competición con el fin de buscar sustancias no permitidas 
o métodos dopantes499.

Si bien es cierto que parte de la doctrina500 no lo admite como válido 
y plantea serias dudas frente a supuestos similares al exponer que 

494	 Verdugo Guzmán, S. (2017). op. cit, pp. 304 y 305.

495	 Cortés Bechiarelli, E. (2007). El delito de dopaje. op. cit. p. 93; Andrés Domín-
guez, AC. (2002). Los delitos contra la salud pública: especial referencia al delito 
de adulteración y tráfico de animales (artículo 364.2). Tirant lo Blanch. Valencia. 
p. 73. En este sentido, el último autor referido expone que esta categoría de deli-
tos puede ser mejor definida como de lesión-peligro; la primera afecta al bien 
jurídico colectivo y la segunda al individual.

496	 Polaino Navarrete, M. (2013). Lecciones de Derecho Penal. Parte general, op. 
cit, p. 103.

497	 Autores como de Vicente Martínez, R. (2010). Derecho Penal del Deporte, op. cit, 
p. 460; Belestá Segura, L. (2008). op. cit, p. 3 o Cortés Bechiarelli, E. (2007). El 
delito de dopaje. op. cit, p. 93.

498	 Cortés Bechiarelli, E. (2007). El delito de dopaje. op. cit, p. 131.

499	 Verdugo Guzmán, S. (2017). op. cit, pp. 305 y 306.

500	 Roca Agapito, L. (2007). op. cit, pp. 08:1-08:60.
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cualquier persona, no necesariamente un atleta, pueda saber los ries-
gos que implica un medicamento o sustancia en fase experimental y 
sus eventuales efectos secundarios y se aceptan esos posibles ries-
gos, es un riesgo asumido por el sujeto.

3.6.8. Delito de dopaje en los deportes electrónicos

Una vez analizados los aspectos de la teoría del delito de este tipo 
penal, del dopaje en el deporte, se procede a su aplicación al núcleo 
de la investigación, es decir, en los deportes electrónicos501.

Aunque parezca, a priori, un supuesto un tanto rimbombante y difí-
cil de creer, la realidad evidencia que ya se ha dado y se ha registrado 
el dopaje en los deportes electrónicos. De hecho, fue un caso muy 
sonado en el sector y con mucho eco y repercusión a nivel internacio-
nal al tratarse de un videojuego de fama mundial, tal y como es Coun-
ter-Strike: Global Offensive, el eSport más longevo502.

El supuesto fue el siguiente: «En 2015, Kory "Semphis" Friesen, ex 
jugador del club Cloud 9 de CS: GO, reconoció que se encontraba bajo 
los efectos del Adderall (sustancia que mejora la capacidad de con-
centración y aumenta la apreciación de los sentidos) durante la com-
petición ESL One Katowice 2015 en la que había en juego 250.000 
dólares, 100.000 de ellos para el equipo vencedor»503.

A causa de supuestos como este, la ESL España introdujo modifi-
caciones en el reglamento Masters CS: GO 2017 concretamente en el 
apartado 2.4.2 «Sustancias y métodos prohibidos» y en el que incluso 
se menciona el Adderall:

«2.4.2.1.4 Categorías de dopaje.
Los casos leves de dopaje serán castigados con una advertencia y 

posiblemente puntos de penalización menores para el participante. Los casos 
graves (por ejemplo, el uso de medicamentos que contengan sustancias 

501	 Sobre el uso de sustancias o métodos prohibidos por los jugadores en los depor-
tes electrónicos, véase Rodríguez Ten, J. (2021). op. cit, pp. 1268 y 1269.

502	 Información disponible en: https://www.counter-strike.net/. Última consulta 
realizada el: 20/02/2024.

503	 Guía Legal sobre los e-Sports. Presente y futuro de la regulación de los e-Sports 
en España, edit. ONTIER -Liga Profesional de Videojuegos, edición 2018, p. 19.
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que mejoren el rendimiento, como Adderall) serán castigados con puntos de 
penalización, una prohibición para el Jugador y partida perdida por defecto, así 
como posible descalificación del equipo».

En dicha normativa, la ESL se remite a su vez, a la lista de sustancias 
y métodos prohibidos por la AMA y, por ende, se deduce una intención 
manifiesta de luchar contra el dopaje con las mismas herramientas 
que los deportes tradicionales504. Asimismo, se remite a la normativa 
generada por ESIC, incluyendo todas sus reglas y regulaciones, por lo 
que se aplica el CMA505.

Cabe retomar de nuevo y traer a colación en este momento a la 
ESIC como órgano garante y encargado de velar por el respeto, cum-
plimiento, investigación y enjuiciamiento de cualquier forma de tram-
pas en las competiciones de deportes electrónicos y especialmente 
el dopaje.

La ESIC utiliza para ello su vigente normativa, el Código Antido-
paje506 que, a su vez determina en su art. 3 que publicará una lista de 
sustancias prohibidas específica para los deportes electrónicos que 
identifique las sustancias prohibidas según la Política con la con-
secuente potestad de modificar dicha lista. Dicha lista es pública y 
recoge lo siguiente:

«Las siguientes sustancias se consideran PROHIBIDAS a menos que el 
jugador haya obtenido una Autorización de Uso Terapéutico de acuerdo con el 
Artículo 4 de la Política Antidopaje de ESIC.

Sustancia genérica enumerada seguida de ejemplos de marcas comerciales
Sulfato de anfetamina (Evekeo)
Dextroanfetamina (Adderall y Adderall XR),
Dexedrina (ProCentra, Zenzedi)
Dexmetilfenidato (Focalin y Focalin XR)
Lisdexanfetamina (Vyvanse)
Metilfenidato (Concerta, Daytrana, Metadate CD y Metadate ER, Methylin y 

Methylin ER, Ritalin, Ritalin SR, Ritalin LA, Quillivant XR)

504	 Cfr. García Carmona, D. (2025). «Nuevas realidades: la incidencia del Derecho 
Penal en los deportes electrónicos o eSports». op, cit., p. 282.

505	 Información disponible en: https://landandlaw.cat/esports-y-adderall-con-
trol-prohibicion-dopaje/. Última consulta realizada el: 20/02/2024.

506	 Información obtenida en: https://esic.gg/codes/anti-doping-code/. Última con-
sulta 15/10/2024.
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Los jugadores que utilicen estos tratamientos para una condición médica 
justificable deben consultar las pautas su médico prescriptor y compilar un 
Archivo Médico (actualización de la revisión médica) como preparación para una 
solicitud de Exención de Uso Terapéutico si se informa un Resultado Adverso»507.

Como se puede observar el Adderall está expresamente recogido 
como sustancia prohibida, y por supuesto, como ya se ha puesto de 
manifiesto, el caso anteriormente descrito fue el desencadenante de 
dicha inclusión en esta lista.

A su vez, existe una excepción para el uso de este tipo de sustancias 
en concreto y es que el jugador en concreto obtenga una Autorización 
por Uso Terapeútico, AUT en adelante.

Para entender cómo se puede obtener una AUT en los deportes 
electrónicos, se ha de estar a lo dispuesto en el art. 4 del Código Anti-
dopaje que establece que:

«4.1 Los jugadores pueden obtener una AUT por el uso de una sustancia 
prohibida cuando el jugador cumple los siguientes criterios:

4.1.1 El Jugador solicita una AUT de conformidad con el Artículo 4.3 a 
continuación con suficiente tiempo y, en cualquier caso, antes de participar en 
cualquier Partido o Evento; y

4.1.2 El Jugador experimentaría un deterioro significativo de su salud si se 
le retuviera la Sustancia Prohibida durante el tratamiento de una condición 
médica aguda o crónica; y

4.1.3 El uso terapéutico de la Sustancia Prohibida no produciría ninguna 
mejora adicional del rendimiento que la que podría anticiparse con el retorno 
a un estado de salud normal después del tratamiento de una condición médica 
legítima; y

4.1.4 No existe una alternativa terapéutica razonable al uso de la Sustancia 
que de otro modo estaría Prohibida; y

4.1.5 La necesidad del uso de una Sustancia Prohibida no es consecuencia, 
total o parcial, de un uso no terapéutico previo de cualquier sustancia incluida 
en la Lista de Prohibiciones».

Además, se determina que, para el trámite de una solicitud de AUT 
para obtener esta dispensa en el uso de sustancias prohibidas, como 
no puede ser de otro modo, se ha de adjuntar a la solicitud la infor-
mación médica con base en el art. 4.3 del Código referido e incluso, 

507	 Información obtenida en: https://esic.gg/codes/esic-prohibited-list/. Última 
consulta: 13/10/2024.
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en supuestos de emergencia, se puede solicitar la AUT con carác-
ter retroactivo tal y como se determina en el art. 4.4 del citado texto. 
También se permite dicha solicitud fuera de los casos de emergencia, 
casos que esta normativa no regula, aunque sí que identifica que la no 
expedición de la AUT por cauce ordinario no es motivo de emergen-
cia, siempre y cuando sea el jugador el que se someta, costeándose 
por su cuenta todas las pruebas médicas pertinentes y que requiere 
necesariamente para su aprobación la presentación de una tarifa por 
un importe de 5000 libras esterlinas.

Así mismo, como cláusula de cierre de tal precepto, en su art. 4.6, 
se dispone una suerte de aviso de que es bajo la responsabilidad del 
jugador el que se rechace su solicitud y esta sirva como evidencia para 
una potencial investigación de una violación de la Política de la ESIC.

Se precisa en este momento que en el registro web de las sancio-
nes, más detallado en el análisis del delito de corrupción deportiva, no 
existe, por el momento, ninguna sanción con motivo de dopaje ni nin-
guna causa abierta contra ningún jugador o cualquier otro integrante 
al que le sea de aplicación esta norma. Esto implica, necesariamente, 
que desde el caso descrito anteriormente y la consecuente toma de 
medidas al respecto parece que se ha logrado una disminución de 
estos casos de antideportividad manifiesta508.

Esto se afirma pese a que la ESIC puede, discrecionalmente, con 
base en el art. 8.1 del Código Anticorrupción no «identificar públi-
camente a ningún participante que esté siendo investigado o que se 
alegue que ha cometido un delito en virtud del Código Anticorrup-
ción hasta que haya sido acusado formalmente. A partir de entonces, 
ESIC no comentará públicamente los hechos específicos de un caso 
pendiente, excepto en respuesta a los comentarios públicos realiza-
dos por (o en nombre de) el participante involucrado en el caso o sus 
representantes o cuando sea necesario para preservar la confianza 
del público en la capacidad de ESIC para luchar contra la corrupción 
en los deportes electrónicos» y quizá por el momento, no conste nin-
guna causa abierta.

Por supuesto, todas estas acciones y medidas adoptadas por la 
ESIC en los deportes electrónicos para hacer frente a los casos de 
dopaje se hacen con diversas finalidades, pero en esencia, se pueden 

508	 Información obtenida en: https://esic.gg/sanctions/. Última consulta: 
15/10/2024.
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concretar en la protección tanto de la pureza de las competiciones 
para que se desarrollen con igualdad y sin perturbaciones como de la 
salud de los deportistas509.

Como se ha apuntado a lo largo del presente apartado relativo al 
delito de dopaje, se hace la concreción de dicho tipo en los deportes 
electrónicos puesto que se considera que sí deberían quedar englo-
bados y por tanto protegidos por el ya citado precepto 362 quinquies 
del CP.

Ello, además de los razonamiento expuestos, a partir de otras cues-
tiones como la siguiente y es que si se sigue, verbigracia, la definición 
de deporte la Real Academia Española de la lengua, se define como 
«Actividad física, ejercida como juego o competición, cuya práctica 
supone entrenamiento y sujeción a normas», podría entenderse que 
los deportes electrónicos encajan en esta definición y, por extensión, 
quienes practiquen deportes electrónicos serían deportistas, enten-
diendo a estos, nuevamente, según la RAE, como «persona que prac-
tica algún deporte, por afición o profesionalmente».

En este mismo sentido510, conforme a lo dispuesto en el artículo 19.1 
LD, se considera deportista a «cualquier persona física que, de forma 
individual o en grupo, práctica actividad física o deporte en las con-
diciones establecidas en el artículo 2.1 LD», esto es, «mediante una 
participación, individual o colectiva, organizada o no, profesional o no 
profesional, se realice con objetivos relacionados con la mejora de la 
condición física, psíquica o emocional, con la consecución de resulta-
dos en competiciones o actividades deportivas, con la adquisición de 
hábitos deportivos saludables o con la ocupación activa del tiempo 
de ocio, realizada en instalaciones públicas o privadas, o en el medio 
natural».

509	 Sobre las sustancias y métodos dopantes en relación con la protección de los 
jugadores de deportes electrónicos, se recomienda la lectura de Shinohara, T. 
(2021). «La protección de los jugadores de deportes electrónicos contra el uso 
de sustancias y métodos dopantes en virtud del Convenio Europeo de Derechos 
Humanos: el ejemplo suizo». International Journal of Esports, 1(1). Recuperado 
de https://www.ijesports.org/article/69/html.

510	 Sobre la noción de deportista y deportista profesional se recomienda González 
García, S. (2025): «Dopaje y deporte profesional en España». En Abadías Selma, 
A. y Guillén Pajuelo, A. (coords.). Delitos en el deporte: un enfoque jurídico con-
temporáneo. Madrid. Tecnos, pp. 211 y ss.
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De igual modo, podría llegar a entenderse en tal extremo si se está 
a lo dispuesto a la lex artis por remisión, en concreto, a la LD en su art. 
2.1, se define la práctica deportiva como «todo tipo de actividad física 
que, mediante una participación, individual o colectiva, organizada o 
no, profesional o no profesional, se realice con objetivos relacionados 
con la mejora de la condición física, psíquica o emocional, con la con-
secución de resultados en competiciones o actividades deportivas, 
con la adquisición de hábitos deportivos saludables o con la ocupa-
ción activa del tiempo de ocio, realizada en instalaciones públicas o 
privadas, o en el medio natural».
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SOBRE LA NECESIDAD DEL 
COMPLIANCE DEPORTIVO

4.1. Introducción

Al igual que en el apartado 4 de la presente investigación se quiere 
constatar que no es la intención ni el objetivo de la misma, analizar 
al completo dicha figura, los programas de cumplimiento normativo, 
sobre la que se ha escrito de forma ingente y con mucha profundi-
dad y calidad por múltiples autores como puede verse en detalle en 
la primera nota al pie de página de este apartado. El objetivo de este 
apartado y en consonancia, igualmente, con lo dispuesto en el referido 
punto 4, es plasmar las características esenciales para la compren-
sión de dicha figura y su ulterior desarrollo en el entorno deportivo y, 
en concreto, en el sector de los deportes electrónicos.

Una vez hecha, la anterior aclaración, se inicia el presente apartado 
indicando que, la relativa y cada vez menos nueva realidad del com-
pliance en las empresas españolas511 sigue extendiéndose por todo 

511	 Además de la bibliografía específica utilizada en el presente apartado, se ha 
revisado aquella elaborada por autores referentes en la materia en el pano-
rama penal de nuestro país. En este sentido véase, Pérez González, S. (2020). 
«Sobre la culpabilidad empresarial: notas para una coexistencia eficaz de los 
artículos 31 bis y 129 del Código Penal». Estudios Penales y Criminológicos. 
Vol. 40, pp. 179-236; de la Mata Barranco, N.J., Dopico Gómez-Aller, J., Las-
curaín Sánchez, J.A., Nieto Martín, A. (2018). Derecho penal económico y de la 
empresa. Dykinson. Madrid, pp. 129-234; Hernández Díaz, L. (2013). «El nuevo 
artículo 31 bis del Código penal: exigencias legales (explícitas e implícitas) que 
permiten la atribución de responsabilidad penal a la persona jurídica». En de la 
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el territorio y por todos los ámbitos de la realidad llegando incluso al 
deporte puesto que, en la mayoría de los casos, su forma jurídica es 
como la de cualquier otra empresa.

Mata Barranco, N.J y de la Cuesta Arzamendi, J.L. Responsabilidad Penal de las 
personas jurídicas. Aranzadi. Cizur Menor, pp. 103-128; Zugaldía Espinar, J.M. 
(2013). La responsabilidad criminal de las personas jurídicas, de los entes sin 
personalidad y de sus directivos: (análisis de los arts. 31 bis y 129 del Código 
Penal). Tirant lo Blanch. Valencia, pp. 20 y ss; Zugaldía Espinar, J.M. (2010). 
«Societas delinquere potest: análisis de la reforma operada en el Código Penal 
español por la LO 5/2010, de 22 de junio». La ley penal: revista de derecho penal, 
procesal y penitenciario¸ núm. 76, p. 1; Bacigalupo Sagesse, S. (2011). «Los crite-
rios de imputación de la responsabilidad penal de los entes colectivos y de sus 
órganos de gobierno (arts. 31 bis y 129 CP)». Diario La Ley¸ núm. 7541, pp. 1-14; 
Baucells Lladós, J. (2013). «Las penas previstas para la persona jurídica en la 
reforma penal de 2010: un análisis crítico». Estudios Penales y Criminológicos, 
pp. 175-218; Carbonell Mateu, J.C. (2010). «Responsabilidad penal de las perso-
nas jurídicas. Reflexiones en torno a su «dogmática» y al sistema de la reforma 
de 2010». Cuadernos de política criminal, núm. 101, pp. 5-33; de la Cuesta Arza-
mendia, J.L. (2013). «Responsabilidad penal de las personas jurídicas en el Dere-
cho español». En de la Mata Barranco, N.J y de la Cuesta Arzamendi, J.L. Res-
ponsabilidad Penal de las personas jurídicas. Aranzadi. Cizur Menor, pp. 49-102; 
Feijoo Sánchez, B.J. (2016). «La persona jurídica como sujeto de imputación 
jurídico-penal». En Bajo Fernández, M., Feijoo Sánchez, B.J y Gómez-Jara Díez, 
C. Tratado de responsabilidad penal de las personas jurídicas: adaptado a la Ley 
1/2015, de 30 de marzo, por la que se modifica el Código Penal. Aranzadi. Cizur 
Menor, pp. 49-64. Feijoo Sánchez, B.J. (2016). «Las características básicas de la 
responsabilidad penal de las personas jurídicas en el Código Penal español». En 
Bajo Fernández, M., Feijoo Sánchez, B.J. y Gómez-Jara Díez, C. Tratado de res-
ponsabilidad penal de las personas jurídicas: adaptado a la Ley 1/2015, de 30 de 
marzo, por la que se modifica el Código Penal. Aranzadi. Cizur Menor, pp. 67-73; 
Fernández Teruelo, J. (2019). «Responsabilidad penal de las personas jurídicas: 
el contenido de las obligaciones de supervisión, organización, vigilancia y con-
trol referidas en el art. 31 bis 1. b) del Código Penal español». Revista electrónica 
de ciencia penal y criminología, núm. 21; Gómez Tomillo, M. (2015). «Los distin-
tos modelos de imputación de responsabilidad a las personas jurídicas: sistema 
español». En Juanes Peces, Á. (coord.). Responsabilidad penal y procesal de las 
personas jurídicas, Memento experto. Francis Lefebvre. Madrid, pp. 39-58; Jua-
nes Peces, A. (2015). «Introducción a la responsabilidad penal de las personas 
jurídicas. Consideraciones generales y problemas sustantivos y procesales que 
dicha responsabilidad suscita». En Juanes Peces, Á. (coord.). Responsabilidad 
penal y procesal de las personas jurídicas, Memento experto. Francis Lefebvre. 
Madrid, pp. 7-20; Lascuraín Sánchez, J.A. (2013). «Compliance, debido control y 
unos refrescos». En Arroyo Zapatero, L. y Nieto Martín, A. El derecho penal eco-
nómico en la era compliance. Tirant lo Blanch. Valencia, pp. 111-135 y Mir Puig, 
S. (2004). «Una tercera vía de responsabilidad penal de las personas jurídicas». 
Revista Electrónica de Ciencia Penal y Criminología, núm. 6, pp. 1-17.
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A su vez, el mundo del deporte es un nicho para la comisión de acti-
vidades delictivas. Esta afirmación se debe a una observación de la 
realidad y se deriva de premisas y evidencias como las ingentes can-
tidades de dinero que mueve solamente un evento deportivo, como 
la Superbowl, la Champions League, un Grand Slam, carreras de la 
Fórmula 1 o Moto GP, el mundial del eSport LOL entre muchos otros, 
que movilizan anualmente a millones de personas, tanto a de forma 
presencial como a virtual siendo espectadores desde sus hogares o 
desde el recinto deportivo en el que se celebre el evento en cuestión.

Ante este tipo de acontecimientos se manifiestan diversas modali-
dades delictivas y de entra ellas, principalmente, destacan la de carác-
ter económico. No obstante, es importante analizar estos comporta-
mientos delictuales desde el seno de las entidades deportivas como 
pueden ser los clubes y si, en la actualidad tras las últimas reformas 
del CP y de la LD, están dotadas de herramientas suficientes capaces 
de disuadir este tipo de comportamientos entre los integrantes de las 
referidas entidades o, si, por el contrario, es necesario incidir en este 
extremo y reforzarlo con la intención de evitar ulteriores comisiones 
delictivas en su seno.

Las actividades ilícitas se pueden cometer, potencialmente, en el 
seno de cualquier empresa y el mundo deportivo, como ya se antici-
paba con anterioridad en el inicio de este apartado, no está exento de 
estas y mucho menos si las entidades que los componen carecen de 
un cierto control interno que aglomere el carácter preventivo y disua-
sorio de dichas acciones delictivas.

Son diversos los motivos los que deberían conducir a las diferen-
tes entidades deportivas a adoptar y ejecutar un programa de cum-
plimiento normativo512. De entre ellos cabe destacar la prevención en 
la consumación de este tipo de acciones ilícitas, es decir, una suerte 
de protección ad intra conocida por todos los empleados que suprima 
cualquier atisbo de oportunidad delictiva; una protección ad extra para 
la posible atenuación de la responsabilidad penal una vez hayan acon-
tecido tales hechos e incluso eximirse de tal responsabilidad en aque-
llos supuestos en los que se cometan irregularidades por directivos y 

512	 Sobre la adopción de programas de cumplimiento normativo en las entidades 
deportivas véase, Díaz y García Conlledo, M. (2021). «Criminalidad y deporte». 
En Gamero Casado, E. y Millán Garrido, A. (dirs.). Manual de Derecho del 
Deporte. Tecnos. Madrid, p. 961.
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empleados513 y finalmente, el daño reputacional al que se enfrenta tal 
entidad deportiva al evidenciar que o no tiene implantados mecanis-
mos para evitar dichas acciones o que, si los tuviera, es palmario que 
no funcionan, no son eficaces y hay que dirimir responsabilidades.

En este sentido, y, como no puede ser de otro modo, que se come-
tan ilícitos en el seno de una entidad deportiva no solo produce daño 
reputacional a dicha entidad, sino que se produce, inevitablemente, 
una contaminación de dicho deporte en particular y de la cultura del 
deporte en general y no solo de su imagen sino desde sus estamentos 
más nucleares. Consecuencia esta, por supuesto, indeseada por cual-
quier aficionado, seguidor del deporte y deportista o activo del sector.

El deporte avanza y evoluciona, es innegable que conforme se desa-
rrollan nuevos medios, nuevas tecnologías, verbigracia el Video Assis-
tant Referee514, más conocido por sus siglas VAR en el fútbol profe-
sional, las entidades deportivas deben adaptarse en consonancia a 
dichos avances y emplear medios y herramientas suficientes que les 
permitan seguir con sus funciones principales y aportar valor a la cul-
tura deportiva española.

Más si cabe han avanzado los deportes electrónicos en las últimas 
décadas, ya que, como se ha expuesto sumariamente en la presente 
investigación, van en sinergia con las nuevas tecnologías, lo que pro-
duce cada vez mejores consolas, en cuanto a potencia y capacidad 
entre muchos otros factores, mejores videojuegos en lo que refiere 
a calidad de la imagen, jugabilidad, etc., y mejor conexión a internet. 
Este crecimiento aunado con la juventud de la industria y la disper-
sión legislativa de la que se tiene que valer para tratar de consoli-
darse y seguir creciendo evidencia, como se ha puesto de manifiesto 

513	 «En este supuesto los afectados serían las terceras personas o proveedores, 
que pueden ser perjudicados por ilícitos como la estafa». Cfr. Fernández Torres, 
J.M. (2020). «Análisis, implantación e incidencia del compliance en el Derecho 
del Deporte». FairPlay. Revista de Filosofía, Ética y Derecho del Deporte, núm. 
16, p. 63.

514	 Un sistema de videoarbitraje (VAR) es una herramienta de apoyo para los miem-
bros del equipo arbitral en el terreno de juego. El uso de un equipo arbitral de 
vídeo en el fútbol se incluyó en la edición de 2018-19 de las Reglas de Juego 
y se puso en práctica con éxito en la Copa Mundial de la FIFA 2018™. Desde 
entonces, el sistema se ha implantado en más de 100 competiciones de todo el 
planeta. Información obtenida en: https://inside.fifa.com/es/innovation/world-
cup-2022/video-assistant-referee-var. Última consulta 29/10/2025.
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anteriormente en la presente investigación, un sector inmensamente 
«atractivo» para los delincuentes y un primer paso en la lucha contra 
esta criminalidad es contar con un programa de cumplimiento.

4.2. Concepto de compliance

Para entender la función de los programas de cumplimiento en 
nuestro ordenamiento jurídico, hay que remontarse unos años atrás, 
en concreto, al año 2010 cuando se promulgó la LO 5/2010, de 22 de 
junio, por la que se modifica el CP de 1995 y que tuvo su respectiva 
entrada en vigor a los seis meses, el 23 de diciembre de 2010 y que 
introdujo en nuestro ordenamiento jurídico la regulación de la respon-
sabilidad penal de las personas jurídicas por los delitos cometidos por 
sus dirigentes o empleados.

La norma referida en el párrafo anterior, como bien es sabido, llamó 
poderosamente la atención y fue muy criticada por la doctrina515 ya 
que no contenía ni una sola norma procesal que hiciera factible su 
enjuiciamiento.

Cinco años después, el CP volvió a sufrir una modificación, en con-
creto, por la LO 1/2015, de 30 de marzo, por la que se modifica la LO 
10/1995, de 23 de noviembre, del CP, que, como principal novedad 
incluyó la posibilidad de que las personas jurídicas queden exentas de 
responsabilidad penal si han adoptado, aplicado y ejecutado eficaz-
mente un programa de cumplimiento.

Para entender debidamente lo relativo al modelo de organización 
y gestión por el que las personas jurídicas pueden quedar exentas de 
responsabilidad penal, ha de estarse a lo dispuesto en el art. 31. bis 
5 del CP que establece seis requisitos base para que pueda llegar a 
aplicarse esa exención de la responsabilidad penal a la que refiere el 
mismo precepto en los primeros puntos, 1 y 2 respectivamente. En 
esencia, en el CP se determina que los modelos de prevención podrán 
tener el efecto eximente «siempre que no se haya producido una omi-
sión o un ejercicio insuficiente de las funciones de supervisión, vigilan-

515	 Cfr. Banacloche Palao, J. (2018). «Dilemas de la defensa, principio de oportuni-
dad y responsabilidad penal de las personas jurídicas» En AA. VV. La responsa-
bilidad penal de las personas jurídicas. Homenaje al Excmo. Sr. D. José Manuel 
Maza Martín, Fiscalía General del Estado. Madrid. pp. 13–40.
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cia y control por parte del órgano»516 o «los autores individuales hayan 
cometido el delito eludiendo fraudulentamente los modelos de orga-
nización y prevención»517.

En este momento, ha de precisarse que el CP no impone a las empre-
sas una obligación legal de implementar un modelo de prevención de 
delitos, sino que establece aquellas condiciones, bajo las cuales, las 
personas jurídicas podrían llegar a quedar exentas de responsabili-
dad penal518.

Los programas de «cumplimiento normativo» constituyen el sis-
tema interno de control y supervisión de la actividad empresarial 
mediante el cual las empresas y sus órganos se organizan para operar 
armónicamente con el Derecho vigente519.

Cabe destacar que el apartado 1 a) del citado precepto, del art. 31 bis 
del CP y estando de este modo de acuerdo con el criterio de la Fiscalía 
General del Estado «amplía notablemente el círculo de sujetos de este 
criterio de imputación, que permite incluir a quienes, sin ser propia-
mente administradores o representantes legales de la sociedad, forman 
parte de órganos sociales con capacidad para tomar decisiones, así 
como a los mandos intermedios, apoderados singulares y a otras per-
sonas en quienes se hayan delegado determinadas funciones, incluidas 
las de control de riesgos que ostenta el oficial de cumplimiento».

Por supuesto, adoptar y ejecutar eficazmente un programa de com-
pliance no tiene la única finalidad de prevenir el riesgo de que los miem-
bros de una entidad deportiva cometan delitos, sino que también tiene 
otros objetivos como promover que todos los integrantes de esta cum-
plan y desempeñen sus respectivas funciones con la debida diligencia y 
de forma íntegra y ética y conforme a la legislación vigente.

En esencia, el contar con un programa de cumplimiento implica 
actuar conforme a la legalidad, entendiendo ésta en un sentido amplio, 
que abarca las obligaciones derivadas de las diferentes ramas del 
ordenamiento jurídico, penal, civil, administrativa, etc., pero también 

516	 Art. 31 bis 2 4.º del CP.

517	 Art. 31 bis 2 3.º del CP.

518	 Bacigalupo Saggese, S. (2021). «Compliance». Eunomía. Revista en Cultura de la 
Legalidad, 21, p. 267.

519	 Rotsch, T. (2012). «Criminal Compliance». InDret, 1, p. 2.
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implica actuar, a nivel interno, conforme las directrices de la entidad 
deportiva en cuestión520.

En este sentido, es relevante y necesario traer a colación lo dispuesto 
en la Circular 1/2016, de 22 de enero, sobre la responsabilidad penal de 
las personas jurídicas conforme a la reforma del CP efectuada por LO 
1/2015 en la que se indica, en su punto 5.3. sobre condiciones y requi-
sitos de los modelos de organización y gestión que «Los programas 
deben ser claros, precisos y eficaces y, desde luego, redactados por 
escrito. No basta la existencia de un programa, por completo que sea, 
sino que deberá acreditarse su adecuación para prevenir el concreto 
delito que se ha cometido, debiendo realizarse a tal fin un juicio de 
idoneidad entre el contenido del programa y la infracción. Por ello, los 
modelos de organización y gestión deben estar perfectamente adap-
tados a la empresa y a sus concretos riesgos»521.

Las infracciones e ilícitos que presentan un mayor riesgo y probabi-
lidad de comisión por parte de las personas jurídicas son en su mayo-
ría de naturaleza económica, como las defraudaciones tributarias. En 
este sentido, las personas jurídicas presentan una serie de obligacio-
nes fiscales y tributarias a las que han de hacer frente y cuyo incum-
plimiento puede conllevar, en función de la gravedad y de la cuantía a 
una sanción en el orden penal.

Si bien es cierto que a nivel general, los delitos económicos cometi-
dos por las empresas suelen ser los más notorios y conocidos por diver-
sos motivos, pero en esencia, por las ingentes cantidades de dinero que 
circulan tanto a nivel mundial como en nuestro país, al igual que a nivel 
específico en el sector deportivo, hay que dejar evidenciado que las 
personas jurídicas pueden cometer muchos otros ilícitos522, que siem-
pre han de estar reflejados como sistema numerus clausus523 como el 

520	 Cfr. Nieto Martín, A. (2015). «El cumplimiento normativo». En Nieto Martín, A. (dir.) 
Manual de cumplimiento normativo en la empresa. Tirant lo Blanch. Valencia, p. 25.

521	 Circular 1/2016, de 22 de enero, sobre la responsabilidad penal de las personas 
jurídicas conforme a la reforma del CP efectuada por LO 1/2015. Disponible en: 
https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=FIS-C-2016-00001.

522	 Lo recoge de forma muy visual la Doctrina de la Fiscalía General del Estado en su 
Circular 1/2016, de 22 de enero, sobre la responsabilidad penal de las personas jurí-
dicas conforme a la reforma del Código Penal efectuada por Ley Orgánica 1/2015.

523	 Cfr. Dopico Gómez- Aller, J. (2018). «La responsabilidad penal de las personas 
jurídicas. En de la Mata Barranco, N.J., Dopico Gómez-Aller, J., Lascuraín Sán-
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tráfico ilegal de órganos, trata de seres humanos, delitos relativos a la 
prostitución y corrupción de menores; delitos contra la intimidad, alla-
namiento informático y otros delitos informáticos; delitos contra la pro-
piedad intelectual e industrial, el mercado y los consumidores, etc.524.

De estas obligaciones fiscales y tributarias no quedan exentos los 
clubes deportivos y como se puede observar en el mundo del fút-
bol, muchos clubes presentan cuantiosas deudas tributarias con la 
Hacienda Pública por diversos motivos, en especial, por una mala 
gestión económica de sus dirigentes y su escaso compromiso con el 
cumplimiento de sus obligaciones fiscales525.

4.3. Programas de cumplimiento en el deporte

Pues bien, una vez que se ha plasmado y analizado la figura del com-
pliance e igualmente se ha introducido la necesidad de su aplicación 
en el deporte, es necesario exponer y analizar los principales motivos 
por los que se estima necesaria esta implementación.

Antes de ello y, en primer lugar, ha de destacarse que, además del 
alcance legal de la función del compliance program en relación con la 
exención y a la atenuación de las penas, la esencia de su implantación 
ha de orbitar alrededor de conseguir un mayor entorno de control en 
la entidad para fomentar una cultura de cumplimiento526 o cultura de 
compliance527.

En segundo lugar, debe precisarse que pese a que ciertas entidades 
deportivas, como los clubes de fútbol, puedan llegar a recibir alguna 

chez, J.A y Nieto Martín, A. (2018). Derecho penal económico y de la empresa. 
Dykinson. Madrid, p. 130.

524	 Se ofrece un listado completo de los delitos por los que puede deducirse res-
ponsabilidad penal para las personas jurídicas en Dopico Gómez- Aller, J. 
(2018), op. cit, pp. 167 y 168.

525	 Cfr. Solar Rodríguez, J. (2017). «Programas de cumplimiento penal en clubes de fút-
bol». Fairplay Revista de Filosofía, Ética y Derecho del Deporte, núm. 9. pp. 68 y 69.

526	 Sánchez, J. 2016. El compliance en las federaciones y clubs deportivos. Iusport. 
https://iusport.com/archive/24180/el-compliance-en-las-federaciones-y-clubs-de-
portivos.

527	 Información disponible en: https://hazrevista.org/rsc/2019/02/complian-
ce-y-debida-diligencia-ausentes-en-el-caso-manuel-brinas/. Última consulta: 
26/04/2025.
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subvención pública528, siguen conformando la esfera jurídico-privada 
y no se integran en la esfera jurídico-pública. Esto es relevante puesto 
que tal y como reza el art. 31 quinquies 1 del CP «Las disposiciones 
relativas a la responsabilidad penal de las personas jurídicas no serán 
aplicables al Estado, a las AAPP territoriales e institucionales, a los 
Organismos Reguladores, las Agencias y Entidades públicas Empre-
sariales, a las organizaciones internacionales de derecho público, ni a 
aquellas otras que ejerzan potestades públicas de soberanía o admi-
nistrativas». En este sentido, es claro que los clubes de fútbol que-
dan exentos de lo dispuesto en el citado precepto, pero es discutible 
su aplicación a las Federaciones deportivas sobre las que se realiza 
alguna precisión.

Las Federaciones deportivas se rigen por lo dispuesto en el ya 
citado RD 1835/1991, de 20 de diciembre, sobre Federaciones depor-
tivas españolas. En el art. 1.1 de esta norma se expone que: «Las Fede-
raciones deportivas españolas son Entidades asociativas privadas, sin 
ánimo de lucro y con personalidad jurídica y patrimonio propio e inde-
pendiente del de sus asociados.

Además de sus propias atribuciones, ejercen por delegación fun-
ciones públicas de carácter administrativo, actuando en este caso, 
como agentes colaboradores de la Administración Pública».

A su vez, el art. 1.4 indica que: «Las Federaciones deportivas espa-
ñolas son Entidades de utilidad pública, lo que conlleva el recono-
cimiento de los beneficios que el ordenamiento jurídico otorga con 
carácter general a tales Entidades, y más específicamente a los reco-
nocidos a las mismas en la Ley del Deporte». Aunque este RD hace 
referencia expresa a la ya derogada LD de 1990, verbigracia en su art. 
2 en el que estipula que las Federaciones deportivas españolas se 
rigen por lo dispuesto en aquella norma, en la vigente LD se refiere en 
estos mismos términos en su art. 43.7529. En este mismo sentido se 

528	 Cfr. Gimeno Beviá, J. (2017). «Los clubs de fútbol ante el partido de su responsa-
bilidad penal. Análisis de los casos "Osasuna" y "Neymar"». Revista Aranzadi de 
Derecho de Deporte y Entretenimiento, núm. 55, p. 67.

529	 Las federaciones deportivas españolas y las federaciones autonómicas integra-
das en aquellas son entidades de utilidad pública, lo que conlleva el reconoci-
miento de los beneficios que el ordenamiento jurídico otorga con carácter gene-
ral a tales entidades, y más específicamente aquellos que sean reconocidos en 
la legislación deportiva en cada momento.
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refiere la LD en su art. 43 sobre la naturaleza jurídica de las federacio-
nes deportivas españolas.

No obstante, sobre los efectos que despliega la declaración de uti-
lidad pública recogida en el art. 42 de la LD, nada se dice sobre la res-
ponsabilidad, aunque sí que se entiende contemplada en lo referente 
al régimen de responsabilidad previsto en el art. 98 del mismo cuerpo 
legal y que remite a su vez al procedimiento del art. 101 de la Ley 
39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de 
las Administraciones Públicas.

Pues bien, una vez hechas estas precisiones parece claro que las 
federaciones deportivas españolas no necesitan contar en su haber 
con un programa de cumplimiento normativo y se regirán por las dis-
posiciones generales de la responsabilidad de las AAPP.

Con base en los anteriormente expuesto, la necesidad de implantar 
el sistema del compliance en las empresas, hoy en día es una realidad 
avalada por la jurisprudencia del TS que es perfectamente extrapola-
ble a las entidades deportivas530.

Por extensión, muchas de las entidades deportivas en España, como 
los referidos clubes de fútbol531, ostentan un modelo jurídico muy simi-
lar al de cualquier empresa al uso y, por consiguiente, algunos de los 
motivos que justifican la necesidad de la existencia de programas de 
cumplimiento normativo es la misma.

Podrían dividirse estos motivos en dos vertientes muy claras, pero 
con un mismo núcleo o una misma raíz. Por un lado, la vertiente externa, 
es decir, para evitar que, a consecuencia de acciones producidas en 
el seno de una entidad deportiva se produzcan perjuicios a terceros 
implicados en las relaciones jurídicas y, por otro lado, la vertiente 
interna, que conlleva connotaciones de mala imagen, mala publicidad 

530	 En este sentido es significativa e ilustrativa la STS de 18 de julio de 2018. STS 
2947/2018 - ECLI:ES:TS:2018:2947.

531	 De hecho, las clasificaciones existentes sobre los clubes deportivos ya se con-
templaban en la anterior ley 10/1990, de 15 de octubre, del Deporte, en concreto 
en el art. 15. En la vigente Ley 39/2022, de 30 de diciembre, del Deporte, no se 
contempla un precepto con dicha clasificación, pero se recogen en diversos 
preceptos de dicha norma y en diferentes disposiciones. Véase los arts. 69 a 74 
en lo relativo a las Sociedades Anónimas Deportivas, la Disposición Adicional 
décima para los clubes deportivos elementales o básicos.
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y daño reputacional532 que pueden llegar a tener unas repercusiones 
fatales en el porvenir de cualquier empresa en general y de cualquier 
entidad deportiva en concreto533.

Además de lo señalado con anterioridad, el hecho de contar con un 
programa de cumplimiento mejora sobremanera la imagen de la enti-
dad o institución en cuestión siendo un aliciente para la inversión y 
la relación de terceras empresas o interesados como podría ser una 
aseguradora que podría considerarlo como un extra para depositar su 
confianza en tal empresa y mejorar así las pólizas534.

4.3.1. Casos relevantes en el deporte

Señalado lo anterior, cabe exponer algunos de los casos más sig-
nificativos de acciones ilícitas en el entorno deportivo y en los que los 
programas de cumplimiento han tenido una presencia notoria cuanto 
menos.

Todo ellos, abordan casos del fútbol y se destaca que «los clubes de 
fútbol pueden ser penalmente responsables por la comisión de deter-
minados delitos. Primero deben ser imputados, seguidamente acusa-
dos y, finalmente condenados; es decir, que sean enjuiciados penal-
mente. El enjuiciamiento penal del club de fútbol no debiera diferir del 
realizado a cualquier entidad mercantil de naturaleza privada»535.

En primer lugar, cabe resaltar las obligaciones fiscales y tributa-
rias que presentan las entidades deportivas y en lo que a su incum-
plimiento se refiere, existen en nuestro país, diversos casos dirimidos 

532	 Cfr. Menéndez Conca, L. (2023). «Los compliance programs en los clubes de fút-
bol». En Fillal Mazo, A. y Pérez Calle, R. (coords.). Un mundo en aceleración: 
las ciencias jurídicas, económicas y sociales ante los retos del S XXI. Dykinson. 
Madrid, p. 749.

533	 Cfr. en este sentido, Sánchez Sevilla, R. y Solar Rodríguez, J. (2025). «La res-
ponsabilidad penal de las entidades deportivas conforme al artículo 21 bis CP». 
En Abadías Selma, A. y Guillén Pajuelo, A. (coords.). Delitos en el deporte: un 
enfoque jurídico contemporáneo. Madrid. Tecnos, p. 144. 

534	 Cfr. Magro Servet, V. (2019). «La necesidad del buen compliance en el derecho 
del deporte». Diario La Ley, núm. 9402, Sección Doctrina. Wolters Kluwers, pp. 2 
y ss.

535	 Gimeno Beviá, J. (2014). El proceso penal de las personas jurídicas. Aranzadi, 
Navarra.
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por la justicia de entre los que cabe destacar el «Caso Neymar»536 por 
el que el Fútbol Club Barcelona fue condenado, en una sentencia de 
conformidad, al pago de 5,5 millones de euros, monto redondeado, en 
concepto de multa, por la comisión de dos delitos contra la Hacienda 
Pública, en concreto, de los arts. 305. 1 y 2, 305 bis 1 a y 310 bis del CP 
debido al fichaje del jugador brasileño537. También es de destacar que 
se le aplicó a la entidad deportiva la atenuante de reparación del per-
juicio causado y la atenuante de establecimiento de medidas eficaces 
para prevenir y descubrir delitos que en el futuro puedan cometerse.

Pese a ser este, uno de los casos con mayor y repercusión y alcance 
mediático de los últimos años en el mundo deportivo, existen otros 
supuestos que presentan ciertas similitudes y en los que han sido con-
denados otros clubes deportivos, entre los que cabe destacar538:

	– Club Atlético Osasuna539: condenado como persona jurídica 
responsable por delito contra la Hacienda Pública del art. 305 
bis del CP (defraudación del Impuesto sobre el Valor Añadido, 
IVA, de los años 2010, 2011, 2012, 2013 respectivamente con 
multas económicas y pérdida de la posibilidad de obtener sub-
venciones o ayudas públicas y del derecho a gozar de benefi-
cios o incentivos fiscales o de la Seguridad Social y defrauda-
ción del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, IRPF, 
en el año 2012, mismas penas que para el IVA, aunque variando 

536	 Para un detallado desarrollo del caso Neymar se recomienda la lectura de del 
Amo Sánchez, J.M. (2023). «El caso Neymar. Un breve análisis de la SAP Barce-
lona de 12 de diciembre de 2022». Diario La Ley, núm. 10212.
Dicha sentencia es la Sentencia de la AP de Barcelona de 12 de diciembre de 
2022. SAP B 12154/2022 - ECLI:ES:APB:2022:12154.

537	 SAP de Barcelona, del 14 de diciembre de 2016. SAP B 13399/2016 - 
ECLI:ES:APB:2016:13399.

538	 Sobre todos estos casos, es decir, el caso Neymar, así como lo relativo al Club 
Atlético Osasuna y al Real Zaragoza Sociedad Anónima Deportiva, véase Sán-
chez Sevilla, R. y Solar Rodríguez, J. (2025). op. cit, pp. En el mismo sentido 
Cfr. Martínez Patón, V. (2021). «Régimen de responsabilidad penal de las perso-
nas jurídicas aplicado al deporte». En Verdugo Guzmán, S. Tratado de Derecho 
deportivo. Aranzadi. Navarra, pp. 471-479. 

539	 Sobre este caso, así como sobre el caso Neymar, se recomienda García Herrera, 
A. (2017). «Prevenir la corrupción en la gestión de federaciones y clubes de fút-
bol: La eficacia de las prácticas de Buen Gobierno y del Compliance Penal». 
Revista Internacional de Transparencia e integridad, núm. 4. 
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las cuantías). Pese a la pena referida, cabe destacar que en este 
caso concurrió la circunstancia atenuante de reparación del 
daño del art. 31 bis 4 c) y haber establecido medidas eficaces 
para prevenir y descubrir este tipo de delitos del art. 31 bis d) 
del CP540.

	– Real Zaragoza Sociedad Anónima Deportiva: condenado como 
autor responsable de un delito contra la Hacienda Pública del 
art. 305 bis. A) primero y segundo en relación con el arts. 305 
6.º y 7.º y con el 305 bis 2 CP concurriendo, al igual que en el 
caso anterior, la atenuante de reparación del daño del art. 21.5 
CP, a las penas de 100.000 € de multa y pérdida de la posibili-
dad de obtener subvenciones o ayudas públicas y del derecho 
a gozar de los beneficios o inventivos fiscales de la Seguridad 
Social durante nueve meses541.

	– Rayo Vallecano Sociedad Anónima Deportiva: condenado por 
la AP de Madrid de 16 de julio de 2018542, en relación con el 
impuesto del IVA y del IRPF del ejercicio de 2010 con multas eco-
nómicas y la pérdida de la posibilidad de obtener subvenciones o 
ayudas públicas y del derecho a gozar de los beneficios o incen-
tivos fiscales o de la SS. Cabe destacar que en este caso también 
se aplicaron atenuantes, dos fueron simples, por confesión y por 
reparación del daño causado y una cualificada por colaboración 
con la investigación. Esta sentencia fue recurrida ante el TS que 
también condenó en sentencia de 8 de octubre de 2020543 como 
responsable de un delito contra la Hacienda Pública en relación 
con el pago del IRPF del cuarto trimestre de 2010.

No se analiza con profundidad las figuras delictivas como el delito 
contra la Hacienda Pública y la Seguridad Social, sino que, con los 
cuatro supuestos anteriormente analizados, en los que se condena a 
una entidad deportiva (en todos los casos, como ya se apuntaba, en 
el fútbol), se evidencia que tener implantado un sistema de cumpli-

540	 SAP de Navarra de 15 de septiembre de 2020. SAP NA 955/2020 – 
ECLI:ES:APNA:2020:955.

541	 SAP de Zaragoza de 2 de marzo de 2020. SAP Z 237/2020 - ECLI:ES:APZ:2020:237.

542	 SAP de Madrid de 16 de julio de 2018. SAP M 14343/2018 – 
ECLIS:ES:APM:2018:14343.

543	 STS de 8 de octubre de 2020. STS 3201/2020 - ECLI:ES:TS:2020:3201.
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miento adecuado, eficiente y revisado, sirve, en todo caso, para ate-
nuar la responsabilidad penal de la persona jurídica544.

Las entidades deportivas como personas jurídicas, al igual que 
cualquier empresa de corte tradicional tal y como se ha expuesto con 
anterioridad, también pueden incurrir en otras tipologías delictivas a 
las ya referidas como por ejemplo el delito de blanqueo de capitales 
regulado en los arts. 298 y siguientes del CP.

Los delincuentes pueden hacer uso del deporte para legitimizar las 
ganancias provenientes de un delito o para perpetrar actividades ile-
gales en busca de beneficios económicos. Así se pone de manifiesto 
en un informe realizado por el GAFI545 y en esa misma línea a raíz de lo 
propuesto por tal organismo se pronuncia el Parlamento Europeo en 
alguna de sus proposiciones, en concreto, en la enmienda 16 Conside-
rando 18 de su informe sobre la propuesta de Reglamento del Parla-
mento Europeo y del Consejo relativo a la prevención de la utilización 
del sistema financiero con fines de blanqueo de capitales o financia-
ción del terrorismo546.

Por supuesto, estos ilícitos son susceptibles de comisión en cual-
quier deporte o modalidad deportiva, pero reviste de especial relevan-
cia y atractivo en el fútbol como consecuencia de la cantidad ingente 
de dinero, traducida en cientos de millones de euros que confluyen 
en la celebración de eventos deportivos concretos y más si cabe el 
flujo monetario derivado del mercado de fichajes (especialmente en 
verano) y acentuado todavía más si se tiene en cuenta que, dicho flujo, 
es transfronterizo y dificulta mucho su seguimiento por parte de enti-
dades de control financiero nacionales e internacionales. Además, la 
gran cantidad de figuras que conforman la industria como los agentes 

544	 Sobre la posibilidad del compliance como atenuante Cfr. López Martínez, R. 
(2021). «Gobernanza y Fair Play financiero y tecnológico». En Gamero Casado, E. 
y Millán Garrido, A. (dirs.). Manual de Derecho del Deporte. Tecnos. Madrid. pp. 
1091 y ss.

545	 Cfr. FATF report. Money Laundering through the Football Sector. Disponible en: 
https://www.fatf-gafi.org/content/dam/fatf-gafi/reports/ML%20through%20
the%20Football%20Sector.pdf.coredownload.pdf?utm_source=chatgpt.com. 
Última consulta: 29/10/2025.

546	 Información obtenida en: https://www.europarl.europa.eu/doceo/documen-
t/A-9-2023-0151_EN.html. Última consulta: 29/10/2025.
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intermediarios y otros, son elementos que hacen al fútbol atractivo, 
cuanto menos, para el blanqueo de capitales547.

Ha de destacarse que, dentro del fútbol español, hasta el momento, 
no se ha registrado ningún supuesto de blanqueo de capitales, si 
bien es un riesgo penal relevante en el que la doctrina pone su foco 
de atención548.

Además de los anteriores y en consonancia con lo que se ha expuesto 
anteriormente, existen otros tipos delictivos susceptibles de comisión 
en el seno de una entidad deportiva. Cabe traer a colación el cono-
cido «Caso camisetas»549, en el que se condenó al que fuera alcalde 
de Marbella y presidente del Club Atlético de Madrid, Jesús Gil y Gil, 
por un delito de prevaricación y un delito de tráfico de influencias.

A diferencia de las personas jurídicas tradicionales, dentro los 
potenciales tipos delictivos a cometer por una entidad deportiva, ha 
de destacarse el delito de corrupción deportiva, analizado previa-
mente con detalle. En este sentido, con independencia de la liga y 
de la categoría en la que se esté, siempre hay ciertas posibilidades 
de sospecha de amaños de partidos, es decir, de adulteración de los 
resultados de las competiciones deportivas, especialmente cuando 
una competición regular está llegando a su fin y los clubes se disputan 
el ascenso y descenso de categorías o su clasificación para determi-
nadas competiciones internacionales550.

547	 Cfr. Palma Herrera, J.M. (2014). «El blanqueo de capitales en el fútbol». Revista 
cuatrimestral europea sobre prevención y represión del blanqueo de dinero, 
núm.2.

548	 Gimeno Bevia, J. (2016). «Problemas actuales de la corrupción en el fútbol: 
aspectos penales y procesales». Revista Aranzadi Doctrinal, núm. 5, pp. 233 
y ss.; Solar Rodríguez, J. (2017). op. cit, pp. 70 a 72; Rodríguez Monserrat, M. 
(2018). «La responsabilidad de los clubes de fútbol: ¿es necesario un enfoque 
penal?». Revista General de Derecho Penal, núm. 30. pp. 14 y 15 o Fernández 
Torres, J.M. (2020). op. cit, pp. 77 a 79.

549	 Conoció el caso la AP de Málaga en su sentencia de 10 de octubre de 2000. 
SAP MA 3965/2000 - ECLI:ES:APMA:2000:3965. Este fallo fue confirmado 
a su vez por el TS en su sentencia del 5 de abril de 2002. STS 2436/2002 – 
ECLI:TS:2002:2436.

550	 En el mismo sentido, Cfr. Fernández Torres, J.M. (2020). op. cit, p.84; Torres 
Fernández, M.E. (2017). «El delito de fraude en la competición deportiva del art. 
286 bis 4 del Código Penal». Revista Aranzadi de Derecho del Deporte y Entre-
tenimiento, núm. 57, p. 106 o Berdugo Gómez de la Torre, I. y Cerina, G. (2012). 
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Por supuesto y coincidiendo con el análisis realizado por Menéndez 
Conca551, esta tipología delictiva ha visto su riesgo de comisión expo-
nencialmente aumentado con la proliferación de las apuestas depor-
tivas en la que cabe apostar no solo al equipo vencedor sino práctica-
mente en cualquier aspecto de la competición, quién será el goleador, 
el número de córneres que se producirán, el número de tarjetas ama-
rillas, etc.

De facto, muchas investigaciones realizadas y otras actuales ponen 
el foco de atención en el amaño, es decir, se vincula la corrupción 
deportiva a la obtención ilícita e irregular de beneficios económicos 
a través de las apuestas, aunque no solo es aquella la motivación del 
amaño ya que, como se ha mencionado anteriormente, es relevante 
alcanzar552 o mantener una determinada categoría dentro de un 
deporte por diversos motivos como los deportivos, pero entre los que 
se debe destacar igualmente los económicos553.

De entre estos casos, cabe destacar el «Caso Osasuna». En dicha 
investigación se demostró que algunos de los directivos del club nava-
rro pactaron con dos jugadores del equipo Real Betis Balompié el pago 
de un monto total de 650.000 euros por influir en los resultados de la 
competición, recibiendo la cantidad 400.000 euros si ganaban al Real 
Valladolid en la jornada 37 de la temporada 2013/2014 de la primera 
liga española de fútbol y la cantidad de 250.000 euros si se dejaban 
perder en la siguiente jornada, la 38 contra el Club Atlético Osasuna. 
Todo esto se orquestó con la intención de evitar que el Osasuna des-
cendiera a Segunda División.

«Algunos problemas del nuevo delito de corrupción en el deporte». Revista 
General de Derecho Penal, núm. 18, p. 4.

551	 Menéndez Conca, L. op. cit, p. 756.

552	 Véase «El gran premio económico que se llevarán los ascendidos a Primera Divi-
sión», disponible en: https://www.estadiodeportivo.com/futbol/segunda-di-
vision/gran-premio-economico-que-llevaran-los-ascendidos-primera-divi-
sion-20230526-420168.html. Última consulta: 08/01/2025.

553	 Sirva como ejemplo, la investigación del Caso Oikos, recientemente archivada 
por el Juzgado de Instrucción número 5 de Huesca. Véase La jueza decreta el 
archivo provisional del caso Oikos por falta de pruebas. Disponible en: https://
iusport.com/art/130641/la-jueza-decreta-el-archivo-provisional-del-caso-oi-
kos-por-falta-de-pruebas. Última consulta: 08/01/2025.

https://www.estadiodeportivo.com/futbol/segunda-division/gran-premio-economico-que-llevaran-los-ascendidos-primera-division-20230526-420168.html
https://www.estadiodeportivo.com/futbol/segunda-division/gran-premio-economico-que-llevaran-los-ascendidos-primera-division-20230526-420168.html
https://www.estadiodeportivo.com/futbol/segunda-division/gran-premio-economico-que-llevaran-los-ascendidos-primera-division-20230526-420168.html
https://iusport.com/art/130641/la-jueza-decreta-el-archivo-provisional-del-caso-oikos-por-falta-de-pruebas
https://iusport.com/art/130641/la-jueza-decreta-el-archivo-provisional-del-caso-oikos-por-falta-de-pruebas
https://iusport.com/art/130641/la-jueza-decreta-el-archivo-provisional-del-caso-oikos-por-falta-de-pruebas
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La AP de Navarra554 condenó a varios directivos investigados del 
Club Atlético Osasuna por diversos delitos, entre ellos, el de corrup-
ción deportiva ya referido. A su vez, el TS555 también atribuyó la res-
ponsabilidad penal por corrupción directiva a ciertos investigados556.

Otro de los riesgos penales concretos del sector deportivo en los 
que un eficaz programa de cumplimiento podría interferir es en el 
dopaje.

Pese a los escasos precedentes de dopaje deportivo en España, y 
menos si cabe en el fútbol, varios autores identifican este tipo delic-
tivo como un peligro para los clubes de fútbol557, aunque, por exten-
sión, puede aplicarse a todas las modalidades y deportes en general 
ya que el dopaje no es exclusivo de un deporte en concreto.

También se considera necesario que los clubes deportivos imple-
menten en sus programas de cumplimiento medidas concretas y espe-
cíficas en dos materias, por un lado, en lo relacionado con los menores 
de edad y en especial medidas, cuantas resulten necesarias, para con-
cienciar, prevenir, detectar y poner en conocimiento de las autoridades 
aquellos comportamientos que constituyan delitos sexuales contra 
menores. Se hace esta mención especial puesto que es frecuente que 
los clubes deportivos contraten los servicios de menores558, a veces 
desde muy temprana edad y los incorporen a sus filas para formarles y 
convertirlos en deportistas profesionales en un futuro.

554	 SAP de Navarra de 23 de abril de 2020. SAP NA 18/2020 - ECLI:ES:APNA:2020:18.

555	 STS de 13 de enero de 2023. STS 61/2023 - ECLI:ES:TS:2023:61.

556	 Para lo relativo a los amaños de partidos en el fútbol y otros, se recomienda 
Morillas Cuevas, L. (2017). «Fraude en el deporte». En Pérez- Serrabona Gonzá-
lez, J.L. y Jiménez Soto, I. Los retos del deporte profesional y profesionalizado en 
la sociedad actual. Reus. Madrid, pp. 332-335.

557	 Cfr. Solar Rodríguez, J. (2017). op. cit, pp. 63 y ss; Herra Rodríguez, S. (2017). «La 
criminalidad económica, factores de riesgo y compliance en el ámbito deportivo 
profesional». Revista Española de la Transparencia, núm. 5, p. 154; Rodríguez 
Monserrat, M. (2018). op. cit, p. 14 o Castellanos Claramunt, J. (2018). «Corrup-
ción y buen gobierno en el deporte. Breve análisis del caso Soule». Dilemata, 
núm. 27, pp. 116 y ss.

558	 Para más detalles sobre los servicios deportivos de menores, véase García Car-
mona, D. (2024). «Representación legal y servicios deportivos de menores: fút-
bol». En Millán Garrido, A. (coord.). Cuestiones jurídicas de futuro de la Ley de 
Deporte. Reus. Madrid, pp. 137-173.
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Y, por otro lado, contra cualquier tipo de acción que tenga un carác-
ter sexual. En entidades profesionales que se rigen por criterios de 
equidad, profesionalidad, ética deportiva, cultura deportiva entre 
otros muchos, integradas por deportistas profesionales considerados 
en general como ejemplo para la sociedad y vinculado así, con lo dis-
puesto en párrafos precedentes, es decir, con los menores de edad, no 
tiene cabida ninguna acción de estas características o dimensiones 
que enturbie o pueda llegar a poner en tela de juicio cualquier acción 
o decisión de una entidad deportiva y más si cabe de primer nivel de 
profesionalidad por su repercusión y gran alcance mediático tanto a 
nivel nacional como internacional559.

4.3.2. Orientaciones normativas para los programas de 
cumplimiento

Además de lo dispuesto en el CP sobre los compliance programs, 
habrá que estar también a la Ley 39/2022, de 30 de diciembre del 
Deporte, en la que no se hace, en todo su articulado, mención alguna 
a los programas de cumplimiento normativo ya sea para establecer 
su obligatoriedad a ciertas entidades como podrían ser, al menos, las 
Federaciones deportivas españolas a las que se adscriben los diferen-
tes clubes deportivos y que ejercen por delegación funciones propias 
de la Administración o ya sea para recomendar su promoción y aco-
gimiento por cualquier tipo de entidad deportiva cualquier que sea su 
rango de actuación.

Pues bien, manifestada la ausencia de contenido alguno en lo que a 
programas de cumplimiento se refiere, en la LD se destaca que en el 
año 2015, fruto de la reforma del CP señalada ya en el anterior apar-

559	 Con esto, se quiere indicar que, en las entidades deportivas de primer nivel, 
como pueden ser los clubes de fútbol de LALIGA, es decir, los de la primera 
división de fútbol masculina en España, procede adoptar medidas específicas 
contra este tipo de acciones por ser profesionales, estar en la máxima categoría 
y porque esta ubicación en el ecosistema deportivo y social siempre los sitúa 
en el foco de atención. Se considera que todos los clubes deportivos de España 
deberían tener programas de cumplimiento, más o menos ambiciosos en fun-
ción del deporte, categoría y otros factores a tener en cuenta, por supuesto, 
pero la élite deportiva debe caracterizarse por una actitud deportiva intachable 
y como fuente de inspiración y ejemplo para nuestros talentos más jóvenes y por 
qué no, para toda nuestra sociedad, promoviendo la inclusión, igualdad, respeto 
y muchos otros valores deportivos.
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tado, se modificaron los Estatutos Sociales de la Liga Nacional de Fút-
bol Profesional incluyendo en el apartado 19 del art. 55, como requi-
sito obligatorio para que cualquier club de fútbol se pudiera inscribir 
en las competiciones oficiales de Primera y Segunda división (a partir 
de la temporada 2016/2017), adoptar y ejecutar con eficacia mode-
los de organización y gestión que incluyan las medidas de vigilancia y 
control idóneas para prevenir la comisión de delitos o reducir de forma 
significativa el riesgo de su comisión en los términos establecido en el 
art. 31 bis del CP560.

En este sentido y como lo anteriormente referido sobre La Liga 
aplica a las principales categorías del fútbol profesional, también es 
interesante traer a colación que, para el resto de las categorías hay que 
estar a lo que disponga la RFEF. En su normativa no existe esta obliga-
ción de incorporar programas de cumplimiento, pero en sus Estatutos 
se contempla la composición de un Comité de Cumplimiento Norma-
tivo con base en lo dispuesto en el art. 34 y con una serie de funciones 
muy concretas y que no solo tienen que ver con velar por la adopción y 
aplicación eficaz del cumplimiento normativo, sino otras que se consi-
deran acertadas como por ejemplo, promover una cultura de ética en 
las competencias de la Federación, fomento de los valores propios561 
de la responsabilidad social corporativa y/o empresaria etc.562.

Se destaca el caso del fútbol porque se recogen estos aspectos 
con más o menos detalle y con mayor o menor acierto, y siguiendo 
su ejemplo, sirva, verbigracia, la Federación Española de Baloncesto, 
FEB en adelante, puesto que en el art. 46.1 de sus últimos Estatutos563, 
se recoge la Comisión de Gobernanza e Integridad y se indica que 

560	 Actualmente, siguen constando en el mismo art. 55, sobre los requisitos para 
la afiliación a La Liga, apartado 19.1.a y pueden consultar en la página web ofi-
cial de La Liga. https://files.laliga.es/pdf-hd/transparencia/estatutos-socia-
les_20180726.pdf.

561	 Sobre la cultura de valores en una empresa, véase E. H. Schein. (1986). «Organi-
zational Culture and Leadership». The Academy of Management Review, 11 (3), 
pp. 677 y ss.

562	 Los Estatutos de la Real Federación Español de Fútbol pueden consultarse en su 
página web: https://rfef.es/sites/default/files/2022-12/Estatutos%20RFEF%20
edici%C3%B3n%20noviembre%202022.pdf.

563	 Véase la Resolución de 30 de abril de 2024, de la Presidencia del Consejo Supe-
rior de Deportes, por la que se publican los Estatutos de la Federación Española 
de Baloncesto. 

https://files.laliga.es/pdf-hd/transparencia/estatutos-sociales_20180726.pdf
https://files.laliga.es/pdf-hd/transparencia/estatutos-sociales_20180726.pdf
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«personifica la posición de máximo garante de la supervisión, vigilan-
cia y control de las obligaciones de compliance penal en la FEB y, a tal 
fin, se establece que sus principales funciones…».

Asimismo, en otros Estatutos como los de la Real la Federación 
Española de Balonmano564 o los de la Real Federación Española de 
Natación565 nada se recoge sobre los programas de cumplimento de 
los clubes integrantes de estas y a mayor abundamiento, otras como 
la Federación Española de Voleibol566 que en su página web, donde se 
contienen sus Estatutos, se vinculan a las disposiciones de la ya dero-
gada Ley 10/1990.

Siguiendo esta línea de exposición sobre las Federaciones depor-
tivas en España, pese a que ya se ha aclarado con anterioridad que 
se rigen por las disposiciones generales para las AAPP, se considera 
también como factor determinante del compliance el hecho de que 
mejora la transparencia de las entidades que lo poseen pues alude a 
cuestiones morales, éticas, de actitud y ese es uno de los objetivos 
de los programas de cumplimiento567, además de que ninguna norma 
prohíbe que dispongan de tal programa en tales términos.

En este sentido, es interesante destacar que del estudio realizado 
sobre el índice de transparencia de las Federaciones Deportivas 
(INFED)568, los primeros puestos de la clasificación se corresponden 
con Federaciones con presupuestos relativamente bajos en una com-
parativa entre ellas. Por ejemplo, en la primera posición se encuen-
tran el tiro con Arco, el golf, el tenis de mesa en contraposición con el 
fútbol, que ocupa el puesto 52 de dicha clasificación, siendo esta la 

564	 Véase la Resolución de 30 de abril de 2024, de la Presidencia del CSD, por la que 
se publican los Estatutos de la Real Federación Española de Balonmano. Dispo-
nible en: https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2024-9903.

565	 Véase la Resolución de 30 de abril de 2024, de la Presidencia del Consejo Supe-
rior de Deportes, por la que se publican los Estatutos de la Real Federación 
Española de Natación. Disponible en: https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?i-
d=BOE-A-2024-9904.

566	 Información disponible en: https://www.rfevb.com/Files/Descargas/estatutoR-
FEVB_2020-pdfEs20200214124155.pdf. Última consulta 29/10/2025.

567	 Cfr. Fernández Torres, J.M. (2020). op. cit, p. 70.

568	 Estudio realizado por Transparencia Internacional España en 2018 (segunda 
edición).
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Federación con mayor capacidad presupuestaria569. No obstante, en 
el mismo estudio realizado por la misma entidad en 2019, en su tercera 
edición, el fútbol ya alcanzó el 100 % de transparencia formando parte 
del 46,2 % de Federaciones que tienen ese porcentaje570.

Descendiendo del plano nacional al plano autonómico, por supuesto, 
con competencias en materia deportiva regional en cada caso, cabe 
destacar que hay ciertas federaciones, como la Federación Catalana 
de Fútbol, que ha adoptado una política de compliance penal, actua-
lizada en octubre de 2023. Se destaca que en cuanto al ámbito de 
aplicación rige para todas las actividades desarrolladas por la cita 
Federación y que «ha sido dictada a partir de los estándares de Com-
pliance más completos y actualizados como pueden ser la Norme 
UNE 19601:2017 sobre sistemas de gestión de Compliance penal, la 
Norma UNE 37001:2017 sobre sistemas de gestión antisoborno, y la 
norma ISO 37301:2021 sobre sistemas de gestión de Compliance»571.

Asimismo, la propia Federación cuenta con un anexo a la cita polí-
tica de compliance en la que recogen las diferentes figuras penales 
de las que la Federación Catalana de Fútbol, como persona jurídica 
podría llegar a ese penalmente responsable572.

Este supuesto es llamativo puesto que se puede apreciar de facto, 
como una federación, con declaración de utilidad pública y regida por 
las disposiciones administrativas comunes, adopta políticas de com-
pliance permitiendo así la coexistencia entre ambos regímenes.

Una vez expuestos los elementos que se consideran de relevancia 
para la inclusión del compliance en el deporte profesional en España, 
con ejemplos y supuestos concretos en los que así se hace y en los 

569	 Informe disponible en: https://transparencia.org.es/wp-content/uploads/2018/ 
12/ranking_global_infed_2018-2-edic.pdf. Última consulta: 15/01/2025.

570	 Información disponible en: https://ferugby.es/wp-content/uploads/2023/02/
INFED-2019_PRESENTACION-RESULTADOS-COMPARATIVAS-1.pdf. Última 
consulta: 15/01/2025.

571	 Información disponible en: https://files.fcf.cat/compliance/Politica_de_Com-
pliance_Penal.pdf . Última consulta: 20/01/2025.

572	 Información disponible en: https://files.fcf.cat/compliance/2022/FCF%20-%20
SGCP%20-%20%20POLITICA%20DE%20COMPLIANCE%20PENAL%20-%20
ANNEX%20-%20CATALEG%20CONDUCTES%20PROHIBIDES%20%281%29.
pdf. Última consulta: 20/01/2025.

https://ferugby.es/wp-content/uploads/2023/02/INFED-2019_PRESENTACION-RESULTADOS-COMPARATIVAS-1.pdf
https://ferugby.es/wp-content/uploads/2023/02/INFED-2019_PRESENTACION-RESULTADOS-COMPARATIVAS-1.pdf
https://files.fcf.cat/compliance/2022/FCF%20-%20SGCP%20-%20%20POLITICA%20DE%20COMPLIANCE%20PENAL%20-%20ANNEX%20-%20CATALEG%20CONDUCTES%20PROHIBIDES%20%281%29.pdf
https://files.fcf.cat/compliance/2022/FCF%20-%20SGCP%20-%20%20POLITICA%20DE%20COMPLIANCE%20PENAL%20-%20ANNEX%20-%20CATALEG%20CONDUCTES%20PROHIBIDES%20%281%29.pdf
https://files.fcf.cat/compliance/2022/FCF%20-%20SGCP%20-%20%20POLITICA%20DE%20COMPLIANCE%20PENAL%20-%20ANNEX%20-%20CATALEG%20CONDUCTES%20PROHIBIDES%20%281%29.pdf
https://files.fcf.cat/compliance/2022/FCF%20-%20SGCP%20-%20%20POLITICA%20DE%20COMPLIANCE%20PENAL%20-%20ANNEX%20-%20CATALEG%20CONDUCTES%20PROHIBIDES%20%281%29.pdf


206

DEPORTES ELECTRÓNICOS Y DERECHO PENAL

que no, se quiere manifestar también que, por supuesto, la calidad de 
un deporte se rige por sus ligas profesionales, pero no se puede olvi-
dar que la mayor parte del ecosistema deportivo, sirva de ejemplo, el 
fútbol, se constituye por el sector amateur y se considera un total y 
absoluto acierto que la cultura de compliance573 vaya dejando mella, 
aunque sea de forma paulatina, pero constante, en este sector del 
deporte en nuestro país574.

Por consiguiente, las diferentes entidades deportivas deben cono-
cer con exactitud los riesgos que perjudican a todos sus estamentos, 
dónde tienen su génesis esos riesgos y además han de actuar e inter-
venir continua y periódicamente realizando, como se señalaba, com-
probaciones para la averiguación, localización, y prevención del riesgo 
potencial en la totalidad de la organización575.

4.4. Los programas de cumplimiento en los deportes 
electrónicos

Del mismo modo que para una entidad deportiva tradicional, el 
hecho de que los diversos componentes del ecosistema del sector 
de los deportes electrónicos, véase federaciones, ligas y clubes de 
eSports en especial, cuenten a su vez con un programa de cumpli-
miento presenta numerosos beneficios y que se comience a implantar 
y fomentar esta cultura sería, sin duda, un gran acierto.

Es algo constatado tanto a nivel social general, y en concreto en el 
sector a través del presente texto que el sector de los deportes elec-
trónicos en nuestro país, al no contar con una normativa específica y 
ante la gran dispersión normativa a la que se tiene que acoger para 
consolidarse y seguir desarrollándose, presente una evidente insegu-
ridad jurídica tal y como se ha manifestado.

573	 Sobre la cultura del compliance véase Romero Campanero, A. (2021). «Corrup-
ción, cumplimiento normativo y buen gobierno en el deporte». En Verdugo Guz-
mán, S. Tratado de Derecho Deportivo. Aranzadi, Navarra, pp. 460 y 461.

574	 Para un mayor conocimiento del compliance penal en el deporte amateur y en 
el fútbol en concreto se recomienda la lectura de Fernández Torres, J.M. (2018). 
«El compliance en el fútbol amateur». Abfútbol: revista técnica especializada en 
fútbol, núm. 98, pp. 81-92.

575	 Cfr. Fernández Torres, J.M. (2020). op. cit, p. 74.
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Adoptar estos programas de cumplimiento normativo no soluciona-
ría radicalmente esta inseguridad jurídica aludida, puesto que segui-
ría sin haber lex artis, pero sería un buen punto de partida que dotaría 
a estas entidades de unos cimientos jurídicos sólidos, blindándose 
por comportamientos de sus activos y más si se tiene en cuenta que 
existen determinados clubes de eSports que están compuestos por 
integrantes de diversos países, nacionalidad y culturas.

Con un programa de cumplimiento normativo apropiado que se 
ajuste a la realidad del sector, se unificarían los criterios y directri-
ces que rigen el desarrollo de las actividades de dichas entidades de 
deportes electrónicos y se evitarían posibles acciones ilícitas en el 
seno de estas y se mejoraría exponencialmente las relaciones jurídi-
cas con terceros.

Se detalla a continuación algunos beneficios que reporta contar un 
programa de cumplimiento576:

	– Mejora en las negociaciones y gestiones externas de la socie-
dad deportiva por la confianza que transmite la presencia de un 
buen programa de cumplimiento normativo.

	– Mejora las relaciones del club con las sociedades que con ella se 
relacionan, así como con los clientes personas físicas individua-
les que adquieran sus productos por la vía del merchandasing.

	– Mejora la imagen del club y eso se puede suponer una mejora en 
las ventas al cliente directo y en las relaciones con sociedades 
que confían en la solvencia gerencial de la sociedad deportiva.

	– Los directivos y empleados de la sociedad serán al final mucho 
mejores en su rendimiento cuando apliquen las reglas de con-
trol y todos estén seguros de que «todos» cumplen el derecho 
en la sociedad u organización. La desconfianza ante la ges-
tión interna en las organizaciones ralentiza la consecución de 
resultados. Y los resultados deportivos y organizativos siempre 
serán mejores si la gestión interna es adecuada.

Por supuesto, estos son solo algunos de los muchos beneficios que 
pueden derivarse de la implantación de un adecuado programa de 
cumplimiento, pero no solo sirve para los clubes de deportes electró-
nicos en específico, sino que serviría también para otras instituciones 

576	 Estas medidas se aplican para los clubes deportivos en general en Magro Ser-
vet, V. (2019). op. cit, pp. 3 y ss.
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que forma parte de dicho ecosistema como las ligas profesionales, las 
federaciones de eSports.

La comisión de actividades delictivas en el entorno de los deportes 
electrónicos no es por desgracia algo anecdótico, sino todo lo con-
trario, es algo ciertamente frecuente, tal y como se ha en el análisis 
de los riesgos delictuales y de los delitos concretos en el sector de los 
deportes electrónicos.

Se considera una opción interesante que, en un sector ciertamente 
desprotegido y joven como es el de los deportes electrónicos, sean las 
propias ligas, verbigracia la Liga de Videojuegos Profesional, las que 
exijan para adscribirse a la misma y poder participar en aquellas com-
peticiones que organice en su seno, la adopción, implantación y eje-
cución de un programa de cumplimiento del mismo modo que se hace 
en el fútbol profesional577 como ya se ha explicado anteriormente.

De este modo, cualquier club de eSports que desee competir en 
las máximas categorías del deporte electrónico en concreto, ya sea 
LOL o cualquier otro, deberá contar con un compliance program que, 
de entrada, además de servir como barrera disuasoria para la comi-
sión de cualquier tipo delictivo por parte de los integrantes del club 
de deportes electrónicos en concreto, ayudaría a crear una cultura de 
desempeño de funciones correcto y diligente conforme a la legalidad 
vigente y conforme a la ética de la empresa.

Para los clubes de deportes electrónicos que componen el conglo-
merado profesional del sector podría ser una apuesta interesante y 
no solo para ellos, sino también para la liga en cuestión, que incluso 
podría llegar a constituir un órgano de supervisión con diferentes fun-
ciones y entre ellas supervisar y velar por la implantación efectiva de 
los programas de cumplimiento en los diferentes clubes.

Se indica que podría ser de interés para la liga en cuestión partiendo 
de la premisa de que cualquier organizador de eventos en general y en 
concreto, de deportes electrónicos, consecuentemente, prefiere con-
tar con ciertas garantías por parte de los competidores y, por supuesto, 
se prefiere que una entidad cuente con un programa de cumplimiento 

577	 Cfr. Sobre la Liga de Fútbol Profesional y sobre la actividad delictiva de las enti-
dades deportivas en general Martínez Rodríguez, J.A. (2024). «Hacia una mejora 
de la prevención de la actividad delictiva en las personas jurídicas con especial 
atención a las entidades deportivas». En Millán Garrido, A. (coord.). Novedades 
jurídicas en la gestión del deporte. Reus. Madrid, pp. 82 y ss.
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normativo que obliga a los jugadores profesionales y a todos los inte-
grantes de los clubes a ajustarse a los mismos, contando, por ende, 
con formación sobre los riesgos delictuales que se pueden cometer 
en su ámbito profesional, a que una entidad no cuente con ellos.

Asimismo, incluso para los propios jugadores profesionales de 
deportes electrónicos, por extensión con modalidades deportivas de 
corte tradicional, sería preferible contar con programas de cumpli-
miento normativo y que reciban formación específica sobre los poten-
ciales delitos a los que se pueden enfrentar durante el desarrollo de 
sus funciones.

Este conocimiento aplicado conlleva a que los jugadores se centren 
exclusivamente en la competición, esencia de su desarrollo profesio-
nal al tener ya conocimiento de esos riesgos de los que, en una pri-
mera instancia, podrían incluso a desconocer.

Para reafirmar esta posición, se está de acuerdo con lo manifestado 
por Magro Servet: «Al igual que en derecho de sociedades se requiere 
que las PYMES tengan un programa de compliance, cualquier organiza-
ción o sociedad deportiva que tenga esta naturaleza de persona jurídica, 
incluso las asociaciones o grupos que cita el art. 129 CP deberían contar 
con un programa de cumplimiento normativo adaptado a la extensión 
de su estructura interna y el alcance de las operaciones en la que inter-
venga. Recuérdese que en este tema se habla de la aplicación del Prin-
cipio de proporcionalidad, en virtud del cual procede aplicar los princi-
pios y buenas prácticas en esta materia atendiendo en estos casos a las 
circunstancias concretas de la sociedad u organización deportiva»578.

Del mismo modo que se ha contemplado para los clubes de eSports, 
también se considera importante e interesante la posibilidad de que 
los Estatutos de la Federación de Videojuegos (Fejuves) recojan expre-
samente el cumplimiento normativo, bien sea para adoptarlo bien sea 
para establecer la composición de un órgano que vele por los conte-
nidos del art. 31 bis del CP. Si bien es cierto que en este caso es una 
Federación autodenominada puesto que no está reconocida oficial-
mente por parte de la Administración Pública, siendo esto uno de los 
motivos que provoca que no se reconozca a los deportes electrónicos 
como deporte oficial en España579.

578	 Magro Servet, V. (2019). op. cit, pp. 4 y ss.

579	 Para más información al respecto, Cfr. Albarral Borrego, A.J. (2024). op. cit. p. 240.
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Además de esto, no es necesario que los deportes electrónicos 
estén reconocidos como deporte oficial ni que la Federación sea 
deportiva debidamente reconocida por la Administración para que 
puedan contar con un programa de cumplimiento normativo adop-
tado, eficaz y actualizado para diluir las potenciales responsabilida-
des penales. Como ya se ha puesto sumariamente en el texto, FeJuves 
no está reconocida como federación deportiva oficial por lo que, su 
responsabilidad penal, se dirime por las disposiciones contempladas 
en el art. 31 bis del CP y no por las disposiciones administrativas gene-
rales a tales efectos.

Se destaca que, como norma general, parece ser que los Estatutos 
de las diversas Federaciones deportivas, como las de modalidades 
tradicionales ya referidas, tienden a no contemplar de forma expresa 
estas obligaciones para los clubes que por definición tienen que estar 
adscritos a estas y solo indican la composición de ciertos órganos que 
se encargan de velar por el cumplimiento de las respectivas funciones 
relacionados con los programas de cumplimiento normativo, pero de 
la propia Federación.

Ahondando en la responsabilidad de las federaciones deportivas 
oficiales se trae a colación el hecho de que no parece existir prohi-
bición alguna de contar con programas o políticas de cumplimiento 
normativo, sirva, verbigracia, la regulación de la Federación Cata-
lana de Fútbol no en cuanto a deporte y órgano que emite, ya que, 
por supuesto, es un organismo oficial, sino como modelo a seguir en 
cuanto a regulación en un ámbito territorial más concreto que el de 
una Federación con competencias nacionales.

Finalmente, para concluir con el presente apartado y fruto de la pre-
sente investigación, se pone de manifiesto que ninguno de los intervi-
nientes del sector de los deportes electrónicos en España, véase clu-
bes profesionales de eSports, la LVP o la FeJuves, al menos conforme 
a lo publicado en sus respectivas páginas oficiales, cuentan con un 
programa de cumplimento normativo.

De esto, se concluye la necesidad de la implantación de la cultura 
del compliance en el sector de los deportes electrónicos en España.
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DEPORTES ELECTRÓNICOS Y DERECHO PENAL

Los deportes electrónicos o eSports constituyen una industria emergente que 
ha experimentado un crecimiento exponencial en los últimos años, impulsado por 
la digitalización y la globalización. 

En España, el sector ha alcanzado una notable relevancia económica y social, 
aunque carece de una regulación específica, lo que plantea importantes riesgos 
jurídicos y criminológicos. Esta obra analiza, a partir de la ausencia normativa es-
pecífica sobre el objeto de estudio, la potencial aparición de conductas delictivas 
en el ecosistema de los eSports, así como su encaje en el Código Penal. A través de 
una metodología que combina análisis dogmático y jurisprudencial se identifican 
las tipologías delictivas más características y probables en el sector especialmente 
a raíz de la concurrencia objetiva de determinados elementos criminógenos. 

Desde este análisis, y sin perjuicio de que las previsiones penales puedan con-
siderarse, en términos generales, suficientes, se pretende valorar la pertinencia de 
modificaciones legales o interpretaciones en la aplicación de normas penales para 
garantizar la tutela efectiva en relación con los riesgos identificados, con especial 
atención al concepto de deporte en el marco del Código Penal.
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